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AG/DEC. 81 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL PARA EL
DESARROLLO SOSTENIBLE EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, 

celebrada el 15 de junio de 2016)

LAS MINISTRAS Y MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFAS Y JEFES DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en Santo Domingo, República Dominicana, con ocasión del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General,
REAFIRMANDO la naturaleza, propósitos y principios establecidos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los compromisos adoptados por los Estados Miembros en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, la Agenda de Acción de Addis Abeba y el Acuerdo de París adoptado por los Estados Parte de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático
/, así como otros compromisos internacionales
/ vinculados a las tres dimensiones del desarrollo sostenible: económico, social y ambiental;
RECONOCIENDO los desafíos multidimensionales del desarrollo sostenible y que el logro de los objetivos de la Agenda 2030 en la región será impulsado por el fortalecimiento institucional, la eficacia, eficiencia, transparencia, ética y credibilidad de las instituciones públicas, con decisiones inclusivas y participativas; así como la coordinación intergubernamental, interinstitucional e intersectorial, en un ambiente seguro y propicio para la sociedad civil, otros actores sociales y la ciudadanía;
CONSCIENTES del reconocimiento que hace la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de las dificultades que enfrentan los países con situaciones especiales o de ingresos medianos para alcanzar el desarrollo sostenible, así como de la necesidad de fomentar el intercambio de experiencias, una mejor coordinación y apoyo del sistema de las Naciones Unidas para el desarrollo, las instituciones financieras internacionales, las organizaciones regionales y otros interesados;
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN que para el logro del desarrollo sostenible y para la consecución de los objetivos de la Agenda 2030, los Estados Miembros necesitan asimismo fortalecer los medios de implementación en ella definidos, así como el financiamiento necesario, la innovación, la creación de capacidades, la asistencia técnica y la transferencia de tecnologías, en términos y condiciones voluntarios y mutuamente acordados;

TENIENDO EN CUENTA la importancia de revisión y actualización del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS) y luego del compromiso de la Declaración de Tela para el Desarrollo Sostenible de las Américas: Construyendo una Agenda de Desarrollo Sostenible para las Américas, en la que se adoptó el Marco Estratégico para el PIDS con el fin de renovar los esfuerzos que se realizan desde la Secretaría General de la OEA para acompañar los procesos de fortalecimiento institucional de los Estados Miembros y apoyar la implementación de la Agenda 2030;
CONSCIENTES de la importancia de incentivar el diálogo y las sinergias entre los Gobiernos, las organizaciones de la sociedad civil, otros actores sociales y el sector privado, así como las alianzas público-privadas para el proceso de fortalecimiento institucional para el desarrollo sostenible en las Américas, y el combate a la corrupción en los sectores público y privado que contribuya a una mayor participación y consolidación de las democracias de nuestras sociedades;
TENIENDO EN CUENTA la Declaración de Visión Estratégica, los objetivos estratégicos de la Organización, así como la priorización de mandatos realizada por los Estados Miembros y una mejor gestión administrativa para el fortalecimiento institucional de conformidad con los pilares de la OEA; y
RECONOCIENDO que la Tierra y sus ecosistemas son nuestro hogar, y convencidos de que para alcanzar un justo equilibrio entre las necesidades económicas, sociales y ambientales de las generaciones presentes y futuras es necesario promover la armonía con la naturaleza y la Madre Tierra, que es una expresión común utilizada para referirse al planeta Tierra en diversos países y regiones
/,
DECLARAN:

1. Promover el fortalecimiento y la creación, cuando corresponda, de instituciones transparentes, eficaces, responsables e inclusivas en todos los niveles de gobierno que faciliten el logro de los Objetivos y metas de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y las metas del Acuerdo de París, así como la Agenda de Acción de Addis Abeba.
2. Asumir el firme compromiso con la implementación de la Agenda 2030 en las Américas y con el logro de los Objetivos y metas de dicha agenda, los cuales son de carácter integrado e indivisible, así como reafirmar el compromiso con la erradicación del hambre; la pobreza, en todas sus formas y dimensiones, incluida la pobreza extrema; la lucha contra la desigualdad; la protección del medio ambiente; la gestión del riesgo de desastres y la lucha contra el cambio climático, entre otros.

3. Alentar el proceso que está llevando a cabo el Comité de Negociación del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, a efectos de promover el cumplimiento del compromiso asumido en la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el Caribe, firmada durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río+20), realizada en Río de Janeiro, del 20 al 22 de junio de 2012.
4. Alentar modelos de desarrollo y crecimiento económico más inclusivos, resilientes y sostenibles, con prácticas empresariales de responsabilidad social y ambiental acordes con los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

5. Impulsar en los procesos de fortalecimiento institucional, el enfoque de derechos, incluido el respeto a los derechos humanos y sistemas de protección y promoción social con carácter universal, equitativo y no discriminatorio para vivir bien en armonía con la naturaleza y generando las condiciones para el logro del desarrollo pleno de los individuos y que permita avanzar hacia sociedades pacíficas, justas e inclusivas para el desarrollo sostenible que tomen en consideración las necesidades de los grupos vulnerables.

6. Promover y fortalecer la formulación e implementación de políticas públicas, estrategias y acciones dirigidas a fomentar la igualdad y equidad de género; así como el empoderamiento efectivo de la mujer como condiciones necesarias para el pleno respeto de los derechos humanos de todas las mujeres y niñas en todas las esferas de la vida pública y privada. Asimismo, impulsar acciones y aunar esfuerzos en la lucha contra todas las formas y modalidades de violencia contra la mujer, incluido el feminicidio/femicidio, y la discriminación contra las mujeres y las niñas.
7. Promover acciones dirigidas a garantizar el respeto a los derechos de los pueblos indígenas, los afrodescendientes, las personas migrantes y sus familias, adultos mayores y otros miembros de grupos marginados y en situación de vulnerabilidad.

8. Impulsar los procesos de profesionalización en la administración pública y la formación de servidores públicos capacitados, así como el establecimiento de sistemas modernos de gestión sustentados en el mérito para el ingreso, la permanencia y desarrollo de los recursos humanos.
9. Impulsar y fortalecer la gestión pública de calidad, con un enfoque en el ser humano como agente de cambio y orientado a consolidar la institucionalización, coherencia y continuidad de las políticas públicas de conformidad con los objetivos y metas consignados en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y otros instrumentos internacionales relativos al desarrollo.
10. Promover la gestión pública fortaleciendo las capacidades de las instituciones públicas como entidades responsables de implementar, junto con las autoridades regionales y locales, políticas vinculadas al logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

11. Promover una educación inclusiva, equitativa y de calidad como un componente vital del marco institucional necesario para el logro del desarrollo sostenible. En este sentido, fortalecer el diálogo político en materia de educación.

12. Promover la coherencia política e institucional, la coordinación interinstitucional efectiva y la articulación de políticas, así como facilitar las sinergias entre las metas, los planes de desarrollo, las políticas públicas, las acciones y los programas nacionales con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en sus tres dimensiones, económica, social y ambiental, a través de la adopción de estrategias multisectoriales y multidimensionales que contengan una visión integral de las políticas de desarrollo sostenible, las cuales sean establecidas en función de las capacidades, realidades y prioridades de cada país.

13. Fortalecer las capacidades institucionales de los poderes públicos, respetando su independencia y fomentando su contribución al logro de sociedades justas, pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible.
14. Promover el diálogo permanente, inclusivo e intercultural con la sociedad para lograr mayor cohesión social y reforzar la coordinación interinstitucional e intersectorial entre entidades públicas, privadas, la sociedad civil, la academia y otros actores sociales para el desarrollo sostenible de los Estados.

15. Fomentar la credibilidad y la confianza ciudadanas en las instituciones democráticas.

16. Promover la transparencia y rendición de cuentas, fomentar la participación ciudadana y el control en la gestión de los recursos de las instituciones del Estado a través de la difusión de la información pública, y prever su adecuada organización, sistematización y disponibilidad permanente a los efectos de asegurar el más amplio y fácil acceso de la ciudadanía, sujeto a normas constitucionales y jurídicas, incluidas aquellas que tienen que ver con la privacidad y la confidencialidad. 

17. Promover el desarrollo y la aplicación de marcos jurídicos transparentes que tengan en cuenta los intereses colectivos en favor del desarrollo sostenible.

18. Afirmar su convicción en el abordaje integrado de las tres dimensiones del desarrollo sostenible —social, económico y ambiental— por medio del diálogo y otros medios pacíficos de resolución de controversias y de prevención de conflictos, en el ámbito de un enfoque de derechos, y contribuyendo a la gobernabilidad democrática y la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

19. Promover el respeto al Estado de derecho en el plano nacional e internacional, la igualdad de acceso a la justicia y la implementación, según sea apropiado, de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información y la Estrategia Interamericana para la Promoción de la Participación Pública en la toma de Decisiones sobre Desarrollo Sostenible en beneficio de las generaciones presentes y futuras.
20. Continuar impulsando la lucha contra la corrupción en todas sus formas, en los sectores público y privado, así como promover el gobierno abierto y la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción y su mecanismo de seguimiento, y fortalecer el desarrollo en los Estados Miembros de mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción y la impunidad, como imperativo de los Estados para alcanzar una vida decente, digna y plena.

21. Impulsar el fortalecimiento institucional mediante acciones de cooperación horizontal, Sur-Sur y triangular para abordar conjuntamente los desafíos del desarrollo y los retos de la pobreza y la desigualdad, además de fortalecer las buenas relaciones y promover la integración entre los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA).
22. Poner de relieve que la financiación pública internacional es un complemento fundamental de los esfuerzos que realizan los países para movilizar recursos públicos a nivel interno, especialmente en los países más pobres y vulnerables con recursos internos limitados. Un importante papel de la financiación pública internacional, incluida la asistencia oficial para el desarrollo, es catalizar la movilización de recursos adicionales de otras fuentes, tanto públicas como privadas. Los proveedores de asistencia oficial para el desarrollo reafirman sus compromisos respectivos, incluido el compromiso de numerosos países desarrollados de alcanzar el objetivo de destinar el 0,7% de su ingreso nacional bruto a la asistencia oficial para el desarrollo de los países en desarrollo y entre un 0,15% y un 0,2% de su ingreso nacional bruto a la asistencia oficial para el desarrollo de los países menos adelantados.
23. Reforzar la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en foros regionales como la OEA, con el ánimo de fortalecer el intercambio de experiencias y promover su articulación con los Gobiernos de la región.

24. Impulsar el potencial del sector privado, las alianzas público-privadas y de los mecanismos especializados de inversión y financiamiento para el desarrollo e integración existentes en la región para la creación de sinergias que viabilicen el logro de los Objetivos y las metas de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.

25. Promover la capacitación, la innovación tecnológica y productiva, la transferencia tecnológica, en términos y condiciones voluntarios y mutuamente acordados, y las acciones de responsabilidad social de las empresas y en particular de las pequeñas y medianas empresas, u otras modalidades organizativas, que las coloquen en mejores condiciones para el establecimiento de sus relaciones de intercambio, tendiendo al desarrollo de cadenas de valor entre emprendimientos de la región, lo que permitirá mejorar su complementariedad y competitividad.

26. Apoyar los diversos procesos de reforma encaminados a mejorar y fortalecer el funcionamiento efectivo del sistema financiero internacional y su arquitectura, y promover un diálogo interamericano para atender las dificultades considerables para alcanzar el desarrollo sostenible a los que se enfrentan los países en desarrollo, incluidas las dificultades de acceso a la asistencia oficial al desarrollo y el hecho de que algunos países no pueden tener acceso a financiamiento suficiente y asequible de otras fuentes para satisfacer sus necesidades, reconociendo que todos los países en desarrollo, incluidos los países de renta media y países en situaciones especiales, continúan enfrentando desafíos en cuanto al desarrollo sostenible. Alentar a las instituciones financieras internacionales que desempeñan un papel importante en el financiamiento del desarrollo a que analicen formas de integrar los Objetivos de Desarrollo Sostenible, metas e indicadores en los procesos de toma de decisiones sobre la asistencia al desarrollo y financiamiento, y que promuevan intercambios con todas las partes interesadas pertinentes para mejorar la multidimensionalidad de sus indicadores utilizados para describir el nivel de desarrollo de un país. 
27. Instar a los países desarrollados a cumplir con los compromisos de proporcionar recursos financieros en materia de cambio climático, en particular mediante la capitalización del Fondo Verde para el Clima y otras fuentes alternativas, a fin de atender las necesidades de desarrollo de nuestra región respecto a la adopción de medidas de adaptación al y mitigación del cambio climático.
28. Consolidar la solidaridad regional para implementar programas a través de mecanismos financieros alternativos, en el marco de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.
29. Fomentar asimismo un acceso equitativo y universal a las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) y a Internet de banda ancha en los países de las Américas, particularmente en países que requieran de tránsito por terceros para conectarse a la red de fibra óptica internacional, promoviendo el uso eficiente de los recursos disponibles de los fondos de servicios universales, cuando corresponda.

30. Sensibilizar y educar a la población, en particular a los niños, niñas y adolescentes, sobre los desafíos que enfrenta el continente americano en relación con los compromisos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.

31. Reconocer la centralidad del sistema de las Naciones Unidas, sus agencias, fondos y programas, así como sus foros pertinentes, como una pieza clave del sistema internacional para el apoyo a los Estados Miembros en la implementación de los Objetivos de la Agenda 2030, y el papel de los componentes apropiados de ese sistema para el seguimiento de la referida implementación, para evitar la duplicación por distintas organizaciones. Adicionalmente, los Estados Miembros de la OEA revitalizarán la Alianza Mundial para el Desarrollo Sostenible.

32. Apoyar los esfuerzos de los pequeños Estados insulares en desarrollo y de los países en desarrollo sin litoral en las acciones orientadas a mitigar el impacto de los desastres, el cambio climático y las epidemias, los cuales constituyen desafíos continuos para alcanzar el desarrollo sostenible.

33. Impulsar y apoyar acciones y programas interamericanos orientados al fortalecimiento de las instituciones y la construcción de capacidades nacionales, especialmente de los países en desarrollo y en particular los países menos desarrollados y los pequeños Estados insulares en desarrollo, a fin de articular los esfuerzos de la región hacia la implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

34. Respaldar el proceso de Visión Estratégica de la OEA, así como la priorización de mandatos aprobada por los Estados Miembros, para lograr una contribución efectiva de la Organización al fortalecimiento institucional para el desarrollo sostenible. 

35. Celebrar la adopción del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS), como instrumento de política institucional, aprobado en la quinta reunión ordinaria de la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible (CIDS) y encomendar a la Secretaría General de la OEA su implementación.

36. Encomendar a la Secretaría General que trabaje en la articulación de esfuerzos con los Estados Miembros y los organismos regionales e internacionales para la implementación de compromisos asumidos en materia de desarrollo sostenible y cambio climático.  

37. Encomendar a la Secretaría General que, en el marco de sus mandatos y en coordinación con otras entidades y organismos internacionales y regionales, promueva la movilización de recursos y facilite la asistencia técnica a los Estados que lo soliciten para avanzar en la implementación efectiva de la presente Declaración.

38. Agradecer las recomendaciones resultantes del Diálogo con los Representantes de la Sociedad Civil, de los Trabajadores, del Sector Privado y Otros Actores Sociales como aportes importantes a la consecución de los compromisos de esta Declaración.

NOTAS DE PIE DE PÁGINA

1. …de los países más vulnerables y por el contrario se puso en crisis el proceso de negociación, al desconocerse el planteamiento de responsabilidad histórica y de indemnización para los países que sufren los efectos del cambio climático, sustentado por Nicaragua y otros países a fin de que los Estados que han causado el problema del cambio climático y son los grandes emisores de gases de efecto invernadero asuman la responsabilidad de mitigar los daños ocasionados sobre los pequeños países como Nicaragua y otros países de Centroamérica y del Caribe, que sufren las consecuencias, en forma de sequías, elevación del nivel del mar, huracanes y diversos cataclismos.
2.
…celebrada en Río de Janeiro en 1992 (Programa 21 y Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo); Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas de 2000 y los Objetivos de Desarrollo del Milenio; Cumbre Mundial de Desarrollo Sostenible, celebrada en Johannesburgo en 2002, (Declaración y Plan de Acción); Conferencia Mundial sobre la Reducción de los Desastres Naturales, celebrada en Kobe, Japón, en 2005 (Marco de Acción de Hyogo 2005-2015); Programa de Acción para el Desarrollo Sostenible de los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo y la Estrategia de Mauricio; Conferencia de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible, resolución 66/288, “El futuro que queremos”; resolución 69/15; Modalidades de Acción Acelerada para los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo (Trayectoria de Samoa); resolución 68/222, “Cooperación para el desarrollo con los países de ingresos medianos”; resolución 70/1, “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”; resolución 69/313, Agenda de Acción de Addis Abeba; resolución 69/283, “Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030”; Convención Marco sobre el Cambio Climático; Declaración y Plan de Acción de la Cumbres de las Américas sobre Desarrollo Sostenible, Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, 1996; Carta Democrática Interamericana; Carta Social de las Américas; Declaración de Santa Cruz+10; Declaración de Santiago sobre Democracia y Confianza Ciudadana: Un Nuevo Compromiso de Gobernabilidad para las Américas; Declaración de Panamá: Energía para el Desarrollo Sostenible; Declaración de Asunción: Desarrollo con Inclusión Social; Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas, República Dominicana, 2010; Declaración de Cochabamba sobre Seguridad Alimentaria con Soberanía en las Américas, 2012; Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC); Declaración de Tela para el Desarrollo Sostenible de las Américas: Construyendo una Agenda de Desarrollo Sostenible para las Américas; resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14), “Orientaciones y objetivos de la Visión Estratégica de la Organización de los Estados Americanos”, entre otros, según corresponda.

3.
…Organización de los Estados Americanos (OEA), no interpretan como sinónimo o como de uso generalizado el término “Madre Tierra” para hacer referencia a la naturaleza o al planeta Tierra. Además, señalan, de igual manera, que el término “la armonía con la Madre Tierra” no es aceptado universalmente. El lenguaje del párrafo no debe considerarse como precedente para futuras negociaciones.
AG/DEC. 82 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN DEL CENTENARIO DEL PASO A LA INMORTALIDAD
DEL POETA NICARAGÜENSE Y UNIVERSAL RUBÉN DARÍO

(Aprobada en la segunda sesión plenaria,
celebrada el 14 de junio de 2016)

LAS MINISTRAS Y MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFES Y JEFAS DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA) reunidos en Santo Domingo, República Dominicana, en el marco de la celebración del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General, 

RECONOCIENDO la riqueza y la diversidad de expresiones lingüísticas y culturales que se manifiestan en las Américas y que han contribuido a forjar la idiosincrasia y la identidad de nuestras naciones, avocadas a la tarea de fortalecer a nuestra región como zona de paz, de cooperación y solución pacífica de las controversias, con el fin de procurar el bienestar y el desarrollo sostenible de nuestros pueblos; 

CONSIDERANDO el aporte realizado a la cultura universal por el insigne poeta nicaragüense, Rubén Darío, padre del modernismo y cabeza visible de este nuevo movimiento que logró sintetizar el genio literario latinoamericano e hispanoamericano; y
DESTACANDO la importancia de Rubén Darío al lograr revolucionar el arte poético de la lengua española, el verso, la rima, la métrica y la estética en su creación literaria impregnada de humanismo y reflejada en su obra durante el transcurso de su vida,
DECLARAN: 

1.
Saludar la conmemoración del centenario del paso a la inmortalidad del gran poeta nicaragüense y universal, príncipe de las letras castellanas, Rubén Darío.
2.
Reconocer el talento, la versatilidad, riqueza, altura y excepcionalidad de la obra dariana y su contribución al realce de la lengua española, proyectando a nivel internacional la cultura hispanoamericana.
3.
Acoger con beneplácito las actividades que se realicen durante el presente año para celebrar ese gran legado a la cultura universal, patrimonio de las futuras generaciones.
AG/DEC. 83 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE LAS REPARACIONES POR LA ESCLAVITUD DE AFRICANOS Y SUS DESCENDIENTES Y LA TRATA DE ESCLAVOS
/ 

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)

LAS MINISTRAS Y MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFAS Y JEFES DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en Santo Domingo, República Dominicana, en el marco de la celebración del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General,
RECONOCIENDO que la esclavitud y la trata de esclavos, en particular la trata transatlántica, fueron episodios atroces en la historia de la humanidad, por su aborrecible barbarie y magnitud, por su carácter organizado y la negación de la humanidad de las víctimas, constituyendo una de las principales expresiones de racismo, discriminación racial y formas conexas de intolerancia, y que los africanos y afrodescendientes fueron víctimas de esos actos y continúan siéndolo de sus consecuencias;

TENIENDO PRESENTE que la Declaración Universal de los Derechos Humanos proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en la misma, sin distinción alguna, en particular por motivos de raza, color u origen nacional; que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece entre sus principios el reconocimiento de los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo; que la Carta Democrática Interamericana afirma que “[l]a eliminación de toda forma de discriminación, especialmente la discriminación de género, étnica y racial, y de las diversas formas de intolerancia, así como la promoción y protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas, contribuyen al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana”; y que la Carta Social de las Américas señala que “los Estados Miembros reconocen las contribuciones de los pueblos indígenas, afrodescendientes y comunidades migrantes al proceso histórico continental e insular y promoverán su valoración”; y
RECORDANDO los párrafos 98 a 106 de la Declaración de Durban y en particular, la importancia que reviste el “establecimiento de recursos y medidas eficaces de reparación, resarcimiento, indemnización y de otra índole a nivel nacional, regional e internacional” con el fin de hacer frente a los efectos persistentes de la esclavitud y la trata transatlántica de esclavos,
DECLARAN:

Reconocer que la esclavitud y la trata de esclavos fueron crímenes atroces en la historia de la humanidad; saludar la iniciativa de la Comunidad del Caribe para la creación de la Comisión de Reparaciones y aplaudir los esfuerzos de esta Comisión para corregir las injusticias de la historia.
NOTA PIE DE PÁGINA

1.
…a la eliminación de textos que hacían referencia al genocidio de las poblaciones nativas.  Según el Plan de 10 Puntos por la Justicia Reparadora de la Comunidad del Caribe (CARICOM), es importante destacar que cualquier referencia a las reparaciones por la esclavitud de africanos también debe incluir el genocidio de las poblaciones nativas o pueblos indígenas.
AG/DEC. 84 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE EL VIRUS DEL ZIKA: COOPERACIÓN INTERAMERICANA PARA ENFRENTAR UNA AMENAZA MUNDIAL A LA SALUD
/
/
(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 

celebrada el 14 de junio de 2016)
LOS MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFES DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA) reunidos en Santo Domingo, República Dominicana, en el cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General,

RECORDANDO que en las iniciativas derivadas de la Séptima Cumbre de las Américas, en abril de 2015, los Jefes de Estado y de Gobierno reiteraron su compromiso de fortalecer las capacidades de los sistemas nacionales de salud para prevenir, detectar y responder ante brotes de enfermedades infecciosas emergentes y otras emergencias de salud pública, particularmente aquellas que pueden tener efectos transfronterizos y aquellos que pueden incidir en otros ámbitos además de la salud, incluidos otros factores sociales;
RECONOCIENDO el posible riesgo que una pandemia causada por virus transmitidos por artrópodos, como el virus del Zika, representaría para nuestras sociedades y ciudadanos, y las posibles consecuencias graves para la salud humana y la economía mundial;

RECONOCIENDO TAMBIÉN el aumento reciente en la diseminación del virus del Zika en Latinoamérica y el Caribe, acompañado de evidencias científicas de que este virus puede provocar deformaciones congénitas, tales como la microcefalia y otros síndromes neurológicos, como el síndrome de Guillain-Barré;

RECONOCIENDO ASIMISMO las dificultades que las autoridades de salud pública han encontrado en el pasado para contrarrestar otras epidemias y pandemias;

CONSCIENTES de que en mayo de 2015 la Organización Panamericana de la Salud (OPS), en su calidad de agencia especializada en materia de salud del sistema interamericano y Oficina Regional para las Américas de la Organización Mundial de la Salud (OMS), emitió una alerta sobre el primer caso confirmado de infección por virus del Zika en la región, y de que el 1 de febrero 2016 la OMS declaró los casos de microcefalia y otros trastornos neurológicos como una emergencia de salud pública de importancia internacional;
PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por la vulnerabilidad de los diferentes Estados Miembros y sus poblaciones, en particular las mujeres embarazadas y aquellas en edad reproductiva, a la epidemia del Zika debido a que no existe tratamiento ni vacuna específica;

CONSIDERANDO la reunión de emergencia de los Ministros de Salud de Latinoamérica, llevada a cabo en Montevideo, Uruguay, en febrero de 2016, cuyo tema central fue esta amenaza emergente y la necesidad de brindar apoyo al compromiso político, técnico y financiero necesario para preparar, prevenir y responder a enfermedades provocadas por virus transmitidos por artrópodos (como el dengue, la chikunguña, el zika y la fiebre amarilla) y las enfermedades conexas;
CONSIDERANDO TAMBIÉN que en muchos países y territorios se ha informado de la transmisión local y que muy probablemente el virus del Zika seguirá difundiéndose por áreas nuevas;

RECORDANDO que en marzo de 2016 la OMS puso en marcha un “Marco de respuesta estratégica mundial y un Plan de operaciones conjuntas” para guiar la respuesta internacional a la propagación de la infección por el virus del Zika y las malformaciones neonatales y trastornos neurológicos conexos; 

RECORDANDO TAMBIÉN que en marzo de 2016 se reunió en Washington, D. C. un grupo de expertos encabezado por la OPS para hacer una consulta sobre un plan de investigación sobre el virus del Zika y sus implicaciones para la salud pública en las Américas;

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO los esfuerzos de Brasil y Estados Unidos al establecer fructíferos vínculos de cooperación entre sus instituciones de salud e institutos de investigación médica, así como las de otros Estados Miembros, para enfrentar el virus del Zika, incluido 
el desarrollo de una vacuna, así como el intercambio de conocimientos e investigadores entre los países; y

ENCOMIANDO el papel de la OPS al proporcionar y fomentar la cooperación técnica en la región, así como la coordinación de los esfuerzos que realiza la OMS en el ámbito internacional en apoyo a los Gobiernos nacionales para atender la epidemia en otras regiones afectadas,
DECLARAN:

1.
Su compromiso para trabajar juntos a fin de combatir y controlar el vector del virus del Zika y las enfermedades conexas, así como identificar áreas prioritarias para acciones adicionales.

2.
Que para responder a la epidemia del Zika coordinarán con la Organización Panamericana de la Salud (OPS) los esfuerzos para encabezar una respuesta regional y coordinada ante la epidemia del Zika y las enfermedades conexas, y darán los siguientes pasos:

a) considerar y fortalecer, según corresponda, las capacidades de cada país y los medios de comunicación para implementar los principios básicos del Reglamento Sanitario Internacional que permitan contar con información epidemiológica precisa y actualizada, notificando de los riesgos sanitarios como se establece en dicho reglamento;
b) elaborar, implementar y fortalecer, conforme a las capacidades de cada país, planes de respuesta contra el virus del Zika que integren acciones intersectoriales para controlar el vector;
c) atender los retos relacionados con la infraestructura de salud pública, incluidos, entre otros, agua, sanidad, higiene y la infraestructura de gestión de desechos, mediante acciones intersectoriales esenciales para controlar el mosquito Aedes aegypti y otros vectores conexos;
d) atender los retos relacionados con los servicios de salud, incluidos los derechos y servicios de salud sexual y reproductiva, con respecto al virus del Zika y las enfermedades conexas, especialmente para las mujeres embarazadas y en edad reproductiva, y sus parejas;
e) promover la cooperación técnica y financiera entre los Estados Miembros para fortalecer la capacidad de preparación nacional y regional para enfrentar el virus del Zika, priorizando la investigación e innovación y fortaleciendo las capacidades de respuesta;
f) apoyar a las autoridades de salud e involucrar y movilizar a la sociedad civil, las instituciones académicas, el sector privado, los aliados no gubernamentales, los grupos de mujeres y otros actores en las estrategias para el control de vectores dirigidos a reducir las poblaciones del mosquito Aedes aegypti;
g) promover el acceso a la información y los recursos para la prevención de infecciones por virus del Zika, en particular a las mujeres embarazadas y en edad reproductiva, mediante el fortalecimiento de los servicios de salud reproductiva; y
h) elaborar protocolos de atención médica, conforme a las capacidades de cada país, para atender las necesidades de los recién nacidos y niños con microcefalia y otras enfermedades neurológicas relacionadas con el virus del Zika.

3.
Que expresan su satisfacción y apoyo a la labor realizada por la Organización Mundial de la Salud y la OPS para ayudar a los Estados Miembros a preparar, prevenir y responder a la epidemia del Zika y las enfermedades conexas.

4.
Que solicitan a la OPS que informe al Consejo Permanente sobre las medidas adoptadas para promover la presente declaración.

5.
Que solicitan al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente declaración.
NOTA PIE DE PÁGINA

2.
…la interpretación de la salud sexual y reproductiva en este contexto, por poderse interpretar contraviniendo nuestra Constitución.
AG/DEC. 85 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN PARA LA PROMOCIÓN Y FORTALECIMIENTO
DE LA CARTA SOCIAL DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la segunda sesión plenaria,
celebrada el 14 de junio de 2016)

LAS MINISTRAS Y MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFAS Y JEFES DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en Santo Domingo, República Dominicana, en el marco de la celebración del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General,
RECORDANDO que en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, celebrado en Cochabamba, Bolivia, del 3 al 5 de junio de 2012, la Asamblea General aprobó la resolución AG/RES. 2699 (XLII-O/12), “Carta Social de las Américas: renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza en la región”;

REAFIRMANDO la determinación y el compromiso de los Estados Miembros de combatir de forma urgente los graves problemas de la pobreza, la exclusión social y la inequidad que afectan en distinta medida a los países del Hemisferio; de enfrentar sus causas y sus consecuencias; y de crear condiciones más favorables para el desarrollo económico y social con equidad para promover sociedades más inclusivas y justas;
CONVENCIDOS de la importancia para el desarrollo social de la adopción de políticas que promuevan la buena gestión pública, la transparencia, la participación ciudadana, la rendición de cuentas, el trato imparcial de los ciudadanos ante la ley y la lucha contra la corrupción;

TENIENDO EN CUENTA que el pleno ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales requiere la adopción progresiva de medidas por parte de los Estados Miembros, así como de la acción cooperativa regional e internacional;
REAFIRMANDO la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de todos los derechos humanos y su papel esencial para el desarrollo social y la realización del potencial humano, y reconociendo la legitimidad e importancia del derecho internacional de los derechos humanos para su promoción y protección; y
CONSIDERANDO que en su cuadragésimo quinto período ordinario de sesiones, celebrado en Washington, D. C., Estados Unidos de América, los días 15 y 16 de junio de 2015, la Asamblea General aprobó la resolución AG/RES. 2878 (XLV-O/15), “Plan de Acción de la Carta Social de las Américas”,
DECLARAN:

1. El compromiso de promover y lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales a través de las políticas y programas que consideren más eficaces y adecuados a sus necesidades, de conformidad con sus procesos democráticos y recursos disponibles.
2. Que los Estados Miembros harán esfuerzos en el plano nacional e internacional, según sea apropiado, basados en el respeto por los derechos humanos y el Estado de derecho, dentro del marco de las instituciones democráticas, para eliminar los obstáculos al desarrollo con miras a lograr la plena vigencia de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.
3. La necesidad de que los Estados Miembros renueven el compromiso con la implementación del Plan de Acción de la Carta Social de las Américas conforme a sus respectivas legislaciones internas, realidades nacionales, estrategias, planes y recursos disponibles y sostengan el diálogo para el intercambio de información sobre los avances, experiencias y lecciones aprendidas, de acuerdo con lo establecido en el Plan de Acción y, cuando corresponda, en coordinación con los mecanismos de diálogo ministeriales del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral.

4.
El compromiso de redoblar esfuerzos para fortalecer la cooperación solidaria entre los Estados Miembros y las instituciones adecuadas, nacionales, regionales e internacionales, de tal modo que éstos contribuyan a fortalecer programas dirigidos al logro de sociedades que ofrezcan a todas las personas oportunidades para beneficiarse del desarrollo sostenible con equidad e inclusión social.

5.
Que cada Estado es responsable de su propio desarrollo. La cooperación hemisférica contribuye a afianzar la integración regional, el diálogo político y el multilateralismo, y complementa los esfuerzos nacionales dirigidos a la construcción de capacidades humanas e institucionales para el logro del desarrollo integral.
AG/DEC. 86 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE LA CONMEMORACIÓN DE LOS DOSCIENTOS AÑOS DE LA
EXPEDICIÓN DE LOS CAYOS COMO REFERENCIA DE COOPERACIÓN PARA
LA INDEPENDENCIA DE LOS PUEBLOS DE AMÉRICA

(Aprobada en la segunda sesión plenaria,
celebrada el 14 de junio de 2016)

LAS MINISTRAS Y MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFAS Y JEFES DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en Santo Domingo, República Dominicana, en el marco de la celebración del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General,
CONSIDERANDO la primera entrevista sostenida entre Simón Bolívar y Alexandre Pétion el 2 de enero de 1816, en la que se evidenció el sentimiento y compromiso de ambos por la libertad y la justicia de América, lo cual derivó en el invaluable apoyo que este ilustre haitiano otorgó al Libertador destinado a emprender la invasión a Venezuela para la liberación del yugo colonialista;

TOMANDO EN CUENTA que el 31 de marzo de 1816 zarpa de Los Cayos de San Luis la expedición organizada por Simón Bolívar, tocando suelo venezolano en la isla de Margarita el 3 de mayo de 1816; y
DESTACANDO el fiel compromiso de Pétion y Bolívar para la liberación de los esclavos, en especial el decreto que el Libertador efectuase en el marco de esta expedición,
DECLARAN:
1. La conmemoración del bicentenario de la expedición de Los Cayos como una forma de rendir tributo al solidario pueblo haitiano y a todos los hombres y mujeres que colaboraron en esta lucha.
2. El reconocimiento e importancia histórica de esta expedición como muestra de cooperación y hermandad entre los pueblos de América, la cual permitió abrir paso al triunfo de la gesta libertadora en el Continente.
AG/DEC. 87 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE LOS JUEGOS OLÍMPICOS Y PARALÍMPICOS RÍO 2016 PARA LA CELEBRACIÓN DE LA PAZ Y LA PROMOCIÓN DEL DESARROLLO POR MEDIO DEL DEPORTE

(Aprobada en la segunda sesión plenaria
celebrada el 14 de junio de 2016)

LAS MINISTRAS Y LOS MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y JEFAS Y JEFES DE DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA), reunidos en Santo Domingo, República Dominicana, con ocasión del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General,

RECONOCIENDO los valores ya establecidos por los Juegos Olímpicos y Paralímpicos, que enfatizan la paz y la cohesión de las comunidades en y entre las naciones durante los juegos, lo cual fomenta un ambiente de paz y garantiza el tránsito y participación segura de los atletas y de otras personas en los juegos, llevando así a los jóvenes del mundo a abrazar la causa de la paz;
DESTACANDO el retorno de los Juegos Olímpicos y Paralímpicos al continente americano y lo inédito de los Juegos Olímpicos y Paralímpicos Río 2016, dado que se trata de la primera vez que se realizan en América del Sur en más de 100 años de historia de los juegos, así como la importancia del deporte en la promoción de una vida sana, la educación, la diversidad y la inclusión, el desarrollo, la paz y la ciudadanía global, todos los cuales son objetivos básicos de la labor de la Organización de los Estados Americanos (OEA);

TENIENDO EN CUENTA que el deporte puede contribuir a fomentar la paz y el desarrollo, construir sociedades fuertes y capaces de resistir las adversidades, así como a un ambiente de tolerancia y comprensión;
REAFIRMANDO que el deporte es un instrumento para la educación que puede promover la cooperación, la solidaridad, la inclusión social y la salud en los ámbitos local, nacional e internacional, fomentando la igualdad entre todos los individuos;

RECONOCIENDO la necesidad de consolidar y coordinar esfuerzos, incluidas las alianzas pluripartitas en todos los ámbitos, con la finalidad de maximizar el potencial del deporte como medio para contribuir al logro de las metas del desarrollo convenidas internacionalmente y las prioridades nacionales en materia de consolidación de la paz;

RECONOCIENDO TAMBIÉN que los Juegos Olímpicos y Paralímpicos, que reúnen a atletas de más de 200 países con el ánimo común de competir, pueden movilizar a líderes, atletas y jóvenes del mundo en pro del deporte y la paz, y que permiten a las naciones del mundo reunirse en una competencia atlética amistosa aun en momentos de conflicto y discordia;

RECONOCIENDO ASIMISMO las actividades conjuntas que realizan el Comité Olímpico Internacional, el Comité Paralímpico Internacional, la Oficina de las Naciones Unidas sobre el Deporte para el Desarrollo y la Paz, así como las entidades pertinentes de las Naciones Unidas y de la OEA en áreas tales como la promoción de los derechos humanos, el desarrollo humano, la mitigación de la pobreza, la asistencia humanitaria, la promoción de la salud, la prevención del VIH y del sida, la educación de los niños y los jóvenes, la igualdad de género, la consolidación de la paz y el desarrollo sustentable;

RECONOCIENDO ADEMÁS que los Juegos Olímpicos de la Juventud constituyen un evento importante para inspirar a los jóvenes a través de una experiencia deportiva, cultural y educativa integral, observando, a este respecto, la exitosa conclusión de los Segundos Juegos Olímpicos de Verano de la Juventud, celebrados en Nanquim, China), del 16 al 28 de agosto de 2014, y de los Segundos Juegos Olímpicos de Invierno de la Juventud, celebrados en Lillehammer, Noruega, del 12 al 21 de febrero de 2016, y acogiendo con satisfacción la elección de Buenos Aires como sede de los próximos Juegos Olímpicos de Verano de la Juventud 2018;
RECORDANDO los artículos pertinentes de las convenciones internacionales sobre el esparcimiento, la recreación, el deporte y el juego, incluido el artículo 30 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en el que se reconoce el derecho de las personas con discapacidad a participar, en igualdad de condiciones con las demás, en la vida cultural, en actividades recreativas, de esparcimiento y deportivas; y

DESTACANDO la importancia de garantizar la inclusión de las personas con discapacidades en todos los aspectos del desarrollo, incluido el acceso al deporte, y del apoyo al principio del “deporte para todos”,

DECLARAN:

1. 
Que los Juegos Olímpicos y Paralímpicos Río 2016 constituyen un espacio de armonía y amistad entre los países participantes y que incluyen una programación que fomenta los valores de equidad, inclusión y paz.
2.
Que los Juegos Olímpicos y Paralímpicos Río 2016 se llevarán a cabo bajo el lema de la paz e incluirán una programación que promueve, tanto en el país sede como en los más de 200 países y territorios participantes, las aspiraciones de esta declaración.
3.
Que elogian la realización de los Juegos Panamericanos y Parapanamericanos Toronto 2015 que se llevaron a cabo en un ambiente de paz entre los y las deportistas de los diversos países participantes.

4.
Que acogen con beneplácito la elección de Tokio como sede de los próximos Juegos Olímpicos y Paralímpicos de Verano 2020, así como la elección de Pyeongchang, República de Corea, como sede de los próximos Juegos Olímpicos y Paralímpicos de Invierno 2018.

5.
Que propugnan por el uso del deporte como instrumento para promover el desarrollo y fortalecer la educación de niños y jóvenes; prevenir enfermedades, promover la salud, incluida la prevención del abuso de drogas; empoderar a niñas y mujeres; fomentar la inclusión y la visibilidad del potencial de las personas con discapacidades promoviendo su participación en el desarrollo; y facilitar la inclusión social, la prevención de conflictos y la consolidación de la paz.

6.
Que solicitan a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos que, con el apoyo de los Estados Miembros, adopte las medidas necesarias para promover la presente declaración.

AG/DEC. 88 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE CAMBIO CLIMÁTICO, SEGURIDAD ALIMENTARIA Y MIGRACIÓN EN LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:
Que el Acuerdo de París, adoptado en la XXI Conferencia de las Partes en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, reconoce la necesidad de una respuesta progresiva y eficaz a la amenaza apremiante del cambio climático, sobre la base de los mejores conocimientos científicos disponibles;
Que la resolución 70/1 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, reconoce la positiva contribución de los migrantes al crecimiento inclusivo y al desarrollo sostenible y establece entre sus objetivos poner fin al hambre, lograr la seguridad alimentaria, la mejora de la nutrición y promover la agricultura sostenible, así como emprender acciones urgentes para combatir el cambio climático y su impacto; y
Que en la Séptima Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron también los desafíos y graves consecuencias del cambio climático en nuestros países, particularmente en los sectores más pobres y vulnerables; 

TENIENDO EN CUENTA:

Que organismos especializados de las Naciones Unidas alertan que el cambio climático puede hacer más severo el impacto de los fenómenos de El Niño y La Niña para 2016, afectando en alta o moderada prioridad a países de las Américas, y que la agricultura, la seguridad alimentaria y nutricional se verían mayormente impactadas; y
La evidencia recolectada por agencias especializadas como la Organización Internacional para las Migraciones, entre otras, sobre los efectos que tienen los desastres naturales, la degradación ambiental y el cambio climático en la movilidad humana, seguridad alimentaria y nutricional;

CONSCIENTE de que la migración es una realidad pluridimensional que involucra a los diversos países de la región y de que la seguridad alimentaria y nutricional ha estado generalmente ausente del debate actual sobre la migración; y
REITERANDO:

Los compromisos asumidos en la Cumbre de las Américas para el Desarrollo Sostenible, celebrada en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, en 1996 y su Plan de Acción, así como en la Declaración de Santa Cruz+10, en el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (2006-2009), prorrogado hasta 2016; y en la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas, adoptada en la República Dominicana en 2010; y

Que en la 34.º Conferencia Regional de la FAO para América Latina y el Caribe, celebrada en la Ciudad de México del 29 de febrero al 3 de marzo de 2016, se apuntó el impacto del cambio climático, incluidos los efectos adversos sobre el fenómeno cíclico asociado a El Niño, en el panorama agrícola y alimentario de la región, en particular en el Corredor Seco Centroamericano, Haití y otros Estados insulares, y la necesidad de abordar el reto con un enfoque que combine respuestas a corto, mediano y largo plazos, 

DECLARA:

1. La importancia de crear conciencia sobre el impacto que el cambio climático y los fenómenos de El Niño y La Niña, entre otros, pueden traer a la región de las Américas, en particular el impacto en la seguridad alimentaria y nutricional, los posibles efectos en materia de desplazamientos o incremento de flujos migratorios, y la necesidad de una acción y respuesta temprana para prevenir crisis humanitarias.
2. La importancia de profundizar, articular y coordinar el análisis de los posibles vínculos existentes entre los impactos del cambio climático, la seguridad alimentaria y sus efectos en el incremento de los flujos migratorios, en el marco de los diferentes órganos y organismos de la Organización de los Estados Americanos y del sistema interamericano, los procesos consultivos regionales, así como en las organizaciones multilaterales y especializadas vinculadas a dichas temáticas. 

3. El compromiso de los Estados para identificar y movilizar recursos técnicos y financieros que permitan fortalecer la cooperación y la capacidad adaptativa, reducir la vulnerabilidad e incrementar la resiliencia, particularmente en los países más afectados y las comunidades más vulnerables, para reducir los efectos adversos del cambio climático, así como de los fenómenos de El Niño y La Niña, entre otros.
4. El interés de continuar promoviendo el intercambio de experiencias entre los Estados Miembros sobre programas de protección social, mecanismos, políticas públicas en materia migratoria y consular, cambio climático, reducción del riesgo de desastres y otras medidas que estén desarrollando para adaptar, mitigar y contrarrestar los efectos adversos del cambio climático y su posible impacto en la seguridad alimentaria y la migración.
5. La pertinencia de que, en el marco del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias, se solicite a la Organización Internacional para las Migraciones, en coordinación con la Secretaría General, otros organismos internacionales, la sociedad civil y otros actores sociales, brindar su apoyo a los Estados que lo requieran para la consecución de los objetivos de esta Declaración. 

AG/DEC. 89 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE LA EXTENSIÓN DEL DECENIO DE LAS AMÉRICAS POR
 LOS DERECHOS Y LA DIGNIDAD DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
 Y CONSOLIDACIÓN DEL PROGRAMA DE ACCIÓN PARA EL DECENIO 
DE LAS AMÉRICAS POR LOS DERECHOS Y LA DIGNIDAD 
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (2016-2026)

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 

celebrada el 14 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1249 (XXIII-O/93), “Situación de las personas con discapacidad en el continente americano”; AG/RES. 1356 (XXV-O/95), “Situación de los discapacitados en el continente americano”, y AG/RES. 1369 (XXVI-O/96), “Compromiso de Panamá con las personas con discapacidad en el continente americano”;
TENIENDO PRESENTE que la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS) establece en su artículo 1.2 que el término discriminación contra las personas con discapacidad significa “toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad (…), que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de la persona con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales”; por tanto, considera que “no constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad (…)”;
TOMANDO EN CUENTA:
La Declaración del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) adoptada en Santo Domingo, República Dominicana, con el lema “Igualdad, dignidad y participación” [AG/DEC. 50 (XXXVI-O/06)], cuyo objetivo es “lograr el reconocimiento y el ejercicio pleno de los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad y su derecho a participar plenamente en la vida económica, social, cultural y política y en el desarrollo de sus sociedades, sin discriminación y en igualdad de condiciones con los demás”; 

El Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016), aprobado en Panamá mediante la resolución AG/RES. 2339 (XXXVII-O/07), que compromete a los Estados Parte a adoptar las medidas administrativas, legislativas, judiciales, así como las políticas públicas para alcanzar la inclusión y plena participación de las personas con discapacidad en todos los ámbitos de la sociedad y a que se ejecuten programas sociales, políticos, culturales y de desarrollo destinados al logro de oportunidades y se promuevan medidas efectivas para la prevención de nuevas discapacidades y el acceso de las personas con discapacidad a los servicios y programas de rehabilitación, en igualdad de condiciones con los demás; y
El Segundo Informe Nacional de Cumplimiento de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS) y del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (PAD), presentado por los Estados Parte ante el Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS);
RECORDANDO el hecho de que alrededor de 90 millones de personas en el Hemisferio americano confrontan situaciones de discapacidad, muchas de las cuales sobreviven por debajo de la línea de pobreza en nuestros países, excluidas de sus comunidades por barreras físicas, políticas, culturales, sociales, comunicacionales, económicas y de actitud, entre otras;
TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de los distintos planes y programas elaborados por los Estados Partes en el transcurso de la pasada década, para la implementación de Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016), así como las diversas acciones conjuntas de los Estados para promover el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad, su integración en las actividades económicas, sociales, culturales, civiles y políticas de los países, y su activa participación en el desarrollo social, consistente con los compromisos internacionales asumidos, entre ellos, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible; y
CONSIDERANDO la necesidad de consolidar los planes, programas y acciones de mediano y largo plazo para asegurar la participación e inclusión plena y efectiva de las personas con discapacidad, los Estados Miembros reconocen la relevancia de extender el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) por un período de diez años con el objeto de alcanzar los resultados esperados, 

DECLARAN:

1. Extender por un período de diez años, hasta el año 2026, el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2016- 2026) para la consolidación del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016)”.
2. Priorizar los compromisos establecidos en el marco del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) con prioridad en a) la accesibilidad universal como elemento habilitador para el disfrute de los derechos que amparan a las personas con discapacidad; b) la generación de registros estadísticos sobre discapacidad como mecanismos indispensables para la creación y evaluación de políticas públicas inclusivas; c) el enfoque de desarrollo con base comunitaria como modelo que promueve la plena participación de las personas con discapacidad desde su comunidad, y d) la protección social como parte de los esfuerzos para garantizar el respeto de los derechos y la gestión de la calidad de vida. 

AG/DEC. 90 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE LA CUESTIÓN DE LAS ISLAS MALVINAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria

celebrada el 15 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,


CONSIDERANDO que en reiteradas oportunidades ha declarado que la Cuestión de las Islas Malvinas constituye un tema de permanente interés hemisférico;

RECORDANDO su resolución AG/RES. 928 (XVIII-O/88), aprobada por consenso el 19 de noviembre de 1988, que pide a los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte que reanuden las negociaciones a fin de encontrar, a la brevedad posible, una solución pacífica a la disputa de soberanía;

TENIENDO EN CUENTA que en su resolución AG/RES. 1049 (XX-O/90) manifestó su satisfacción por la reanudación de las relaciones diplomáticas entre ambos países;


RECONOCIENDO que la incorporación del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte a la Organización de los Estados Americanos en calidad de Observador Permanente, mediante la resolución CP/RES. 655 (1041/95), refleja principios y valores compartidos entre ese país y los Estados Miembros de la Organización que permiten un mayor entendimiento mutuo;


CONSTATANDO con beneplácito que los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte mantienen importantes vínculos comerciales, culturales y políticos, comparten valores comunes y desarrollan además una estrecha cooperación tanto bilateral como en los foros internacionales;


TENIENDO EN CUENTA que, a pesar de dichos vínculos y valores comunes, no ha sido posible aún reanudar las negociaciones tendientes a resolver la disputa de soberanía entre los dos países sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos circundantes en el marco de las resoluciones 2065 (XX), 3160 (XXVIII), 31/49, 37/9, 38/12, 39/6, 40/21, 41/40, 42/19 y 43/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, las decisiones adoptadas por el mismo órgano sobre el mismo tema originadas en el Comité Especial 
sobre Descolonización, y las reiteradas resoluciones y declaraciones aprobadas en esta Asamblea General; y 


HABIENDO ESCUCHADO la exposición del Jefe de la Delegación de la República Argentina, 


EXPRESA su satisfacción por la reafirmación de la voluntad del Gobierno argentino de continuar explorando todas las vías posibles para la solución pacífica de la controversia y por su actitud constructiva en favor de los habitantes de las Islas Malvinas. 


REAFIRMA la necesidad de que los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte reanuden, cuanto antes, las negociaciones sobre la disputa de soberanía, con el objeto de encontrar una solución pacífica a esta prolongada controversia. 


DECIDE continuar examinando la Cuestión de las Islas Malvinas en los sucesivos períodos de sesiones de la Asamblea General, hasta su solución definitiva.
AG/DEC. 91 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN DE APOYO A BELIZE Y GUATEMALA

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 

celebrada el 14 de junio de 2016)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA que en la Carta de la Organización de Estados Americanos, los Estados Miembros reafirman el principio de que “las controversias de carácter internacional que surjan entre dos o más Estados americanos deben ser resueltas por medios pacíficos”;

RECONOCIENDO los esfuerzos de la Organización a favor de la preservación de la paz y seguridad en el Hemisferio;

CONSIDERANDO que los diferendos territoriales y de cualquier otra naturaleza no deberían afectar los avances y la profundización entre las partes del desarrollo económico y social; el comercio, la protección del medio ambiente, la seguridad y la aplicación de la ley;

RECORDANDO la resolución del Consejo Permanente CP/RES. 780 (1257/00), “Apoyo al proceso de negociaciones entre los Gobiernos de Belize y Guatemala” en que ambos Gobiernos acuerdan que todo asunto relacionado con el diferendo deberá ser abordado por ambas partes, únicamente dentro del marco de este proceso, excluyendo, mientras el mismo dure, cualquier otro foro político, diplomático o jurídico;
RECORDANDO TAMBIÉN la resolución AG/RES. 1756 (XXX -O/00), “Fondo de Paz: solución pacífica de controversias territoriales”, el Acuerdo sobre un Marco de Negociación y Medidas de Fomento de la Confianza entre Belize y Guatemala del 7 de septiembre de 2005, así como la Hoja de Ruta para el Fortalecimiento de la Relación Bilateral en el año 2014 y el Plan de Acción para 2014, firmados el 24 de enero de 2014, por los Gobiernos de Belize y Guatemala como parte de su compromiso por mantener y profundizar las relaciones bilaterales amistosas mientras el diferendo territorial, insular y marítimo no sea resuelto de manera permanente; y de conformidad con su deseo de poner fin a cualquier y toda diferencia con relación a sus respectivos territorios continentales e insulares y sus áreas marítimas, como está establecido en el Acuerdo Especial entre Belize y Guatemala del 8 de diciembre de 2008 para someter la disputa a la Corte Internacional de Justicia;

RECONOCIENDO el papel de la Oficina del Secretario General y de la Oficina de la Organización de los Estados Americanos en la Zona de Adyacencia como un interlocutor independiente para ayudar en la prevención y resolución de conflictos, la verificación de incidentes, el fomento de los contactos de comunidad a comunidad, y promoviendo la confianza y mejoría de las relaciones entre Belize y Guatemala;

OBSERVANDO el inestimable apoyo del Grupo de Amigos para el proceso y, en particular de Alemania, Canadá, Costa Rica, España, Estados Unidos de América, México, Reino Unido, Suecia, Turquía y la Unión Europea, que han contribuido a la financiación de la Oficina de la OEA en la Zona de Adyacencia durante los últimos trece años desde su creación; y
RECONOCIENDO la necesidad de que los Gobiernos de Belize y Guatemala avancen tan pronto como sea posible con las medidas necesarias para someter su controversia a la Corte Internacional de Justicia para su resolución pacífica y definitiva de conformidad con los compromisos bajo el Acuerdo Especial de 2008 y el protocolo que lo enmienda,
SOLICITA al Secretario General sus buenos oficios para seguir apoyando a Belize y Guatemala en sus esfuerzos por resolver sus diferencias y llegar a una solución pacífica y definitiva al diferendo territorial, insular y marítimo entre Belize y Guatemala en la Corte Internacional de Justicia, de conformidad con el Acuerdo Especial de 2008 y el protocolo que lo enmienda.
INVITA a todos los Estados Miembros, observadores permanentes, instituciones multilaterales y otros donantes potenciales, como se definen en el artículo 69 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y de conformidad con otras normas y reglamentos de la Organización, a que contribuyan al financiamiento del Subfondo Específico Belize-Guatemala del Fondo de Paz de la OEA, y a otras actividades relacionadas que promueven la paz y la estabilidad entre los dos países.
EXHORTA a la comunidad internacional a apoyar plenamente la continuidad de las operaciones de la Oficina de la OEA en la Zona de Adyacencia entre Belize y Guatemala, especialmente en su papel fundamental para la prevención de conflictos y la promoción de la paz, la cooperación y la confianza entre los dos países.
APOYA los esfuerzos dirigidos a promover el desarrollo comunitario en el área de la Zona de Adyacencia, a revertir la deforestación y a luchar contra las actividades ilegales, especialmente en las áreas protegidas.
INSTA a los dos países a que actúen con cautela y prudencia en el tratamiento de cualquier asunto relacionado con el diferendo, en particular a cooperar para evitar incidentes en el terreno que produzcan tensión entre ellos, y a aplicar plenamente las medidas de fomento de la confianza entre Belize y Guatemala de 2005, especialmente aquellas identificadas en el anexo C para evitar tensiones.
INSTA a Belize y Guatemala a ratificar y aplicar, a la brevedad posible, el Protocolo del 25 de mayo de 2015 para enmendar el Acuerdo Especial del 8 de diciembre de 2008.
TOMA NOTA del acuerdo entre ambos países de trabajar en el diseño y desarrollo de un mecanismo para la cooperación en el río Sarstún, que deberá contar con la participación de instituciones relevantes de las dos partes y estar coordinado por sus respectivos ministerios de relaciones exteriores con la participación de la Organización de los Estados Americanos.
ENFATIZA la necesidad de que Belize y Guatemala promuevan campañas nacionales de concientización para informar adecuadamente y sensibilizar a sus respectivos ciudadanos de la importancia de resolver pacífica y definitivamente su diferendo territorial, insular y marítimo a través de la Corte Internacional de Justicia.
AG/DEC. 92 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE EL VIGÉSIMO ANIVERSARIO DE LA DECLARACIÓN
 DE SANTA CRUZ DE LA SIERRA Y EL PLAN DE ACCIÓN PARA 
EL DESARROLLO SOSTENIBLE DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, 

celebrada el 15 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,


RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1427 (XXVI-O/96), “Fomento de la conciencia sobre el desarrollo sostenible”; AG/RES. 1440 (XXVI-O/96), “Desarrollo sostenible”; AG/RES. 1513 (XXVII-O/97), “Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible”; AG/RES. 1514 (XXVII-O/97), “Coordinación y seguimiento de la Declaración de Santa Cruz de la Sierra y el Plan de Acción para el Desarrollo Sostenible de las Américas”; AG/RES. 2312 (XXXVII-O/07), “Informe de la Primera Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”; AG/RES. 2644 (XLI-O/11), “Informe de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”; el “Informe final de la Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible” (CIDI/RIMDS-III/doc.8/15), y los compromisos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible; 

RECORDANDO TAMBIÉN que del 7 al 8 de diciembre de 1996 se celebró la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible en la cual se suscribió la Declaración de Santa Cruz de la Sierra y se adoptó el Plan de Acción para el Desarrollo Sostenible de las Américas; 

RECORDANDO ASIMISMO que en dicha Cumbre de las Américas los Jefes de Estado y de Gobierno reafirmaron su determinación de avanzar hacia el desarrollo sostenible y su compromiso con el principio fundamental de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA) de que la democracia representativa es esencial para la paz, la justicia y el desarrollo; así como estableciendo que el desarrollo sostenible requiere el fortalecimiento y promoción de nuestras instituciones y valores democráticos
/;

CONSIDERANDO que la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible celebrada en 1996 propició el reconocimiento del desarrollo sostenible como marco conceptual en que debe dirigir sus trabajos la OEA y estableció arreglos institucionales, incluida la priorización de las labores de la Organización y la Secretaría General en la coordinación y seguimiento de la Declaración de Santa Cruz de la Sierra y el Plan de Acción para el Desarrollo Sostenible de las Américas;

RECONOCIENDO que la Declaración de Santa Cruz de la Sierra reafirmó que el ser humano constituye el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible y que, junto con el Plan de Acción para el Desarrollo Sostenible de las Américas, fueron instrumentos pioneros que establecieron una visión común para el futuro en las Américas, de conformidad con el concepto de desarrollo sostenible;

REITERANDO que los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible y tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza, y que el alivio de la pobreza es parte integral del desarrollo sostenible;
RECONOCIENDO que Madre Tierra es una expresión común utilizada para referirse al planeta Tierra en diversos países y regiones, lo que demuestra la interdependencia existente entre los seres humanos, las demás especies vivas y el planeta que todos habitamos;

TOMANDO EN CUENTA nuestro compromiso con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible;


CONSIDERANDO que todo lo anterior se ha visto reflejado en la Declaración de Santa Cruz+10, en la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas, y en la Declaración de Tela para el Desarrollo Sostenible de las Américas: Construyendo una Agenda de Desarrollo Sostenible para las Américas (CIDI/RIMDS-III/DEC.1/15 rev. 1); y


TENIENDO EN CUENTA que, en este cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General celebrado en Santo Domingo, República Dominicana, del 13 al 15 de junio de 2016, se ha llegado a importantes acuerdos sobre el fortalecimiento institucional para el desarrollo sostenible de las Américas,

DECLARA:

1. La importancia de que los Estados Miembros, los observadores permanentes y la Secretaría General conmemoren el 7 de diciembre de 2016 el vigésimo aniversario de la suscripción de la Declaración de Santa Cruz de la Sierra y la adopción del Plan de Acción para el Desarrollo Sostenible de las Américas. 
2. La importancia del proceso de Cumbres de las Américas, foro hemisférico del sistema interamericano que promueve la institucionalidad democrática, y de continuar promoviendo el diálogo interamericano en materia de desarrollo sostenible en las sucesivas Cumbres de las Américas, en el proceso ministerial sobre desarrollo sostenible y en las reuniones de la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible, para apoyar y evaluar la ejecución del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible
/.
3. La necesidad de continuar promoviendo las metas del desarrollo sostenible basadas en la armonía de sus tres dimensiones —económica, social y ambiental— así como la necesidad de seguir avanzando, por parte de cada Estado Miembro, en la implementación efectiva de los compromisos sobre desarrollo sostenible en las Américas, en especial aquellos que permitan alcanzar la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible e implementar el Acuerdo de París sobre el cambio climático
/.
4. Solicitar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que en su informe a la Asamblea General durante su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones incluya el seguimiento a los mencionados compromisos, teniendo en cuenta los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, a la luz del vigésimo aniversario de la adopción de la Declaración de Santa Cruz de la Sierra y del Plan de Acción de la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible.
NOTAS DE PIE DE PÁGINA
1. …de la democracia, dentro del respeto del principio de no intervención”.
2.
…en estas los Jefes de Estado y de Gobierno no aprobaron las declaraciones políticas que contenían los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos que formaban parte de la Declaración Política.
3.
…posición de los países más vulnerables y, por el contrario, se puso en crisis el proceso de negociación al desconocerse el planteamiento de responsabilidad histórica y de indemnización para los países que sufren los efectos del cambio climático sustentado por Nicaragua y otros países a fin de que los Estados que han causado el problema del cambio climático, y son los grandes emisores de gases de efecto invernadero, asuman la responsabilidad de mitigar los daños ocasionados sobre los pequeños países como Nicaragua y otros países de Centroamérica y del Caribe que sufren las consecuencias en forma de sequías, elevación del nivel del mar, huracanes y diversos cataclismos.

AG/DEC. 93 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE EL DÉCIMO QUINTO ANIVERSARIO DE LA CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,
celebrada el 15 de junio de 2016)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO que en su vigésimo octavo período extraordinario de sesiones, celebrado en Lima, Perú, el 11 de setiembre de 2001, aprobó la Carta Democrática Interamericana con el objetivo de promover, defender y fortalecer la democracia y la plena vigencia del Estado de derecho en el Hemisferio, con el convencimiento de que el respeto a la dignidad intrínseca del ser humano y la promoción de la democracia, la paz y la seguridad y el desarrollo inclusivo son partes inseparables e indivisibles de una visión renovada e integral de la solidaridad americana;
CONVENCIDA de que el perfeccionamiento de la democracia en todos los Estados Miembros debe ser una tarea incesante y de que a pesar de los avances registrados en el fortalecimiento de las instituciones democráticas en la región persisten diversos retos para hacer realidad la visión, principios y valores de la Carta Democrática Interamericana; y
TOMANDO EN CUENTA todos los temas abordados y debatidos contenidos en el “Informe final del diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana” (CP/doc.4669/11 rev. 3), aprobado el 14 de diciembre de 2011,
DECLARA:

1.
Que la celebración del décimo quinto aniversario de la Carta Democrática Interamericana el próximo mes de setiembre constituye una valiosa oportunidad para que los Estados Miembros, la Secretaría General y otros actores sociales continúen promoviendo el debate hemisférico en torno a temas relacionados con la gobernabilidad democrática, mediante el diálogo, foros y seminarios, y para que el Consejo Permanente continúe el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana
/.
2. 
Que la promoción y protección de los derechos humanos es condición fundamental para la existencia de una sociedad democrática, y que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente.
3. 
Su compromiso de continuar promoviendo y defendiendo la democracia, como un derecho de los pueblos de América y una obligación permanente de sus Gobiernos, tal como lo expresa la Carta Democrática Interamericana, la cual constituye una contribución hemisférica a la comunidad de naciones.

AG/DEC. 94 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN SOBRE REPÚBLICA DOMINICANA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, 

celebrada el 15 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECONOCIENDO que los acontecimientos de abril de 1965, que produjeron perturbación y luto, además de indignación, son todavía una fuente de desasosiego para el pueblo dominicano; y

REAFIRMANDO los principios de no intervención y del respeto a la soberanía consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos,
DECLARA:

1. Lamentar la pérdida de vidas humanas y expresar al pueblo dominicano las condolencias de la Organización.

2. Desagraviar al pueblo dominicano por las acciones de abril de 1965 que interrumpieron el proceso de restablecimiento del orden constitucional en la República Dominicana. 

3. Reafirmar los principios del derecho internacional, de la Carta de las Naciones Unidas y de la Carta de la Organización de los Estados Americanos.
AG/RES. 2880 (XLVI-O/16)

PROMOCIÓN DE LA SEGURIDAD HEMISFÉRICA:
UN ENFOQUE MULTIDIMENSIONAL

(Aprobada en la segunda sesión plenaria,
celebrada el 14 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2015-junio 2016” (AG/doc.5514/16 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH);
RECORDANDO las resoluciones asignadas a la CSH, enumeradas en la “Lista de resoluciones asignadas a la Comisión de Seguridad Hemisférica (1995-2015) y otras resoluciones relacionadas con el tema de seguridad (1991-1994)” (CP/CSH/INF. 453/16), así como sus resoluciones AG/RES. 2862 (XLIV-O/14), “América zona de paz, cooperación y solución pacífica de controversias”, y AG/RES. 2866 (XLIV-O/14), “Promoción de la seguridad hemisférica: un enfoque multidimensional”;
REITERANDO los esfuerzos para combatir tanto las amenazas a la paz y a la seguridad hemisféricas como los delitos transnacionales que amenazan la seguridad pública de los Estados Miembros, teniendo en cuenta sus especificidades y naturaleza diversa, según lo dispuesto en el párrafo 4, ítems “a”, “i” y “m”, y en el párrafo 43 de la Declaración sobre Seguridad en las Américas (México, 2003);

VISTOS los informes anuales a la Asamblea General en sus cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto períodos ordinarios de sesiones, de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) CP/doc.5120/15 y CP/doc.5188/16, del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) CP/doc.5112/15 y CP/doc.5177/16, y de la Junta Interamericana de Defensa (JID) CP/doc.5121/15 rev. 1 y CP/doc.5170/16;
EXPRESANDO SU SATISFACCIÓN por la celebración de la Cuarta Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, en Brasilia, Brasil, el 4 y 5 de diciembre de 2014; la Quinta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-V), en Lima, Perú, el 19 y 20 de noviembre de 2015; dos períodos ordinarios de sesiones del CICTE en la Sede de la Organización de los Estados Americanos (OEA), en Washington, D. C.: el decimoquinto, el 19 de marzo de 2015, y el decimosexto, los días 25 y 26 de febrero de 2016; cuatro períodos ordinarios de sesiones de la CICAD: el quincuagésimo sexto, del 19 al 21 de noviembre de 2014, en Ciudad de Guatemala, Guatemala; el quincuagésimo séptimo, del 29 de abril al 1 de mayo de 2015, en la Sede de la OEA, en Washington, D. C.; el quincuagésimo octavo, del 11 al 13 de noviembre de 2015, en Trujillo, Perú; el quincuagésimo noveno, los días 25 y 26 de abril de 2016, en la Sede de la OEA en Washington, D. C.; y la décima sexta y décimo séptima reuniones ordinarias del Comité Consultivo de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), los días 5 de mayo de 2015 y 2 de mayo de 2016, respectivamente; así como del período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre el Problema Mundial de las Drogas, llevado a cabo en Nueva York del 18 al 21 de abril de 2016;
TOMANDO NOTA de la XI Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, celebrada en Arequipa, Perú, del 12 al 14 de octubre de 2014;
TOMANDO NOTA TAMBIÉN del Informe de la Presidencia del Grupo de Trabajo sobre el Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional (CSH/GT/DOT-13/16 rev. 2) y del Informe de la Presidencia del Grupo de Trabajo para Coordinar todos los Preparativos de la Quinta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-V) (CSH/GT/MISPA V-21/15);
DESTACANDO la celebración de la segunda reunión del Grupo de Trabajo Técnico Subsidiario de la MISPA sobre gestión de la policía, en Trujillo, Perú, los días 23 y 24 de abril de 2015; la reunión del Grupo de Trabajo Técnico Subsidiario de la MISPA sobre cooperación internacional, en la Sede de la OEA, en Washington, D. C., el 28 de septiembre de 2015, y el VI Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad que se realizó en la Sede de la OEA en Washington, D. C. el 12 de marzo de 2015;
TENIENDO EN CUENTA los resultados, informes y recomendaciones de las mencionadas conferencias y reuniones; y
RECONOCIENDO que el problema mundial de las drogas tiene incidencia en la salud pública, el individuo y la familia, la seguridad ciudadana, la justicia y el bienestar de las personas, que afecta el desarrollo y socava el Estado de derecho, las instituciones democráticas y la estabilidad política, por lo que debe abordarse, conforme al principio de responsabilidad común y compartida, con un enfoque integral, equilibrado y multidisciplinario, con base en la evidencia y el conocimiento científico y en el pleno respeto de los derechos humanos; y que el diseño y la implementación de políticas y acciones en materia de drogas debe estar orientado al bienestar y la salud de toda la humanidad, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes y su Protocolo de modificación de 1972, el Convenio de Sustancias Psicotrópicas de 1971, la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988, así como la Declaración Universal de los Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales relevantes, teniendo en cuenta los compromisos contenidos en la resolución AG/RES. 1 (XLVI-E/14), “Reflexiones y lineamientos para formular y dar seguimiento a las políticas integrales frente al problema mundial de las drogas en las Américas”,
RESUELVE:

I.  ACTIVIDADES DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD HEMISFÉRICA 
Y DE LOS ESTADOS MIEMBROS

1. Reafirmar al Consejo Permanente y a la Secretaría General los mandatos aplicables de la Asamblea General sobre seguridad hemisférica; exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en dichos mandatos, mediante el desarrollo y la ejecución de actividades, la presentación de informes, el intercambio de información, la adopción de medidas y políticas, así como la cooperación, apoyo y asistencia mutua, y aportes técnicos y financieros; y encomendar a la Secretaría General que brinde el apoyo necesario a tales efectos.
2. Reconocer el papel central de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH) en asuntos de seguridad multidimensional, incluida la defensa, en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y encargar al Consejo Permanente, por intermedio de la CSH, que continúe promoviendo y coordinando la cooperación entre los órganos, organismos y entidades de la Organización, y participando y realizando consultas e intercambiando experiencias e información con otros foros regionales e internacionales.
Reuniones de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA)

3. Hacer suyas las “Recomendaciones de Lima para la prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad” (MISPA-V/doc.3/15 rev. 1) emanadas de la Quinta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-V) celebrada en Lima, Perú, los días 19 y 20 de noviembre de 2015; alentar a los Estados Miembros a que apliquen y continúen cumpliendo las “Recomendaciones de Medellín para el fortalecimiento de la cooperación internacional en materia de seguridad pública”, el “Consenso de Santo Domingo sobre seguridad pública”, las “Recomendaciones de Puerto España sobre gestión de la policía” y el “Compromiso por la seguridad pública en las Américas”; y solicitar a la Secretaría General de la OEA que continúe facilitando el apoyo técnico a los Estados Miembros y organismos subregionales, que así lo soliciten, con el fin de alcanzar los propósitos y objetivos de las recomendaciones antes mencionadas para prevenir la delincuencia, la violencia y la inseguridad en la región; y que mantenga informado al Consejo Permanente, a través de la CSH, sobre los resultados alcanzados.
4. Convocar la Primera Reunión del Grupo de Trabajo Técnico Subsidiario sobre Prevención de la Delincuencia, la Violencia y la Inseguridad, en la ciudad de Quito, Ecuador, en el cuarto trimestre de 2016, conforme al párrafo de seguimiento número 3 de las “Recomendaciones de Lima para la prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad”; agradecer el ofrecimiento del Gobierno ecuatoriano de celebrar esta reunión, y solicitar se presenten los resultados de esta reunión a la CSH.
5. Agradecer y aceptar el ofrecimiento del Gobierno de Honduras para ser sede de la Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-VI) y convocarla para el segundo semestre del año 2017. A estos efectos, instruir al Consejo Permanente que establezca, a través de la CSH, un grupo de trabajo presidido por Honduras que coordine todos los preparativos de la MISPA-VI.
Prevención de la violencia y el delito

6. Incluir el tema de la prevención de la violencia y el delito en el calendario de actividades de la CSH para el período 2016-2017.
7. Solicitar a la Secretaría General que, a través de su Secretaría de Seguridad Multidimensional (SSM) y de la CSH, informe al Consejo Permanente sobre los avances en la implementación de la Red Interamericana de Prevención de la Violencia y el Delito, y que presente un informe sobre el uso y los resultados del fondo específico establecido para respaldar las actividades llevadas a cabo en el marco de la Red.
8. Elaborar y adaptar, donde proceda, desde la perspectiva integral de los derechos, estrategias y modelos de acción para prevenir y reducir todas las formas de violencia que involucra a niños, niñas y adolescentes en distintos espacios sociales: familias, instituciones, comunidades; así como la utilización de niños, niñas y adolescentes por parte de organizaciones de delincuencia organizada, incluido las del ciberespacio.
Lucha contra la delincuencia organizada transnacional
9. Reconocer la labor del Grupo de Trabajo sobre el Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional establecido por la CSH en enero de 2016 y subrayar los acuerdos alcanzados en el mismo, contenidos en el Informe de la Presidencia al respecto (CSH/GT/DOT-13/16 rev. 2), en especial, la elaboración del cuestionario de evaluación del nivel de implementación del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la revisión de los mandatos en la materia de la resolución AG/RES. 2866 (XLIV-O/14) y las recomendaciones realizadas por las delegaciones para la mejor instrumentación del mencionado Plan de Acción Hemisférico, mismas que deberán tomarse en cuenta por la CSH en futuras discusiones sobre el tema.
10. Encomendar a la CSH que incluya en su calendario de actividades para el período 2016-2017 la realización de una reunión de Puntos Nacionales de Contacto, con el apoyo de la SSM, en el segundo semestre de 2016, con la finalidad de evaluar la implementación del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional, teniendo en cuenta el Informe de la SSM con las respuestas recibidas al cuestionario aprobado por la CSH (CP/CSH-1729/16) y sesiones especiales de carácter anual en la CSH, para abordar los temas de importancia para los Estados Miembros en materia de delincuencia organizada transnacional.
11. Respaldar la creación del Departamento contra la Delincuencia Organizada Transnacional (DDOT), por parte de la Secretaría General de la OEA en 2016, e instar a las comisiones e instancias competentes dentro del organismo a que establezcan sinergias para potenciar el trabajo del DDOT.
Esfuerzos hemisféricos para combatir la trata de personas

12. Condenar la trata de personas en todas sus formas de manifestación, reafirmar su compromiso con la lucha contra este flagelo y con la asistencia y la protección de las víctimas, y reiterar su disposición a cooperar en los ámbitos internacional, regional y subregional para combatir esta forma moderna de esclavitud.
13. Respaldar los resultados de la Cuarta Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, realizada en Brasilia, Brasil, los días 4 y 5 de diciembre de 2014, en particular la Declaración Interamericana para Enfrentar la Trata de Personas: Declaración de Brasilia y el Segundo Plan de Trabajo para Combatir la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental 2015-2018 como documentos de referencia para orientar a los Estados Miembros en la prevención, el combate y la sanción de la trata de personas y en la asistencia y la protección de las víctimas, y dar instrucciones a la Secretaría General para que avance en la ejecución de los mandatos que le fueron encomendados.
14. Incluir en el calendario de eventos de la Organización y apoyar la conmemoración del Día Mundial contra la Trata de Personas el 30 de julio de cada año, de acuerdo con lo establecido por la Asamblea General de las Naciones Unidas, a partir de 2014, con la finalidad de aumentar la conciencia sobre la situación de las víctimas de este delito, así como promover y proteger sus derechos.
15. Convocar la Quinta Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas para el primer semestre del 2017 y establecer, a través de la CSH, un grupo de trabajo que coordine los preparativos para la Reunión de Autoridades Nacionales con el apoyo de la Secretaría General.
Tráfico ilícito de armas pequeñas y armas ligeras en todos sus aspectos
16. Incluir en el Calendario de Actividades de la CSH para 2016-2017 los temas de tráfico ilícito de armas pequeñas y ligeras y de municiones.

17. Continuar los debates sobre políticas públicas y mejores prácticas existentes para el control de las armas pequeñas y ligeras y municiones, y sus piezas y componentes, su producción y tráfico ilícitos, controles en fronteras, importación y exportación legales de armas y municiones, y también sobre medidas de marcaje y rastreo de armas pequeñas y ligeras, tomando en cuenta que las disposiciones adicionales sobre el tráfico ilícito de armas de fuego se encuentran contenidas en el acápite II de la presente resolución, “Instrumentos jurídicos”, en la sección sobre la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA).
18. Instar a los Estados Miembros a que pongan en práctica el Programa de Acción de las Naciones Unidas para Prevenir, Combatir y Eliminar el Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras en Todos sus Aspectos, así como resaltar la importancia de la presentación voluntaria, en forma bienal, de informes nacionales de implementación.
Cooperación técnica policial 
/
/
19. Alentar a la Secretaría General a que, a través de la SSM, continúe fortaleciendo la cooperación policial en materias tales como técnica, científica y educativa, tomando nota del Acuerdo Marco de Cooperación Interinstitucional suscrito entre la Secretaría General de la OEA y la Comunidad de Policías de América (AMERIPOL), incluida la Red Interamericana de Desarrollo Profesional de la Policía. Instar a los Estados miembros de AMERIPOL a que continúen ofreciendo, a los países que así lo soliciten, cooperación técnica policial y que designen, cuando sea el caso y conforme a su legislación nacional, y en coordinación con la Secretaría de AMERIPOL y la SSM, los funcionarios de enlace que correspondan.
20. Encomendar a la SSM, a través de su Departamento de Seguridad Pública que conforme y coordine, bajo su liderazgo y con los recursos existentes, una mesa de trabajo a la que podrá invitar a participar a funcionarios técnicos y agregados policiales designados por los países, organismos regionales y subregionales, así como AMERIPOL, a fin de colaborar en la implementación de las tareas desplegadas por la OEA que involucran elementos de capacitación y cooperación policial.
América como zona de paz
21. Instar a los Estados Miembros a que emprendan acciones a nivel regional, subregional y bilateral para continuar consolidando a las Américas como zona de paz basada en el respeto de los principios y normas del derecho internacional, incluidos los instrumentos internacionales de los que los Estados Miembros son parte y los principios y propósitos de la Carta de las Naciones Unidas y de la Carta de la Organización de los Estados Americanos. Y coadyuvar para el mantenimiento de la paz y la solución pacífica de controversias entre Estados Miembros de la Organización, y reiterar el compromiso de que ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho de intervenir, directa o indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro.
22. Celebrar los avances en el proceso de diálogo entre el Gobierno de la República de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) orientado a lograr un acuerdo final para la terminación del conflicto y el establecimiento de una paz estable y duradera en el país, lo cual coadyuvará significativamente al fortalecimiento de la paz y la estabilidad en todo el Hemisferio. Al respecto, saludar los esfuerzos de los Estados Miembros que han acompañado las conversaciones de paz en La Habana, Cuba, poniendo así de manifiesto la importancia de la solidaridad y la cooperación internacionales. Al mismo tiempo, celebrar el anuncio del inicio de las negociaciones entre el Gobierno de Colombia y el Ejército de Liberación Nacional (ELN), augurando éxitos a este proceso.
Consolidación del régimen establecido en el Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco)

23. Reconocer la vigencia del Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco) a sus 49 años de existencia, como muestra de que la ausencia de armas nucleares en la región refuerza la seguridad y confianza entre los Estados del Hemisferio, constituye un claro ejemplo para aquellos Estados que poseen este tipo de armamento y contribuye a los esfuerzos hacia un mundo libre de armas nucleares.
24. Alentar a los Estados que han ratificado los protocolos pertinentes del Tratado de Tlatelolco a que examinen cualquier reserva que hayan hecho a este respecto de conformidad con la medida 9 del documento final de la Conferencia de las Partes de 2010 encargada del examen del Tratado sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares (TNP)
/.
Desarme y no proliferación en el Hemisferio

25. Intensificar los esfuerzos de los Estados Miembros para alcanzar la paz y la seguridad para vivir en un mundo sin armas de destrucción masiva, y en este sentido, reafirmamos nuestra decisión de ejercer el control para evitar la proliferación de este tipo de armamento; y continuar desarrollando e implementando medidas de fomento de la confianza, incluidas entre estas, la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC), y reiterar lo aprobado en la resolución AG/RES. 2862 (XLIV-O/14), “América, zona de paz, cooperación y solución pacífica de controversias”.
26. Tomar nota de la labor del Grupo de Trabajo de Composición Abierta, establecido en virtud de la resolución 70/33 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, “Avances de las negociaciones multilaterales de desarme nuclear”, presidido en 2016 por Tailandia, encargado de abordar de manera sustantiva la cuestión de las medidas, disposiciones y normas jurídicas eficaces y concretas que será necesario adoptar para establecer y mantener un mundo sin armas nucleares, así como de las recomendaciones sobre otras medidas que puedan contribuir al avance de las negociaciones multilaterales de desarme nuclear
/.
27. Tomar nota de los esfuerzos que se están llevando a cabo en el contexto multilateral, con el fin de identificar y buscar medidas efectivas que permitan el cumplimiento de los compromisos en materia de no proliferación.
28. Apoyar decididamente la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre su Destrucción como piedra angular del régimen jurídico internacional que prohíbe las armas biológicas; hacer un llamamiento a todos los Estados que todavía no son parte de la Convención a que se adhieran a ella sin más demora, y afirmar nuestro compromiso para fortalecer la Convención en la Octava Conferencia de Examen en 2016. 
Apoyo a la implementación a nivel hemisférico de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas

29. Solicitar al Consejo Permanente, a través de la CSH y con el apoyo del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), que continúe apoyando a los Estados Miembros en la aplicación de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas mediante la realización de una reunión que permita, entre otras acciones, difundir las lecciones aprendidas, intercambiar experiencias, identificar las áreas y proyectos específicos en los que se necesita asistencia, incluso mediante la elaboración de planes de acción voluntarios nacionales de implementación, procurando establecer prioridades desde una perspectiva hemisférica; y propiciar un mayor intercambio de información, con otras organizaciones internacionales, regionales y subregionales, sobre la aplicación de la resolución 1540 (2004), incluido el Comité 1540 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y en particular en su segundo examen amplio de la implementación de la resolución, y cuando corresponda, los coordinadores regionales para la implementación de la resolución 1540 (2004) en el Hemisferio, contribuyendo así a los esfuerzos que se realizan en el marco de las Naciones Unidas.
Las Américas como zona libre de minas terrestres antipersonal 
/
30. Instruir a la Secretaría General a que continúe sus trabajos en apoyo a los esfuerzos de los Estados Miembros afectados para librar a sus territorios de minas terrestres antipersonal y destruir las existencias, y para convertir a las Américas en la primera zona libre de minas terrestres antipersonal del mundo; y condenar decididamente, de acuerdo con los principios y normas del derecho internacional humanitario, el empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y dispositivos explosivos improvisados. En ese marco, condenar particularmente el desarrollo de estas prácticas por parte de los grupos armados al margen de la ley, cuyos actos ponen en grave riesgo a la población de los países afectados, y hacer un enérgico llamamiento a los actores no estatales a que observen la norma internacional establecida por la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa) de facilitar el progreso en las Américas hacia un mundo libre de minas.
31. Alentar a todos los Estados Parte de la Convención de Ottawa, Estados interesados, las Naciones Unidas, otras organizaciones o instituciones internacionales competentes, las organizaciones regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y las organizaciones no gubernamentales competentes a examinar los avances logrados en la implementación de los compromisos contraídos con el Plan de Acción 2014-2019 y la Declaración Política de Maputo+15 adoptados en la Tercera Conferencia de Examen celebrada en Maputo, Mozambique, del 23 al 27 de junio de 2014, y renovar su compromiso con la Convención de Ottawa.
32. Apoyar e impulsar decididamente el cumplimiento de los principios de la Convención de Ottawa en cada uno de sus pilares, a saber, universalización, educación en el riesgo, asistencia a víctimas, desminado humanitario y cooperación y asistencia internacionales, incluidos los compromisos adquiridos en sus conferencias de examen, así como a aquellos Estados que han solicitado prórroga para el cumplimiento de sus compromisos en materia de limpieza y descontaminación a fin de alcanzar los plazos establecidos oportunamente.
33. Instar a los Estados Parte que solicitaron prórrogas en virtud del artículo 5 de la Convención de Ottawa, a que realicen todos los esfuerzos necesarios para cumplir sus obligaciones en los plazos establecidos.
34. Considerando la importancia de contar con políticas de acción integral contra las minas antipersonal, reconocer los resultados alcanzados por el Gobierno de la República de Colombia en la materia, resaltando los aportes de la comunidad internacional que para los efectos han sido canalizados a través de la OEA, los cuales reafirman la indeclinable voluntad de los Estados Miembros y la Secretaría General de seguir apoyando los esfuerzos que se adelantan en ese país. De la misma manera, destacar el rol central que ha tenido el desminado humanitario en las conversaciones de paz, hecho que ha derivado en resultados de incidencia altamente positiva en la calidad de vida de las poblaciones afectadas por este flagelo.
Medidas de fomento de la confianza y la seguridad en las Américas 

35. Adoptar como trigésima séptima medida de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS): “Intercambiar información relacionada a la aprobación y/o adecuación de normas en las legislaciones nacionales que regulen los procesos de obtención de datos e información, así también intercambiar experiencias con la participación del gobierno, proveedores de servicios, usuarios finales, y otros, en relación con la prevención, manejo y protección ante amenazas informáticas, con el fin de mantener una cooperación mutua para prevenir, enfrentar e investigar las actividades delictivas que amenazan la seguridad y asegurar un internet abierto, interoperable, seguro y confiable, respetando las obligaciones y compromisos conforme al derecho internacional, y en particular al derecho internacional de los derechos humanos”; incluir la misma en la “Nueva Lista Consolidada de Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad (MFCS) que deben ser notificadas de conformidad con las resoluciones de la OEA” (CP/CSH-1743/16) en una nueva sección denominada “Medidas no tradicionales”; y consecuentemente, adoptar esta Nueva Lista, de acuerdo con la decisión de la Comisión de Seguridad Hemisférica del 5 de mayo de 2016
/.
36. Instar a todos los Estados Miembros a que, a más tardar el 15 de julio de cada año, proporcionen a la Secretaría General información sobre la implementación de las MFCS, utilizando la “Nueva lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y de la seguridad (MFCS) que deben ser notificadas de conformidad con las resoluciones de la OEA” (CP/CSH-1743/16) y el “Formato para informar sobre la aplicación de las medidas de fomento de la confianza y la seguridad” (CSH/FORO-IV/doc.7/10), y solicitar a la Secretaría General que concluya la base de datos y la plantilla electrónica para la presentación en línea de informes anuales sobre MFCS y que proporcione los recursos para este proyecto según lo dispuesto en la resolución AG/RES. 2866 (XLIV-O/14).
37. Convocar el Séptimo Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad para el primer trimestre de 2017, en la sede de la Secretaría General.
Seguimiento de la Conferencia Especial sobre Seguridad 

38. Reafirmar el compromiso con la Declaración sobre Seguridad en las Américas y en particular con el enfoque multidimensional de seguridad, reconociendo su importante contribución a la agenda hemisférica y a la necesidad de continuar con su implementación por parte de la OEA y sus Estados Miembros, considerando los elementos identificados en el seminario conmemorativo del décimo aniversario que abordó la relación entre seguridad y desarrollo social, a fin de robustecer la cooperación hemisférica, contribuir a la reducción de la pobreza, fomentar la inclusión social y alentar el enfoque preventivo que permita contrarrestar las amenazas que ponen en riesgo el desarrollo integral.
39. Alentar a los Estados Miembros a que continúen avanzando en la implementación de la Declaración sobre Seguridad en las Américas, e informar de manera voluntaria sobre sus avances, coadyuvando a la seguridad de los ciudadanos, enfrentando las amenazas transnacionales, promoviendo la solución pacífica de las controversias y fomentando un clima de confianza, seguridad y cooperación en las Américas.
Declaración de San Salvador sobre Seguridad Ciudadana en las Américas
40. Instar a los Estados Miembros y a la Secretaría General a que continúen la implementación del Plan de Acción Hemisférico para dar Seguimiento a la Declaración de San Salvador sobre Seguridad Ciudadana en las Américas, cuya implementación se ha extendido.  

Preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe

41. Expresar su satisfacción por el resultado exitoso de las reuniones sobre las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe que llevó a cabo la CSH en la OEA en Washington, D. C., los días 27 de marzo de 2015 y 7 de abril de 2016; y encomendar al Consejo Permanente que continúe convocando la reunión anual sobre las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe, destacando una vez más que sus peculiares características como economías pequeñas y frágiles y sus escasos recursos los hacen particularmente vulnerables y susceptibles a los efectos de las muchas formas de delincuencia organizada transnacional y otro tipo de inseguridades. 

42. Acoger las siguientes recomendaciones presentadas por los Estados Miembros y la SSM:

a) elaborar una agenda de seguridad concreta mediante la configuración de un plan de acción conjunto para atender las áreas clave del memorando de entendimiento entre la Secretaría General y la Agencia de Implementación de Seguridad y contra la Delincuencia (IMPACS) de la Comunidad del Caribe (CARICOM);
b) estrechar la cooperación entre la OEA y la IMPACS a fin de mitigar los efectos dañinos de la delincuencia y la violencia, así como de los desastres naturales y aquellos provocados por el hombre;
c) elaborar una agenda orientada a la cooperación en materia de seguridad, con metas tangibles; y
d) aprovechar al máximo los beneficios que obtienen los Estados Miembros de los limitados recursos a través de iniciativas de cooperación.

43. Encomendar a la Secretaría General que, por conducto de la SSM, continúe colaborando con la IMPACS de CARICOM y que elabore un plan de trabajo quinquenal encaminado a facilitar la implementación del memorando de entendimiento existente entre ambas instituciones, considerando que deberán procurarse fondos específicos para su puesta en práctica a fin de reducir la carga financiera para la OEA.
Apoyo a la Estrategia de Seguridad de Centroamérica 

44. Instar a la Secretaría General a que continúe brindando cooperación y apoyo, a través de la SSM, al Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) con el objetivo de fortalecer la implementación de la Estrategia de Seguridad de Centroamérica.
Protección de las infraestructuras críticas en caso de desastres naturales
45. Encomendar a la CSH que, con el apoyo de la SSM, realice una reunión de expertos, a la que también se invite a los miembros del Comité Interamericano para la Reducción de Desastres Naturales (CIRDN), sobre “Protección de infraestructuras críticas en caso de desastres naturales”, para el cuarto trimestre de 2016, con el objetivo de crear conciencia sobre la importancia del tema y para explorar mecanismos que fortalezcan, cuando corresponda, los esfuerzos de nuestros Estados, en las fases de prevención, mitigación y reconstrucción de estas infraestructuras en casos de desastres naturales.
Seguridad cibernética
46. Instar a los Estados Miembros a profundizar el diálogo regional en los asuntos relativos a la seguridad cibernética, y en caso que así lo definan los Estados Miembros, seguridad digital, de conformidad con las legislaciones nacionales, para crear conciencia y promover una cultura entre los Estados Miembros sobre seguridad cibernética a fin de responder a los desafíos que la información y la comunicación imponen.
II.  INSTRUMENTOS JURÍDICOS

47. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC) y la Convención Interamericana contra el Terrorismo.
Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA)
48. Adoptar como guía de referencia, con carácter no vinculante, el documento “Estándares OEA sobre armas de fuego: marcaje y mantenimiento de información” (CIFTA/CC-XVII/doc.10/16 rev. 1) elaborado por el Grupo de Trabajo Virtual de expertos nacionales designados y aprobado por el Comité Consultivo de la CIFTA en su décimo séptima reunión ordinaria celebrada en Washington, D. C., el 2 de mayo de 2016.
49. Convocar la décimo octava reunión ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA, de conformidad con el artículo XXI de la Convención, con duración de un día, durante el primer semestre de 2017, y a la IV Conferencia de los Estados Partes de la CIFTA para la primera semana de diciembre de 2016; y solicitar a la Secretaría Técnica de la CIFTA que apoye la preparación y seguimiento de ambas reuniones.
50. Instruir a la Secretaría Técnica a que elabore un estudio comparativo entre la CIFTA y otras Convenciones internacionales relacionadas con la materia para, entre otros temas, encontrar las sinergias entre ellas, visibilizar las oportunidades de trabajo a futuro y poner en evidencia la posible duplicación de esfuerzos que se estén generando entre dichas convenciones. Este estudio comparado debería incluir también el Programa de Acción de las Naciones Unidas para Prevenir, Combatir y Eliminar el Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras en Todos sus Aspectos (UNPOA) y el Instrumento Internacional de Rastreo (ITI). Los resultados del estudio deberán ser presentados en la décima octava reunión ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA.  

Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC)

51. Reiterar a la Secretaría General que, a través de la SSM, prepare los informes anuales consolidados correspondientes a los años 2013, 2014, 2015 y 2016. 
52. Celebrar la Segunda Conferencia de Estados Partes de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC) en el segundo semestre de 2017.

III.  OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES SOBRE LOS INFORMES ANUALES DE LOS ÓRGANOS, ORGANISMOS Y ENTIDADES DE LA ORGANIZACIÓN (ARTÍCULO 91, F DE LA CARTA DE LAORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS)

Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD)

53. Instruir a la Secretaría General que fortalezca a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) con el fin de que pueda continuar cumpliendo con sus mandatos, incluidos, entre otros, brindar asistencia técnica a los Estados Miembros y facilitar el desarrollo e implementación de políticas sobre drogas con base en una visión integral, equilibrada, sostenible y multidisciplinaria; y alentar a los Estados Miembros, observadores permanentes y otros donantes internacionales a que continúen haciendo contribuciones voluntarias para estos propósitos.
54. Culminar la elaboración del Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2016-2020, antes del 60 período ordinario de sesiones de la CICAD, conforme con el mandato de la resolución AG/RES. 1 (XLVI-E/14), “Reflexiones y lineamientos para formular y dar seguimiento a las políticas integrales frente al problema mundial de las drogas en las Américas”, aprobada por la Asamblea General de la OEA en su cuadragésimo sexto período extraordinario de sesiones celebrado en Ciudad de Guatemala, Guatemala, el 19 de septiembre de 2014, y considerando el documento final del trigésimo período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre el Problema Mundial de las Drogas, “Nuestro compromiso conjunto de abordar y contrarrestar eficazmente el problema mundial de las drogas” (A/S-30/L.1).
Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) 

55. Instruir a la Secretaría General a que, dentro de los recursos asignados en el programa-presupuesto de la OEA, provea a la Secretaría del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) los recursos humanos y financieros necesarios para la implementación del Plan de Trabajo del CICTE, el cual incluye las áreas sobre controles fronterizos, asistencia legislativa y combate al financiamiento del terrorismo, protección de infraestructura crítica, fortalecimiento de estrategias ante amenazas terroristas emergentes, implementación de la resolución 1540 (2004)  del Consejo de Seguridad de la ONU y coordinación y cooperación internacional; así como para la preparación y celebración del décimo séptimo período ordinario de sesiones del CICTE.
56. Instruir a la Secretaría General a que, a través de la Secretaría del CICTE, continúe su apoyo a los esfuerzos integrales de los Estados Miembros dirigidos a establecer y/o fortalecer grupos nacionales de alerta, vigilancia y respuesta ante incidentes cibernéticos, conocidos como Equipos de Respuesta a Incidentes de Seguridad Informática (CSIRT); fortalecer unidades especializadas en prevención e investigación de incidentes en materia de seguridad cibernética en sus respectivas agencias de aplicación de la ley, así como la Red de Seguridad Hemisférica de los CSIRT y de Autoridades en Seguridad Cibernética, los intercambios de información entre los Estados Miembros y su cooperación relacionada con la protección de infraestructura de información crítica; y para que continúe desarrollando estrategias nacionales de seguridad cibernética integrales, e involucrar a todos los actores y partes interesadas pertinentes en su desarrollo e implementación, incluido el sector privado, el sector académico, la comunidad técnica y la sociedad civil y otros actores sociales.
57. Convocar el décimo séptimo período ordinario de sesiones del CICTE, en la Ciudad de Panamá, República de Panamá, los días 16 y 17 de marzo de 2017, así como las tres reuniones preparatorias de un día cada una, los días 2 de diciembre de 2016, 20 de enero y 17 de febrero de 2017, en la Sede de la OEA, en concordancia con las normas y reglamentos que rigen las actividades del CICTE.
Junta Interamericana de Defensa (JID)
/
/
/
/
58. Solicitar a la Junta Interamericana de Defensa (JID) que, en el marco de su estatuto y los mandatos de la OEA vigentes, continúe brindando la asesoría técnica, consultiva y educativa a la OEA y a los Estados Miembros que lo soliciten, así como el apoyo de asesoría técnica requerido por la Secretaría Pro Témpore de la XII Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, e invitar a los Estados Miembros que así lo estimen conveniente, a que proporcionen a la JID los recursos humanos y financieros necesarios con el fin de apoyar a esta institución.
59. Encomendar a la JID la elaboración de estudios e informes que puedan ser empleados por los órganos de la OEA y los Estados Miembros sobre asuntos militares y de defensa, en particular en lo referente a las medidas de fomento de la confianza y de la seguridad, la CITAAC, los foros y conferencias de defensa en el Hemisferio, el desminado, la gestión, seguridad y destrucción de arsenales, así como la ayuda humanitaria, y búsqueda y rescate en casos de desastres.
60. Invitar a los Estados Miembros a que designen candidatos civiles, militares y policías para que cursen la Maestría en Ciencias en Seguridad y Defensa Interamericana impartida por el Colegio Interamericano de Defensa, órgano educativo de la JID, recientemente acreditada ante el Consejo de Acreditación de Colegios y Escuelas Independientes de los Estados Unidos de América (por su sigla en inglés, ACICS).
IV.  RENOVACIÓN DE MANDATOS CONTENIDOS EN RESOLUCIONES 
ASIGNADAS POR EL CONSEJO PERMANENTE A LA CSH

61. Debido a que su implementación no se ha agotado, se renuevan los mandatos de los párrafos resolutivos 16 sobre las MFCS, 36, 37, 41 y 44 sobre delincuencia organizada transnacional, 75, 77, 78, 81 y 85 sobre la CIFTA y 92 sobre la CITAAC de la resolución AG/RES. 2866 (XLIV-O/14).
V.  SEGUIMIENTO E INFORMES
62. Instruir a la SSM que presente oportunamente el plan de actividades que serán realizadas en el período 2016-2017 para consultas o adecuada supervisión de los Estados Miembros.  
63. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
VI.  TABLA CALENDARIO DE REUNIONES Y EVENTOS ESPECIALES 

	Secuencia numérica temporal
	Tema
	Fecha estimada
	Nombre
	Lugar

	1. [image: image3.wmf] 

ASAMBLEA  GENERAL

 


	CMDA
	10 al 12 de octubre de 2016
	XII Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas
	Puerto España, Trinidad y Tobago

	2. 
	CICAD
	1 al 4 de noviembre de 2016
	Sexagésimo período ordinario de sesiones de la CICAD
	Nassau, Bahamas

	3. 
	CIFTA
	5 al 9 de diciembre de 2016
	Cuarta Conferencia de Estados Parte de la CIFTA
	Sede OEA,
Washington, D. C.

	4. 
	MISPA
	cuarto trimestre de 2016
	Primera Reunión del Grupo de Trabajo Técnico Subsidiario sobre Prevención de la Delincuencia, la Violencia y la Inseguridad 
	Quito, Ecuador

	5. 
	Protección de las infraestructuras críticas en casos de Desastres Naturales
	cuarto trimestre de 2016
	Reunión de Expertos sobre Protección de Infraestructuras Críticas en casos de Desastres Naturales
	Sede OEA,
Washington, D. C.

	6. 
	Delincuencia organizada transnacional
	segundo semestre de 2016
	Reunión de Puntos Nacionales de Contacto para evaluar la implementación del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional
	Sede OEA,
Washington, D. C.

	7. 
	CIFTA
	Primer semestre de 2017
	XVIII Reunión Ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA
	Sede OEA,
Washington, D. C.

	8. 
	CICTE
	16 y 17 de marzo de 2017
	XVII Período Ordinario de Sesiones del CICTE
	Ciudad de Panamá, República de Panamá

	9. 
	Trata de Personas
	primer semestre de 2017
	Quinta Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas
	por definir

	10. 
	MFCS
	primer semestre de 2017
	Séptimo Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y de la Seguridad
	Sede OEA,
Washington, D. C.

	11. 
	Preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe
	primer semestre de 2017
	Reunión de la CSH sobre preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe


	Sede OEA,
Washington, D. C.

	12. 
	MISPA
	segundo semestre de 2017
	MISPA-VI
	Honduras

	13. 
	CITAAC
	Segundo semestre de 2017
	Segunda Conferencia de Estados Partes de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC) 
	Sede OEA,
Washington, D. C.


NOTAS DE PIE DE PÁGINA
1. …Comunidad de Policías de América en junio de 2011. Dicho documento no fue negociado ni aprobado por los Estados Miembros de la OEA y, adicionalmente, AMERIPOL no representa a los organismos policiales de todos los países del Hemisferio. En tal sentido, no puede imponerse la cooperación con la referida Comunidad a través de una enmascarada institucionalización en la Organización. Venezuela apoya la cooperación voluntaria en materia policial basada en el respeto a la soberanía, la independencia, la no injerencia, al ordenamiento jurídico y a la institucionalidad de los países. Dicha cooperación debe ser siempre coordinada y sometida al control civil de todos los Estados Miembros que componen la OEA.
2. …órganos correspondientes son los únicos que definen los mandatos. Por consiguiente, el acuerdo establecido con AMERIPOL no expresa un mandato de los Estados Miembros.
3.
…Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco) estipula que éste no podrá ser objeto de reservas, por lo que la intención de México al proponer el uso de “Declaraciones Interpretativas” en su lugar busca rectificar un error histórico que merma al propio Tratado. Al respecto, cabe mencionar también las resoluciones CG/E/Res.568 y CG/Res.03/2015 del Organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (OPANAL), adoptadas por los 33 Estados Miembros del Organismo, en noviembre de 2014 y 2015, respectivamente, donde se utiliza el siguiente lenguaje: “…con miras a que los Estados Partes a los Protocolos Adicionales del Tratado de Tlatelolco revisen o supriman las Declaraciones Interpretativas que hayan hecho respecto a dichos instrumentos”.

4.
…Sin embargo, el Grupo de Trabajo de Composición Abierta establecido en virtud de la resolución 70/33 no es inclusivo ni se basa en el consenso, por lo que estos esfuerzos sin consenso no servirán para promover la causa del desarme nuclear.  Estados Unidos apoya medidas prácticas para eliminar las armas nucleares: un enfoque con el que se han reducido de manera notable los altos niveles de arsenales nucleares heredados de la Guerra Fría y que Estados Unidos trata de aprovechar negociando mayores reducciones que requieren una contraparte dispuesta y un entorno de seguridad propicio, además del apoyo a instrumentos tales como el Tratado de Prohibición de la Producción de Material Fisible, el Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares y el Tratado sobre Zonas Libres de Armas Nucleares.

5.
…US$2,6 mil millones para la destrucción de armas convencionales desde el año 2003.  Estados Unidos continuará apoyando los esfuerzos de la OEA por eliminar la amenaza que representan las minas terrestres para la humanidad y declarar a los países “libres del impacto de minas”.  En febrero de 2016, el Presidente Obama anunció que Estados Unidos y Noruega encabezarían una iniciativa mundial de desminado para Colombia.  El Presidente destacó su petición al Congreso de US$21 millones para apoyar tal iniciativa.  En septiembre de 2014, Estados Unidos anunció que alinearía sus actividades fuera de la península de Corea a lo dispuesto en la Convención de Ottawa.  Esto significa que Estados Unidos:

· no utilizará minas terrestres antipersonal fuera de la península de Corea;

· no ayudará, fomentará ni inducirá a nadie fuera de la península de Corea a participar en actividades prohibidas por la Convención de Ottawa; y 

· se comprometerá a destruir sus arsenales de minas terrestres antipersonal que no se requieran para la defensa de la península de Corea.
Si bien Estados Unidos no es parte de la Convención de Ottawa, seguiremos adelante con nuestros esfuerzos para buscar diligentemente soluciones materiales y operativas acordes con esta convención que nos permitan, en última instancia, adherirnos a esta, garantizando al mismo tiempo la posibilidad de cumplir los compromisos contraídos en el marco de nuestra alianza con la República de Corea.

6. …Comisión de Seguridad Hemisférica el día 3 de marzo de 2016, Nicaragua mantendrá su misma posición:

“El Gobierno de la República de Nicaragua reconoce en las Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad un instrumento que contribuye al fomento de un clima internacional de confianza y paz en la región. Comparte la necesidad de que las mismas deben adaptarse a las condiciones y a las realidades geográficas, políticas, sociales, culturales, económicas y tecnológicas. En tal sentido, apoya en lo general una medida de confianza encaminada al intercambio de información relacionado a la aprobación y/o adecuación de normas en las legislaciones nacionales que regulen los procesos de obtención de datos e información, asimismo el intercambio de experiencias entre los gobiernos, relacionado con la prevención, manejo y protección de datos informáticos, y en el ámbito de esta medida de confianza, la participación de los proveedores de servicio y usuarios finales ha de ser voluntaria y no debe constituir una obligación para los Estados”.
7.
…JID el 20 de febrero de 2014 y, en cumplimiento del procedimiento establecido, cesó su calidad de Miembro de la Junta el 20 de febrero de 2015, razón por la cual el Ecuador no forma parte del consenso ni de cualquier compromiso que los Estados asuman en esta temática.
8.
…de nuestros Estados. Nicaragua no está de acuerdo en que la Junta Interamericana de Defensa intervenga en asuntos de naturaleza militar o de otra índole que implicaren un menoscabo de la soberanía, la independencia, la institucionalidad y el ordenamiento jurídico y del país.

9.
…El escenario internacional en el que fue concebida la JID ha sido largamente superado, lo que obliga a que la misma se adapte a los nuevos paradigmas y tiempos que vive el Hemisferio. El Gobierno de Venezuela reitera que el accionar de la JID debe limitarse a las competencias específicamente establecidas en sus Estatutos, debiendo abstenerse de intervenir en asuntos de naturaleza militar o de otra índole que atenten contra la paz, la soberanía, la independencia, la libertad, la integridad territorial, la autodeterminación, la no injerencia, el ordenamiento jurídico y la institucionalidad de los Estados, elementos básicos para la convivencia pacífica de las naciones.

10.
…la Junta Interamericana ha perdido toda vigencia y no contribuye a las prioridades de los Estados Miembros ni de la OEA; por lo tanto, no corresponde seguir manteniendo un organismo que solo implica el gasto de recursos financieros para la Organización.
AG/RES. 2881 (XLVI-O/16)

IMPULSANDO INICIATIVAS HEMISFÉRICAS EN MATERIA DE DESARROLLO INTEGRAL
(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL, 

REAFIRMANDO:


Que la Carta de la Organización de los Estados Americanos proclama los propósitos esenciales de la Organización, entre los que se incluyen “promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo económico, social y cultural” y “erradicar la pobreza crítica, que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del Hemisferio”;

Que la Carta Democrática Interamericana y la Carta Social de las Américas reconocen que el desarrollo con equidad fortalece y consolida la democracia, en tanto ambos son interdependientes y se refuerzan mutuamente;

Que la Carta Democrática Interamericana establece que “[l]a democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas” y que “[l]a pobreza, el analfabetismo y los bajos niveles de desarrollo humano son factores que inciden negativamente en la consolidación de la democracia”;

Que la Carta Social de las Américas resalta “la determinación y el compromiso de los Estados Miembros de combatir de forma urgente los graves problemas de la pobreza, la exclusión social y la inequidad que afectan en distinta medida a los países del Hemisferio; de enfrentar sus causas y sus consecuencias; y de crear condiciones más favorables para el desarrollo económico y social con equidad para promover sociedades más justas”; y
Que la Carta Social de las Américas destaca que “la persona humana es el centro, participante y beneficiario principal del proceso de desarrollo económico inclusivo, justo y equitativo”;

TOMANDO EN CUENTA que en el marco de las Naciones Unidas se adoptó la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, la cual constituye un plan de acción en favor de las personas, el planeta y la prosperidad; también tiene por objeto fortalecer la paz universal dentro de un concepto más amplio de la libertad; reconoce, además, que la erradicación de la pobreza en todas sus formas y dimensiones, incluida la pobreza extrema, es el mayor desafío a que se enfrenta el mundo y constituye un requisito indispensable para el desarrollo sostenible;

RECORDANDO el proceso de Cumbres de las Américas
/ y los mandatos acordados por los Jefes de Estado y de Gobierno en materia de desarrollo integral
/;

RECORDANDO TAMBIÉN que el Estatuto del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) establece que la finalidad del CIDI es “promover la cooperación solidaria entre los Estados Miembros de la OEA para apoyar su desarrollo integral y, en particular, para contribuir a la eliminación de la pobreza”, y que este órgano “cumple sus objetivos mediante la instrumentación del Plan Estratégico para el Desarrollo Integral”;


VISTO el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, cuya vigencia fue extendida hasta el 31 de diciembre de 2016 mediante la resolución AG/RES. 2874 (XLV-O/15);

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las declaraciones y planes de acción de las reuniones de ministros y altas autoridades en el marco del CIDI en las áreas de desarrollo sostenible, desarrollo social, cultura, educación, ciencia y tecnología, trabajo y turismo, así como las reuniones de altas autoridades en materia de cooperación; y

RECORDANDO la resolución de la Asamblea General AG/RES. 2874 (XLV-O/15), “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral”,
I.  MANDATOS VIGENTES EN MATERIA DE DESARROLLO INTEGRAL


CONSIDERANDO la resolución CP/RES. 1061 (2063/16), “Conclusión del proceso de priorización de mandatos y elaboración del Plan Estratégico Cuatrienal de la Organización”, y la conclusión del proceso técnico-metodológico del Grupo de Trabajo Ad Hoc sobre la Visión Estratégica de la OEA, incorporando 80 mandatos resultado de la aplicación del primer criterio de la Metodología para la Priorización de Mandatos;
Continuación de la participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral de los Estados que no han ratificado el Protocolo de Managua
VISTAS la resolución AG/RES. 2 (XXII-E/96), “Participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de los Estados Miembros que no hayan ratificado el Protocolo de Managua cuando éste entre en vigor”, y la resolución AG/RES. 2636 (XLI-O/11), “Continuación de la participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral de los Estados Miembros que no han ratificado el Protocolo de Managua”;

DESTACANDO las reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos para incluir la superación de la pobreza crítica como un objetivo básico del desarrollo integral (Protocolo de Washington) y crear un Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral que promueva la cooperación entre los Estados americanos con el propósito de lograr su desarrollo integral y, en particular, para contribuir a la eliminación de la pobreza crítica (Protocolo de Managua); y

CONSIDERANDO que a la fecha de esta resolución aún hay Estados Miembros que no han ratificado el Protocolo de Managua,
RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros que han firmado y no han ratificado el Protocolo de Washington, que incorpora la eliminación de la pobreza crítica como un objetivo básico del desarrollo, y el Protocolo de Managua, que establece el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), a que consideren hacerlo lo más pronto posible.
2. Extender la vigencia de la resolución AG/RES. 2 (XXII-E/96), “Participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de los Estados Miembros que no hayan ratificado el Protocolo de Managua cuando éste entre en vigor”, hasta el quincuagésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General a celebrarse en 2021, en el cual se revisará la situación si en ese momento aún existieran Estados Miembros que no hubiesen ratificado el Protocolo de Managua.
3. Solicitar a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral que realice gestiones de acercamiento y sensibilización sobre la importancia de ratificar los instrumentos referidos en el resolutivo primero, e informe al CIDI anualmente en el período de vigencia de esta resolución.
II.  FORTALECIMIENTO DEL CONSEJO INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO INTEGRAL: DIÁLOGO POLÍTICO Y COOPERACIÓN SOLIDARIA PARA EL DESARROLLO

Diálogo político en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral
RECONOCIENDO los avances alcanzados por los Estados Miembros en el marco del proceso de reflexión y consulta para fortalecer el CIDI y sus órganos subsidiarios en los últimos tres años contenidos en el “Informe del Presidente del Grupo de Trabajo para el Fortalecimiento del CIDI y de sus órganos” (CIDI/doc.200/16), según las tareas encomendadas en su Plan de Trabajo (CIDI/GT/FORCIDI/doc.91/13); y en atención a los mandatos de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) respecto a los procesos de Visión Estratégica, priorización de mandatos, modernización de la gestión y reorganización de la Secretaría General, así como la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Carta Democrática Interamericana, la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción; además de los compromisos asumidos por los Estados Miembros de la Organización en el ámbito global como la Agenda 2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible; y
CONSIDERANDO que el Grupo de Trabajo para el Fortalecimiento del CIDI y de sus órganos ha identificado cinco principales áreas de acción para el fortalecimiento del CIDI: (a) diálogo político sustantivo, (b) procesos de diálogos sectoriales predecibles y organizados, (c) implementación y seguimiento de mandatos, (d) cooperación intersectorial, y (e) proyectos de cooperación,
RESUELVE:

A)
Diálogo político sustantivo

4. Establecer la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) como el marco general de la acción del CIDI y sus órganos. Este alineamiento deberá reflejarse en el Plan de Trabajo para el pilar de Desarrollo Integral del Plan Estratégico Cuatrienal para la Organización
/ encomendado por la Asamblea General de la OEA mediante resolución (AG/RES. 1 (XLVII-E/14), “Orientaciones y objetivos de la Visión Estratégica de la Organización de los Estados Americanos”.
B)
Procesos de diálogos sectoriales predecibles y organizados

5. Solicitar al CIDI que, con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) y con la finalidad de optimizar la predictibilidad, eficacia y eficiencia de los procesos sectoriales en el ámbito de este Consejo, incluida la preparación de reuniones ministeriales y de comisiones interamericanas, tome las acciones referidas a continuación antes de la próxima Asamblea General de la OEA:
a) defina un calendario de reuniones ministeriales sectoriales y comisiones interamericanas del CIDI a celebrarse en los siguientes cuatro años, tomando en cuenta los recursos disponibles de la Organización. Asimismo, y como parte de esta programación y con la finalidad de promover sinergias entre dichos procesos, considere la realización de una reunión anual del CIDI con la participación de las autoridades de los distintos procesos sectoriales del CIDI;
b) establezca lineamientos guía para el formato de las reuniones ministeriales del CIDI con el objetivo de responder mejor a las expectativas de las autoridades sectoriales y garantizar un diálogo político sustantivo;
c) establezca lineamientos generales para la construcción de los proyectos de temario para las reuniones Ministeriales, de tal forma que tengan en cuenta el Plan Estratégico Cuatrienal de la OEA y el Plan de Trabajo para el pilar de Desarrollo Integral una vez sean aprobados los temas propuestos por los Gobiernos de los Estados Miembros, los mandatos pertinentes de la Asamblea General, así como los acuerdos del CIDI en reuniones sectoriales anteriores; y
d) establezca lineamientos generales para la elaboración de documentos de trabajo, así como para la redacción de mandatos a ser adoptados en las reuniones ministeriales y de comisiones interamericanas, de tal manera que los mismos sean consecuentes con los recursos disponibles, capacidades y experiencia de la OEA, estén enfocados en resultados, y faciliten la rendición de cuentas y el seguimiento de los mismos. Todos los mandatos que tengan implicaciones financieras deberán, antes de ser puestos a consideración de las autoridades del CIDI, ser costeados e incluir la(s) fuente(s) de financiamiento y circunscribirse en el Plan Estratégico Cuatrienal de la OEA y el Plan de Trabajo para el pilar de Desarrollo Integral, así como a las instrucciones de esta Asamblea General o del Consejo Permanente al respecto, incluyendo lo previsto por la Visión Estratégica de la OEA sobre la incorporación de nuevos mandatos para la Secretaría General en materia de desarrollo integral.
6. Solicitar al CIDI que se incluya como parte de todo proceso ministerial una reunión de planeación entre las autoridades de la anterior, actual y próxima presidencia para determinar un cronograma de implementación de los acuerdos ministeriales.
7. Solicitar al CIDI que concluya el análisis de la propuesta de reemplazar la estructura basada en comisiones interamericanas por grupos de trabajo a más tardar el 15 de febrero de 2017. Una vez concluido el análisis, estandarice los reglamentos del mecanismo que se acuerde antes del cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
C)
Implementación y seguimiento de mandatos

8. Solicitar al CIDI que se integren las temáticas de las reuniones ministeriales y de comisiones interamericanas en sus reuniones ordinarias y en este sentido, solicitar a la Secretaría que entregue un listado de temas abordados por los Estados Miembros en los procesos ministeriales recientes al inicio de cada nueva Presidencia del CIDI para ser incluidos en su plan de trabajo.
D)
Cooperación intersectorial

9. Solicitar al CIDI que, para el 31 de diciembre de 2016, ponga en funcionamiento mecanismos de coordinación al interior de ese Consejo de tal forma que exista un canal de comunicación y consulta abierto entre las reuniones a nivel ministerial del CIDI, las comisiones interamericanas y la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), así como con otras agencias y organismos multilaterales con el objetivo de que los trabajos del CIDI se concentren en las actividades definidas en el Plan Estratégico Cuatrienal de la OEA y el Plan de Trabajo para el pilar de Desarrollo Integral una vez que sean aprobados.  De igual manera, solicitar a la SEDI que propicie la coordinación interna entre sus departamentos, así como con otras áreas de la Secretaría y con las misiones permanentes ante la OEA, a fin de facilitar el flujo de información de manera sistemática, ordenada y actualizada.
E)
Proyectos de cooperación

10. Solicitar a la SEDI que promueva una coordinación transversal de su Sección de Cooperación Técnica con todos sus departamentos con el fin de coordinar el diseño y ejecución de los programas y proyectos de cooperación que ésta ejecuta financiados por el Fondo de Cooperación para el Desarrollo (FCD/OEA). En ese sentido, solicitar a la SEDI que refuerce la coordinación de todas las áreas de esta Secretaría con las misiones permanentes ante la OEA, así como facilitar a los Estados Miembros el acceso a información sobre proyectos y programas de la Organización en materia de desarrollo integral.
Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral
TENIENDO EN CUENTA:


Que el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral, al cual hace referencia la Carta de la Organización de los Estados Americanos, es esencial para articular las políticas, los programas y las medidas de acción en materia de cooperación para el desarrollo integral, en el marco de la política general y las prioridades definidas por la Asamblea General, así como los mandatos emanados del CIDI, incluidos los de sus reuniones sectoriales ministeriales y de altas autoridades; y
Que el Estatuto del CIDI estipula que el Plan Estratégico “tendrá un horizonte de planeamiento de cuatro años, pudiendo ser revisado cuando la Asamblea General lo considere pertinente”, y encomienda al CIDI formular y recomendar a la Asamblea General el Plan Estratégico, así como examinar y, en su caso, adoptar las propuestas referidas a la formulación y actualización del mismo; y
RECONOCIENDO que la resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14), “Orientaciones y objetivos de la Visión Estratégica de la Organización de los Estados Americanos”, encomendó al Consejo Permanente la elaboración de un plan estratégico integral cuatrienal con planes de trabajo para cada uno de los cuatro pilares, así como para la gestión administrativa y el fortalecimiento institucional; y que la resolución del Consejo Permanente CP/RES. 1061 (2063/16) señala que “a partir de la aprobación del Plan Estratégico Cuatrienal, la Secretaría General deberá adecuar sus planes y programas; así como, sus estrategias de planeación, operación y evaluación, a fin de cumplir con el plan de la Organización”,
RESUELVE:

11. Extender la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009 hasta la adopción del Plan Estratégico Cuatrienal para la OEA y el Plan de Trabajo para el pilar de Desarrollo Integral.

Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo

CONSIDERANDO que la resolución AG/RES. 2817 (XLIV-O/14), “Fortalecimiento del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral: diálogo político y cooperación solidaria para el desarrollo” acogió los “Lineamientos para el fortalecimiento de las distintas modalidades de cooperación para el desarrollo” (CIDI/doc.95/14), en los que se consideró pertinente revisar el Estatuto de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) y el Reglamento de su Junta Directiva,
RESUELVE:

12. Adoptar el Estatuto de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo y el Reglamento de su Junta Directiva, anexos de esta resolución.
III.  REUNIONES MINISTERIALES DEL CIDI

Congreso Interamericano de Ministros y Altas Autoridades de Turismo
VISTA la Declaración de Lima sobre Turismo Rural Comunitario en las Américas (CIDI/TUR-XXIII/DEC. 1/15 rev. 1), la “Estrategia a mediano plazo para mejorar la cooperación y la competitividad turística en las Américas” (CIDI/TUR-XXIII/doc.7/15) y el “Informe final del Vigésimo Tercer Congreso Interamericano de Ministros y Altas Autoridades de Turismo” (CIDI/TUR-XXI/doc.9/15),
RESUELVE:
13. Agradecer al Gobierno de Perú por su hospitalidad y sus contribuciones a los resultados del Vigésimo Tercer Congreso Interamericano de Ministros y Altas Autoridades de Turismo, celebrado en Lima, los días 3 y 4 de septiembre de 2015, y hacer suya la Declaración de Lima sobre Turismo Rural Comunitario en las Américas (CIDI/TUR-XXIII/DEC.1/15 rev. 1) que reconoce la importancia de impulsar el turismo rural comunitario en el Continente para combatir la pobreza extrema, promover el crecimiento económico con inclusión social a través de un ambiente competitivo propicio y estrategias gubernamentales que faciliten los emprendimientos comunitarios y la innovación, así como la necesidad de desarrollar sistemas de monitoreo y medición de éxito, desarrollo de emprendimientos competitivos y lineamientos para asegurar un turismo responsable sostenible.
14. Resaltar la aprobación de la “Estrategia a Mediano Plazo para Mejorar la Cooperación y la Competitividad Turística en las Américas” (CIDI/TUR- XXIII/doc.7/15), así como la elección de las nuevas autoridades de la Comisión Interamericana de Turismo: Perú como Presidente, y El Salvador y San Kitts y Nevis como Vicepresidentes.
15. Agradecer al Gobierno de Guyana por su ofrecimiento de sede para el XXIV Congreso Interamericano de Ministros y Altas Autoridades de Turismo que tendrá lugar en Georgetown en 2017, e instar a los Ministros y Altas Autoridades de Turismo a que participen en este congreso, así como que promuevan la participación de la sociedad civil y otros actores sociales.
Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible y avances en la revisión y actualización del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS)
VISTAS las resoluciones AG/RES. 2816 (XLIV-O/14) y AG/RES. 2874 (XLV-O/15), “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral”, y la Declaración de Tela para el Desarrollo Sostenible de las Américas: Construyendo una Agenda de Desarrollo Sostenible para las Américas (CIDI/RIMDS-III/DEC.1/15 rev. 1) que adoptó el “Marco Estratégico para el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS)” (CIDI/RIMDS-III/doc.6/15), extendió la vigencia del PIDS hasta el 31 de diciembre de 2016 e instó al CIDI y, cuando corresponda, a la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible (CIDS) a que se reúna en 2016 y continúe el proceso de revisión y actualización de dicho programa,
RESUELVE:

16. Hacer suya la Declaración de Tela para el Desarrollo Sostenible de las Américas: Construyendo una Agenda de Desarrollo Sostenible para las Américas (CIDI/RIMDS-III/DEC.1/15 rev. 1) y el “Marco Estratégico para el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS)” (CIDI/RIMDS-III/doc.6/15).
17. Reiterar y hacer suyo el voto de agradecimiento al pueblo y Gobierno de Honduras por haber sido sede de la Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible. 

Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT)
VISTA la Declaración de Cancún de 2015: Construyendo Trabajo Decente con Inclusión Social y Desarrollo Sostenible en las Américas (CIDI/TRABAJO/DEC.1/15 rev. 1) y su correspondiente Plan de Acción de Cancún 2015 (CIDI/TRABAJO/doc.22/15 rev. 2),
RESUELVE:

18. Agradecer al Gobierno de México por su hospitalidad y sus contribuciones a los resultados de la XIX Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT) celebrada en Cancún, los días 3 y 4 de diciembre de 2015, y hacer suya la Declaración de Cancún de 2015: Construyendo Trabajo Decente con Inclusión Social y Desarrollo Sostenible en las Américas (CIDI/TRABAJO/DEC. 1/15 rev. 1) y el Plan de Acción de Cancún 2015 (CIDI/TRABAJO/doc.22/15 rev. 2), que reflejan consensos hemisféricos en torno a la construcción de políticas públicas integradas de educación y trabajo para generar trabajo decente, digno y productivo y lograr una vinculación laboral efectiva con equidad e inclusión laboral; a la promoción de las políticas laborales incluyentes y generación de empresas y empleos de calidad; sobre la migración laboral, el avance en la protección de los derechos de los trabajadores migrantes; la cooperación hemisférica para el fortalecimiento de los ministerios de trabajo; y destacar el diálogo continuo entre los ministerios de educación y trabajo.
19. Reconocer el décimo aniversario de la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL), creada por la CIMT para complementar el diálogo político con acciones de cooperación, y destacar que ha mostrado concretos resultados en el fortalecimiento de las capacidades humanas e institucionales y la profundización de la cooperación de los ministerios de trabajo en la región. Encomendar a la Secretaría Técnica que continúe coordinando esta Red y, conscientes de la necesidad de su sostenibilidad financiera, invitar a los ministerios de trabajo y otros donantes a contribuir al Fondo de Aportes Voluntarios de la RIAL.

20. Aceptar con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de Barbados para ser sede de la XX Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo en el segundo semestre de 2017.

Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI
VISTAS la Carta Social de las Américas (AG/doc.5242/12 rev. 2) y su Plan de Acción [AG/RES. 2878 (XLV-O/15)]; la resolución AG/RES. 2816 (XLIV-O/14), “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral”, la Declaración de Asunción: Desarrollo con Inclusión Social adoptadas en el cuadragésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA realizado en Asunción, República del Paraguay, en junio de 2014; y el Comunicado de Cali, adoptado en la Segunda Reunión de Ministros y Autoridades de Desarrollo Social,
RESUELVE:

21. Aceptar con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de la República del Paraguay para ser sede de la Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social que tendrá lugar en la ciudad de Asunción, Paraguay, los días 13 y 14 de julio de 2016, con el lema “Equidad e inclusión social: superando desigualdades hacia sociedades más inclusivas”, e instar a las máximas autoridades de desarrollo social de los Estados Miembros de la OEA a participar en dicho encuentro, así como a promover la participación activa de los órganos y organismos del sistema interamericano, observadores permanentes, otros observadores e invitados especiales.
Reunión de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI
VISTAS la Carta Social de las Américas (AG/doc.5242/12 rev. 2) y su Plan de Acción [AG/RES. 2878 (XLV-O/15)]; la resolución AG/RES. 2816 (XLIV-O/14), “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral” y la Declaración de Puerto Príncipe sobre la Interdependencia Cultural Frente a la Globalización,
RESUELVE:

22. Aceptar con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de la República del Paraguay para ser sede de la Séptima Reunión Interamericana de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI que tendrá lugar en la ciudad de Asunción, Paraguay, los días 17 y 18 de noviembre de 2016, con el lema “Desarrollo en las Américas: fortaleciendo la circulación de bienes y servicios culturales”, e instar a las máximas autoridades de cultura de los Estados Miembros de la OEA a participar en dicho encuentro, así como a promover la participación activa de los órganos y organismos del sistema interamericano, observadores permanentes, otros observadores e invitados especiales.
Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI
CONSIDERANDO que los días 4 y 5 de febrero de 2015 se llevó a cabo en Panamá la Octava Reunión Interamericana de Ministros de Educación donde fue aprobada la resolución CIDI/RME/RES.1/15, “Construcción de una agenda educativa interamericana: educación con equidad para la prosperidad”, en la que se estableció el compromiso de los ministerios de educación de los Estados Miembros de la OEA para la construcción de una Agenda Educativa Interamericana; y 
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN los avances alcanzados en el proceso de construcción de la Agenda Educativa Interamericana durante la séptima reunión ordinaria de la Comisión Interamericana de Educación (CIE), realizada en Washington, D. C., los días 28 y 29 de abril de 2016, y reconociendo que la Reunión Ministerial de Educación, la CIE y la Red Interamericana de Educación Docente (RIED) constituyen valiosos foros para el diálogo, la promoción de alianzas, la cooperación y la coordinación de esfuerzos para asegurar que la educación de calidad inclusiva y con equidad sea accesible para todos; para fortalecer la profesión docente y mejorar la atención integral a la primera infancia, y haciendo énfasis en la necesidad de que los Estados Miembros sigan apoyando la construcción de dicha Agenda,
RESUELVE:

23. Agradecer al Gobierno de Panamá por su liderazgo en la Comisión Interamericana de Educación (CIE) desde octubre de 2014 hasta abril de 2016, por su hospitalidad y apoyo para realizar la VIII Reunión Interamericana de Ministros de Educación, impulsar la construcción de la Agenda Educativa Interamericana e iniciar la articulación intersectorial entre ministros de trabajo y ministros de educación; por su valioso aporte para el desarrollo e implementación de la Plataforma Virtual de Cooperación Educativa de las Américas, el desarrollo de la Primera Jornada de Reflexión sobre la construcción de la Agenda Educativa Interamericana, entre los países líderes de los grupos de trabajo creados para esta tarea hemisférica; y su denodado esfuerzo por avanzar en consensos hemisféricos en torno a la construcción de políticas públicas integradas de educación y trabajo.
24. Tomar nota de los avances de la séptima reunión ordinaria de la CIE sobre la construcción de la Agenda Educativa Interamericana, y de la hoja de ruta establecida para los trabajos de la IX Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, y agradecer a los Estados Miembros por su respaldo a los tres grupos de trabajo e instarlos a que continúen apoyando la construcción de dicha Agenda.
25. Felicitar y agradecer al Gobierno del Commonwealth de las Bahamas por haber asumido la Presidencia de la CIE, expresado su total apoyo y compromiso a la continuidad del proceso de construcción de la Agenda Educativa Interamericana y por su ofrecimiento de ser sede de la IX Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, los días 9 y 10 de febrero de 2017.
Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI
VISTA la resolución AG/RES. 2874 (XLV-O/15) en que se acogen los documentos adoptados en el marco de reuniones sectoriales del CIDI durante 2015, incluido el “Plan de Acción de Guatemala–Innovación inclusiva: clave para reducir la desigualdad y aumentar la productividad en la región” (CIDI/REMCYT-IV/doc. 5/15 rev. 2) adoptado en la Cuarta Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI, celebrada en Ciudad de Guatemala, Guatemala, los días 10 y 11 de marzo de 2015 y el “Informe final de la Cuarta Reunión de Ministros y Altas Autoridades en Ciencia y Tecnología (REMCYT IV)” (CIDI/REMCYT-IV/doc.12/15),
RESUELVE:

26. Aceptar con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de Colombia para ser sede de la Quinta Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en 2017, y encomendar al CIDI que la convoque y le asigne los recursos necesarios para su realización, así como instar a las máximas autoridades de ciencia y tecnología de los Estados Miembros a que participen.
27. Encomendar al CIDI que convoque a la Comisión Interamericana de Ciencia y Tecnología (COMCYT) para que se reúna en la Sede de la OEA en el primer semestre de 2017 y asigne los recursos necesarios, de estar disponibles, para su realización, a fin de que dicha Comisión inicie la preparación y organización de la Quinta Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología. Asimismo, encomendar a la SEDI que brinde el apoyo necesario en todo este proceso.
Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación 

CONSIDERANDO que mediante la resolución AG/RES. 2817 (XLIV-O/14), “Fortalecimiento del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral: diálogo político y cooperación solidaria para el desarrollo” se adoptaron los “Lineamientos para el fortalecimiento de las distintas modalidades de cooperación para el desarrollo” (CIDI/doc.95/14) y mediante la cual se solicitó a la SEDI que, a partir de los lineamientos antes mencionados, promueva y potencie sus mecanismos y modalidades de cooperación y, en tal sentido, se instó a los Estados Miembros a que cada tres años lleven a cabo reuniones de altas autoridades de cooperación a efectos de orientar las políticas de cooperación solidaria en la Organización; y
RECONOCIENDO la importancia de promover las distintas modalidades de cooperación de la OEA, incluida horizontal, Sur-Sur y triangular, las cuales constituyen esquemas de transferencia de conocimientos y compromiso con la democracia y el desarrollo en el Hemisferio; y destacando que la última Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación, celebrada en Bogotá, Colombia, los días 26 y 27 de octubre de 2009, resaltó la importancia de realizar reuniones de altas autoridades de cooperación con la frecuencia que se considere necesaria,
RESUELVE:

28. Solicitar al CIDI que convoque una Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación, que habrá de llevarse a cabo en Washington, D. C., en el primer semestre de 2017, con el fin de analizar los avances que haya alcanzado la AICD en cuanto al seguimiento dado a las recomendaciones hechas por la Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación, y para apoyar, en su caso, su continua implementación y actualización.
Comisión Interamericana de Puertos (CIP)

VISTOS la Declaración de Cartagena [CIDI/CIP/DEC.1 (VIII-O/13)] y el Plan de Acción de Cartagena 2014-2015 [CIDI/CIP/PA.1/13 (VIII-O/13)], acogidos por la Asamblea General mediante resolución AG/RES. 2816 (XLIV-O/14), “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral” y la resolución CIDI/CIP/RES. 1 (IX-O/14), “Acuerdos de la IX Reunión de la Comisión Interamericana de Puertos sobre la elección de las autoridades de su Comité Ejecutivo y sobre las directrices para extender sus trabajos hasta el 2016”,
RESUELVE:

29. Aceptar con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno del Uruguay para ser sede de la décima reunión ordinaria de la Comisión Interamericana de Puertos que tendrá lugar en la ciudad de Montevideo, Uruguay, los días 27, 28 y 29 de julio de 2016, bajo el tema de Alianzas con el Sector Privado para el Desarrollo Portuario, e instar a las máximas autoridades portuarias de los Estados Miembros de la OEA a que participen en dicho encuentro, así como que promuevan la participación activa de los miembros asociados de la CIP y de los observadores permanentes, organismos internacionales, empresas del sector privado, expertos e invitados especiales.
IV.  FORTALECIMIENTO DE CAPACIDADES

Desarrollo humano y educación
RECORDANDO el artículo 95 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos que encomienda al CIDI que facilite el “mejoramiento y extensión de la educación a todos los niveles y la promoción de la investigación científica y tecnológica, a través de la cooperación técnica, así como el apoyo a las actividades del área cultural”; y
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN el “Manual de procedimientos de los Programas de Becas y Capacitación de la Organización de los Estados Americanos” (CIDI/doc.61/13),
RESUELVE:

30. Instar a los Estados Miembros a que, al reafirmar la educación y el desarrollo humano como elementos fundamentales para eliminar la pobreza extrema, reducir las desigualdades, fortalecer la gobernabilidad democrática y promover el desarrollo económico y social inclusivo, justo y equitativo, proporcionen el apoyo adecuado a los esfuerzos que se realicen para alcanzar estas metas.
31. Encomendar a la Secretaría General que por conducto de la SEDI continúe facilitando la promoción de las capacidades individuales e institucionales en los Estados Miembros a través de:
a) la ampliación de las alianzas estratégicas, particularmente del Consorcio de Universidades, al tiempo que se consoliden los esquemas asociativos existentes para aumentar el acceso a oportunidades educativas de calidad, inclusivas y equitativas en todos los niveles, en todas las modalidades y en los cuatro idiomas oficiales de la Organización;

b) la ampliación de la oferta de cursos involucrando a instituciones aliadas a fin de responder mejor a las prioridades y necesidades de desarrollo profesional de los Estados Miembros y considerar aquellas propuestas conseguidas mediante la activa participación de las instituciones aliadas, así como a través de convocatorias abiertas; y
c) la promoción del aprendizaje permanente y el trabajo decente, digno y productivo ofreciendo, entre otras cosas, becas para estudios técnicos con particular énfasis en los intereses y prioridades de los Estados Miembros.
Derechos del niño
TOMANDO EN CUENTA las características demográficas de la región en la que el 40% de la población tiene menos de 18 años y en subregiones como Centroamérica supera el 55%;
ATENDIENDO a las priorizaciones expresadas por los representantes de los Estados Miembros en el Consejo Directivo del Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes y recogidos en su Plan de Acción 2015-2019; y
TOMANDO EN CUENTA la coincidencia de estas prioridades con las contenidas en otros documentos internacionales como la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, la cual fue adoptada durante la Cumbre de Desarrollo Sostenible de 2015 en el marco del 70º período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas (resolución 70/1),
RESUELVE:

32. Aportar a la implementación de políticas que garanticen a todos los niños, niñas y adolescentes, desde el inicio de la vida, las condiciones necesarias para el pleno desarrollo de su personalidad, de sus potencialidades cognitivas, afectivas, relacionales así como aptitudes para la convivencia y ejercicio pleno de sus derechos y ciudadanía. En este sentido se promoverá la cooperación horizontal, los modelos de articulación intersectorial y las estrategias basadas en el fortalecimiento de las capacidades de cuidado y crianza de las familias que alienten la igualdad de género.
Migración y desarrollo 
RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2738 (XLII-O/12), “Fortalecimiento del tema migratorio en la OEA”, y AG/RES. 2790 (XLIII-O/13), “Los derechos humanos de las personas migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias”, y todas sus resoluciones anteriores pertinentes; y
CONSIDERANDO la importancia de continuar el análisis de la migración en las Américas, en el marco de la OEA con el fin de fomentar la identificación de acciones conjuntas a través de la cooperación, el diálogo internacional, regional y/o bilateral, según proceda, y el intercambio de buenas prácticas, entre otros, que permitan potenciar sus ventajas y atender sus desafíos colaterales, 
RESUELVE:

33. Encomendar a la Comisión de Asuntos Migratorios (CAM) que, de acuerdo con el documento “Marco de acción de la CAM a futuro” (CIDI/CAM/doc.11/14 rev. 4) y conforme a las actividades establecidas en el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes incluidos los Trabajadores Migratorios y sus Familias durante el período 2016-2017 oriente sus trabajos, entre otros, a:
a) protección de los derechos humanos de los migrantes;
b) integración de los migrantes en los países de destino;
c) inclusión de los migrantes que retornan a sus países de origen;
d) contribuciones de los migrantes.
34. Impulsar el intercambio constante de información y buenas prácticas entre los Estados Miembros en materia de flujos migratorios y aplicación de políticas públicas para su atención y gestión.
35. Alentar a los Estados Miembros a que se incorporen al Sistema Continuo de Reportes sobre Migración Internacional para las Américas (SICREMI) para contribuir a mejorar la información y el conocimiento sobre los flujos y tendencias migratorios en las Américas, y solicitar a la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad que mantenga informada a la CAM sobre la sostenibilidad financiera del mismo a fin de asegurar su continuidad.
36. Reconocer la importante contribución de los migrantes al desarrollo integral y condenar enérgicamente las manifestaciones o actos de racismo, discriminación, xenofobia y otras formas conexas de intolerancia contra las personas migrantes relacionados con, entre otros, el acceso al empleo, la formación profesional, la vivienda, la educación, los servicios de salud, los servicios sociales y los servicios destinados al uso público.
37. Coadyuvar a los trabajos de la Organización para apoyar a los Estados Miembros en el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sustentable relacionados con la migración y la movilidad humana.
Inclusión financiera
TENIENDO PRESENTE la declaración AG/DEC. 74 (XLIV-O/14, “Declaración de Asunción: Desarrollo con inclusión social”, en donde se alienta el fomento de políticas de inclusión financiera que mejoren el acceso y el uso de servicios financieros asequibles y de calidad, y que fortalezcan la capacidad financiera de los hogares excluidos del sistema financiero o insuficientemente atendidos, de las micro y pequeñas empresas, cooperativas y otras unidades de producción, así como la promoción de programas de educación financiera, y considerando que ya varios países de la región han puesto en marcha iniciativas en esta dirección, y que estos esfuerzos podrían fortalecerse por medio de iniciativas regionales que contribuyan a un mayor conocimiento mutuo, al intercambio de experiencias y la cooperación regional, 
RESUELVE:

38. Encomendar al CIDI que continúe promoviendo el desarrollo de políticas y programas de inclusión financiera por medio de actividades que promuevan el intercambio de experiencias y facilitando el establecimiento de alianzas con organizaciones e instituciones del sector público, privado, sociedad civil y otros actores sociales.
Red Consumo Seguro y Salud y Sistema Interamericano de Alertas Rápidas
RESUELVE:

39. Fortalecer la cooperación con la Organización Panamericana de la Salud (OPS), las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales para lograr una mayor participación e interacción con autoridades nacionales de salud y de consumo y otras autoridades relevantes para trabajar conjuntamente con el fin de fortalecer la capacidad de vigilancia y cooperación para evitar el ingreso de productos inseguros y prevenir que los riesgos se materialicen en daños a las personas consumidoras de las Américas.
40. Solicitar a la Secretaría General que, a través de su Departamento de Inclusión Social de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad, en su rol como Secretaría Técnica de la Red Consumo Seguro y Salud (RCSS), continúe prestando asistencia a las agencias nacionales de los Estados Miembros en los aspectos sustantivos y tecnológicos del Salud y Sistema Interamericano de Alertas Rápidas (SIAR) para fortalecer la comunicación rápida y segura en el marco de la protección de los consumidores, en particular en el área de seguridad y vigilancia de productos de consumo, así como en la promoción e implementación de sistemas nacionales y políticas públicas que garanticen los derechos de los consumidores y el establecimiento de acuerdos con organismos subregionales e internacionales para promover y diseminar el trabajo de la RCSS-SIAR.
Fortalecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas, así como de las cooperativas y otras unidades de producción

VISTA la resolución AG/RES. 2816 (XLIV-O/14), “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral”, que hace referencia a la promoción del crecimiento económico con equidad e inclusión social por medio del fortalecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas, así como las cooperativas y otras unidades de producción; y

RECONOCIENDO la labor del Gobierno de Estados Unidos en la realización del IV Diálogo Interamericano de Altas Autoridades de las Mipymes: “Políticas públicas para promover la internacionalización de las micro, pequeñas y medianas empresas”, en Washington, D. C., los días 16 y 17 de abril de 2015, con el apoyo del Departamento de Desarrollo Económico de la SEDI, y con el financiamiento del Gobierno de Canadá,
RESUELVE:

41. Solicitar al V Diálogo Interamericano de Altas Autoridades de las Mipymes que considere como un tema principal el fortalecimiento de las instituciones que apoyan las micro, pequeñas y medianas empresas (mipymes), así como de las cooperativas y otras unidades de producción. En este sentido, instruir a la Secretaría General que continúe promoviendo el impulso de la iniciativa apoyada por la OEA de los Centros para el Desarrollo de Pequeños Negocios en todo el Hemisferio que apoyen la profesionalización de las mipymes y aumenten su capacidad para responder a las necesidades de la economía local.  Asimismo, que estimule la colaboración y explore sinergias entre iniciativas regionales para las mipymes, con el fin de apoyar un intercambio de prácticas óptimas y el fortalecimiento institucional para aumentar la competitividad regional. 
42. Aceptar con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de México para ser sede del V Diálogo Interamericano de Altas Autoridades de las Mipymes en 2017, en coordinación con el X Foro de Competitividad de las Américas conforme al Plan de Trabajo de la Red Interamericana de Competitividad 2016-2018, y encomendar a la SEDI que continúe brindando asistencia a ese proceso incluyendo las actividades de cooperación e intercambio de experiencias y buenas prácticas que se realizan en el marco de los tres grupos de trabajo.
Papel prioritario de la OEA en el desarrollo de las telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación a través de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones
CONSIDERANDO que las telecomunicaciones y las tecnologías de la información y comunicación (TIC), las aplicaciones de las TIC y los contenidos digitales tienen una función fundamental en los procesos de desarrollo en el desarrollo sustentable, económico, social, ambiental político y cultural nacional y regional. Y pese al notable crecimiento y expansión de los servicios de telecomunicaciones y TIC registrado en la región de las Américas aún existen importantes disparidades pues muchos países no disponen de las infraestructuras básicas necesarias, planes y políticas públicas a largo plazo y leyes y/o reglamentos adecuados que propicien el desarrollo de las TIC,
RESUELVE:

43. Solicitar a la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) que apoye a los Estados Miembros, que así lo soliciten, en la labor de armonización, desarrollo, transferencia tecnológica en condiciones mutuamente convenidas y mejora de las telecomunicaciones y tecnologías de la información y la comunicación (TIC) en la región a través de análisis y desarrollo de estudios y modelos de sistemas asequibles y sostenibles para el acceso a los servicios de telecomunicaciones y TIC, particularmente en las zonas rurales y en países que requieran de tránsito por terceros para conectarse a la red de fibra óptica internacional, con el objeto de garantizar el acceso equitativo a la información y el conocimiento; asimismo, que siga realizando una amplia difusión de iniciativas nacionales y regionales, intensificando la cooperación y la coordinación con las organizaciones regionales e internacionales trabajando para el logro de resultados a corto plazo.
44. Asimismo, solicitar a la CITEL que promueva y facilite acciones de colaboración y de soporte a las distintas áreas de la OEA para la realización de actividades destinadas a ampliar la utilización de las telecomunicaciones y TIC como herramienta esencial a fin de lograr un óptimo aprovechamiento de los recursos. 

Red Interamericana de Competitividad (RIAC)
VISTA la resolución AG/RES. 2586 (XL-O/10), “Red Interamericana de Competitividad”, en la cual se insta “a los Estados Miembros a que apoyen programas e iniciativas dirigidos a fomentar la integración, la cooperación y la solidaridad, así como elevar la competitividad y promover el desarrollo social y el crecimiento económico sostenible con equidad e inclusión social en los países de la región”, y se instruye “a la Secretaría General para que, según corresponda, apoye a los Estados Miembros en este esfuerzo”; y
RECONOCIENDO el liderazgo de la República de Guatemala como Presidencia Pro Témpore de la RIAC en 2015 y anfitrión del IX Foro de Competitividad de las Américas  “Instituciones más fuertes = más competitividad” realizado en la ciudad de Guatemala del 16 al 18 de noviembre de 2015, y agradeciendo a los Gobiernos de Argentina y los Estados Unidos por la realización del IV y V Intercambio para la Competitividad de las Américas sobre innovación y emprendimiento de la RIAC en octubre de 2015 y abril de 2016, respectivamente,
RESUELVE:
45. Solicitar a la SEDI que tome nota del Plan de Trabajo para la RIAC 2016-2018, “Reformas estructurales y emprendimiento para impulsar la competitividad en las Américas” aprobado en 2015 en Guatemala, incluyendo las actividades del Intercambio para la Competitividad de las Américas sobre innovación y emprendimiento y del Grupo de Expertos en Competitividad Subnacional.
46. Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando a la RIAC como una forma de participación regional en el intercambio de conocimientos y la promoción de la colaboración intersectorial entre el sector académico, el Gobierno y el sector privado. Asimismo, que fomente la expansión y el fortalecimiento de intercambios económicos y académicos entre los Estados Miembros a través de iniciativas hemisféricas como el Intercambio para la Competitividad de las Américas y el Foro de Competitividad de las Américas, que promueven el aumento de la innovación y el emprendimiento.
47. Aceptar con beneplácito el ofrecimiento de Canadá para realizar el VI Intercambio para la Competitividad de las Américas en septiembre de 2016 y el ofrecimiento del Gobierno de México, como Presidencia Pro Témpore de la RIAC, para ser sede del X Foro de Competitividad de las Américas en 2017, y encomendar a la SEDI que brinde el apoyo necesario en estos procesos.
Promoción de la energía limpia y renovable en las Américas
RECONOCIENDO que la energía es fundamental para lograr los objetivos de desarrollo sostenible y que por tanto la combinación y la complementariedad en la utilización de todas las fuentes de energía, incluidos los biocombustibles y el uso más limpio de los combustibles fósiles, contribuye al logro de esos objetivos, y resaltando la necesidad de promover el desarrollo y el uso de energía limpia y renovable a través de la investigación, el desarrollo y la transferencia voluntaria de tecnología ecológicamente racional en los términos y condiciones acordados mutuamente y las alianzas y/o acuerdos internacionales; y
RECORDANDO la Segunda Reunión Ministerial de la Alianza de Energía y Clima de las Américas (ECPA) llevada a cabo en Mérida, Yucatán (México), los días 25 y 26 de mayo de 2015, y reconociendo que desde su creación en 2009 dicha Alianza ha trabajado en diversos proyectos encaminados a aumentar la seguridad energética, promover el desarrollo con bajas emisiones de carbono y fomentar la integración regional para alcanzar el desarrollo social y sostenible en las Américas,
RESUELVE:

48. Encomendar a la Secretaría General que continúe promoviendo el diálogo regional entre los países y entre los sectores público y privado con miras a desarrollar sistemas de energía confiables más limpios, más asequibles, renovables y sostenibles que faciliten el acceso a la energía y las tecnologías y prácticas de eficiencia energética. Asimismo, que fomente el desarrollo de alianzas que promuevan una mayor coordinación entre donantes, así como el acceso a la información y el intercambio de conocimientos con el fin de aplicar más eficazmente las estrategias regionales de energía.
Implementación del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 en las Américas 
/
DANDO LA BIENVENIDA a la Primera Reunión Ministerial y de Autoridades de Alto Nivel sobre la Implementación del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 en las Américas, llevada a cabo en Asunción, Paraguay, los días 8 y 9 de junio de 2016, así como al liderazgo de la República del Paraguay en la promoción del diálogo regional sobre el tema, 
RESUELVE:

49. Encomendar a la Secretaría General continuar con el apoyo en la implementación del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030.
Coordinación del Voluntariado en el Hemisferio para la Respuesta a los Desastres y la Lucha Contra el Hambre y la Pobreza – Iniciativa Cascos Blancos
TENIENDO PRESENTES los informes de la Secretaría General sobre la Iniciativa Cascos Blancos, las resoluciones AG/RES. 1351 (XXV-O/95), AG/RES. 1403 (XXVI-O/96), AG/RES. 1463 (XXVII-O/97), AG/RES. 2018 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2165 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2372 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2558 (XL-O/10), AG/RES. 2704 (XLII-O/12) y AG/RES. 2827 (XLIV- O/14) y las declaraciones AG/DEC. 45 (XXXV-O/05) y AG/DEC. 55 (XXXVII-O/07),
RESUELVE:

50. Reiterar su apoyo a la Iniciativa Cascos Blancos como uno de los mecanismos valiosos en el Hemisferio para la prevención, mitigación y respuesta en casos de desastre y en la lucha contra el hambre y la pobreza.
51. Alentar a la Secretaría General a que continúe fortaleciendo y coordinando las acciones entre la Iniciativa Cascos Blancos y la SEDI, así como en otros órganos y mecanismos de la OEA, promoviendo que otros organismos e instituciones de la región establezcan alianzas y acuerdos de trabajo con la Iniciativa Cascos Blancos.

52. Invitar a los Estados Miembros a que realicen aportes al Fondo Especial OEA-Cascos Blancos con el objetivo de permitir que se continúen celebrando seminarios nacionales e internacionales, talleres de capacitación, desarrollo de proyectos de fortalecimiento de capacidades locales y misiones de asistencia humanitaria en países de América Latina y el Caribe.

V.  INFORMES Y SEGUIMIENTO

53. Agradecer a los Estados Miembros que han contribuido con recursos financieros, logísticos y humanos para apoyar los programas y actividades mencionados en esta resolución, y solicitar a la Secretaría General que continúe desarrollando nuevas alianzas.
54. Solicitar a la SEDI que continúe presentando informes al CIDI sobre la implementación de los mandatos a ella encomendados.
55. Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

NOTAS DE PIE DE PÁGINA 

1. …(párrafo 15 de la Declaración de Quebec y párrafo 6-A del Plan de Acción, y párrafo 12 de la Declaración de Nuevo León), así como en la resolución AG/RES. 2014 (XXXIV-O/04), “Comercio e integración en las Américas”, y anteriores resoluciones con igual título, así como al Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral. El contenido de la presente nota a pie de página aplica a todas las menciones al proceso de Cumbres de las Américas y al Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral incluidas en la presente resolución.

2. …debido a que en estas los Jefes de Estado y de Gobierno no aprobaron las declaraciones políticas que contenían los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos que formaban parte de la Declaración Política.
4.
… Estamos profundamente agradecidos con el gobierno de Japón por haber sido anfitriones de la conferencia y por haber aportado el inestimable liderazgo en la labor de abordar la reducción de desastres. Estados Unidos apoyó firmemente el Marco de Acción de Hyogo y continuará participando activamente en la labor mundial de reducción del riesgo de desastres, de acuerdo con el principio fundamental de reducción del riesgo de desastres que otorga a cada uno de los Estados la responsabilidad primordial en la toma de medidas eficaces para la reducción del riesgo de desastres.  Sin embargo, Estados Unidos tiene la obligación de reiterar su preocupación acerca del Marco de Sendai, expresada en nuestra Explicación de Posición del 18 de marzo de 2015, desasociándose de algunos párrafos del Marco de Sendai que contienen elementos que distraen de los esfuerzos colectivos de abordar la reducción del riesgo de desastres.  Estados Unidos continúa desasociándose de dichos párrafos. En particular, con relación a la transferencia de tecnología, Estados Unidos apoya una amplia gama de iniciativas y mecanismos que aporten asistencia técnica, incluso a través de la transferencia de tecnología, a los países en desarrollo.  Sin embargo, sostenemos que la transferencia de tecnología no debe forzarse y que los derechos de los titulares de propiedad intelectual no deben ser revocados. En este sentido, recalcamos nuestra opinión de que el marco actual no cambia las obligaciones de los países de acuerdo con la legislación nacional y a los acuerdos internacionales pertinentes. El texto relativo a transferencia de tecnología en este marco no debe servir como precedente para documentos que se negocien en el futuro, incluidos todos los documentos relacionados con los Objetivos de Desarrollo Sostenible o con la Conferencia de las Partes en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC), o cualquier otra negociación dentro o fuera del sistema de las Naciones Unidas.
ANEXOS 

ESTATUTO DE LA AGENCIA INTERAMERICANAPARA LA COOPERACIÓN 
Y EL DESARROLLO (AICD)
(Aprobado en la LX reunión ordinaria del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), celebrada el 6 de junio de 2016)

CAPÍTULO I

NATURALEZA Y PROPÓSITO

Artículo 1

Naturaleza


La Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), creada de conformidad con los artículos 53, 54 a), 77, 93 y 95 c) de la Carta y con los artículos 5 y 17 del Estatuto del CIDI, es un órgano subsidiario del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI).

Artículo 2

Propósito

El propósito de la AICD es promover, coordinar, gestionar y facilitar la planificación y ejecución de programas, proyectos y actividades (en adelante, “actividades de cooperación solidaria para el desarrollo”) dentro del ámbito de la Carta de la OEA y, en particular, en el marco del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria del CIDI (en adelante, “Plan Estratégico”).

CAPÍTULO II

FUNCIONES Y ATRIBUCIONES

Artículo 3

Funciones


La AICD tendrá las siguientes funciones:


1.
Administrar, evaluar y supervisar las actividades de cooperación solidaria establecidas en el marco del Plan Estratégico y sus Programas Interamericanos aprobados por el CIDI.


2.
Administrar y supervisar los programas de becas y capacitación de la OEA.


3.
Desarrollar y establecer relaciones de cooperación con Observadores Permanentes, otros Estados y organizaciones nacionales e internacionales, en materia de actividades de cooperación solidaria para el desarrollo.


4.
Administrar y rendir cuentas de los recursos del Fondo de Cooperación para el Desarrollo de la OEA (FCD/OEA) y de otros fondos captados y encomendados a la AICD.


5.
Gestionar la captación de recursos financieros, técnicos y de otra índole a fin de fortalecer las actividades de cooperación solidaria.


6.
Aprobar, de conformidad con el artículo 9 de este Estatuto y los lineamientos programáticos y de política adoptados por el CIDI, el método para la ejecución de las actividades de cooperación solidaria y determinar su nivel de financiamiento, procurando que los recursos de cooperación que se pongan a disposición de la AICD se utilicen para atender las necesidades más urgentes de los Estados Miembros, particularmente aquellos con economías más pequeñas y los de menor desarrollo relativo.

Artículo 4

Atribuciones


1.
La AICD ejercerá sus atribuciones en el marco de la Carta de la OEA, en particular el artículo 95 c), el Plan Estratégico del CIDI, el Estatuto del CIDI, este Estatuto, el Estatuto del FCD/OEA, las disposiciones pertinentes de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y de los otros lineamientos y directivas que adopten la Asamblea General, o el CIDI.


2.
La AICD es responsable ante el CIDI.


3.
En caso de que la AICD actúe fuera del ámbito de las atribuciones establecidas en virtud de este artículo, el CIDI podrá tomar las medidas que considere pertinentes, incluyendo instruir a la AICD que reconsidere dicha acción.

CAPÍTULO III

ESTRUCTURA

Artículo 5

Estructura


La AICD tendrá la siguiente estructura:


1.
La Junta Directiva;


2.
La Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral.

Artículo 6

Junta Directiva

La Junta Directiva es el órgano representativo de los Estados Miembros, destinado a promover una mayor eficiencia en la administración de las actividades de cooperación solidaria para el desarrollo y fortalecer la capacidad de la Organización para beneficiarse de conocimientos especializados en materia de cooperación para el desarrollo, y de captar el apoyo técnico y otros recursos de los Estados Miembros y de otros Estados y organizaciones de los sectores público y privado.

Artículo 7

Integración de la Junta Directiva


1.
La Junta Directiva de la AICD estará integrada por nueve Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos elegidos por el CIDI, observando, de acuerdo con lo establecido en el artículo 77 de la Carta, los principios de rotación y de equitativa representación geográfica, y garantizando que ningún Estado miembro quede excluido de la oportunidad de ser elegido miembro de la Junta y que todas las regiones tengan la oportunidad de estar siempre representadas.


2.
Los miembros de la Junta Directiva desempeñarán sus funciones por un período de dos años.  La elección se realizará una vez al año durante la reunión ordinaria del CIDI que se celebre antes de la Asamblea General de la OEA y se hará de tal forma que después de un año de la primera elección habrá cuatro vacantes y al año siguiente cinco, y así de forma alternada cada año.  El CIDI establecerá los procedimientos correspondientes a las elecciones, su fecha de celebración y al método para determinar las vacantes iniciales.


3.
Cada Estado Miembro elegido para integrar la Junta Directiva deberá nombrar un representante oficial quien, de preferencia, tenga reconocida experiencia y conocimientos en actividades relacionadas con programas de cooperación y desarrollo y otras actividades conexas. Dicho Estado Miembro podrá también nombrar ante la Junta representantes suplentes o asesores.


4.
El Presidente del CIDI actuará ex officio como miembro de la Junta Directiva, sin derecho a voto.

Artículo 8

Participación en las reuniones de la Junta Directiva

1.
Cada Estado, miembro de la Junta Directiva, acreditará a sus representantes, mediante una comunicación de su Misión Permanente dirigida al Secretario General de la Organización.


2.
Cada miembro de la Junta Directiva tendrá derecho a un voto.


3.
Cada Estado Miembro costeará los gastos que demande la participación de sus representantes en la Junta.


4.
La Junta Directiva permitirá, de conformidad con su Reglamento, aprobado por el CIDI, la asistencia y participación en sus reuniones y actividades, sin derecho a voto, de Estados Miembros que no la integren y, según sea apropiado, de Observadores Permanentes, otros Estados y organismos internacionales que hayan demostrado un apoyo substancial y compromiso con los programas y actividades de cooperación técnica y desarrollo de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 9

Funciones de la Junta Directiva


La Junta Directiva se encargará de:


1.
Supervisar, analizar y evaluar la ejecución de las actividades de cooperación solidaria para el desarrollo de conformidad con los lineamientos programáticos y de política aprobados por el CIDI.


2.
Proveer la orientación operativa a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral en la instrumentación, monitoreo y evaluación de los proyectos de cooperación solidaria para el desarrollo de acuerdo con los lineamientos políticos y programáticos establecidos por el CIDI.


3.
Decidir la ejecución y el nivel de financiamiento de las actividades de cooperación solidaria para el desarrollo de conformidad con el Estatuto del FCD/OEA y las recomendaciones que formulen las CENPES.


4.
Emitir lineamientos y definir estrategias para la captación de fondos adicionales para el financiamiento de las actividades de cooperación solidaria.


5.
Recomendar para la aprobación del CIDI, según sea el caso, lineamientos generales para la asignación de recursos movilizados por la AICD que no cuenten con fines y limitaciones determinados por los donantes para su utilización.


6.
Supervisar la administración de todos los recursos encomendados a la AICD e informar al CIDI al respecto, cuando ésta así lo solicite.


7.
Autorizar el establecimiento de subcuentas sectoriales del FCD/OEA, según corresponda, en el marco de las prioridades del Plan Estratégico, de acuerdo con el artículo 9 del Estatuto del FCD/OEA.


8.
Aprobar directrices para el establecimiento de fondos específicos y fiduciarios vinculados con los objetivos y actividades de la AICD y la asignación de dichos fondos de conformidad con los acuerdos concertados con los donantes.


9.
Adoptar lineamientos para que la AICD celebre arreglos con bancos y otras instituciones financieras, relativos al manejo de sus recursos financieros.


10.
Someter al CIDI para su consideración la propuesta anual de presupuesto de la AICD de acuerdo con las políticas y prioridades determinadas por el CIDI.


11.
Proponer al CIDI enmiendas a las normas y los reglamentos relativos al personal, presupuesto, funcionamiento y administración de la AICD para su consideración, cuando corresponda, o para su remisión a los órganos competentes.


12.
Aprobar, en el marco de las políticas establecidas por el CIDI y con el fin de incrementar recursos, lineamientos para que la AICD promueva relaciones de cooperación con Observadores Permanentes, otros Estados, organizaciones nacionales e internacionales, y con otras entidades y personas.


13.
Informar sobre las actividades de la AICD, por lo menos semestralmente al CIDI y, según sea apropiado, a otras entidades y personas.

Artículo 10

La Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral


La Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), dependencia de la Secretaría General, actuará como la Secretaría Ejecutiva de la AICD y será identificada en las normas y reglamentos de la AICD y documentos oficiales como la “Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral”.

Artículo 11

Funciones de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral


La Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral se encargará de: 


1.
Apoyar a los Estados Miembros para fortalecer la cooperación solidaria para el desarrollo en el intercambio de experiencias, acciones conjuntas, el apoyo mutuo y la coordinación entre organismos de los Estados Miembros responsables de la cooperación para el desarrollo, así como entre las entidades públicas y privadas en los Estados Miembros.  Con este fin, deberá:



a)
Realizar la evaluación inicial de todas las solicitudes de actividades de cooperación presentadas.



b)
Preparar la Propuesta de Programación de Actividades de Cooperación Solidaria para el Desarrollo (en adelante “la Propuesta de Programación”) tomando en cuenta los lineamientos que se hayan establecido en el Plan Estratégico en materia de cooperación.



c)
Realizar una evaluación de los resultados de la ejecución de los proyectos y actividades para su inclusión en los informes a la Junta Directiva.


2.
Formular, promover e implementar iniciativas y acuerdos de cooperación con organismos de cooperación y desarrollo e instituciones públicas y privadas de los Estados Miembros, los Estados Observadores Permanentes y otros Estados, así como organizaciones internacionales, organismos de cooperación regionales e internacionales e instituciones financieras y otras entidades con el fin de:

a) Facilitar la captación y movilización de recursos humanos, técnicos y financieros.

b)
Promover la cooperación horizontal, como elemento importante de las actividades de cooperación solidaria para el desarrollo, mediante una mayor coordinación y la creación de los mecanismos necesarios.

c)
Promover el desarrollo de recursos humanos a través de programas de becas y capacitación, intercambios profesionales y académicos, sistemas de educación a distancia y otras actividades similares.

d)
Promover el intercambio de experiencias y conocimientos especializados, identificar recursos y concertar ofertas y demandas de cooperación, recopilando, procesando y diseminando información con el fin de facilitar y alentar acciones conjuntas y la transferencia de tecnologías afines.


3.
Proporcionar apoyo a las instituciones de los Estados Miembros que lo soliciten, particularmente aquellos países con economías más pequeñas y los de menor desarrollo relativo, para identificar, formular, facilitar la ejecución y coordinación de proyectos y actividades financiados por el FCD/OEA.


4.
Desarrollar actividades y administrar proyectos a ser financiados por recursos captados por la AICD o encomendados a ésta.


5.
Proporcionar apoyo específico a las instituciones de los Estados Miembros que lo soliciten, con recursos proporcionados para este fin, para facilitar la formulación, administración y evaluación de los proyectos y actividades financiados con recursos que no provienen del FCD/OEA.


6.
Administrar y autorizar la obligación y desembolso de los recursos del FCD/OEA, de los fondos específicos y otros recursos encomendados a la AICD, de conformidad con las normas y acuerdos pertinentes.


7.
Informar con regularidad a la Junta Directiva, al CIDI y, según proceda, a los contribuyentes de recursos, sobre el avance de los proyectos y actividades, los resultados obtenidos durante su ejecución, la captación de fondos y el estado financiero de los fondos y otros recursos encomendados a la AICD.


8.
Prestar apoyo al CIDI para la formulación, actualización y evaluación del Plan Estratégico y los programas interamericanos.


9.
Recomendar a la Junta Directiva enmiendas a las normas y los reglamentos relativos al personal, presupuesto, funcionamiento y administración de la AICD.


10.
Proporcionar los servicios de apoyo necesarios para el funcionamiento adecuado de la Junta Directiva.


11.
Presentar a la Junta Directiva para su consideración la propuesta de presupuesto anual de la AICD de acuerdo con las políticas y prioridades determinadas por el CIDI.


12.
Coordinar el apoyo de las unidades, oficinas y demás dependencias de la Organización para el cumplimiento de las funciones de la AICD.


13.
Desempeñar cualquier otra función que le asignen el CIDI o la Junta Directiva.

Artículo 12

Director General de la AICD


1.
El Secretario Ejecutivo para el Desarrollo Integral, nombrado por el Secretario General de acuerdo con los artículos 117 y 120 de la Carta teniendo en cuenta las recomendaciones de la Junta Directiva, será designado Director General de la AICD y el cargo será referido en adelante como Director General.


2.
El período del Director General será de cuatro años y podrá ser renovable una vez, en consulta con la Junta Directiva y con la aprobación del CIDI.  No obstante, el término de cuatro años, la designación será un cargo de confianza conforme a los artículos 17 c. y 20 de las Normas Generales; sin embargo, el Director General podrá ser destituido de su puesto por causa justificada con el voto de dos tercios de los miembros del CIDI o por el Secretario General en consulta con la Junta Directiva.


3.
El Director General será una persona de reconocida competencia en, entre otros, programas de cooperación, desarrollo, administración de proyectos, administración financiera y particularmente en materia de captación de fondos.

Artículo 13

Funciones del Director General


El Director General se encargará de:


1.
Dirigir la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral en el desempeño de sus funciones conforme a la Carta de la OEA, el Estatuto del CIDI, el Estatuto de la AICD y otras normas y reglamentaciones pertinentes de la Organización.


2.
Llevar a cabo las actividades técnicas, operativas y administrativas que la Junta Directiva y el Secretario General le encarguen en el marco de las normas y reglamentos de la Organización y de los lineamientos políticos establecidos por el CIDI en sus respectivas áreas de competencia.


3.
Informar sobre el financiamiento, las operaciones, las actividades de cooperación solidaria para el desarrollo y otros asuntos de la AICD a la Junta Directiva, al CIDI y al Secretario General.


4.
Participar con voz pero sin voto en reuniones de la Junta Directiva y el CIDI y en otras actividades del CIDI.

5.
Dirigir la ejecución de estrategias para movilizar recursos financieros, técnicos y de otra índole en el marco de las directrices aprobadas por la Junta Directiva y, con ese fin, celebrar acuerdos de cooperación pertinentes, sujeto a la correspondiente delegación de autoridad del Secretario General.


6.
Nombrar al personal de la AICD, sujeto a la correspondiente delegación de autoridad del Secretario General, tomando en cuenta el artículo 113 de la Carta;


7.
Representar a la AICD en el ejercicio de las funciones pertinentes establecidas en el presente estatuto; 


8.
Dirigir la coordinación del apoyo de las unidades, oficinas y demás dependencias de la Organización necesaria para el cumplimiento de las funciones de la AICD.

Artículo 14

Recursos


1.
Los recursos destinados a financiar las actividades de cooperación solidaria para el desarrollo se agrupan en los siguientes fondos: el Fondo de Cooperación para el Desarrollo de la OEA (FCD/OEA) y Disposiciones sobre Otros Recursos para la Cooperación Solidaria para el Desarrollo; fondos específicos; fondos fiduciarios; y el Fondo Regular de la Organización, en lo que sea aplicable.  Todos los recursos del FCD/OEA seguirán formando parte del programa-presupuesto de la Organización que anualmente aprueba la Asamblea General.


2.
La AICD también administrará otros recursos que movilice o le sean encomendados.


3.
La Secretaría General establecerá el Fondo de Operaciones de la AICD para financiar los gastos de supervisión, de administración y otros gastos generales conexos de la Secretaría Ejecutiva. Este Fondo será administrado por el Secretario Ejecutivo en forma exclusiva y estará formado por: 

a) Una transferencia del Fondo Regular del monto total de recursos en el capítulo V del programa-presupuesto de la OEA, excluyendo: (i) el monto asignado al objeto 3 (Becas) de ese capítulo y (ii) los montos gastados directamente por la Subsecretaría de Administración para pagar sueldos, emolumentos y cualquier otro pago que se deba al personal de la Secretaría Ejecutiva.  Esta transferencia se hará trimestralmente, en proporción al porcentaje del ingreso presupuestado en el Fondo Regular, recibido por la Secretaría General.
b) Las contribuciones por concepto de apoyo administrativo y supervisión técnica provenientes de los fondos específicos y fondos fiduciarios administrados por la AICD;
c) Los intereses que devengue este Fondo; y

d)
Otros recursos varios que reciba la AICD o que reciba la Secretaría General para la AICD.


Ninguna parte de esta disposición se interpretará en el sentido de impedir que se financie personal temporal bajo contratos por tiempo limitado, con recursos del FCD/OEA de conformidad con el artículo 11 del Estatuto del FCD/OEA, o que se financie personal con fondos específicos y fondos fiduciarios, en la medida que lo permitan las condiciones que rijan tales fondos.


4.
La Secretaría General establecerá un Fondo para los programas de becas y capacitación de la AICD.

CAPÍTULO IV

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 15

Idiomas y documentos

1.
Los idiomas oficiales de la AICD serán el español, el francés, el inglés y el portugués.


2.
La Junta Directiva tendrá dos idiomas de trabajo, los cuales serán determinados por la propia Junta.  Para las reuniones ordinarias de la Junta Directiva, los documentos de trabajo estarán disponibles en los idiomas de trabajo, y se dispondrá de interpretación en esos dos idiomas; sin perjuicio de ello, los Estados Miembros de la Organización podrán presentar sus propuestas escritas en cualquiera de los idiomas oficiales de la AICD.


3.
Los informes, el Reglamento y las decisiones de la Junta Directiva, y cualquier otro documento oficial de la AICD que aparezca en su forma final serán distribuido en los idiomas oficiales de la AICD.  Todos los otros documentos de la AICD podrán ser distribuidos en los idiomas de trabajo.

Artículo 16

Costos de los servicios de apoyo a la Junta Directiva y

del personal de la Secretaría Ejecutiva


Los costos de infraestructura y personal de la Secretaría Ejecutiva, los servicios de conferencias y el apoyo logístico a la Junta Directiva serán sufragados por la Secretaría General, de acuerdo con las disposiciones pertinentes del Estatuto del FCD/OEA.

Artículo 17

Apoyo de las Oficinas de la Secretaría General en los Estados Miembros

La AICD utilizará los servicios de las oficinas de la Secretaría General en los Estados Miembros, donde existan, de conformidad con las disposiciones vigentes.

Artículo 18

Programa de Becas y de Capacitación


1.
La AICD, por medio de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, administrará el Programa de Becas y de Capacitación, en el marco de las normas que rigen el programa y de conformidad con las políticas y prioridades aprobadas por el CIDI y con la normativa pertinente, e informará sobre ello al CIDI.


2.
El Fondo Regular seguirá financiando el Programa de Becas y de Capacitación.  Sin embargo, la Secretaría Ejecutiva desarrollará una estrategia de movilización de recursos a fin de fortalecer el Programa de Becas y de Capacitación, teniendo en cuenta, inter alia, el Fondo de Capital para Becas de la OEA, con miras a que dicho programa sea completamente autosustentable financieramente.

Artículo 19

Revisión


El CIDI, a más tardar cuatro años después de la entrada en vigor de este Estatuto, y a partir de entonces en forma periódica, realizará un examen integral del funcionamiento, de las operaciones y del financiamiento de la AICD y presentará sus recomendaciones a la Asamblea General.

Artículo 20

Reglamento


La Junta Directiva formulará su Reglamento, el cual será presentado al CIDI para su aprobación.

Artículo 21

Modificaciones


Este Estatuto podrá ser modificado por la Asamblea General, por iniciativa propia o a solicitud del CIDI.

Artículo 22

Entrada en vigor


Este Estatuto entrará en vigor en la fecha de su aprobación por la Asamblea General.

REGLAMENTO DE LA JUNTA DIRECTIVA

DE LA AGENCIA INTERAMERICANA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL (AICD)

(Aprobado en la LX reunión ordinaria del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), celebrada el 6 de junio de 2016)
I.  INTEGRACIÓN

Integración de la Junta Directiva

Artículo 1.
La Junta Directiva de la AICD (en adelante “la Junta” o “la Junta Directiva”) está integrada por nueve Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (en adelante “la Organización”) elegidos por el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (en adelante el “CIDI”), cumpliendo con los requisitos previstos en el artículo 7 del Estatuto de la AICD. El Presidente del CIDI actúa ex officio como miembro de la Junta Directiva, sin derecho a voto.

Duración del mandato 

Artículo 2.
Los miembros de la Junta Directiva serán elegidos por el término previsto en el artículo 7.2 del Estatuto de la AICD.  Su mandato comenzará en la fecha en que son elegidos y durará hasta la elección de sus sucesores.

Designación de representantes
Artículo 3.

1.
Cada Estado Miembro elegido para integrar la Junta Directiva deberá nombrar un representante titular quien, de preferencia, tenga reconocida experiencia y conocimientos en actividades relacionadas con programas de cooperación y desarrollo y otras actividades conexas. Dicho Estado Miembro podrá también nombrar ante la Junta representantes suplentes y asesores. Los Estados Miembros deberán notificar por escrito a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) cada vez que hagan cambios de representantes ante la Junta.


2.
Cada Estado Miembro costeará los gastos que demande la participación de sus representantes y asesores en la Junta.

Acreditación de representantes
Artículo 4.
Los Estados elegidos para integrar la Junta acreditarán sus representantes mediante una comunicación escrita de su Misión Permanente dirigida al Secretario General de la Organización; dentro de los 15 días posteriores a la fecha de la elección.  El Director General de la AICD informará por escrito a los integrantes de la Junta y al CIDI, cuando ocurra algún cambio en la representación de los Estados integrantes de la Junta.

II.  FUNCIONES

Funciones de la Junta Directiva

Artículo 5.


1.
La Junta desempeñará las funciones previstas en el artículo 9 del Estatuto de la AICD y las que le encomiende la Asamblea General o el CIDI.

2.
En cumplimento del artículo 17 del Estatuto del Estatuto del Fondo de Cooperación para el Desarrollo de la OEA (FCD/OEA), la Junta podrá modificar el Calendario de Programación, Obligación y Ejecución de las Actividades de Cooperación Solidaria para el Desarrollo, por razones de necesidad y conveniencia, para un mejor desarrollo de los trabajos de la AICD en beneficio de todos los Estados Miembros.  La Junta informará al CIDI de los cambios de calendario dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que haya tomado la decisión.
3.
En el cumplimiento de sus funciones, la Junta dará la debida consideración a las decisiones y recomendaciones que emanen de los distintos órganos del CIDI, en relación con las actividades de cooperación.

III.  AUTORIDADES

Presidente y Vicepresidente

Artículo 6. La Junta Directiva elegirá anualmente un Presidente y un Vicepresidente en su primera reunión posterior a la reunión del CIDI donde se hayan elegido a miembros de la Junta.  El presidente deberá ser elegido entre los representantes titulares.  La vicepresidencia podrá ser ocupada por un representante suplente.

Duración de la presidencia y vicepresidencia

Artículo 7.
El Presidente y el Vicepresidente ocuparán sus cargos, desde la fecha de su elección hasta la elección de sus sucesores, al año siguiente.  Esta disposición no se aplicará en caso de que el Estado representado por el Presidente o el Vicepresidente haya dejado de integrar la Junta Directiva. En ese caso, la presidencia o la vicepresidencia se determinará de acuerdo con el artículo 9, hasta que la Junta Directiva elija nuevas autoridades en la primera reunión de la Junta después de la elección anual de miembros, como lo dispone el artículo 6.  El Presidente y el Vicepresidente podrán ser reelegidos.

Funciones y atribuciones de la presidencia
Artículo 8.
La presidencia de la Junta:


1.
Convocará las reuniones de la Junta; fijará el orden del día de las mismas; abrirá y levantará las sesiones; dirigirá los debates; concederá el uso de la palabra a las delegaciones en el orden en que se la soliciten; someterá a votación los asuntos y anunciará los resultados; decidirá las cuestiones de orden y, en general, cumplirá y hará cumplir las disposiciones del presente reglamento.


2.
Instalará los grupos de trabajo que cree la Junta.


3.
Representará a la Junta ante los otros órganos de la Organización.


4.
Cumplirá las demás funciones que expresamente le atribuyan otros instrumentos legales de la Organización y aquellas que específicamente le encomienden la Asamblea General, el CIDI y la Junta.

Reemplazo de autoridades
Artículo 9.


1.
En caso de ausencia temporal del Presidente, lo reemplazará el Vicepresidente.  Si la ausencia del Presidente o del Vicepresidente fuese de carácter permanente, la Junta Directiva elegirá a un nuevo Presidente o Vicepresidente según sea el caso, por el resto del período. Tal elección deberá llevarse a cabo dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de la notificación oficial que la SEDI haga a los miembros de la Junta, respecto de la separación permanente de una u otra autoridad.


2.
En caso de ausencia temporal del Presidente y del Vicepresidente, ejercerá la presidencia el representante del país que corresponda, según el orden alfabético en español, a partir del nombre del Estado cuyo representante ostente la presidencia.

IV.  PARTICIPACIÓN EN LAS REUNIONES

Artículo 10.


1.
Cada miembro de la Junta Directiva participa en las reuniones de la Junta con derecho a voz y voto.


2.
El Presidente del CIDI actúa ex officio como miembro de la Junta Directiva, sin derecho a voto.


3.
Los Estados Miembros de la Organización, que no integran la Junta, podrán asistir a las sesiones de las reuniones de la Junta definidas en el artículo 18 y participar en sus actividades, sin derecho a voto.

4.
Los representantes de los Observadores Permanentes de la Organización podrán asistir a las sesiones públicas de las reuniones de la Junta y ser invitados por la Junta, a participar en sus actividades.


5.
Los representantes de las organizaciones que estén inscritas en el registro de organizaciones de la sociedad civil de la Organización, podrán asistir a las sesiones públicas de las reuniones de la Junta como observadores, de acuerdo con el literal 13 de las “Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”.


6.
Los representantes de otros Estados y de organismos internacionales que, en concepto de la Junta Directiva, hayan demostrado un apoyo substancial y compromiso con los programas y actividades de cooperación técnica y desarrollo de la Organización, podrán ser invitados por la Junta a asistir a las sesiones públicas de las reuniones de la Junta y a participar en sus actividades.


7.
El Secretario General de la Organización y el Director General de la AICD participan en las reuniones de la Junta con voz pero sin voto.


8.
La Junta podrá invitar a sus sesiones públicas en calidad de invitados especiales, a organismos o entidades gubernamentales nacionales e internacionales y personas de reconocida competencia en los asuntos a ser considerados en la reunión, que desarrollen actividades vinculadas con el trabajo de la Junta.

V.  FUNCIONAMIENTO
Modalidades de trabajo

Artículo 11.

La Junta Directiva podrá llevar a cabo sus funciones, mediante: 

a) reuniones de sus miembros;

b) reuniones por teleconferencias o videoconferencias, cuando sea posible;
c) consultas electrónicas del Presidente con los miembros de la Junta; y

d) los grupos de trabajo a que se refiere la Sección VI de este Reglamento.
Reuniones de la Junta

Artículo 12.


1.
La Junta celebrará dos reuniones al año; una para elegir a sus autoridades y cumplir las funciones del artículo 9 del Estatuto de la AICD que corresponda, y otra para aprobar la programación integral de actividades de cooperación solidaria, prevista en el artículo 17 del Estatuto del FCD/OEA y cumplir otras funciones que sean necesarias.


2.
La Junta podrá celebrar otras reuniones cuando sea necesario, por decisión del CIDI o de la mayoría de los miembros de la Junta.

Temario de las reuniones y distribución de documentos

Artículo 13.

1.
La presidencia de la Junta, con la colaboración del Director General de la AICD, preparará un proyecto preliminar de temario para cada reunión de la Junta y lo someterá a consideración de los demás miembros de la Junta, por lo menos sesenta días antes de la celebración de la correspondiente reunión.  Los Estados Miembros de la Junta tendrán diez días para presentar sus observaciones a los temas preparados por la presidencia. Sobre esa base, la presidencia elaborará el proyecto de temario de la reunión.


2.
La SEDI distribuirá el proyecto final de temario y los documentos para la reunión al menos treinta días antes de la reunión a los miembros de la Junta y a los demás Estados Miembros de la Organización.

Lugar de las reuniones

Artículo 14.
Las reuniones de la Junta Directiva se celebrarán en la sede de la Secretaría General de la Organización, a menos que la Junta decida lo contrario, teniendo en consideración aspectos financieros. La reunión anual para la aprobación de la programación integral de cooperación solidaria deberá celebrarse siempre en la sede.

Reuniones electrónicas

Artículo 15.


1.
Previo aviso de la presidencia, la Junta podrá celebrar sus reuniones por medio de teleconferencias o videoconferencias.  Las reuniones de la Junta que se celebren por esos medios electrónicos cumplirán los mismos requisitos de convocatoria, quórum y otras formalidades previstas en este Reglamento, contarán con servicios de secretaría e interpretación y se enumerarán en forma consecutiva con las demás reuniones de la Junta.
2.
Las decisiones que adopte la Junta en reuniones celebradas por teleconferencias o videoconferencias tendrán la misma validez que si la reunión se hubiera llevado a cabo con sus miembros físicamente presentes.

Convocatoria
Artículo 16.

1.
En nombre del presidente de la Junta, la SEDI transmitirá a los miembros de la Junta las comunicaciones de convocatoria a las reuniones. La comunicación podrá hacerse por correo electrónico o por cualquier otro medio escrito.
2.
La SEDI enviará copia de la convocatoria a las Misiones Permanentes de todos los Estados Miembros de la Organización y a los Observadores Permanentes de la Organización para efectos de información y de su participación de acuerdo con el artículo 10.

Invitaciones

Artículo 17.

En nombre de la presidencia de la Junta, la SEDI extenderá las invitaciones a las reuniones de la Junta a las entidades referidas en los acápites 6 y 8 del artículo 10.

Sesiones Públicas y Privadas
Artículo 18.


1.
Las sesiones de las reuniones de la Junta serán públicas, a menos que la Junta decida lo contrario y así lo comunique por escrito a las delegaciones de los Estados Miembros de la Organización, con una anticipación no inferior a veinticuatro horas. Las sesiones de la Junta para aprobar la Programación Integral de Actividades de Cooperación Solidaria para el Desarrollo, a que se hace referencia en el artículo 12.1 serán siempre públicas.


2.
A las sesiones privadas podrán asistir los miembros del CIDI que así lo deseen, en calidad de observadores, y las demás personas que la Junta estime necesario para la consideración de los temas a tratarse.


3.
Las sesiones de los grupos de trabajo de la Junta serán privadas a menos que sus miembros decidan lo contrario.

Consultas electrónicas de la Presidencia
Artículo 19.

1.
Cuando sea necesario decidir sobre asuntos de la competencia de la Junta Directiva que requieran atención inmediata, el Presidente de la Junta, con el apoyo logístico de la SEDI, transmitirá a los Estados Miembros de la Junta por vía electrónica, incluyendo facsímil, la información relativa al asunto que motive la consulta, incluyendo una proposición sobre el particular.  Al mismo tiempo, solicitará el voto de los Estados Miembros de la Junta y les informará acerca de la fecha límite para recibir las respuestas, indicando que la falta de respuesta se considerará como aceptación de la proposición.  Los Estados Miembros que respondan, lo harán por la vía electrónica arriba mencionada al Presidente de la Junta, con copia a la SEDI. Al expirar el plazo fijado, el Presidente de la Junta contará las respuestas, certificará el resultado y lo comunicará a los Estados Miembros de la Junta. 

2.
La SEDI enviará copia de la consulta electrónica a los miembros del CIDI para su información.

3.
Las proposiciones consultadas por la vía electrónica se considerarán rechazadas si cinco o más Estados Miembros de la Junta se oponen a ellas.

4.
Las decisiones adoptadas por la Junta Directiva de acuerdo con este procedimiento tendrán la misma validez y serán informadas como aquellas aprobadas en reuniones de la Junta. La SEDI las registrará y enumerará junto con aquellas.

VI.  GRUPOS DE TRABAJO

Establecimiento y funciones
Artículo 20.
La Junta Directiva podrá establecer grupos de trabajo de carácter temporal, cuando lo considere necesario. Los grupos de trabajo considerarán, desarrollarán, examinarán o estudiarán asuntos específicos que les asigne la Junta Directiva e informarán a ésta sus conclusiones o recomendaciones. Los grupos de trabajo determinaran los procedimientos para el cumplimiento de sus funciones.

VII.  QUÓRUM, DEBATES Y VOTACIÓN

Quórum

Artículo 21.
El quórum para sesionar en las reuniones de la Junta se constituirá con la presencia de la mayoría (5 miembros) de los Estados Miembros de la Junta.

Debates y votación
Artículo 22.
Las reglas sobre debates y formas de votación establecidas en el Reglamento del CIDI, se aplicarán en las sesiones de las reuniones de la Junta Directiva, cuando sean pertinentes.

Mayorías requeridas para aprobar decisiones 

Artículo 23.
La Junta adoptará sus decisiones por el voto afirmativo de la mayoría de sus miembros (5 votos), a menos que en este Reglamento o en otros instrumentos aplicables a la Junta se prevea de otra manera.
Artículo 24.
Se requerirá el voto afirmativo de seis miembros de la Junta para:

1. Tomar decisiones en asuntos presupuestarios;

2. Reconsiderar las decisiones de la Junta.

VIII.  RELACIONES DE LA JUNTA DIRECTIVA Y EL CIDI

Artículo 25.
El Presidente de la Junta Directiva mantendrá informada al CIDI a través de su Presidente, sobre los trabajos realizados por la Junta en el cumplimiento de las funciones previstas en el artículo 9 del Estatuto de la AICD. El Presidente de la Junta, con la colaboración de la SEDI, informará por escrito al CIDI, a través de su Presidente, todas las decisiones que adopte la Junta, dentro del plazo de cinco días hábiles.

IX.  SECRETARÍA

Secretaría Técnica

Artículo 26. 
La SEDI actuará como secretaría técnica de la Junta Directiva y proporcionará a la Junta la asistencia necesaria para el cumplimiento de sus funciones.  La secretaría técnica será responsable de organizar las reuniones de la Junta, preparar los documentos para tales reuniones, los informes de las mismas, incluyendo los textos de las decisiones adoptadas, y cumplir las otras funciones que se le asignen en este Reglamento o en otros instrumentos de la Organización, que sean aplicables.

X.  DOCUMENTOS

Documentos de trabajo

Artículo 27.
La SEDI distribuirá los documentos de trabajo que se presenten para la consideración de la Junta Directiva, a todos los Estados Miembros, en los dos idiomas de trabajo determinados por la Junta.

Decisiones de la Junta
Artículo 28.
Las decisiones que adopte la Junta Directiva se consignarán en un documento oficial preparado por la SEDI en los dos idiomas de trabajo que decida la Junta, y aprobado por ésta antes de clausurarse la reunión.  En dicho documento constará el nombre, número y contenido de las decisiones, la modalidad de su aprobación y el motivo que las originó.  El documento de decisiones será publicado en los cuatro idiomas oficiales de la Organización y distribuido por la SEDI a todos los Estados Miembros.
Informes finales

Artículo 29.
La SEDI preparará un informe final de cada reunión de la Junta. Dicho informe será enviado para consulta a los miembros de la Junta y al Presidente para su aprobación. Una vez aprobado, la SEDI lo publicará en los cuatro idiomas oficiales de la Organización y lo distribuirá a todos los Estados Miembros.

Informes del Director General a la Junta Directiva

Artículo 30.
El Director General de la AICD presentará informes trimestrales a la Junta Directiva sobre las actividades realizadas durante ese período y las que se planean para el trimestre siguiente.

XI.  MODIFICACIONES DEL REGLAMENTO

Artículo 31.


1.
Este Reglamento podrá ser modificado por el CIDI, a iniciativa propia, por recomendación del CIDI o por recomendación de la propia Junta Directiva, remitida a través del CIDI.  


2.
Cuando la Junta determine que es urgente llevar a cabo una determinada enmienda a este Reglamento, podrá solicitar al CIDI que decida la aplicación provisional de dicha enmienda hasta que la misma sea examinada y decidida por el CIDI en su reunión ordinaria siguiente.

Artículo 32.
Las cuestiones de procedimiento no previstas en este Reglamento serán resueltas por la propia Junta, siempre que la forma de resolverse no sea inconsistente con disposiciones de otros instrumentos legales aplicables a la Junta.

AG/RES. 2882 (XLVI-O/16)

PROGRAMA INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE
/
(Aprobada en la segunda sesión plenaria,
celebrada el 14 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:

Las resoluciones AG/RES. 1440 (XXVI-O/96), “Desarrollo sostenible”; AG/RES. 1513 (XXVII-O/97), “Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible”; AG/RES. 1514 (XXVII-O/97), “Coordinación y Seguimiento de la Declaración de Santa Cruz de la Sierra y el Plan de Acción para el Desarrollo Sostenible de las Américas”; AG/RES. 2312 (XXXVII-O/07), “Informe de la Primera Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”; AG/RES. 2644 (XLI-O/11), “Informe de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI”; AG/RES. 2816 (XLIV-O/14) y AG/RES. 2874 (XLV-O/15), “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral”, CIDI/RES. 312 (LVIII-O/16), “Convocatoria de la Quinta Reunión Ordinaria de la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible” y el “Informe de la quinta reunión ordinaria de la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible” (CIDI/CIDS/doc.6/16), así como los informes de la Presidencia de la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible (CIDS) sobre la revisión y actualización del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (CIDI/CIDS-IE/doc.13/15 y CIDI/doc.187/16); y el informe de la Tercera Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible (CIDI/RIMDS-III/doc.8/15);
CONSIDERANDO:

Que la CIDS tiene como finalidad promover el diálogo y la cooperación interamericana en materia de desarrollo sostenible, proponer la formulación de la política de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en esta materia y promover el desarrollo y la ejecución del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS), así como orientar la coordinación y el seguimiento de las diversas decisiones emanadas de las Cumbres de las Américas sobre desarrollo sostenible;
Que el PIDS establece las prioridades y los lineamientos de política de la OEA en materia de desarrollo sostenible, teniendo en cuenta que éste deberá apoyar la implementación de los mandatos emanados del proceso de Cumbres de las Américas
/, en particular la Cumbre sobre Desarrollo Sostenible celebrada en Santa Cruz de la Sierra en 1996, así como el papel congruente y complementario de la OEA, con el de otras entidades regionales y multilaterales, especialmente la Organización de las Naciones Unidas;
Que en la Declaración de Tela para el Desarrollo Sostenible de las Américas: Construyendo una Agenda de Desarrollo Sostenible para las Américas (CIDI/RIMDS-III/DEC.1/15 rev. 1), teniendo en cuenta los compromisos asumidos en el marco de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, se adoptó el “Marco Estratégico para el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS)” (CIDI/RIMDS-III/doc.6/15);

Que la quinta reunión ordinaria de la CIDS se celebró en la Sede de la Organización los días 1, 2 y 3 de junio de 2016 y concluyó exitosamente los trabajos de revisión y actualización del PIDS; y

Que en este cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General celebrado en Santo Domingo, República Dominicana, se ha tratado el tema “Fortalecimiento institucional para el desarrollo sostenible de las Américas”,
RESUELVE:

1. Adoptar el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS) 2016-2021, que se anexa a la presente resolución.
2. Encomendar a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos que, a través del Departamento de Desarrollo Sostenible de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, colabore con las autoridades de desarrollo sostenible de los Estados Miembros que así lo soliciten en la implementación de las acciones establecidas en el PIDS en coordinación con otras entidades y organismos internacionales.
3. Encomendar a la Secretaría General que de acuerdo con lo establecido en el PIDS informe al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible sobre los avances en su implementación. 

4. Encomendar al CIDI que en su informe anual a la Asamblea General reporte sobre el cumplimiento de la presente resolución.
5. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
NOTAS PIE DE PÁGINA
1. … la posición de los países más vulnerables y por el contrario se puso en crisis el proceso de negociación, al desconocerse el planteamiento de responsabilidad histórica y de indemnización para los países que sufren los efectos del cambio climático, sustentado por Nicaragua y otros países a fin de que los Estados que han causado el problema del cambio climático y son los grandes emisores de gases de efecto invernadero, asuman la responsabilidad de mitigar los daños ocasionados sobre los pequeños países como Nicaragua y otros países de Centroamérica y del Caribe, que sufren las consecuencias, en forma de sequías, elevación del nivel del mar, huracanes y diversos cataclismos.
2. … a que en estas los Jefes de Estado y de Gobierno no aprobaron las declaraciones políticas que contenían los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos que formaban parte de la Declaración Política.
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PROGRAMA INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE (PIDS) 2016-2021
(Aprobado en la tercera sesión plenaria,
 celebrada el 3 de junio de 2016)
1.
ANTECEDENTES
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) han reconocido que el desarrollo sostenible requiere un enfoque que integre sus tres dimensiones –económico, social y ambiental– con el objetivo de que avancen de manera equilibrada para apoyar el desarrollo, erradicar la pobreza y promover la igualdad, la equidad y la inclusión social. Los Estados Miembros de la OEA han reiterado su apoyo al desarrollo sostenible a través de numerosas resoluciones de la Asamblea General y la adopción de compromisos nacionales, subregionales, regionales, e internacionales.

La resolución AG/RES. 1440 (XXVI-O/96), “Desarrollo sostenible” tomó nota de “la importancia del desarrollo sostenible como marco conceptual en el que debe dirigir sus trabajos la Organización de los Estados Americanos, tanto como foro de concertación y en lo que corresponde a la cooperación técnica”.

En septiembre de 2015 los Estados Miembros adoptaron en el marco de la Organización de las Naciones Unidas la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y los nuevos Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de alcance mundial. Estos Objetivos entraron en vigor el 1 de enero de 2016.  Los Estados se comprometieron a trabajar para la plena implementación de los 17 ODS y de sus metas que “son de carácter integrado e indivisible y conjugan las tres dimensiones del desarrollo sostenible: económica, social y ambiental”.

De conformidad con el “Marco Estratégico para el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS)” (CIDI/RIMDS-III/doc.6/15) adoptado en Tela, Honduras, la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) debe continuar apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros hacia el cumplimiento de los objetivos y metas acordados en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (resolución 70/1 de las Naciones Unidas), la Agenda de Acción de Addis Abeba (resolución 69/313 de las Naciones Unidas), la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y el Acuerdo de París (FCCC/CP/2015/L.9) adoptado durante el vigésimo primer período de sesiones de la Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP 21), así como el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 (resolución 69/283 de las Naciones Unidas).

Propósito del PIDS


El Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS) establece acciones estratégicas para asegurar que el trabajo de la Secretaría General en desarrollo sostenible se encuentre alineado a la implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y el Acuerdo de París sobre cambio climático en el Hemisferio, y que sus objetivos y resultados estén guiados por los ODS aprobados por los Estados Miembros y que contribuyan a alcanzarlos. La implementación de estas acciones estratégicas por parte de la Secretaría General se llevará a cabo a solicitud de los Estados Miembros.

Al establecer el PIDS, la Asamblea General destacó la importancia de asegurar que el papel de la OEA con respecto a la implementación de todos los aspectos del PIDS será congruente y complementario con el de otras entidades regionales y multilaterales, especialmente la Organización de las Naciones Unidas.
2.
MANDATO Y CONTEXTO

Los objetivos del PIDS están basados en las decisiones de las Cumbres de las Américas
/, así como en resoluciones de la Asamblea General, del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y de la Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible (CIDS), en particular en la Declaración de Tela para el Desarrollo Sostenible de las Américas y el Marco Estratégico para el PIDS adoptados en la Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible que tuvo lugar en Tela, Honduras, en octubre de 2015.


El PIDS propone enfocarse en la ventaja comparativa de la OEA y dirigir a la Organización hacia ámbitos en que, en opinión de los Estados Miembros, existen oportunidades de acción para complementar los esfuerzos de los Estados mismos, así como los esfuerzos de otros organismos e instituciones internacionales, particularmente los que operan dentro del Hemisferio. El PIDS también responde al llamado a la cooperación de la Organización de las Naciones Unidas a las organizaciones regionales en la aplicación y el seguimiento de la Agenda 2030.

3.
DEFINICIÓN DEL MARCO ESTRATÉGICO

El objetivo del PIDS es apoyar a los Estados Miembros de la OEA que así lo soliciten en sus esfuerzos para lograr el desarrollo sostenible en sus tres dimensiones: económica, social y ambiental, incluidas sus políticas de erradicación de la pobreza, en particular la pobreza extrema.
El PIDS se guía por las resoluciones de las Naciones Unidas 66/288 “El futuro que queremos” y 70/1 “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”.
De acuerdo con sus capacidades y recursos, la Secretaría General de la OEA también apoyará a los Estados Miembros que lo soliciten en sus esfuerzos orientados a avanzar en la implementación de los compromisos asumidos por cada Estado en la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, el Acuerdo de París sobre cambio climático adoptado por la COP 21, reconociendo que la Convención es el principal foro intergubernamental internacional para negociar la respuesta mundial al cambio climático. El cambio climático es uno de los ejes transversales para las áreas estratégicas identificadas en el PIDS.

El PIDS apoyará acciones en las siguientes áreas estratégicas:
1. Gestión de riesgos de desastres;
2. Gestión sostenible de los ecosistemas;
3. Gestión integrada de los recursos hídricos;
4. Ciudades y comunidades sostenibles;
5. Gestión sostenible de la energía priorizando la promoción de energías limpias, renovables y ambientalmente sustentables y la eficiencia energética;
6. Fortalecimiento de capacidades para instituciones eficientes, eficaces, responsables e inclusivas para el desarrollo sostenible 
/.

El PIDS establece que, en la ejecución del trabajo en todas las áreas estratégicas, la Secretaría General deberá tener en cuenta el impacto en los grupos vulnerables de la sociedad, así como un enfoque inclusivo. En este sentido, las consultas y la participación de la sociedad civil y otros actores sociales, desempeñarán un papel constructivo en la promoción de iniciativas de desarrollo sostenible. 


El PIDS también pone énfasis en asegurar la consistencia y el fortalecimiento de las sinergias entre las áreas de programas existentes en la SEDI, así como con otras áreas de la Secretaría General.


3.1 
Gestión del riesgo de desastres


Objetivos y bases para la acción


El trabajo de la Secretaría General en materia de gestión del riesgo de desastres debe contribuir directamente a apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos para alcanzar el objetivo 11 de los ODS: “Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles”, y, específicamente, las metas 11.5 y 11.b de ese objetivo, así como las metas interrelacionadas con otros ODS de la Agenda 2030 y sus elementos transversales.


Para la consecución de este objetivo, la OEA utilizará como referencia el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030. También se tendrán en cuenta los compromisos emanados del Acuerdo de París sobre cambio climático, adoptado en la COP 21.

Acciones estratégicas

La SEDI centrará sus trabajos en las siguientes acciones estratégicas:

i. Servir de Secretaría Técnica del Comité Interamericano para la Reducción de los Desastres Naturales (CIRDN) conforme al artículo 4 de sus estatutos.
ii. Apoyar la implementación del Plan Interamericano para la Prevención, la Atención de los Desastres y la Coordinación de la Asistencia Humanitaria, conforme al párrafo resolutivo 2 de la resolución AG/RES. 2750 (XLII-O/12) “Los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros”.

iii. Apoyar el diseño y la implementación de políticas nacionales y regionales para la gestión de riesgo de desastres en el contexto del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030, el Plan de Acción Regional para la Implementación del Marco de Sendai 2015-2030 y los mecanismos subregionales.

iv. Servir como Secretaría de la Red Interamericana de Mitigación de Desastres (RIMD) para apoyar el intercambio de experiencias, conocimiento y buenas prácticas, y la coordinación con otras organizaciones internacionales, conforme a la resolución AG/RES 2314 (XXXVII-O/07) “Reducción de desastres naturales, gestión de riesgos y asistencia en casos de desastres naturales y otros desastres”.

v. Organizar y promover encuentros hemisféricos para compartir e intercambiar conocimientos y experiencias prácticas para el seguimiento y la evaluación de la implementación del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030.

vi. Apoyar la formulación y la aplicación de los protocolos de preparación y respuesta ante desastres y difundir los mecanismos e instrumentos regionales y subregionales.

vii. Apoyar el intercambio de conocimiento sobre aplicaciones y datos de los sistemas satelitales de observación terrestre (SSOT) y el procesamiento de imágenes para mitigación y prevención de desastres y respuesta y evaluación rápida de desastres, en términos y condiciones voluntarios y mutuamente acordados.

viii. Apoyar el desarrollo y la armonización de sistemas de alerta temprana (SAT) transfronterizos y comunitarios, y el desarrollo de comunidades resilientes en el contexto de comunidades sostenibles.

3.2 
Gestión sostenible de los ecosistemas
Objetivos y bases para la acción

El trabajo de la Secretaría General en materia de gestión sostenible de los ecosistemas debe contribuir directamente a apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos para alcanzar el objetivo 15 de los ODS: “Proteger, restablecer y promover el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, gestionar sosteniblemente los bosques, luchar contra la desertificación, detener e invertir la degradación de las tierras y detener la pérdida de biodiversidad”, y sus metas específicas, así como las metas interrelacionadas con otros ODS de la Agenda 2030 y sus elementos transversales.
Acciones estratégicas
La SEDI centrará sus trabajos en las siguientes acciones estratégicas:

i. Prestar apoyo a las redes interamericanas que trabajan en la protección y conservación de biodiversidad y especies migratorias marinas y terrestres, de ecosistemas interiores de agua dulce y sus servicios ambientales en el Hemisferio, así como a los corredores de biodiversidad.

ii. Apoyar el intercambio de mejores experiencias nacionales, y el acceso a datos e información sobre la biodiversidad, gestión sostenible del suelo y manejo de ecosistemas para mejorar la toma de decisiones y aquellas vinculadas con el cambio climático.

iii. Fortalecer el diseño y la implementación de sistemas que reconozcan y apoyen las funciones de los ecosistemas para la conservación y uso sostenible de recursos naturales, mediante la cooperación técnica y el intercambio de experiencias, mejores prácticas e información a nivel regional.

iv. Apoyar programas de educación ambiental y cooperación técnica para el desarrollo, uso y manejo sostenible de los ecosistemas, las áreas protegidas y la biodiversidad, entre otros de la gestión de riesgo marino costero.

3.3
Gestión integrada de los recursos hídricos
Objetivos y bases para la acción


El trabajo de la Secretaría General en materia de gestión integrada de los recursos hídricos debe contribuir directamente a apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos para alcanzar el objetivo 6 de los ODS: “Garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua y el saneamiento para todos”, y específicamente las metas 6.4, 6.5, 6.6, 6.a y 6.b., así como las metas interrelacionadas con otros ODS de la Agenda 2030 y sus elementos transversales. También se tendrán en cuenta los compromisos emanados del Acuerdo de París sobre cambio climático, adoptado en la COP 21.

Acciones estratégicas
La SEDI centrará sus trabajos en las siguientes acciones estratégicas:

i. Fomentar el diálogo, la cooperación técnica, el intercambio de información, experiencias y mejores prácticas entre los Estados Miembros para el desarrollo de políticas públicas sobre gestión integrada de los recursos hídricos.

ii. Promover el diálogo para el desarrollo de estrategias hemisféricas y regionales relativas a la gestión integrada de los recursos hídricos.
iii. Apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos para promover alianzas público-privadas para el desarrollo de infraestructura asociada a la gestión integrada de los recursos hídricos.

iv. Apoyar a los Estados Miembros en la identificación de sinergias entre sus instituciones encargadas de la gestión integrada de los recursos hídricos y promover actividades coordinadas, entre otras, de sostenibilidad hídrica.

v. Apoyar a los Estados Miembros en el fortalecimiento de las alianzas estratégicas existentes y promover nuevas alianzas para la implementación de proyectos de gestión integrada de los recursos hídricos y de mitigación y adaptación al cambio climático, cuando corresponda.

vi. Proporcionar cooperación técnica a los Estados Miembros para la creación y el fortalecimiento de capacidades y promover la transferencia de tecnología, en términos y condiciones voluntarios y mutuamente acordados, para el desarrollo e implementación de estrategias para la gestión integrada de los recursos hídricos y fortalecer la capacitación en políticas, programas y herramientas en esa materia. 
vii. Procurar que los proyectos de apoyo a los Estados Miembros en su gestión integrada de los recursos hídricos contribuyan a fortalecer las capacidades técnicas nacionales, con el fin de maximizar los beneficios para los países receptores.

3.4 
Ciudades y comunidades sostenibles
Objetivos y bases para la acción


El trabajo de la Secretaría General en materia de ciudades y comunidades sostenibles debe contribuir directamente a apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos para alcanzar el objetivo 11 de los ODS: “Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles”, y específicamente las metas 11.1, 11.2, 11.3, 11.6, 11.7, 11.a y 11.c, así como las metas interrelacionadas con otros ODS de la Agenda 2030 y sus elementos transversales.
Acciones estratégicas
La SEDI centrará sus trabajos en las siguientes acciones estratégicas:

i. Fomentar el diálogo entre los Estados Miembros para facilitar el intercambio de información, experiencias y mejores prácticas para el desarrollo de políticas públicas y acciones específicas sobre ciudades y comunidades sostenibles.

ii. Promover el desarrollo de redes y estrategias hemisféricas y regionales relativas a las ciudades y comunidades sostenibles.
iii. Apoyar a los Estados Miembros en la identificación de sinergias entre sus instituciones competentes en materia de transporte sostenible, gestión de desechos, resiliencia y energía renovable y eficiente, así como promover actividades coordinadas, respetando los mandatos y ámbitos de competencia específicos de esas instituciones.

iv. Suministrar cooperación y asistencia técnica para el desarrollo e implementación de estrategias para ciudades y comunidades sostenibles y para fortalecer la capacitación en políticas, programas y herramientas en esa materia.

v. Apoyar a los Estados Miembros, que así lo soliciten, en el desarrollo y uso de indicadores nacionales de desempeño para evaluar el uso de materiales, el consumo de energía y agua, la generación de desechos, las emisiones de gases de efecto invernadero y otros impactos, alineados en el marco de la Agenda 2030, el Acuerdo de París y la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sostenible (Hábitat III).
vi. Promover la creación de infraestructura resiliente y adaptable al cambio climático, mediante, entre otros, el apoyo a los Estados Miembros en sus esfuerzos para la movilización de recursos financieros, técnicos y tecnológicos.
3.5 
Gestión sostenible de la energía, priorizando la promoción de energías limpias, renovables y ambientalmente sustentables y la eficiencia energética

Objetivos y bases para la acción

El trabajo de la Secretaría General en materia de la gestión sostenible de la energía debe contribuir directamente a apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos dirigidos a alcanzar el objetivo 7 de los ODS: “Garantizar el acceso a una energía asequible, fiable, sostenible y moderna para todos”, y sus metas específicas, así como las metas interrelacionadas con otros ODS de la Agenda 2030 y sus elementos transversales.

Para el logro de estos objetivos la Secretaría General priorizará la promoción de energías limpias, renovables y ambientalmente sostenibles y la eficiencia energética. También se tendrán en cuenta los compromisos emanados del Acuerdo de París sobre cambio climático, adoptado en la COP 21.
Acciones estratégicas

La SEDI centrará sus trabajos en las siguientes acciones estratégicas:

i. Fomentar el diálogo entre los países sobre integración de energía sostenible a nivel regional.
ii. Apoyar a los Estados Miembros para la organización de reuniones regionales y subregionales en materia de energía para, entre otras acciones, promover y diseminar mejores prácticas.

iii. Establecer mecanismos de coordinación entre las dependencias de la Secretaría General y generar sinergias con las instituciones del sistema interamericano, según corresponda.

iv. Apoyar a los Estados Miembros en la identificación de oportunidades y desafíos para la implementación de las metas del ODS 17: “Fortalecer los medios de implementación y revitalizar la Alianza Mundial para el Desarrollo Sostenible” y demás elementos de la Agenda 2030, con enfoque en el manejo energético sostenible.

v.
Apoyar a los Estados Miembros en el desarrollo de medidas regulatorias y de políticas que fomenten el uso de energía renovable y las tecnologías de eficiencia energética.

vi.
Organizar talleres hemisféricos, subregionales y nacionales de fortalecimiento de capacidades en los Estados Miembros.

vii. 
Apoyar a los Estados Miembros en la elaboración de instrumentos de planificación energética nacional y regional que incorporen la variable de cambio climático para la sostenibilidad energética de la región.

3.6 
Fortalecimiento de capacidades para instituciones eficientes, eficaces, responsables e inclusivas para el desarrollo sostenible
Objetivos y bases para la acción


El trabajo de la Secretaría General en apoyo a instituciones para el desarrollo sostenible debe contribuir directamente a apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos dirigidos al objetivo 16 de los ODS: “…construir a todos los niveles instituciones eficaces e inclusivas que rindan cuentas”, y, específicamente, las metas 16.6, 16.7, 16.10 y 16.b y sus metas específicas, así como las metas interrelacionadas con otros ODS de la Agenda 2030 y sus elementos transversales.

Para el logro de estos objetivos la Secretaría General priorizará el fortalecimiento de capacidades para instituciones eficientes, eficaces, responsables e inclusivas para el desarrollo sostenible.
Acciones estratégicas

La SEDI centrará sus trabajos en las siguientes acciones estratégicas:

i. Fomentar el diálogo entre los Estados Miembros hacia el fortalecimiento de capacidades para instituciones eficientes, eficaces, responsables e inclusivas.

ii. Promover entre los Estados Miembros el intercambio y el acceso a información técnica, legal, institucional y de financiamiento a nivel hemisférico para mejorar la toma de decisiones y la participación de la sociedad civil y otros actores sociales de acuerdo con las normativas de cada país.

iii. Promover el intercambio de mejores prácticas y lecciones aprendidas sobre iniciativas de legislación, políticas y programas en la región, relacionadas con el fortalecimiento institucional para el desarrollo sostenible.

iv. Apoyar a los Estados Miembros, que así lo soliciten, a identificar retos y necesidades sobre legislación y gestión ambiental.

v. Prestar asistencia técnica a los Estados Miembros para el fortalecimiento de sus instituciones competentes en la gestión y seguimiento del desarrollo sostenible.

vi. Establecer mecanismos de coordinación entre las dependencias de la Secretaría General y generar sinergias con las instituciones del sistema interamericano, organismos multilaterales globales, regionales y subregionales, según corresponda.
vii. Fortalecer la capacidad de actores claves incluidos a los funcionarios públicos o ejecutores de carácter gubernamental que participan en el proceso en materia de Estado de derecho ambiental y apoyar la aplicación y el cumplimiento efectivo de la legislación ambiental y los acuerdos multilaterales y regionales en la materia.
viii. Apoyar la implementación de la Estrategia Interamericana para la Promoción de la Participación Pública en la Toma de Decisiones sobre Desarrollo Sostenible.
4.
IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA

La Secretaría General, por medio de la SEDI y su Departamento de Desarrollo Sostenible, será responsable de la implementación, seguimiento y evaluación del PIDS en coordinación y con la asistencia de los departamentos, oficinas y unidades especializadas pertinentes.

Su implementación también se alineará con el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral, hasta la adopción del Plan Estratégico Cuatrienal para la OEA y el Plan de Trabajo para el pilar de Desarrollo Integral, la Visión Estratégica de la OEA, el proceso de priorización de mandatos aprobados por los Estados Miembros, así como a los resultados de los procesos en curso relacionados con la planificación estratégica y la modernización de la gestión
/. 

Dentro del marco establecido en este Programa, la selección y/o ejecución de las actividades o proyectos particulares se adherirán a los siguientes principios fundamentales:

i. Una gestión basada en resultados que incluya la determinación de una medida de referencia del estado o condición antes de la implementación de la actividad o proyecto, la identificación de un resultado para las acciones estratégicas y la medición del progreso hacia ese resultado.

ii. La congruencia y complementariedad con esfuerzos de otras entidades regionales y multilaterales. Asimismo, la coordinación y la no duplicación de actividades con las áreas pertinentes de la Secretaría General.

iii. Un enfoque basado en necesidades que permita dar prioridad a actividades y proyectos en áreas que demuestren el mayor potencial de éxito. Las necesidades serán identificadas por los Estados Miembros.

iv. El uso eficiente y eficaz de los recursos humanos, financieros y de conocimientos de la Secretaría General para alcanzar los objetivos planteados en este Programa.


La Secretaría General debe garantizar que los Estados Miembros estén claramente informados de las actividades de implementación a través de sus misiones permanentes y los representantes designados por las autoridades competentes, antes de la puesta en marcha de esos esfuerzos.


Para asegurarse de que la Secretaría General centra sus recursos humanos y financieros en sus capacidades únicas relativas a este Programa, los proyectos y las iniciativas podrán apoyar los esfuerzos de otros organismos de ejecución mediante el uso de los conocimientos técnicos y capacidad de convocatoria de la Organización.

5. SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN E INFORMES

El PIDS se implementará por un período de cinco años (2016-2021). Con base en los resultados que haya logrado durante este período, será objeto de revisión y actualización por parte de los Estados Miembros.

Con el fin de dar seguimiento, evaluar e informar adecuadamente sobre la aplicación de este Programa por parte de la Secretaría General, esta debe garantizar que los datos de referencia y los objetivos concretos, así como indicadores de desempeño se generen para todos los proyectos e iniciativas.  Estos indicadores deben estar alineados y contribuir con los indicadores desarrollados para los ODS y de la Agenda 2030, a menos que el indicador de la Agenda 2030 no corresponda con el área de trabajo del PIDS.

La Secretaría General proporcionará a los Estados Miembros informes basados en datos verificables sobre el progreso alcanzado por este Programa de forma anual.

6.
FINANCIAMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA


La Secretaría General debe asegurarse que todos sus esfuerzos de movilización de recursos para la implementación del PIDS estén coordinados para garantizar contactos eficaces y coherentes con los posibles donantes.


Con el fin de aprovechar más eficazmente los recursos en el marco de la Agenda 2030 para la implementación del PIDS, la Secretaría General también deberá tratar de establecer alianzas pertinentes y esfuerzos de recaudación de fondos con distintas organizaciones de desarrollo, así como con otros órganos pertinentes del sistema interamericano y de las Naciones Unidas.

NOTAS DE PIE DE PÁGINA
1. …a que en estas los Jefes de Estado y de Gobierno no aprobaron las declaraciones políticas que contenían los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos que formaban parte de la Declaración Política.


3.
… (párrafo 15 de la Declaración de Quebec y párrafo 6-A del Plan de Acción, y párrafo 12 de la Declaración de Nuevo León), así como en la resolución AG/RES. 2014 (XXXIV-O/04), “Comercio e integración en las Américas”, y anteriores resoluciones con igual título, así como al Plan Estratégico de Cooperación Solidaria. El contenido de la presente nota a pie de página aplica a todas las menciones al proceso de Cumbres de las Américas y al Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral incluidas en la presente resolución.

AG/RES. 2883 (XLVI-O/16)

PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS
DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MIGRANTES, INCLUYENDO
 LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS FAMILIAS

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO la resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05) en la que se adopta el Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias;
RECORDANDO ADEMÁS las resoluciones AG/RES. 2738 (XLII-O/12), “Fortalecimiento del tema migratorio en la OEA: Constitución de la Comisión de Asuntos Migratorios”, y AG/RES. 2790 (XLIII-O/13), “Los derechos humanos de las personas migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias”, y todas sus resoluciones anteriores pertinentes;

DESTACANDO el estrecho nexo entre la migración, el desarrollo y los derechos humanos, y reconociendo que el respeto de estos derechos es un pilar imprescindible para potenciar el aporte de las personas migrantes al desarrollo; y
REAFIRMANDO que la resolución AG/RES. 2816 (XLIV-O/14), “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral”, encomienda “a la Comisión de Asuntos Migratorios (CAM) que actualice el Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias, teniendo en cuenta el diagnóstico de dicho programa interamericano contenido en el documento CIDI/CAM/doc.14/14 rev. 1,
RESUELVE:

1. Aprobar el Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias que se anexa a la presente resolución.

2. Encomendar a la Comisión de Asuntos Migratorios (CAM) que implemente y dé seguimiento al Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias, en consulta y coordinación con los actores del Programa con miras a alcanzar los objetivos propuestos.

3. Solicitar a la Secretaría General la creación de un fondo específico de contribuciones voluntarias para la financiación de las actividades asignadas a los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos en apoyo a este Programa, de conformidad con el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, e instar a los Estados miembros a que hagan contribuciones al mismo.
ANEXO

PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MIGRANTES, INCLUYENDO LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS FAMILIAS 

(Aprobado por la Asamblea General
en la segunda sesión plenaria celebrada el 14 de junio de 2016)

I. INTRODUCCIÓN

A. Antecedentes del Programa 

En el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, adoptado en Quebec, Canadá, en abril de 2001, los Jefes de Estado y de Gobierno señalaron que “establecerán un programa interamericano en el marco de la OEA, para la promoción y protección de los derechos humanos de las personas migrantes, incluyendo los trabajadores migratorios y sus familias”.
La Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, adoptó las resoluciones AG/RES. 1928 (XXXIII-O/03) y AG/RES. 2027 (XXXIV-O/04), “Los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familias”. Esta última resolución encomendó al Consejo Permanente renovar el mandato del Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos encargado de la elaboración del Programa Interamericano para que a la brevedad elaborase la propuesta de Programa Interamericano, a partir del proyecto presentado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y las propuestas de los Estados Miembros, los organismos especializados y otras entidades, de acuerdo con el mandato de la Tercera Cumbre de las Américas.

La Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones aprobó la resolución AG/RES. 2141 (XXXV-O/05), “Programa Interamericano para la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias”.
Mediante la resolución AG/RES. 2738 (XLII-O/12), “Fortalecimiento del tema migratorio en la OEA: Constitución de la Comisión de Asuntos Migratorios”, se constituyó la Comisión de Asuntos Migratorios (CAM) como una comisión permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de la OEA con el mandato de fungir como el principal foro de la Organización encargado de la temática migratoria.
En esta misma resolución se le encomendó a la CAM la revisión, implementación y seguimiento del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias con miras a optimizar sus objetivos, así como la presentación de un informe que reflejase los resultados obtenidos a lo largo de dichos procesos.
Con el fin de cumplir con dicho mandato y de acuerdo con su Plan de Trabajo, contenido en el documento CIDI/CAM/doc.1/12, la CAM creó el Grupo de Trabajo Informal para la actualización del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias.
II. MARCO CONCEPTUAL
En las últimas décadas, la magnitud, prevalencia y trascendencia del fenómeno migratorio ha convertido prácticamente a todos los Estados de las Américas en países emisores, receptores y de tránsito, así como de retorno de migrantes. Como resultado inmediato de ello, la temática migratoria es prioritaria en la agenda política y diplomática de la región. La violencia y la disparidad en los niveles de vida, incluidos los beneficios sociales y laborales, son factores relacionados con el flujo migratorio a nivel regional.
Se reconoce la firme conexión entre desarrollo económico y la movilidad humana en países de origen, destino, tránsito y retorno. Asimismo, se reconoce que los flujos migratorios han incidido largamente en los planos social, cultural, político y económico de los países receptores, emisores y, en menor medida, en los de tránsito de personas migrantes. El impacto de la llegada de trabajadores migratorios al mercado laboral, la integración de la población migrante en los países receptores, la migración de retorno, el efecto de las remesas en la macroeconomía, entre otros, han motivado el interés por abordar esta compleja temática. Asimismo, fenómenos asociados con la migración, como el tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas, las violaciones y amenazas a los derechos humanos, la criminalización y estigmatización de personas residentes en sectores fronterizos y la crisis humanitaria de niños, niñas y adolescentes migrantes no acompañados son factores que requieren especial atención de los países de la región.
Los países del Hemisferio reconocen el derecho de toda persona a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país y están interesados en optimizar procedimientos y prácticas de cooperación que faciliten la migración segura, ordenada y regular, incluida la movilidad de la mano de obra, con el fin de maximizar los impactos positivos y mitigar las adversidades que supone el fenómeno migratorio. Los impactos cuantitativos y cualitativos de la migración exigen y requieren una mayor cooperación internacional para así garantizar que las políticas migratorias respeten y protejan los derechos humanos de los migrantes.
El Programa propiciará, específicamente, un enfoque de derechos humanos, de género, de diversidad cultural y de respeto a los migrantes y a sus familias. Basados en las diversas causas de la migración, sean humanitarias, laborales o de reunificación, entre otros, se reconoce la existencia de flujos migratorios mixtos que incorporan diferentes tipos de migrantes. El Programa incorporará el enfoque transversal de género de tal manera que explore y valore las diferencias de género en los patrones migratorios.
El Programa también tratará la relación entre migración y desarrollo, teniendo en cuenta la estrecha vinculación entre la migración y los temas de trabajo, salud, educación, cultura y proyectos de desarrollo económico de las comunidades de origen de los migrantes, entre otras áreas. Ese enfoque complementa la visión de fortalecer las capacidades de los Estados Miembros para que de manera integral coadyuven a identificar los desafíos y oportunidades que supone la migración. Los objetivos de la promoción y protección de los derechos humanos de las personas migrantes son compatibles con los derechos soberanos de los Estados de controlar sus fronteras y hacer cumplir sus leyes. Por tanto, el Programa reconoce el derecho de los Estados Miembros a regular el ingreso y permanencia de extranjeros en sus territorios y a determinar la condición de las personas migrantes y los efectos de dicha condición dentro de los sistemas político, jurídico, económico y educativo de los países receptores, así como el acceso a los servicios y beneficios gubernamentales, de acuerdo con el ordenamiento jurídico de cada país.
La regulación de los Estados para el ingreso y la permanencia de extranjeros en sus territorios debe ser consistente con el derecho internacional aplicable, incluidos los tratados en materia de derechos humanos y refugiados de los cuales los Estados sean parte, dando especial atención a la situación de la niñez migrante no acompañada debido al alto grado de vulnerabilidad a la que se ven sometidos. Sin embargo, debe considerarse el surgimiento de aspectos preocupantes relacionados con el tema migratorio, tales como la adopción de medidas tendientes a la criminalización de los migrantes.
Este Programa se estructura a partir de la identificación de objetivos generales y específicos. Para cumplir dichos objetivos se identifican actividades para ser desarrolladas por los actores del Programa: los órganos, organismos y entidades de la OEA y los Estados Miembros. Se identifican también actores con los cuales se recomienda la cooperación, como es el caso de las organizaciones multilaterales y la sociedad civil, incluidos los propios migrantes y los trabajadores migratorios y sus familias. Los beneficiarios del Programa son los migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias, los residentes temporales
/ y los Estados.

Las actividades que el Programa le asigna a los órganos, organismos y entidades de la OEA parten de programas y actividades existentes a las que se sumarán otras que serán identificadas por estos. En el caso de los Estados, el Programa sugiere actividades para su consideración. Este Programa recomienda también actividades que podrían ser desarrolladas en colaboración con las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales que trabajan en derechos humanos, migración, desarrollo, así como con las organizaciones de migrantes. Asimismo, incluye las actividades que está desarrollando el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH), conforme a su mandato.
Esas actividades podrán ser desarrolladas de forma progresiva y flexible, tomando en cuenta la capacidad financiera y de recursos humanos existentes. Asimismo, las actividades previstas en este Programa podrán ser revisadas periódicamente en el seno de la CAM, que es responsable de la coordinación y seguimiento del Programa.
El Programa prevé una serie de medidas para facilitar su seguimiento, medir los avances, permitir el intercambio de mejores prácticas y poder aprovechar las actualizaciones y nuevos desarrollos que se vayan dando a nivel regional e internacional, conforme a lo detallado en la sección “Acciones de seguimiento del Programa”.
III. ACTORES DEL PROGRAMA

Se entenderá por “actores” las organizaciones o entidades que de acuerdo con su naturaleza, misión o mandato desarrollen acciones que puedan contribuir al cumplimiento de los objetivos del presente Programa; estos incluyen a los migrantes y sus organizaciones. Las actividades sugeridas para los actores listados a continuación, serán detalladas en el numeral V.
Se enumeran los actores del Programa, sin perjuicio de que puedan incorporarse otros de ser necesario.

A. Órganos, organismos y entidades de la OEA y del sistema interamericano
· Secretaría General

· Comisión de Asuntos Migratorios (CAM)

· Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)

· Comisión Interamericana de Mujeres (CIM)
· Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN)
· Organización Panamericana de la Salud (OPS)
· Otros órganos y entidades de la OEA

B. Estados Miembros de la OEA
C. Organizaciones multilaterales
D. Otros actores: organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales, sector académico, redes de la diáspora y migrantes
IV. OBJETIVOS DEL PROGRAMA 

A. Objetivos generales
1. Promover y proteger los derechos humanos de los migrantes, incluidos los trabajadores migrantes y sus familias independientemente de su condición migratoria, así como impulsar la formulación, adopción e implementación de políticas migratorias integrales que promuevan el desarrollo. Asimismo, integrar esas consideraciones al trabajo de los órganos, organismos y entidades de la OEA, según corresponda.
2. Fomentar el análisis y la comprensión de la contribución de los migrantes y la migración al desarrollo integral y su impacto en la agenda nacional y regional de los países del Hemisferio, tomando en cuenta ejes transversales de protección de los derechos humanos, perspectiva de género y necesidades especiales de los grupos en situaciones de vulnerabilidad.
3. Promover el diálogo y la cooperación sobre la migración entre los actores del Programa y la coordinación de estos con las organizaciones multilaterales, el sector académico, la sociedad civil y otros actores.
B. Objetivos específicos
1. Facilitar la migración ordenada, segura, regular, responsable e informada para reducir las vulnerabilidades relacionadas con la condición de migrante y brindar su seguridad integral. Asimismo, fortalecer la cooperación para prevenir, combatir y sancionar la explotación laboral, la trata de personas, el tráfico ilícito de migrantes, y asistir a las personas que han sido objeto de estas conductas.
2. Fomentar la creación o fortalecimiento de redes o sistemas de apoyo a los migrantes en los Estados Miembros e invitar a los Estados a generar políticas y programas de vinculación con sus connacionales en el exterior a través de la red consular.
3. Proveer información, notificación, comunicación y asistencia consular a los migrantes de acuerdo con las obligaciones de los Estados Parte de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963.

4. Alinear el trabajo y programas de los órganos, organismos y entidades de la OEA con el presente Programa y tener en cuenta el enfoque del tema migratorio de la Agenda 2030.
5. Fomentar la creación de programas de regularización de migrantes como mecanismo para la promoción y protección de sus derechos humanos y su visibilización en las sociedades de destino, de acuerdo con el ordenamiento constitucional y legal de cada Estado.
6. Intensificar esfuerzos por parte de los Estados Miembros, en cooperación con la sociedad civil y otros actores sociales, el sector privado y las comunidades locales, para advertir a los migrantes y sus familias de los peligros que representan los tratantes de personas y traficantes de migrantes, así como de los potenciales riesgos y vulnerabilidades de la migración irregular.
7. Promover la profundización de estudios y divulgación de información sobre las causas, consecuencias e impacto de la migración, sobre el potencial de los migrantes como agentes para el desarrollo, y sobre los efectos colaterales del fenómeno migratorio en poblaciones en situación de vulnerabilidad.
8. Tomar en consideración el interés superior del niño, así como el principio de unidad familiar en la formulación e implementación de políticas públicas, legislación nacional y procedimientos aplicables a la situación de niñas, niños y adolescentes migrantes no acompañados.
9. Compilar y sistematizar datos para comprender los flujos y tendencias migratorias de la región, así como conocer las necesidades y particularidades de las personas en situación de movilidad, incluido el levantamiento de información sobre comunidades en el exterior.
10. Establecer políticas y fomentar acciones que impulsen la integración social y la celebración cultural de los migrantes con el fin de valorar sus contribuciones, así como la lucha contra la xenofobia, la discriminación y la intolerancia. Asimismo, prestar especial atención a las áreas fronterizas que constituyen espacios claves de vinculaciones culturales y sociales.
11. Promover el intercambio de buenas prácticas y cooperación entre países de origen, tránsito, destino y retorno de migrantes para impulsar el desarrollo y la protección de los derechos humanos de los migrantes, incluso los trabajadores migratorios y sus familias, incluso en situaciones de crisis humanitaria o catástrofes naturales.
12. Fomentar la participación, cooperación y generación de alianzas entre gobiernos, sector privado, organizaciones internacionales, sector académico, sociedad civil y otros actores sociales, migrantes y sus organizaciones, a fin de asegurar la coherencia y maximizar la efectividad de políticas encaminadas a optimizar los efectos positivos de la migración en el desarrollo de los países de la región y a atender sus retos.
V. ACTIVIDADES ESPECÍFICAS SUGERIDAS
A. Órganos, organismos y entidades de la OEA y del sistema interamericano mencionados en este Programa

· Secretaría General
1. Coordinar con la CAM iniciativas o actividades relacionadas con el Programa.

2. Celebrar acuerdos de cooperación con el propósito de contribuir al desarrollo de los objetivos y actividades específicas opcionales de este Programa.

3. Considerar en las actividades de asistencia y cooperación técnica la condición de vulnerabilidad de los migrantes y sus familias sin distinción de raza, género, orientación sexual, idioma, credo ni otra alguna, y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable.
· Comisión de Asuntos Migratorios (CAM)

4. Implementación y seguimiento del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las personas Migrantes, incluyendo Trabajadores Migratorios y sus Familias, con miras a optimizar sus objetivos.
5. Intercambiar mejores prácticas entre los distintos actores del Programa.

6. La CAM incluirá en su plan de trabajo anual actividades establecidas en el Programa Interamericano, en consulta y/o en coordinación con los actores del Programa. 
· Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)

7. Facilitar el intercambio de información y asistencia técnica en materia de derechos humanos y legislación migratoria con órganos estatales, órganos, organismos y entidades de la OEA, organizaciones multilaterales y organizaciones de la sociedad civil y actores sociales.

8. Diseñar y promover mecanismos de combate a la trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, haciendo al mismo tiempo una distinción entre ambos y determinando sus causas.
9. Ofrecer capacitación en torno a las garantías del debido proceso en los procedimientos migratorios y en la utilización del sistema interamericano de derechos humanos para las organizaciones que ofrecen programas de asistencia jurídica gratuita a los migrantes y sus familias.
10. Ofrecer capacitación a funcionarios públicos de los países de origen, tránsito y destino sobre la asistencia consular a los migrantes de acuerdo con la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares tomando en cuenta la información, notificación, comunicación y la asistencia consular a los migrantes.
11. Fomentar la discusión sobre la promoción y protección de los derechos humanos de los migrantes y sus familias con la participación de gobiernos, organismos internacionales, representantes del sector privado y líderes sociales.

· Organismos especializados
Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) 

12. Llevar a cabo investigaciones sobre la migración femenina y su impacto en la estructura familiar, el mercado laboral y el control migratorio, entre otros.
13. Incorporar en sus programas y actividades la situación de las mujeres migrantes, su protección y prevención de la violencia de género.
14. Intensificar el estudio sobre la situación de mujeres y niñas víctimas de la trata, así como promover el intercambio sobre mejores prácticas y experiencias en el combate a la misma.
Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN)

15. Considerar dentro de sus actividades el reconocimiento de la situación particular de los niños, niñas y adolescentes migrantes que viajan no acompañados.

16. Incorporar dentro de sus programas y actividades la consideración de la protección y reintegración de los niños, niñas y adolescentes víctimas de la trata de personas.
Organización Panamericana de la Salud (OPS) 

17. Desarrollar herramientas de difusión, aprendizaje y monitoreo de normas generales de derechos humanos y estándares regionales e internacionales que protegen el derecho a la salud y otros derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias.
18. Fortalecer la capacitación para el personal de la OPS, ministerios de salud y otros actores gubernamentales que lo soliciten, sobre las obligaciones que surgen de los tratados regionales e internacionales de derechos humanos vinculados a la salud de los trabajadores migratorios y sus familias.
19. Prestar asistencia técnica, cuando sea requerida, para la revisión, formulación de planes, políticas y leyes nacionales sobre salud pública en relación con la salud de los migrantes.
20. Brindar colaboración técnica a los actores del Programa. 

B. Estados Miembros de la OEA

Los Estados Miembros de la OEA pueden desarrollar las siguientes actividades de manera unilateral o bien de forma bilateral o multilateral. Se recomienda, para ese fin, la cooperación con organizaciones intergubernamentales, multilaterales y regionales, organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales, universidades, migrantes, centros de investigación especializados y redes de la diáspora.
21. Intercambiar información en torno al fenómeno migratorio, sus características, dimensión, estadísticas e implicaciones, con el propósito de optimizar procesos migratorios.
22. Cooperar e intercambiar información entre los Estados en torno a las redes de trata de personas y de tráfico ilícito de migrantes, con el propósito de desarrollar estrategias individuales y colectivas dirigidas a la prevención, investigación, enjuiciamiento y sanción de estas actividades, así como la protección y asistencia a las personas objeto de estos delitos.
23. Considerar la firma, ratificación o adhesión a todos los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos, y tomar medidas concretas a nivel nacional para promover y fortalecer el respeto de los derechos humanos, las libertades fundamentales y los derechos económicos, sociales y culturales de todos los migrantes, en especial de aquellos en situación de vulnerabilidad.
24. Considerar la firma, ratificación o adhesión a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos sobre trata de personas y tráfico de migrantes.
25. Fomentar y facilitar políticas públicas, legislaciones y prácticas dirigidas a la protección de los derechos de los migrantes y sus familias que se encuentran sujetos a procedimientos migratorios, de acuerdo con el orden jurídico interno de cada Estado y al derecho internacional de los derechos humanos aplicable, incluido el acceso a la justicia, la protección contra la detención arbitraria, el debido proceso y la igualdad ante la ley.
26. Desarrollar capacidad institucional para el manejo y gestión de la migración mediante la capacitación de funcionarios, revisión de marcos normativos y establecimiento de sistemas de manejo migratorio ordenado y justo.
27. Expedir y facilitar la obtención de documentos de identidad a los migrantes por parte de los Estados de origen, en sus respectivas representaciones consulares.
28. Promover la asistencia consular de acuerdo con las obligaciones de los Estados Parte de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, garantizando al Estado que envía el derecho a la información, a la notificación, a la comunicación y a la asistencia de su nacional, de conformidad con dicha Convención y suscribir e implementar acuerdos de cooperación entre los Estados en esta materia, por ejemplo, mediante redes de funcionarios de enlace.
29. Promover el desarrollo de asociaciones de comunidades de migrantes residentes en el exterior, en un trabajo conjunto con las redes consulares.
30. Revisar las prácticas migratorias de cada Estado con respecto al ingreso y permanencia de extranjeros en su territorio, para asegurar que éstas se ejecuten de acuerdo con el derecho internacional aplicable de los derechos humanos y de los refugiados.
31. Realizar esfuerzos para la armonización de los requisitos migratorios entre Estados interesados de las Américas, y en el ámbito de los grupos regionales, así como impulsar la formación de áreas de libre circulación de personas, según corresponda.
32. Considerar, de acuerdo con la legislación interna, el desarrollo de programas dirigidos a promover la migración regular y los acuerdos sobre trabajadores migratorios.
33. Promover y ejecutar programas de repatriación voluntaria como alternativa a la deportación o expulsión, así como desarrollar e intercambiar buenas prácticas sobre programas de información y asistencia dirigidos a los migrantes y sus familias que regresan a sus países de origen.
34. Proveer mecanismos adecuados para los procesos de denuncia y queja presentados por los migrantes y las organizaciones de la sociedad civil por violencia y presuntas violaciones de los derechos humanos, sin perjuicio del derecho de acceder a los mecanismos de protección aplicables de los sistemas interamericano y universal.

35. Apoyar las iniciativas voluntarias diseñadas por comunidades o individuos para el uso de fondos de inversiones y de proyectos productivos que promuevan el bienestar general y el desarrollo de las comunidades de origen, junto con la participación de las comunidades de migrantes en la formulación de políticas públicas que les afecten.
36. Promover la suscripción de acuerdos bilaterales en materia de beneficios de seguridad social de los migrantes y sus familias, de manera que los aportes de seguridad social que se realicen en un Estado puedan reclamarse o transferirse al Estado en el que se encuentra radicado el trabajador migratorio.
37. Proteger la integridad física de los migrantes y tomar las medidas pertinentes para prevenir, combatir y erradicar la violencia y otras formas de delito, tales como el fraude, la extorsión y la corrupción, cometidos contra los migrantes, en particular los migrantes en situación irregular.
38. Proporcionar acceso en igualdad de condiciones al sistema judicial a todas las personas migrantes para que puedan ejercer sus derechos, en particular su derecho a la defensa y de prevenir e impugnar el encarcelamiento o deportación arbitraria y/o colectiva en todas sus formas.
39. Proporcionar los medios para preservar la salud de todas las personas a través de medidas sanitarias relativas a la asistencia médica correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad, de acuerdo con el ordenamiento constitucional y legal de cada Estado y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable.

40. Implementar las acciones y programas necesarios para mejorar el acceso efectivo y equitativo de todos los migrantes y sus familias, especialmente niños, niñas y adolescentes, a la educación, de acuerdo con el ordenamiento constitucional y legal de cada Estado y el derecho internacional de los derechos humanos aplicable. 
41. Asegurar el cumplimiento de la legislación laboral, tomando en cuenta la especial situación de vulnerabilidad de los trabajadores migrantes y sus familias.
42. Proteger el derecho a la propiedad de todos los migrantes, incluida la libre disposición de sus bienes, y prevenir la enajenación ilegal de su propiedad.
C. Organizaciones multilaterales
Instar a las organizaciones multilaterales a que tengan en cuenta los objetivos de este Programa Interamericano en las actividades que desarrollen, conforme a su mandato y de permitirlo su presupuesto, con miras a una eventual cooperación entre éstas y la CAM, los Estados Miembros de la OEA y los órganos, organismos y entidades de la Organización.
D. Otros actores
Instar a las organizaciones de la sociedad civil y otros actores, el sector académico, redes de la diáspora y migrantes, a que tengan en cuenta los objetivos de este Programa Interamericano en las actividades que desarrollen, conforme a su mandato y de permitirlo su presupuesto, con miras a una eventual cooperación entre éstos y la CAM, los Estados Miembros que lo soliciten y los órganos, organismos y entidades de la Organización.
VI. COORDINACIÓN Y ACCIONES DE SEGUIMIENTO DEL PROGRAMA 
El órgano político encargado de la coordinación para la ejecución del Programa será la CAM que para tal efecto contará con el apoyo de la unidad de la Secretaría General que a ese fin se designe. 

Los órganos, organismos y entidades de la OEA incluirán en sus informes anuales a la Asamblea General, las acciones dirigidas a la implementación de las actividades enunciadas en este Programa. Asimismo, se invitará a hacer lo propio a los Estados Miembros respecto de las actividades específicas opcionales sugeridas en este Programa. 
Anualmente, el CIDI, considerará convocar una sesión con la presencia de los actores de este Programa con el propósito de intercambiar mejores prácticas, información y nuevas propuestas que puedan incorporarse a esta iniciativa. En dicha sesión los actores de este Programa y los Estados Miembros tendrán la oportunidad de presentar además las contribuciones mencionadas en el párrafo anterior.
A efectos de asegurar un debido seguimiento del Programa, el CIDI, a través de la CAM, considerará convocar, previo a las Cumbres de las Américas una reunión de expertos para evaluar la marcha del Programa y elevar recomendaciones a las Cumbres de las Américas. En sus labores, la reunión de expertos tendrá en cuenta las contribuciones que sean presentadas por los órganos, organismos y entidades de la OEA y por los Estados Miembros, así como las conclusiones a que se lleguen en las sesiones convocadas anualmente por la CAM.

VII. 
RECURSOS HUMANOS Y FINANCIEROS 
Financiamiento

Para contribuir a la financiación de las actividades asignadas a los órganos, organismos y entidades de la OEA en apoyo de este Programa, además los recursos existentes en el Fondo Regular del programa-presupuesto de la Organización, se establecerá un fondo específico de contribuciones voluntarias, cuya utilización será determinada por la CAM.
AG/RES. 2884 (XLVI-O/16) 

APOYO Y SEGUIMIENTO DEL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,


TENIENDO EN CUENTA los mandatos y decisiones adoptadas e iniciativas emanadas de la Primera Cumbre de las Américas (Miami, 1994), la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible (Santa Cruz de la Sierra, 1996), la Segunda Cumbre de las Américas (Santiago, 1998), la Tercera Cumbre de las Américas (ciudad de Quebec, 2001), la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, 2004), la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del Plata, 2005), la Quinta Cumbre de las Américas (Puerto España, 2009), la Sexta Cumbre de las Américas (Cartagena de Indias, 2012)
/, y la Séptima Cumbre de las Américas (ciudad de Panamá., 2015)
/;

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN el reconocimiento, en la Tercera Cumbre de las Américas, de la función que cumple la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) como coordinadora de los esfuerzos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en apoyo al proceso de Cumbres de las Américas y como foro para que la sociedad civil contribuya a dicho proceso, así como en el establecimiento de la Secretaría de Cumbres; la importancia de dar un seguimiento coordinado, oportuno y eficaz a los mandatos e iniciativas de las Cumbres de las Américas; y el importante papel que desempeña la OEA en el seguimiento de la implementación de las decisiones adoptadas en las Cumbres de las Américas y como Secretaría Técnica del proceso de Cumbres; y

DESTACANDO la importancia de la labor del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres, así como de la Comunidad Virtual de Cumbres de las Américas como un instrumento para modernizar los mecanismos de diálogo entre todos los actores involucrados en el proceso de Cumbres,

RESUELVE:

1. Implementar los compromisos establecidos en la resolución AG/RES. 2846 (XLIV-O/14) para apoyar el proceso de Cumbres de las Américas y solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres continúe actuando como memoria institucional y Secretaría Técnica del proceso de Cumbres de las Américas, brindando asesoría al país sede de la Cumbre y a los Estados Miembros, según lo soliciten, en todos los aspectos relacionados con el proceso de Cumbres, y apoyando las actividades de preparación y coordinación técnica de la Octava Cumbre de las Américas, a celebrarse en Perú en 2018.

2. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, continúe apoyando el seguimiento y difusión de los mandatos e iniciativas de las Cumbres, según corresponda, –incluso involucrando los procesos ministeriales–, que continúe ofreciendo apoyo a los Estados Miembros para la implementación de los mismos, y que realice esfuerzos para promover y difundir los mandatos e iniciativas existentes entre los actores involucrados a fin de facilitar su contribución y su participación en la implementación de los mandatos e iniciativas de futuras Cumbres, promoviendo, para tal efecto, el uso de la Comunidad Virtual de Cumbres y otras plataformas de información y comunicación.
3. Encomendar a la Secretaría General que, a través del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC), presidido por la Secretaría de Cumbres en representación de la Organización de los Estados Americanos, continúe coordinando y promoviendo la implementación y seguimiento de los mandatos de las Cumbres de las Américas en las instituciones del GTCC; y que lleve a cabo, por lo menos, una reunión al año de los jefes de instituciones para examinar los avances logrados y planificar actividades conjuntas, informando al respecto a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) y al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC).

4. Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y encomendar al Secretario General que busque fondos voluntarios adicionales para llevar a cabo las actividades mencionadas en esta resolución, e instar a los Estados Miembros a que contribuyan al financiamiento de estas actividades. 

5. Instar a los Estados Miembros a que, a través del GRIC, informen regularmente sobre la implementación y seguimiento de los mandatos e iniciativas establecidos en el proceso de Cumbres de las Américas.
NOTAS DE PIE DE PÁGINA
1. … sin perjuicio de los contenidos aprobados por el Ecuador en otros contextos de negociación, según corresponda
2. … a mandatos, decisiones e iniciativas emanadas de las Quinta, Sexta y Séptima Cumbres de las Américas debido a que en estas los Jefes de Estado y de Gobierno no aprobaron las Declaraciones Políticas que contenían los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos que forman parte de la Declaración Política.
AG/RES. 2885 (XLVI-O/16)

PROGRAMA INTERAMERICANO SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,
REITERANDO el papel imprescindible de los instrumentos internacionales en la promoción y protección del acceso a la información pública, así como el rol fundamental del acceso a la información pública en el proceso electoral y democrático, en la gobernabilidad del Estado, en la transparencia y combate a la corrupción, en la protección y promoción de los derechos humanos, y en particular en el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, así como en la libertad de prensa;

RECORDANDO que el principio de máxima publicidad es consustancial al acceso a la información pública;

REAFIRMANDO la importancia de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública en la promoción del acceso a la información pública, así como la función de los Estados Miembros, de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y de la sociedad civil y otros actores sociales en la implementación de dicha ley modelo; y
TOMANDO NOTA de la propuesta de “Anteproyecto de Programa Interamericano sobre Acceso a la Información Pública” (CP/CAJP-3135/13), presentada por el Departamento de Derecho Internacional en la sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) celebrada el 11 de abril de 2013, conforme a lo solicitado en la resolución AG/RES. 2727 (XLII-O/12), y de la recomendación de la CAJP de que dicho anteproyecto fuera elevado a la Asamblea General para su aprobación,
RESUELVE:

1. Adoptar el Programa Interamericano sobre Acceso a la Información Pública que forma parte de esta resolución.

2. Solicitar al Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos que se encargue de coordinar las acciones que lleven a la plena implementación del Programa.

3. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
PROGRAMA INTERAMERICANO SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

A.
Con relación a los Estados Miembros

1.
Avanzar en la adopción e implementación de legislación interna sobre acceso a la información pública tomando como una referencia el contenido de la Ley Modelo Interamericana sobre la materia, en especial, a través de las siguientes acciones:

a)
Adopción, gestión y diseminación de esquemas de publicación ágiles y modernos que permitan el acceso a la información que está en posesión de la autoridad pública a efectos de minimizar la necesidad de que los individuos presenten solicitudes de información.

b)
Incorporación en su legislación de normas que identifiquen la “información clave” sujeta a diseminación de manera proactiva.

c)
Implementación de un sistema de mantenimiento, archivo y eliminación de activos de información.

d)
Creación, mantenimiento y publicación de un registro de solicitudes y divulgaciones.

e)
Promoción de herramientas y mecanismos que permitan monitorear y evaluar la aplicación de la normativa y prácticas de las instituciones obligadas a cumplir con la ley, incluyendo, entre otros, el uso y análisis de indicadores y estadísticas.
f)
Incorporación en su legislación interna de un régimen claro y preciso de excepciones.

g)
Establecimiento de un régimen claro con relación a la carga de la prueba que reafirme que ésta corresponderá al Estado en caso de denegación de solicitudes de entrega de información.
h)
Implementación de legislación clara en materia de procedimientos para presentar la solicitud de información, el contenido de la misma, los costos de reproducción, los plazos, las responsabilidades de la autoridad pública, el rol de los terceros interesados y los formatos de entrega de la información.

i) Implementación de legislación clara en materia de revisión administrativa y judicial de las decisiones denegatorias de información.

j)
Establecimiento claro de la responsabilidad de la autoridad pública y de los oficiales de información conforme a la legislación nacional.
k)
Creación y/o fortalecimiento, según sea el caso, de una Comisión de Información con autonomía operativa, de presupuesto y de decisión.
l)
Promoción del acceso a la información pública en todas las ramas del Gobierno y en todos los niveles de la estructura gubernamental interna, tanto a nivel federal, estatal y local, así como a los órganos, organismos y entidades independientes o autónomos de propiedad del Estado o controlados por el mismo, a las organizaciones privadas y personas naturales que reciben fondos o beneficios públicos sustanciales (directa o indirectamente) o que desempeñan funciones y servicios públicos conforme a la legislación nacional.
2.
Promover el derecho de acceso a la información pública como parte de las estrategias nacionales de desarrollo y crecimiento, y de las políticas sectoriales incluyendo campañas de sensibilización dirigidas a grupos que se encuentran en mayor grado de vulnerabilidad.
3.
Autorizar un presupuesto para cada organismo público, sujeto a las disposiciones legales, que le permita cumplir cabalmente con sus deberes en materia de acceso a la información pública.

4.
Establecer, cuando corresponda, un sistema adecuado de capacitación de funcionarios encargados de brindar información.

5.
Elaborar investigaciones y estudios sobre el impacto socioeconómico del acceso a la información pública, en colaboración con la sociedad civil y otros actores sociales, y divulgar los resultados entre los actores clave.
6.
Considerar su participación en las sesiones especiales anuales, en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos, para evaluar los avances de los países en la implementación de la Ley Modelo, intercambiar buenas prácticas y evaluar la implementación del presente programa con miras a su perfeccionamiento y fortalecimiento, así como del proyecto que desarrolla el Departamento de Derecho Internacional con el objetivo de mejorar la capacidad de los Estados Miembros en materia de transparencia y acceso equitativo a la información pública.

B.
Con relación a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos

1.
Apoyar, a solicitud de los Estados Miembros, sus esfuerzos de tomar las medidas legislativas y otros medios apropiados para garantizar el acceso a la información pública, en particular, para la implementación de la Ley Modelo o para continuar su adecuación a la misma.

2.
Facilitar ámbitos para el intercambio de buenas prácticas y experiencias exitosas que aseguran el acceso ágil y efectivo a la información pública.
3.
Difundir el contenido de la Ley Modelo Interamericana de Acceso a la Información Pública mediante la elaboración de publicaciones y la organización de eventos tales como conferencias, talleres, reuniones técnicas, entre otros.

4.
Promover intercambios de experiencias y prácticas que protegen la confidencialidad de los datos personales.
5.
Impulsar programas de capacitación dirigidos a jueces y tribunales nacionales sobre la adecuada aplicación de las garantías judiciales que protegen el derecho de acceso a la información pública.
6.
Promover canales de colaboración con otras organizaciones internacionales y con las agencias de cooperación que realizan esfuerzos en la materia, a fin de facilitar el intercambio de información y cooperación.

7.
Mantener una plataforma virtual que, entre otros aspectos, contenga las legislaciones nacionales de los Estados Miembros en materia de acceso a la información pública y buenas prácticas en la materia.

C.
Con relación a la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

1. Desarrollar y difundir el contenido del marco jurídico interamericano en materia de derecho de acceso a la información, incluyendo la Ley Modelo Interamericana de Acceso a la Información Pública, mediante la elaboración de informes sobre el alcance del derecho y la aplicación de sus principios, la asistencia a los Estados Miembros y la organización y la participación en programas de capacitación a funcionarios de las autoridades nacionales de acceso a la información y operadores de justicia.

D.
Con relación a los actores no estatales
1.
A las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales, invitarlos a que apoyen a los Estados en sus iniciativas de modernización de sus legislaciones y esquemas de publicación de información pública y a participar en y apoyar activamente la implementación del presente programa.
2.
A los medios de comunicación, incentivarlos a que promuevan entre la ciudadanía la difusión de las garantías para un mejor acceso a la información pública.

3.
A las agencias de cooperación, a los bancos de desarrollo y a los países donantes, solicitar que apoyen a los Estados Miembros a través del financiamiento de iniciativas de modernización de las legislaciones internas; de la implementación de proyectos dirigidos a mejorar la capacidad de dichos Estados de incrementar la transparencia y el acceso equitativo a la información pública; y de la implementación del presente Programa.
AG/RES. 2886 (XLVI-O/16)

DERECHO INTERNACIONAL

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2015-junio 2016” (AG/doc.5514/16 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP);

CONSIDERANDO que los programas, actividades y tareas establecidas en las resoluciones de competencia de la CAJP, en lo relativo a derecho internacional coadyuvan al cumplimiento de propósitos esenciales de la Organización, consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos;

REAFIRMANDO las normas y principios del derecho internacional y de la Carta de la Organización de los Estados Americanos; y

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2795 (XLIII-O/13), AG/RES. 2849 (XLIV-O/14) y AG/RES. 2852 (XLIV-O/14), y todas las resoluciones anteriores aprobadas sobre este tema,
I.  ACTIVIDADES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS

RESUELVE:

1. Encomendar al Consejo Permanente, a la Secretaría General y a los demás órganos comprendidos en el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, que continúen trabajando en la implementación de los mandatos aplicables y vigentes contenidos en resoluciones anteriores de la Asamblea General asignadas a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), salvo que en determinada resolución se exprese lo contrario.
2. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en dichas resoluciones mediante el desarrollo y la ejecución de actividades, la presentación de informes, el intercambio de información, la adopción de medidas y políticas, así como la cooperación, el apoyo y la asistencia mutua; y encomendar a la Secretaría General que brinde el apoyo necesario a tales efectos.
3. Reconocer el papel de la CAJP en los asuntos jurídicos y políticos en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y encomendar que trabaje en la promoción de los temas de su competencia incluidos en esta resolución e igualmente encargar al Consejo Permanente, por intermedio de la CAJP, que continúe promoviendo y coordinando la cooperación entre los órganos, organismos y entidades de la Organización.
i. Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional


CONSIDERANDO la adopción del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional por medio de la resolución AG/RES. 1471 (XXVII-O/97), y su actualización por medio de la resolución AG/RES. 2660 (XLI-O/11); y 

TENIENDO EN CUENTA que el Departamento de Derecho Internacional, en el marco de este Programa Interamericano, ha iniciado la implementación de proyectos específicos de apoyo institucional a los Estados Miembros en materia de acceso a la información, garantías mobiliarias, arbitraje internacional, protección de datos personales y derecho internacional privado,
RESUELVE:

1. Reafirmar la importancia y apoyo al Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional y solicitar al mismo tiempo al Departamento de Derecho Internacional que continúe con la ejecución de las acciones enumeradas en dicho Programa e informe anualmente de ello a la CAJP.
2. Encomendar al Departamento de Derecho Internacional que, dentro de las actividades previstas en el Programa Interamericano, siga apoyando a los Estados Miembros en la implementación de legislación interna en materia de acceso a la información pública; prorrogue la capacitación a jueces y otros funcionarios públicos en la efectiva aplicación de tratados internacionales relativos a la ejecución de decisiones y laudos arbitrales, en estricto respeto al debido proceso, a la soberanía de cada Estado y conforme al derecho internacional; siga promoviendo la Ley Modelo sobre Garantías Mobiliarias entre los Estados Miembros, y difunda los trabajos del Comité Jurídico Interamericano, entre otros, sobre los principios de la privacidad y protección de datos personales y la Ley Modelo sobre Sociedad por Acciones Simplificada.
3. Encomendar también al Departamento de Derecho Internacional que promueva una mayor difusión del derecho internacional privado entre los Estados Miembros, en colaboración con los organismos y asociaciones que trabajan en este ámbito, entre otros, la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado y la Asociación Americana de Derecho Internacional Privado.
ii. Observaciones y recomendaciones al Informe anual del Comité Jurídico Interamericano (CJI)


VISTAS las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe anual del Comité Jurídico Interamericano (CP/CAJP-3356/16), presentado ante la CAJP el 7 de abril de 2016,
RESUELVE:

1. Encomendar al Consejo Permanente que, por medio de su CAJP, otorgue la debida consideración a los recientes informes adoptados por el CJI, a saber: “Privacidad y protección de datos personales” (CJI/doc.474/15 rev. 2), “Guía sobre protección de personas apátridas” (CJI/doc.488/15 rev. 1); “Las migraciones en las relaciones bilaterales” (CJI/doc.461/14 rev. 3), y “Responsabilidad social de las empresas en el campo de los derechos humanos y el medio ambiente en las Américas” [CJI/RES. 205 (LXXXIV-O/14)]; e informe al CJI sobre los resultados de dichas consideraciones. 

2. Agradecer al CJI por la elaboración del documento “Ley Modelo sobre Sociedad por Acciones Simplificada” [CJI/RES. 188 (LXXX-O/12)], y solicitar al Consejo Permanente que, a través de su CAJP, evalúe la posibilidad de que dicha Ley Modelo sea sometida a consideración de la Asamblea General en su próximo período ordinario de sesiones. 

3. Subrayar la necesidad de reforzar el apoyo administrativo y presupuestario al CJI y al Curso de Derecho Internacional que organiza anualmente en Río de Janeiro el CJI y su Secretaría Técnica, además de reafirmar la importancia de los contactos que el Comité mantiene con los órganos de la Organización. 
iii. Protección de bienes culturales patrimoniales
AFIRMANDO el compromiso de nuestros países de proteger el patrimonio cultural de las Américas para futuras generaciones;
RECONOCIENDO que el patrimonio cultural en su conjunto según fuera definido en el numeral 23 de la Declaración de México sobre las Políticas Culturales de agosto de 1982, comprende “las obras de sus artistas, arquitectos, músicos, escritores y sabios, así como las creaciones anónimas, surgidas del alma popular, y el conjunto de valores que dan sentido a la vida. Es decir, las obras materiales y no materiales que expresan la creatividad de sus pueblos: la lengua, los ritos, las creencias, los lugares y monumentos históricos, la literatura, las obras de arte y los archivos y bibliotecas”;
TOMANDO NOTA de la Convención sobre Defensa del Patrimonio Arqueológico, Histórico y Artístico de las Naciones Americanas de 1976 y del informe aprobado por el CJI en materia de “Legislación modelo sobre protección de bienes culturales en casos de conflicto armado”, documento CJI/doc.403/12 rev. 5, de 15 de marzo de 2013; y
MANIFESTANDO preocupación por la pérdida del patrimonio cultural debido a la destrucción, el saqueo y comercio ilícito de bienes culturales por lo que requieren respuestas comunes y la generación de mecanismos eficaces de cooperación internacional para combatirla, 

RESUELVE:

1. Alentar a los Estados Miembros de la OEA que aún no lo hayan hecho a que consideren adherirse a las Convenciones de la Organización de Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), relacionadas con la protección de los bienes culturales, así como a la Convención de La Haya para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado de 1954 y sus Protocolos adicionales y el Convenio de UNIDROIT sobre bienes culturales robados o exportados ilícitamente de 1995.

2. Encomendar al CJI que analice los instrumentos jurídicos existentes relacionados con protección de bienes culturales patrimoniales, tanto en el sistema interamericano como internacional, a fin de que antes del cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General ponga en conocimiento del Consejo Permanente un estado actual de la normativa vigente sobre el tema con el fin de fortalecer el ordenamiento jurídico interamericano en la materia.
iv. Promoción y respeto del derecho internacional humanitario
RECORDANDO que la obligación de respetar y hacer respetar en todas las circunstancias el derecho internacional humanitario, tanto convencional como consuetudinario, incumbe a todos los Estados Parte de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, al igual que los Estados que forman parte de los tres Protocolos adicionales;
REAFIRMANDO que para ello es necesario fortalecer la implementación del derecho internacional humanitario impulsando su universalización, su más amplia difusión y la adopción de medidas nacionales para su debida aplicación; y
DESTACANDO el papel que cumple el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), como institución neutral, imparcial e independiente, para proteger y asistir a las víctimas de los conflictos armados y otras situaciones de violencia, así como para promover y difundir el respeto del derecho internacional humanitario,
RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros a que consideren ratificar o adherirse a los tratados relacionados con el derecho internacional incluyendo aquellos sobre la prohibición o restricción sobre el uso de ciertas armas por razones humanitarias y, conforme sea aplicable, se adopten las medidas legislativas necesarias para prevenir las conductas prohibidas por estos y otros tratados, en particular a lo referente a la destrucción de armas, la limpieza de armas contaminadas con restos explosivos, la debida atención a las víctimas y el control sobre el comercio de armas, así como integrar el derecho internacional humanitario en las doctrinas, los procedimientos y la formación de las fuerzas armadas y de seguridad.
2. Instar a los Estados Miembros a que contribuyan activamente al seguimiento de las resoluciones adoptadas en la XXXII Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja celebrada en Ginebra, Suiza, del 8 al 10 de diciembre de 2015, en particular las referentes al fortalecimiento del cumplimiento del derecho internacional humanitario, al fortalecimiento del derecho internacional humanitario que protege a las personas privadas de libertad, a la violencia sexual y por motivos de género y a la asistencia de los servicios de salud en casos de peligro. 

3. Invitar a los Estados Miembros a que continúen apoyando el trabajo de los comités o comisiones nacionales encargados de la aplicación y la difusión del derecho internacional humanitario, e instar a los Estados que no cuentan con dicho órgano a que consideren su establecimiento como una manera de fortalecer la promoción y el respeto del derecho internacional humanitario.
4. Expresar satisfacción por la cooperación entre la OEA y el CICR en el ámbito de la promoción del respeto del derecho internacional humanitario y de los principios que lo rigen, e instar a la Secretaría General a que siga fortaleciendo esa cooperación, inclusive a través de sesiones especiales sobre temas relacionados con el derecho internacional humanitario.
v. Libertad de comercio e inversión en el Hemisferio
RECORDANDO la resolución AG/RES. 1364 (XXVI-O/96), “Libertad de comercio e inversión en el Hemisferio”, mediante la cual encomendó al CJI que realizara un estudio sobre el tema;
RECONOCIENDO la opinión del CJI (CJI/RES. II-14/96) en la que se afirma que el Comité concluyó unánimemente “que los fundamentos y la eventual aplicación de la legislación objeto de esta opinión, en las áreas significativas anteriormente descritas, no guardan conformidad con el derecho internacional”; y
TENIENDO EN CUENTA las resoluciones que a la fecha han sido adoptadas en la materia y el “Proyecto de informe del Consejo Permanente sobre libertad de comercio e inversión en el Hemisferio” (CP/CG-2006/14 rev. 2), 

RESUELVE:

1. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, sobre los desarrollos relativos a este asunto. 
II.  SEGUIMIENTO E INFORMES

RESUELVE:

Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
AG/RES. 2887 (XLVI-O/16)

PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS
/
/
/
/
/
/
(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2015-junio 2016” (AG/doc.5514/16 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP);

CONSIDERANDO que los programas, actividades y tareas establecidas en las resoluciones de competencia de la CAJP coadyuvan al cumplimiento de propósitos esenciales de la Organización, consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos; 

REAFIRMANDO las normas y principios del derecho internacional y de la Carta de la Organización de los Estados Americanos; del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como los derechos consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos vinculantes en la materia, y el importante rol que tienen los órganos del sistema interamericano de derechos humanos en la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas; y

RECORDANDO la declaración AG/DEC. 71 (XLIII-O/13), las resoluciones AG/RES. 2781 (XLIII-O/13), AG/RES. 2790 (XLIII-O/13), AG/RES. 2799 (XLIII-O/13), AG/RES. 2802 (XLIII-O/13), AG/RES. 2804 (XLIII-O/13), AG/RES. 2805 (XLIII-O/13), AG/RES. 2821 (XLIV-O/14), AG/RES. 2822 (XLIV-O/14), AG/RES. 2823 (XLIV-O/14), AG/RES. 2825 (XLIV-O/14), AG/RES. 2826 (XLIV-O/14), AG/RES. 2829 (XLIV-O/14), AG/RES. 2831 (XLIV-O/14), AG/RES. 2832 (XLIV-O/14), AG/RES. 2839 (XLIV-O/14), AG/RES. 2840 (XLIV-O/14), AG/RES. 2845 (XLIV-O/14), AG/RES. 2847 (XLIV-O/14), AG/RES. 2850 (XLIV-O/14), AG/RES. 2851 (XLIV-O/14), AG/RES. 2854 (XLIV-O/14), AG/RES. 2863 (XLIV-O/14), AG/RES. 2864 (XLIV-O/14) y AG/RES. 2867 (XLIV-O/14), y todas las resoluciones anteriores aprobadas sobre este tema,
I.  ACTIVIDADES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
RESUELVE:
1. Encomendar al Consejo Permanente, a la Secretaría General y a los demás órganos comprendidos en el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, que continúen trabajando en la implementación de los mandatos aplicables y vigentes contenidos en resoluciones anteriores de la Asamblea General asignadas a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), salvo que en determinada resolución se exprese lo contrario.
2. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en dichas resoluciones mediante el desarrollo y la ejecución de actividades, la presentación de informes, el intercambio de información, la adopción de medidas y políticas, así como la cooperación, el apoyo y la asistencia mutua; y encomendar a la Secretaría General que brinde el apoyo necesario a tales efectos.
3. Reconocer el papel de la CAJP en los asuntos jurídicos y políticos en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y encomendar que trabaje en la promoción de los temas de su competencia incluidos en esta resolución e igualmente encargar al Consejo Permanente, por intermedio de la CAJP, que continúe promoviendo y coordinando la cooperación entre los órganos, organismos y entidades de la Organización.

i. Reconocimiento y promoción de los derechos de los y las afrodescendientes en las Américas


TENIENDO PRESENTE que la Carta Democrática Interamericana señala que el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas contribuye al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana; y que la Carta Social de las Américas señala que “los Estados Miembros reconocen las contribuciones de los pueblos indígenas, afrodescendientes y comunidades migrantes al proceso histórico continental e insular, y promoverán su valoración”; y

REAFIRMANDO el firme compromiso de los Estados Miembros para enfrentar, a través de los distintos mecanismos, el flagelo del racismo, la discriminación y la intolerancia en sus sociedades, como un problema que afecta a la sociedad en general, y que debe ser combatida en todas sus manifestaciones individuales, estructurales e institucionales,
RESUELVE:

1.
Encomendar a la Secretaría General y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que, en coordinación con los Estados Miembros, continúen la difusión y promoción de los derechos de las y los afrodescendientes, que elaboren e implementen proyectos para la promoción, protección y garantía de sus derechos, tanto de la Organización como los Estados Miembros, y que difundan y promuevan la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia.

2.
Encomendar a la CIDH que siga prestando especial atención a los derechos de las y los afrodescendientes y a la eliminación de la discriminación racial mediante sus mecanismos y funciones y, en particular, a través de su Relatoría en la materia.
3.
Exhortar nuevamente a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que, según sea el caso, firmen, ratifiquen o se adhieran a los instrumentos interamericanos en materia de protección de derechos humanos, incluida la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia.
ii. Promoción y protección de los derechos humanos en el ámbito empresarial


DESTACANDO la sesión especial de la CAJP para fomentar el intercambio de buenas prácticas y experiencias en cuanto a la promoción y protección de los derechos humanos en el ámbito empresarial, celebrada el 29 de enero de 2015;

SUBRAYANDO que la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas promueve el desarrollo basado en el comportamiento empresarial responsable y hace referencia a los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos, entre otras iniciativas; y

RECONOCIENDO las importantes contribuciones de las empresas, incluidas las microempresas y cooperativas, al desarrollo sostenible basado en el comportamiento empresarial responsable, dinámico y eficiente que protege los derechos laborales y los requisitos sanitarios y ambientales de conformidad con las normas y los acuerdos internacionales pertinentes y otras iniciativas que se estén llevando a cabo en esta esfera,
RESUELVE:

1. Continuar promoviendo la implementación de los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos, exhortando a los Estados Miembros y a sus respectivos institutos nacionales de derechos humanos y/o instituciones competentes a que den la mayor difusión posible a estos principios, facilitando el intercambio de información, el diálogo constructivo y compartiendo buenas prácticas de promoción y protección de los derechos humanos en el ámbito empresarial, a fin de lograr una mayor concientización sobre los beneficios de su aplicación e invitar a todos los Estados Miembros a participar constructivamente en las iniciativas relacionadas al efectivo cumplimiento de las empresas con respecto a los derechos humanos. 

2. Alentar a los mecanismos regionales de financiamiento y de desarrollo, especialmente al Banco Interamericano de Desarrollo, a que siempre que sea solicitado tanto por los Estados Miembros como por las empresas y otras entidades públicas o privadas, apoyen los esfuerzos de implementación de los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos entre otras iniciativas en la materia que tengan lugar en el Hemisferio y que consideren, en el ámbito de sus órganos de dirección, la evaluación de criterios para el respeto de los derechos humanos en sus mecanismos de financiación de proyectos.
3. Solicitar a la Secretaría General, a la CIDH y a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), dentro del ámbito de sus competencias y de manera coordinada, que continúen apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en la promoción y aplicación de los compromisos estatales y empresariales en materia de derechos humanos y empresas, incluidas entre otras iniciativas, el apoyo en el desarrollo de planes nacionales de acción sobre derechos humanos y empresas como una de las formas de aplicar los Principios Rectores.
4. Solicitar a la CIDH que para el último semestre de 2016 realice un estudio sobre los estándares interamericanos en materia de empresas y derechos humanos a partir de un análisis de las convenciones, jurisprudencia e informes emanados del sistema interamericano, lo que podrá servir de insumo para los esfuerzos realizados por los Estados Miembros en varias iniciativas nacionales e internacionales en la esfera de empresas y derechos humanos. Este mandato estará condicionado a la identificación de los recursos financieros necesarios. Como seguimiento de lo anterior, pedir a la CIDH que informe al Consejo Permanente durante el primer trimestre de 2017 los resultados de dicho estudio.

iii. Regulación consciente y efectiva de las empresas en el ámbito de los derechos humanos

RECORDANDO el contenido de la resolución 26/9, “Elaboración de un instrumento jurídicamente vinculante sobre empresas transnacionales y otras empresas con respecto a los derechos humanos”, aprobada por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas el 14 de julio del 2014;
DESTACANDO que recae en los Estados la obligación y la responsabilidad primaria de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales en contra de los abusos cometidos en su territorio y su jurisdicción inclusive por terceros, incluidas las empresas; 

RECONOCIENDO que las empresas tienen la capacidad de fomentar el bienestar económico, el desarrollo, el progreso tecnológico y la riqueza, así como la responsabilidad de respetar los derechos humanos y promover la equidad de género y el empoderamiento económico de la mujer; y

TOMANDO NOTA del informe sobre “Responsabilidad social de las empresas en el campo de los derechos humanos y el medio ambiente en las Américas”, aprobado por el Comité Jurídico Interamericano mediante la resolución CJI/RES. 205 (LXXXIV-O/14),
RESUELVE:
1. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros para fortalecer los mecanismos que establecen garantías para el respeto de los derechos humanos y el medio ambiente por parte de las empresas, actuando en concordancia y observancia de los instrumentos internacionales aplicables, y de conformidad con las legislaciones nacionales.
2. Alentar a los Estados Miembros a que consideren su participación en las iniciativas a nivel nacional, regional o global para la protección de los derechos humanos de quienes puedan verse afectados por actividades de las empresas.

3. Solicitar al Comité Jurídico Interamericano que realice una recopilación de buenas prácticas, iniciativas, legislación, jurisprudencia y desafíos que puedan ser utilizados como base para identificar alternativas para el tratamiento del tema, la cual se pondrá a consideración del Consejo Permanente en el plazo de un año; y, adicionalmente, requerir a los órganos del sistema interamericano de derechos humanos que contribuyan con sus aportes y experiencia a dicho proceso. La ejecución del presente mandato estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
iv. Protección de los solicitantes de la condición de refugiado y de los refugiados en las Américas

DESTACANDO que el proceso conmemorativo del trigésimo aniversario de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984 (Cartagena 30), realizado durante el año 2014, ha permitido identificar los nuevos retos y desafíos de protección internacional para las personas refugiadas, desplazadas y apátridas en las Américas, a través de una activa participación de los países de América Latina y el Caribe, en colaboración con organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales; y
RESALTANDO la importancia de la Declaración de Brasil “Un marco de cooperación y solidaridad regional para fortalecer la protección internacional de las personas refugiadas, desplazadas y apátridas en América Latina y el Caribe” (“Declaración de Brasil”) y del Plan de Acción de Brasil: Una Hoja de Ruta Común para Fortalecer la Protección y Promover Soluciones Sostenibles para las Personas Refugiadas, Desplazadas y Apátridas en América Latina y el Caribe dentro de un Marco de Cooperación y Solidaridad (“Plan de Acción de Brasil”), adoptados el 3 de diciembre de 2014, como el nuevo marco estratégico para la protección de personas refugiadas, de solicitantes de la condición de refugiado, desplazadas y apátridas,
RESUELVE:
1. Exhortar a todos los Estados a que continúen defendiendo y respeten los principios internacionales de protección de los refugiados y solicitantes de la condición de refugiado en particular el de la no devolución.
2. Reconocer y reafirmar la plena vigencia e importancia fundamental de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967 como los principales instrumentos para la protección de los refugiados y reafirmar el compromiso de los Estados Parte de dichos instrumentos de implementar plena y efectivamente las obligaciones contenidas en ellos, así como de la Declaración de Cartagena.
3. Exhortar a los países que adoptaron la Declaración y Plan de Acción de Brasil, como nuevo marco estratégico para responder a las necesidades de protección de las personas refugiadas, desplazadas y apátridas, para que pongan en marcha sus programas temáticos durante la próxima década, sobre la base de la solidaridad y cooperación regionales, y propicien el intercambio de buenas prácticas entre los países de América Latina y el Caribe, con el apoyo de la comunidad internacional.

4. Reafirmar la importancia y el papel vital de la cooperación internacional en la búsqueda y el fortalecimiento de formas de admisión y soluciones duraderas para atender a la situación de los refugiados y los solicitantes de tal condición, y exhortar a los Estados Miembros y la comunidad internacional a que incrementen la cooperación técnica y económica con los países del Hemisferio y de otras regiones receptoras de refugiados que así lo requieran, y para que trabajen en cooperación con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), cuando sea apropiado, para brindar protección efectiva a solicitantes de la condición de refugiado y a refugiados. 

v. Prevención y reducción de la apatridia y protección de las personas apátridas en las Américas

RESUELVE:

1. Dar la bienvenida al Plan de Acción Mundial, a la Declaración y Plan de Acción de Brasil y a la campaña global promovida por ACNUR denominada #IBELONG, como el marco estratégico global y subregional que permitirá acabar con la apatridia. 

2. Destacar la importancia de las convenciones sobre apatridia e invitar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren ratificar o adherir a las mismas, según proceda, y además invitar a los Estados Miembros a que establezcan procedimientos justos y eficientes para determinar la apatridia y otorgar facilidades para la naturalización de las personas apátridas, según proceda. 

3. Exhortar a los Estados Miembros que no lo hubieran hecho aún, a eliminar la discriminación contra la mujer del régimen jurídico relativo a la nacionalidad, incluir salvaguardas apropiadas para prevenir los casos de apatridia, promover el registro civil y resolver debidamente los casos de apatridia existentes, en línea con sus obligaciones internacionales relacionadas con los derechos humanos y apatridia.
vi. Desplazados internos


RESALTANDO que los Estados tienen la responsabilidad fundamental de respetar, promover y proteger los derechos humanos de todas las personas dentro de su territorio y sujetas a su jurisdicción, incluidos los desplazados internos y de proporcionar a éstos la protección y asistencia humanitaria, así como atender, según corresponda, las causas de la problemática del desplazamiento interno en sus territorios y anima a hacerlo, cuando sea apropiado, en cooperación con la comunidad internacional, 

RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros a que, cuando corresponda, incluyan en sus planes, políticas y programas sectoriales las necesidades especiales de los desplazados internos como son la pérdida de protección física, la pérdida de los medios de subsistencia y la exposición a nuevos riesgos, así como de las comunidades afectadas por el desplazamiento interno, en particular en la elaboración de programas vinculados con la prevención de las diversas causas y consecuencias relacionadas directamente con dicho desplazamiento, incluidas políticas sociales y de seguridad, programas de desarrollo, de combate a la pobreza y de reducción del riesgo de desastres naturales, incorporando la perspectiva de género y las necesidades particulares y diferenciadas de los grupos en situación de vulnerabilidad, en los que podrían considerarse asimismo, las necesidades de las comunidades receptoras.
2. Instar a los Estados Miembros a que evalúen la conveniencia de incorporar en su legislación nacional los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos elaborados por el Representante del Secretario General de las Naciones Unidas sobre la cuestión de los desplazados internos, así como para aplicarlos en el diseño e implementación de planes, políticas y programas de apoyo y protección para las personas desplazadas.

vii. Migración internacional y la protección de los derechos de las personas migrantes

REAFIRMANDO los principios y normas consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre que proclama que todas las personas son iguales ante la ley; la Convención Americana sobre Derechos Humanos que reconoce que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana; y la Declaración Universal de Derechos Humanos que establece que toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado, y a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país, 

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados a que promuevan y protejan de manera efectiva los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias, con especial énfasis en las mujeres y los niños, niñas y adolescentes migrantes, sin importar su estatus migratorio, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos.

2. Reconocer la importante contribución de los migrantes al desarrollo integral y resaltar los beneficios económicos, sociales y culturales de las sociedades diversas y pluralistas; condenar enérgicamente las manifestaciones o actos de racismo, discriminación, xenofobia y otras formas conexas de intolerancia contra las personas migrantes relacionadas con el acceso al empleo, la formación profesional, la vivienda, la educación, los servicios de salud, los servicios sociales y los servicios destinados al uso público. 

3. Expresar preocupación por las crecientes actividades de la delincuencia organizada transnacional y nacional y de otros que se benefician de los delitos contra las personas migrantes, especialmente contra mujeres, niños, niñas y adolescentes migrantes y alentar a los Estados que aún no lo han hecho a que promulguen leyes nacionales y adopten medidas más eficaces para combatir la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes, así como a intensificar las acciones de cooperación internacional para combatir estos delitos. 

viii. Fortalecimiento del Mecanismo de Seguimiento para la implementación del Protocolo de San Salvador


DESTACANDO que a la fecha dieciséis Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) han ratificado el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, en cuyo artículo 19 se dispone que los Estados Parte se comprometen a presentar informes periódicos respecto de medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto de los derechos consagrados en el mismo Protocolo, y que las correspondientes normas fueron establecidas mediante la resolución AG/RES. 2074 (XXXV-O/05) y subsiguientes; y

TENIENDO PRESENTE que la resolución AG/RES. 2823 (XLIV-O/14) solicitó a la Secretaría Técnica del Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales Previstos en el Protocolo de San Salvador la revisión de todas las regulaciones existentes con respecto a la conformación, designación, rotación y duración de los períodos de los miembros del Grupo de Trabajo y –en caso de ser necesario– presentar para la consideración y aprobación de la Asamblea General los ajustes y clarificaciones que sean necesarias con el fin de asegurar un proceso ordenado que garantice su buen funcionamiento para la revisión de los informes; y que de acuerdo con el Reglamento y Normas de Procedimiento del Grupo de Trabajo, contenido en el documento CP/CAJP/INF. 187/13, se establece que en caso de que no elegirse a los nuevos miembros del Grupo de Trabajo para sustituir a los miembros que terminen sus mandatos, éstos continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta que se efectúe la elección de los nuevos miembros, 

RESUELVE:

1. Solicitar a los Estados Parte que presenten los informes nacionales de avance correspondientes al segundo agrupamiento de derechos antes del 31 de diciembre de 2016.

2. Invitar a los Estados Miembros a que consideren firmar y ratificar o adherir, según sea el caso, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador” y a contribuir al Fondo Específico para el Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales Previstos en el Protocolo de San Salvador a todos los Estados Parte del Protocolo de San Salvador, a los Estados Miembros y observadores permanentes, así como a personas o entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, tal como se define en el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y otras disposiciones de la OEA.
3. Solicitar a la Secretaría Técnica del Grupo de Trabajo que revise dentro de un plazo razonable las regulaciones existentes con respecto a la conformación, designación, rotación y duración de los miembros del Grupo de Trabajo y –en caso de ser necesario– presente para la consideración y aprobación de la Asamblea General los ajustes y clarificaciones que sean necesarias con el fin de asegurar un proceso ordenado que garantice su buen funcionamiento para la revisión de los informes periódicos de los Estados Partes. Mientras tanto, el Grupo de Trabajo continuará operando con los miembros actuales hasta tanto no se revisen dichas regulaciones o se presenten candidatos para sus reemplazos.
ix. Hacia la defensa pública oficial autónoma como salvaguarda de la integridad y libertad personal

SUBRAYANDO la importancia fundamental que tiene el servicio de asistencia letrada gratuita y las instituciones de defensa pública oficial, o según la denominación que corresponda en la legislación interna, para la promoción y protección del derecho de acceso a la justicia de todas las personas, en particular de aquellas que se encuentran en una situación especial de vulnerabilidad; y

CELEBRANDO la adopción de la Guía Regional para la Defensa Pública y la Protección Integral de las Personas Privadas de Libertad, los Manuales de Monitoreo de Derechos Humanos en los Centros de Privación de Libertad, Visitas Generales y Entrevistas Individuales por parte de las Defensorías Públicas, el Manual Regional de Buenas Prácticas Penitenciarias y el Manual Regional: las Reglas de Bangkok en clave de Defensa Pública, elaborados por la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas.
RESUELVE:

1. Alentar a los Estados y a las instituciones de defensa pública oficial, según corresponda, a procurar el absoluto respeto a los defensores públicos en el ejercicio de sus funciones libre de injerencias y controles indebidos por parte de otros poderes del Estado.
2. Fomentar que las defensorías públicas desarrollen en el marco de su autonomía, según corresponda, instrumentos destinados a la sistematización y registro de casos de denuncia de tortura y otros tratos inhumanos, crueles y degradantes que puedan funcionar como herramientas para estrategias y políticas de prevención, teniendo como objetivo fundamental evitar violaciones de los derechos humanos de las personas privadas de libertad, reconociendo que los defensores públicos resultan actores fundamentales en la prevención, denuncia y acompañamiento de víctimas de tortura y otros tratos inhumanos, crueles y degradantes. En línea con ello, la Secretaría General a través del Departamento de Derecho Internacional continuará colaborando con la AIDEF en la capacitación a defensores públicos sobre los diferentes aspectos que contribuyen a la mejora del acceso a la justicia.
x. La protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo

RECORDANDO que las medidas contra el terrorismo deben aplicarse respetando plenamente los derechos humanos de todas las personas, incluidos los miembros de las minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, y que no deben ser discriminatorias, de conformidad con el derecho internacional, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social,
RESUELVE:

1.
Instar a los Estados Miembros a que, en el marco del respeto y cumplimiento a los derechos humanos contenido en los instrumentos internacionales sobre la materia, promuevan e implementen en todos los niveles la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo, teniendo en cuenta que uno de sus pilares es asegurar el respeto de los derechos humanos, para avanzar en el objetivo común de erradicar el flagelo del terrorismo internacional, y a que tomen en cuenta la adopción, la implementación y aplicación de las diferentes convenciones y protocolos internacionales sobre terrorismo, así como el seguimiento de las resoluciones 1373 (2001) y 1624 (2005) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

xi. Personas desaparecidas y la atención a las necesidades de sus familiares
REAFIRMANDO la responsabilidad de los Estados de continuar desplegando los esfuerzos que sean necesarios para aliviar el sufrimiento, la ansiedad e incertidumbre por los que atraviesan los familiares de las personas dadas por desaparecidas a raíz de situaciones de conflicto armado, de situaciones de violencia armada, migraciones o desastres naturales, entre otras, para dar respuesta a sus diversas necesidades, así como satisfacer su derecho a la verdad y a la justicia, y cuando sea procedente a la reparación por el daño causado;
RECORDANDO que la desaparición forzada constituye una violación múltiple y continuada de varios derechos humanos, cuya práctica generalizada o sistemática constituye un crimen de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional aplicable; y
DESTACANDO la experiencia en distintos Estados de mecanismos para atender las necesidades de los familiares, así como el desarrollo de las ciencias forenses y su importante aporte en el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas, y los documentos y herramientas elaborados por el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) y otras organizaciones con experiencia en la búsqueda de personas desaparecidas y las respuestas a las necesidades de sus familiares; los estándares mínimos de trabajo psicosocial propuestos en el Consenso Mundial de Principios y Normas Mínimas sobre Trabajo Psicosocial en Procesos de Búsqueda e Investigaciones Forenses para Casos de Desapariciones Forzadas, Ejecuciones Arbitrarias o Extrajudiciales,
RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus obligaciones en materia de derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, y tomando en consideración la jurisprudencia existente en la materia, continúen con la adopción progresiva de medidas, incluidas disposiciones nacionales de carácter normativo e institucional destinadas a:

a) prevenir la desaparición de personas, con particular atención a las relacionadas con grupos en condición de vulnerabilidad;
b) atender los casos de migrantes desaparecidos, así como de niños, niñas y adolescentes dados por desaparecidos con la finalidad de buscarlos, identificarlos y, de ser posible, reunirlos con sus familias y promover la cooperación regional de atención técnica y judicial;
c) esclarecer el paradero y la suerte que corrieron las personas desaparecidas para dar una pronta respuesta a los familiares, valorando la posibilidad de establecer mecanismos para la búsqueda de personas desaparecidas que permitan un marco de investigación amplio e integral y, en caso de muerte, priorizar el objetivo humanitario de recuperación, identificación, restitución y entierro digno de los restos humanos, sin que ello signifique renunciar al cumplimiento de las obligaciones de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las desapariciones;
d) atender las necesidades de los familiares, tales como saber qué ocurrió con sus seres queridos, recuperar los restos humanos y sepultarlos dignamente según sus costumbres y tradiciones, resolver los problemas legales y administrativos mediante un marco jurídico interno integral en el que se reconozca la situación jurídica de las personas desaparecidas estableciendo figuras tales como la “declaración de ausencia por desaparición”, recibir apoyo económico, atención psicológica y psicosocial; acceder a la justicia, realizar actos de memoria y conmemoración, obtener compensaciones y reparaciones, entre otras, teniendo presente la forma en que los familiares las prioricen;
e) garantizar la participación y representación de las víctimas y sus familiares en los procesos pertinentes, así como el acceso a la justicia y a mecanismos para que puedan obtener una reparación justa, pronta y efectiva; de la misma manera, garantizar disposiciones para la protección de las víctimas y los testigos ante los tribunales penales y en otros mecanismos de la justicia transicional cuya seguridad e integridad personal sea afectada como consecuencia de sus denuncias sobre el delito de desaparición forzada;
f) fortalecer las competencias técnicas para la búsqueda, recuperación y uso de diversas ciencias forenses, y respaldar los procesos de capacitación de los profesionales de tales ciencias, para la identificación de los restos humanos, incluso en relación con la problemática de las personas migrantes dadas por desaparecidas, de acuerdo con estándares y procedimientos científicos validados internacionalmente;
g) garantizar el adecuado manejo de la información, incluida aquella referida a los datos personales de las personas desparecidas y de sus familiares, a través de la creación de bases de datos centralizadas que reúnan, protejan y gestionen los datos con arreglo a las normas y disposiciones jurídicas nacionales e internacionales.
2. Alentar a los Estados Miembros a ratificar o adherirse a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y a la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, implementarlas en su ordenamiento interno, a reconocer la competencia del Comité contra la Desaparición Forzada; a compartir experiencias y buenas prácticas; a fortalecer la cooperación internacional, el intercambio de información; y apoyar la participación y la asistencia técnica de instituciones internacionales y nacionales con experiencia reconocida en la búsqueda de personas desaparecidas. Asimismo, invitar a los Estados Miembros a que sigan cooperando con el CICR, facilitando su trabajo y acogiendo sus recomendaciones técnicas con miras a consolidar las medidas adoptadas por los Estados en el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas y de atención a sus familiares.
3. Alentar a los Estados Miembros a que promuevan en el plano nacional la adopción de medidas respecto de las previsiones de la resolución AG/RES. 2134 (XXXV-O/05), “Las personas desaparecidas y la asistencia a sus familiares” y de las resoluciones posteriores sobre este tema, aprobadas por esta Asamblea General y brinden información de forma periódica al respecto; encargándose a la CAJP que prevea en su agenda socializar dicha información antes del cuadragésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización.
xii. Observaciones y recomendaciones al Informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
/
RECONOCIENDO que la Corte Interamericana de Derechos Humanos es el único tribunal regional en materia de derechos humanos y que sus sentencias son de obligatorio cumplimiento para aquellos Estados que reconocen su jurisdicción;
DESTACANDO la importancia que tiene la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la efectiva protección de los derechos humanos en el Hemisferio, a través del desarrollo de sus funciones contenciosas y consultivas; y

RECONOCIENDO la importancia de que se continúen extendiendo invitaciones para la celebración de períodos de sesiones fuera de la sede de la Corte Interamericana por ser una iniciativa importante de difusión y promoción de los derechos humanos, y el carácter constructivo de las audiencias de supervisión de cumplimiento,
RESUELVE: 

1.
Reafirmar el valor esencial de la labor, jurisprudencia y opiniones consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para la efectiva vigencia y respeto de los derechos humanos en el Hemisferio y el Estado de derecho.
2.
Reafirmar su compromiso de lograr el pleno financiamiento de la Corte a través del Fondo Regular de la OEA sin que ello vaya en detrimento del financiamiento para los otros mandatos de la Organización. Mientras se alcanza ese compromiso, invitar a los Estados Miembros, a los Estados observadores y a otras instituciones a que continúen realizando contribuciones voluntarias a la Corte Interamericana. Asimismo, se invita a los Estados y a otras instituciones a continuar realizando sus contribuciones al fondo de asistencia legal de víctimas.

xiii. Observaciones y recomendaciones al Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
/
RECONOCIENDO el trabajo de la CIDH en el cumplimiento de su función de promover la observancia y defensa de derechos humanos y de servir como órgano consultivo en esta materia, en particular lo relativo al desarrollo de estándares de protección de derechos humanos en temas transversales como la igualdad, la no discriminación mediante los informes temáticos, de país y de casos; a la realización de visitas de observación y de trabajo; a la puesta en funcionamiento de mecanismos innovadores que buscan brindar asesoría técnica y promover la justicia en Estados Miembros; a los avances registrados en la actualización del sistema de casos y peticiones individuales para facilitar el acceso a la justicia a la víctimas de violaciones de derechos humanos; a la promoción del uso del mecanismo de soluciones amistosas; a la realización de actividades de promoción y capacitación en derechos humanos y a la convocatoria de las audiencias públicas como foro interamericano de derechos humanos de la región;

REITERANDO la importancia de que todos los Estados Miembros de la Organización ratifiquen o adhieran, según corresponda, a las convenciones y protocolos interamericanos en materia de derechos humanos, especialmente a la Convención Americana sobre Derechos Humanos;
CONSIDERANDO que el cumplimiento de las decisiones de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos constituye un elemento para asegurar la plena vigencia de los derechos humanos en los Estados Miembros de la OEA, así como para contribuir en la consolidación de la legitimidad de dicho sistema; y

RECONOCIENDO que la Comisión en su informe anual del año 2015 manifestó que “[e]l establecimiento de la paz en Colombia es una condición fundamental para garantizar a sus habitantes el respeto a sus derechos fundamentales” y que “valora los avances encaminados hacia la consecución de un acuerdo final” y, en ese sentido, resaltando la valiosa contribución que puede ofrecer la CIDH al Estado y a la sociedad colombiana en su conjunto a fin de colaborar con este proceso,
RESUELVE:

1. 
Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros con la CIDH.
2. 
Instar a los Estados Miembros que aún no lo han hecho a firmar, ratificar o adherir, lo antes posible y según sea el caso, todos los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos, en particular la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
3.
Reafirmar su compromiso de lograr el pleno financiamiento de la CIDH a través del Fondo Regular de la OEA sin que ello vaya en detrimento del financiamiento para los otros mandatos de la Organización. Mientras se alcanza ese compromiso, invitar a los Estados Miembros, a los Estados observadores y a otras instituciones a que continúen realizando contribuciones voluntarias. En este contexto se alienta a los Estados Miembros a que continúen extendiendo invitaciones a la Comisión a realizar visitas de observación y de trabajo, y a celebrar sesiones extraordinarias en los Estados Miembros. Asimismo, alentar a la CIDH a que continúe presentando su reporte financiero y de recursos que se incluye habitualmente en su informe anual.
xiv. Integración equilibrada en género y con representatividad geográfica y de los diferentes sistemas jurídicos, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos

DESTACANDO la importancia de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH se integren por personas imparciales, independientes y de reconocida competencia en materia de derechos humanos, de acuerdo con los principios de no discriminación, equidad de género y representatividad geográfica, para que continúen cumpliendo adecuadamente sus mandatos,
RESUELVE:

1. Alentar a los Estados para que en los procesos de selección de Jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de Comisionados de la CDIH, nominen y elijan a personas que permitan asegurar una integración equilibrada en género, con representación de las diferentes regiones, grupos poblacionales y sistemas jurídicos del Hemisferio, garantizando que cumplan con los requisitos de independencia, imparcialidad y reconocida competencia en materia de derechos humanos.
2. Encomendar al Consejo Permanente que, previo a la elección de quienes vayan a desempeñarse como Juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y Comisionado de la CIDH, invite a los candidatos a dichos cargos postulados por los Estados Miembros a realizar una presentación pública ante el Consejo Permanente antes de su elección, en la medida de lo posible, a efectos de dar a conocer con mayor profundidad su visión, propuestas e iniciativas en el supuesto de resultar electos. Estas presentaciones deben realizarse, en lo posible, en la misma sesión del Consejo Permanente y difundirse lo más ampliamente posible.

xv. Contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

TOMANDO en cuenta que la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes señala que por el término “tortura” se entiende “todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona dolores y sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que haya cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia” y recordando además que esta definición es sin perjuicio de cualquier instrumento internacional, en particular la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, o legislación nacional que contenga o pueda contener disposiciones de mayor alcance; y
ENCOMIANDO la revisión de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (“Reglas Nelson Mandela”) aprobadas mediante la resolución 70/175 de la Asamblea General de Naciones Unidas el 17 de diciembre de 2015 y exhortando a su efectiva aplicación,
RESUELVE:

1.
Exhortar a los Estados a que consideren los contenidos de la resolución AG/RES. 2829 (XLIV-O/14) aprobada el 4 de junio de 2014 por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos y la resolución 70/146 aprobada por consenso de la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 2015.
2.
Reafirmar la prohibición absoluta e irrevocable de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, y la necesidad de adoptar medidas eficaces para prevenir esos actos –en particular en los lugares de privación de libertad– entre ellas, la puesta en marcha de mecanismos eficaces de prevención; la implementación de garantías jurídicas y procesales, así como actividades de educación y capacitación del personal que pueda tener a su cargo la custodia, el interrogatorio o el tratamiento de personas sometidas a cualquier forma de arresto, detención o reclusión.
3.
Exhortar a todos los Estados a que adopten una perspectiva que tenga en cuenta las cuestiones de género en la lucha contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, prestando especial atención a la violencia por razón de género, orientación sexual e identidad de género y tomando en cuenta los instrumentos internacionales pertinentes; y que adopten medidas concretas en entornos de salud para combatir esta discriminación que a menudo subyace en la tortura y otros malos tratos por razón de género; en especial para garantizar el derecho a acceder a los servicios de salud sexual y reproductiva libres de estereotipos discriminatorios que conlleven a situaciones de tortura u otros malos tratos por razón de género
/.
4.
Exhortar a los Estados a que implementen recursos efectivos de reparación, restitución, indemnización, rehabilitación y satisfacción justos y adecuados y garantías de no repetición a las víctimas de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, teniendo plenamente en cuenta las necesidades específicas de la víctima; asimismo, instar a los Estados a que velen por que se ponga rápidamente a disposición de todas las víctimas, sin discriminación de ningún tipo y hasta que se logre la máxima rehabilitación posible, servicios de rehabilitación adecuados, considerando la posibilidad de ofrecer servicios de rehabilitación a los familiares directos o las personas a cargo de las víctimas, así como a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para socorrer a la víctima en peligro o para impedir su victimización.
xvi. Seguimiento al Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “derecho a la identidad”
CONSIDERANDO que el reconocimiento de la identidad de las personas facilita el disfrute de los derechos humanos, incluido el derecho relativo a la nacionalidad, consagrado por instrumentos internacionales como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, entendiendo que el ejercicio de estos derechos es esencial para la consolidación de toda sociedad democrática;

RECONOCIENDO la labor que realiza el Programa de Universalización de la Identidad Civil en las Américas (PUICA); y

CONSIDERANDO que el Consejo Latinoamericano y del Caribe de Registro Civil, Identidad y Estadísticas Vitales (CLARCIEV), en el cual la OEA ejerce actualmente la función de Secretaría Ejecutiva, es el foro institucional que desde 2005 promueve el “derecho a la identidad” y el registro civil en la región, mediante la vinculación interinstitucional, así como el intercambio de conocimiento y experiencias entre las instituciones encargadas del registro de las personas, de su identificación y de llevar las estadísticas vitales,
RESUELVE:

1. 
Encomendar a la Secretaría General, a través de su Programa de Universalización de la Identidad Civil en las Américas (PUICA), que continúe proporcionando asistencia a los Estados Miembros que lo soliciten para el perfeccionamiento y fortalecimiento de sus sistemas de registro civil y para asegurar el registro universal de nacimiento, de defunción, matrimonio y divorcio entre otros acontecimientos vitales y que se liguen los sistemas nacionales de registros civiles con los sistemas de identidad nacional para asegurar una identidad legal para todos para permitir un acceso universal y equitativo a servicios públicos esenciales y la protección de los derechos humanos, especialmente los derechos de las mujeres y las niñas.
2. 
Convocar la Tercera Conferencia Regional de América Latina y el Caribe sobre el Derecho a la Identidad y Registro Universal de Nacimiento, así como al Primer Encuentro Ministerial y de Autoridades Nacionales de las Américas sobre el Derecho a la Identidad, ambos en el tercer trimestre del año 2016, con el fin de elaborar recomendaciones para fortalecer la capacidad de las instituciones registrales; medir el registro de personas con una metodología uniforme que abarque a todas las personas y con el objeto de discutir y adoptar las estrategias a realizar en la materia hacia el 2030, que permitan a su vez dar cumplimiento a los Objetivos de Desarrollo Sostenible emitidos por las Naciones Unidas. Para tal efecto, se encomienda a la Secretaría General, conjuntamente con el Banco Interamericano de Desarrollo, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y el Gobierno de México, la organización de dichas reuniones.
3. 
Reconocer a la Secretaría General como Secretaría Ejecutiva del Consejo Latinoamericano y del Caribe de Registro Civil, Identidad y Estadísticas Vitales.
xvii. Apoyo al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS) y a su Secretaría Técnica

TENIENDO PRESENTE la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS), la Declaración del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016), así como el apoyo (técnico) del Departamento de Inclusión Social de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad,
RESUELVE
1.
Alentar a los Estados Miembros de la OEA que no son Parte de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS) a que se adhieran y ratifiquen dicha Convención con el fin de intensificar los esfuerzos regionales en materia de inclusión de las personas con discapacidad, y asimismo alentar a los Estados Parte de la Convención que aún no lo hayan hecho a presentar el segundo informe nacional sobre su implementación para el debido seguimiento de los progresos y dificultades registrados en la región para prevenir y eliminar la discriminación hacia las personas con discapacidad.
2.
Alentar a los Estados Miembros de la OEA que son parte de la CIADDIS a que se fortalezca la organización y participación de la sociedad civil y otros actores sociales con el propósito de avanzar en la mejora de la calidad de vida y la inclusión de la población con discapacidad y sus familias, sobre todo aquellos sectores de población con discapacidad que se encuentran en condiciones de marginalidad.
3.
Felicitar al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS) por sus esfuerzos en la construcción de un Manual Instructivo sobre apoyos y salvaguardias para el ejercicio de la capacidad jurídica amplia de las personas con discapacidad, y solicitar al Departamento de Inclusión Social de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad la realización de proyectos e iniciativas para promover este derecho en la región; reiterando la importancia de que se efectúen contribuciones voluntarias al Fondo Específico para el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, creado con el fin de complementar el financiamiento de las actividades del CEDDIS y de su Secretaría Técnica, y agradeciendo, en este sentido, a los Gobiernos de Chile y Argentina por los recientes aportes económicos realizados a este fondo durante el período 2015-2016, así como a los pueblos y Gobiernos de México y Guatemala por la generosa hospitalidad y por el apoyo decidido y eficaz que contribuyeron a asegurar, respectivamente, el éxito de la Quinta y Sexta reuniones del CEDDIS.
4.
Reiterar la solicitud a la Secretaría General de implementar los más amplios esfuerzos para transversalizar la perspectiva de inclusión de las personas con discapacidad, desde un enfoque de los derechos humanos de dichas personas, en todas las acciones y decisiones de la OEA en línea con los objetivos del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) y la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, incluidos los Objetivos de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas (ODS).
xviii. Protección de los derechos humanos de las personas mayores
TOMANDO NOTA con satisfacción de la aprobación de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, el 15 de junio de 2015, primer instrumento internacional jurídicamente vinculante sobre el tema, y que hasta la fecha la misma ha sido firmada por cinco Estados Miembros de la Organización,
RESUELVE:

1.
Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo han hecho a que consideren, según sea el caso, la firma y ratificación a la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. 
2.
Encomendar a la Secretaría General de la OEA que continúe la difusión y promoción de los derechos de las personas mayores; que elabore e implemente proyectos para la promoción de la temática tanto dentro de la Organización como en los Estados Miembros de la OEA, y que difunda y promueva, según sea el caso, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.
xix. Derechos humanos, orientación sexual e identidad y expresión de género 
/

TENIENDO EN CUENTA que en el “Informe sobre violencia contra personas lesbianas, gay, bisexuales, trans e intersex en América” la CIDH observa que “las personas LGBTI, o aquellas percibidas como tales, están sujetas a diversas formas de violencia y discriminación basadas en la percepción de su orientación sexual, su identidad o expresión de género” y que “[e]stas situaciones de violencia y discriminación son una clara violación a sus derechos humanos, tal y como lo reconocen los instrumentos interamericanos e internacionales de derechos humanos”, 

RESUELVE:

1.
Condenar todas las formas de discriminación por motivos de orientación sexual e identidad o expresión de género, e instar a los Estados Miembros, dentro de los parámetros de las instituciones jurídicas de sus ordenamientos internos, a que eliminen, ahí donde existan, las barreras que enfrentan las personas lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex (LGBTI) en el acceso equitativo a la participación política y otros ámbitos de la vida pública, así como evitar interferencias en su vida privada, alentando a los Estados Miembros a que consideren la adopción de políticas públicas contra la discriminación de personas a causa de orientación sexual e identidad o expresión de género.
2.
Condenar los actos de violencia y las violaciones de derechos humanos a causa de orientación sexual e identidad o expresión de género, e instar a los Estados Miembros a que fortalezcan sus instituciones nacionales, incluso por medio de la producción de datos sobre la violencia homofóbica y transfóbica, para la promoción de políticas públicas que protejan los derechos humanos de las personas LGBTI, con el fin de prevenir e investigar los actos de violencia y asegurar a las víctimas la debida protección judicial en condiciones de igualdad, garantizando que los responsables enfrenten las consecuencias ante la justicia, así como considerar las recomendaciones contenidas en el “Informe sobre violencia contra personas lesbianas, gay, bisexuales, trans e intersex en América”, aprobado por la CIDH en noviembre de 2015, con vistas a la adopción e implementación de medidas efectivas para el combate a la violencia y discriminación contra las personas LGBTI.
3.
Instar a los Estados Miembros a que aseguren una protección adecuada de las y los defensores de derechos humanos que trabajan en temas relacionados con los actos de violencia, discriminación y violaciones de los derechos humanos contra personas a causa de su orientación sexual e identidad o expresión de género.
4.
Instar a los Estados Miembros a que aseguren una protección adecuada a las personas intersex y a que implementen políticas y procedimientos, según corresponda, que aseguren la conformidad de las prácticas médicas con los estándares reconocidos en materia de derechos humanos.
5.
Solicitar a la CIDH y a la Secretaría General que continúen prestando particular atención a las actividades referentes a la protección y promoción de los derechos de las personas LGBTI, incluyendo la preparación de estudios e informes regionales o temáticos y la generación de espacios para el intercambio de buenas prácticas; e instar a los Estados Miembros a que apoyen los trabajos de la Comisión y de la Secretaría General en esta materia.
xx. Derechos del niño


TOMANDO EN CUENTA las características demográficas de la región en la que el 40% de la población tiene menos de 18 años y en subregiones como Centroamérica supera el 55%;

ATENDIENDO a las priorizaciones expresadas por los representantes de los Estados Miembros en el Consejo Directivo del Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes y recogidos en su Plan de Acción 2015-2019; y

TOMANDO EN CUENTA la coincidencia de estas prioridades con las contenidas en otros documentos internacionales como la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, la cual fue adoptada durante la Cumbre de Desarrollo Sostenible de 2015 en el marco del 70º período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas (resolución 70/1),
RESUELVE:

1.
Aportar al fortalecimiento de los sistemas de promoción y protección para garantizar el ejercicio pleno de los derechos de la niñez y la adolescencia en la región, promoviendo políticas públicas universales e inclusivas con especial atención a los grupos tradicionalmente excluidos y/o en condición de vulnerabilidad.

2.
Promover acciones educativas y comunicacionales en pro de una cultura de derechos con la convicción de que los enfoques de garantía y restablecimiento de los derechos de la niñez y adolescencia y la promoción de la igualdad, el enfoque de género, son inseparables de la consolidación y profundización de las democracias como estilo de vida respetuoso de la dignidad de todos por encima de las diferencias.
xxi. Fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) para la promoción de la equidad e igualdad de género, los derechos humanos de las mujeres y la eliminación de la discriminación y todas las formas de violencia 
/
RECONOCIENDO la importancia que la Organización de los Estados Americanos (OEA) ha asignado a la igualdad de género, al empoderamiento de mujeres, niñas y al ejercicio de sus derechos humanos y al fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM); y
TENIENDO EN CUENTA los resultados de la XXXVII Asamblea de Delegadas de la CIM, celebrada en Lima, Perú, del 24 al 25 de mayo de 2016, en particular la adopción de la Declaración de Lima sobre la Igualdad y la Autonomía en el Ejercicio de los Derechos Económicos de las Mujeres; el Plan Estratégico 2016-2021 y el Programa Trienal de Trabajo 2016-2019 de la CIM;

RESUELVE:

1. Continuar apoyando el trabajo de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) como principal foro generador de políticas hemisféricas sobre igualdad de género, empoderamiento de mujeres y niñas y el ejercicio de sus derechos humanos de género, en el abordaje de áreas nuevas y emergentes relevantes y dar seguimiento a los objetivos establecidos en el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA), particularmente en la integración de la perspectiva de género en todas las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y de manera prioritaria en las reuniones ministeriales, en la Asamblea General de la OEA y en el seguimiento de los mandatos e iniciativas de las Cumbres de las Américas
/.
2. Encomendar al Secretario General que fortalezca las capacidades de la CIM, en su calidad de organismo especializado de la OEA, dotándola de los recursos humanos y financieros suficientes para cumplir con sus mandatos e implementar los resultados de la XXXVII Asamblea de Delegadas de la CIM; y que trabaje en coordinación estrecha con la Secretaría Ejecutiva de la CIM para integrar un enfoque que tenga en cuenta las cuestiones de género, y promueva la identificación de mecanismos para fortalecer el trabajo con las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales dedicados a los temas de género y a la promoción y protección de los derechos humanos de mujeres y niñas, de conformidad con el Plan Estratégico de la CIM 2016-2020.

3. Instruir al Secretario General que implemente políticas institucionales para avanzar en la igualdad de género y la incorporación de la perspectiva de género dentro de la OEA e informe en el cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General sobre los avances obtenidos
/.
xxii. Fortalecimiento del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (MESECVI)
RECORDANDO que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) establece que los Estados Parte condenan todas las formas de violencia contra la mujer y el deber de los Estados Parte de adoptar por todos los medios apropiados y sin dilaciones políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la discriminación y la violencia contra la mujer en los ámbitos público y privado; y
TENIENDO EN CUENTA la importancia y necesidad de fortalecer el Mecanismo de Seguimiento de dicha Convención (MESECVI), así como los resultados de la 6ª Conferencia de Estados Parte de la Convención de Belém do Pará, celebrada en Lima, Perú, del 15 al 16 de octubre de 2015, y en particular de la adopción de la Declaración sobre la Violencia y el Acoso Políticos contra las Mujeres y de la publicación del “Segundo informe de seguimiento a la implementación de las recomendaciones del Comité de Expertas del MESECVI”, según corresponda,
RESUELVE:

1.
Continuar apoyando el trabajo del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (MESECVI), como referente hemisférico en la prevención, sanción y atención de la violencia contra las mujeres, y dar seguimiento a la plena implementación de la Convención de Belém do Pará incluida la adecuación de su legislación y la implantación, según corresponda, de las recomendaciones de las Rondas de Evaluación Multilateral llevadas a cabo por el MESECVI.

2.
Instar al Secretario General a que provea a la Secretaría Ejecutiva de la CIM de los recursos humanos y financieros suficientes para que pueda optimizar su función como Secretaría Técnica del MESECVI.
II.  SEGUIMIENTO E INFORMES

RESUELVE:

1. Instruir a la Secretaría General, a través de las áreas responsables del seguimiento y ejecución de actividades en relación con el objeto de la presente resolución, que presente oportunamente el plan de actividades que serán realizadas en el período 2016-2017 para consultas o adecuada supervisión de los Estados Miembros.
2. Solicitar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), incluya en su agenda antes del cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, los siguientes temas de esta resolución, con el fin de promover el intercambio de experiencias y buenas prácticas:
· “Reconocimiento y promoción de los derechos de los y las afrodescendientes en las Américas”.
· “Promoción y protección de los derechos humanos en el ámbito empresarial”.
· “Hacia la defensa oficial pública autónoma como salvaguarda de la integridad y libertad personal”. Realización de una quinta sesión especial en la CAJP sobre los modos de prevención de tortura y otros tratos o penas crueles o degradantes que lleva adelante cada institución de la defensa pública de la región en el primer trimestre del año 2017, con la presencia de los Estados Miembros y sus respectivas instituciones públicas oficiales de asistencia jurídica, de integrantes de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), expertos del sector académico y de la sociedad civil, así como de las organizaciones internacionales. La asistencia de los miembros de AIDEF estará garantizada por esa organización.
· “La Protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo”. Discutir posibles alternativas para compilar y dar la más amplia difusión a los estándares internacionales en materia de promoción y protección de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo.
· “Personas desaparecidas y la atención a las necesidades de sus familiares”. 

· “Integración equilibrada en género y con representatividad geográfica y de los diferentes sistemas jurídicos, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos”.
· “Protección de los derechos humanos de las personas mayores”.
3. Solicitar a la Secretaría Ejecutiva de la CIM que informe, de manera periódica al Consejo Permanente y sus respectivos órganos sobre aspectos puntuales y relevantes de la situación de las mujeres y niñas en las Américas.
4. Encomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que siga prestando especial atención a los temas de su competencia que se encuentran bajo esta resolución, en especial a través del apoyo técnico de sus relatorías temáticas.
5. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
NOTAS DE PIE DE PÁGINA


1.
…Sin embargo, Jamaica hace patente sus reservas sobre la terminología empleada, como es el caso de ‘identidad de género’ y ‘expresión de género”, que no están definidas en las leyes de Jamaica y no han alcanzado aceptación en el ámbito internacional.
2.
…en aquellos artículos que son contrarios a la Constitución de la República de Honduras.
3.
…de lo contemplado en la Constitución política de la República y no discrimina por ningún motivo sin importar su raza, credo, sexo etc. Asimismo, considera que el no reconocimiento legal del matrimonio entre personas del mismo sexo no constituye una práctica discriminatoria. Por tanto, Guatemala se desasocia de aquellas partes incompatibles que contravengan la legislación nacional vigente y se reserva la interpretación de los términos de la presente resolución.

4.
…Informe Anual; los criterios utilizados son subjetivos, politizados y discriminatorios y no se corresponden con la función principal de promoción y protección de los derechos humanos que los Estados han asignado a este órgano, por lo que recomienda la eliminación de este capítulo, que contraviene las disposiciones establecidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

5.
…en el Título II “De los Derechos, de los Deberes y las Garantías”; Capítulo III “De la Igualdad” y Capítulo IV “De los derechos de la familia” de su Constitución Nacional y concordantes.

Por consiguiente, expresa su reserva sobre el texto del numeral xix “Derechos Humanos, orientación sexual e identidad y expresión de género”. Asimismo, la expresión “identidad de género” contenida en otros párrafos de esta resolución será interpretada conforme a su ordenamiento interno.

6. …firmemente comprometida con la promoción y preservación del Estado de derecho, la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos los pueblos, según están consagrados en la Constitución de Trinidad y Tobago.
7. …del sistema interamericano de derechos humanos establecidos como “medios de protección” contravienen los objetivos por los cuales fueron creados. La CIDH y CorteIDH deben ser refundadas debido al sesgo, politización, actitud discriminatoria y selectiva que han asumido en contra de los gobiernos progresistas de la región. Tales características han destruido la credibilidad de estas instituciones que alguna vez se apoyaron sobre valores éticos y en el compromiso hacia la protección de los derechos humanos. Ello motivó la decisión del Estado venezolano de denunciar la Convención Americana de Derechos Humanos.
9. …ni son objeto de un consenso nacional. Por tal motivo, Barbados no está en posición de satisfacer estos requisitos. Sin embargo, el Gobierno de Barbados persiste en su voluntad de proteger los derechos de todo individuo de todo daño y violencia, conforme al Estado de derecho y las disposiciones de su Constitución.
12.
…a que en estas los Jefes de Estado y de Gobierno no aprobaron las declaraciones políticas que contenían los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos que formaban parte de la Declaración Política.
AG/RES. 2888 (XLVI-O/16)

DECLARACIÓN AMERICANA SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

(Aprobada en la tercera sesión plenaria, 
celebrada el 15 de junio de 2016)


LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO el contenido de la resolución AG/RES. 2867 (XLIV-O/14), “Proyecto de Declaración Americana sobre los derechos de los pueblos indígenas”, así como todas las resoluciones anteriores relativas a este tema;

RECORDANDO TAMBIÉN la declaración AG/DEC. 79 (XLIV-O/14), “Declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas en las Américas”, que reafirma como una prioridad de la Organización de los Estados Americanos avanzar en la promoción y protección efectiva de los derechos de los pueblos indígenas de las Américas;
RECONOCIENDO el valioso apoyo al proceso en el seno del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar un Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas por parte de los Estados Miembros, los Estados observadores, los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos;

RECONOCIENDO TAMBIÉN la importante participación de los pueblos indígenas de las Américas en el proceso de elaboración de esta Declaración; y
TENIENDO EN CUENTA el significativo aporte de los pueblos indígenas de las Américas para la humanidad,

RESUELVE:

Aprobar la siguiente Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas
/
/:
NOTAS DE PIE DE PÁGINA
1. …el incremento de su participación en los procesos políticos nacionales, la falta de infraestructura y las malas condiciones de vida imperantes en sus comunidades, el combate a la violencia contra las mujeres y niñas indígenas, la promoción de la repatriación de restos ancestrales y objetos ceremoniales, así como la colaboración en áreas relativas a los derechos territoriales y gobierno autónomo, entre muchos otros. Las muchas iniciativas en curso con respecto a estos temas constituyen posibles oportunidades para atender algunas de las consecuencias de acciones pasadas. No obstante, Estados Unidos ha expresado de manera persistente sus objeciones al texto de esta Declaración Americana, que en sí mismo no es vinculante y, por lo tanto, no da lugar a una nueva legislación y tampoco constituye una declaración de obligaciones para los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en virtud de un tratado o el derecho internacional consuetudinario.

Estados Unidos reitera su creencia, expresada ya desde hace mucho tiempo, de que la OEA y sus Estados Miembros deberían seguir concentrándose en la implementación de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Declaración de las Naciones Unidas).  Los Estados Miembros de la OEA se unieron a los Estados Miembros de las Naciones Unidas al renovar sus compromisos políticos con respecto a la mencionada declaración en la Conferencia Mundial sobre los Pueblos Indígenas en septiembre de 2014.  Las importantes y ambiciosas iniciativas en curso en el ámbito internacional para cumplir los correspondientes compromisos contenidos en la Declaración de las Naciones Unidas y en el documento final de la conferencia son en consecuencia el centro de atención y recursos de los Estados, los pueblos indígenas, la sociedad civil y las organizaciones internacionales, incluso de las Américas.  En este sentido, Estados Unidos pretende seguir adelante con sus diligentes y proactivos esfuerzos, que ha emprendido en estrecha colaboración con pueblos indígenas en Estados Unidos y con muchos de los Estados Miembros de la OEA, para promover la consecución de los objetivos de la Declaración de las Naciones Unidas y el cumplimiento de los compromisos contenidos en el documento final de la Conferencia Mundial sobre los Pueblos Indígenas.  Por último, cabe destacar que Estados Unidos reitera su solidaridad con los pueblos indígenas que han manifestado sus inquietudes con respecto a su falta de participación plena y efectiva en estas negociaciones.

2. …totalmente comprometida –en plena alianza con los pueblos indígenas de Canadá– con la implementación de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, de conformidad con su Constitución. En virtud de que Canadá no ha participado de manera sustancial en los últimos años en las negociaciones de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, por ahora no está en capacidad de adoptar una posición sobre el texto propuesto de esta declaración. Canadá está empeñado en seguir colaborando con sus contrapartes en la OEA abogando en favor de la causa indígena en las Américas.
DECLARACIÓN AMERICANA
SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

PREáMBULO
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (en adelante los Estados)
RECONOCIENDO:

Que los derechos de los pueblos indígenas constituyen un aspecto fundamental y de trascendencia histórica para el presente y el futuro de las Américas;
La importante presencia de pueblos indígenas en las Américas y su inmensa contribución al desarrollo, pluralidad y diversidad cultural de nuestras sociedades y reiterando nuestro compromiso con su bienestar económico y social, así como la obligación de respetar sus derechos y su identidad cultural; y
La importancia que tiene para la humanidad la existencia de los pueblos y las culturas indígenas de las Américas;
REAFIRMANDO que los pueblos indígenas son sociedades originarias, diversas y con identidad propia que forman parte integral de las Américas;
PREOCUPADOS por el hecho de que los pueblos indígenas han sufrido injusticias históricas como resultado, entre otras cosas, de la colonización y de haber sido desposeídos de sus tierras, territorios y recursos, lo que les ha impedido ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de conformidad con sus propias necesidades e intereses;
RECONOCIENDO la urgente necesidad de respetar y promover los derechos intrínsecos de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras políticas, económicas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones espirituales, de su historia y de su filosofía, especialmente los derechos a sus tierras, territorios y recursos;
RECONOCIENDO TAMBIÉN que el respeto de los conocimientos, las culturas y las prácticas tradicionales indígenas contribuye al desarrollo sostenible y equitativo y a la ordenación adecuada del medio ambiente;
TENIENDO PRESENTES los avances logrados en el ámbito internacional en el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas, y en particular, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas;
TENIENDO PRESENTES TAMBIÉN los progresos nacionales constitucionales, legislativos y jurisprudenciales alcanzados en las Américas para garantizar, promover y proteger los derechos de los pueblos indígenas, así como la voluntad política de los Estados de seguir avanzando en el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas de las Américas;
RECORDANDO los compromisos asumidos por los Estados Miembros para garantizar, promover y proteger los derechos e instituciones de los pueblos indígenas, incluidos aquellos asumidos en la Tercera y Cuarta Cumbres de las Américas;
RECORDANDO TAMBIÉN la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos reconocidos por el derecho internacional;
CONVENCIDOS de que el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas en la presente Declaración fomentará las relaciones armoniosas y de cooperación entre los Estados y los pueblos indígenas, basadas en los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos humanos, la no discriminación y la buena fe;
CONSIDERANDO la importancia de eliminar todas las formas de discriminación que puedan afectar a los pueblos indígenas y teniendo en cuenta la responsabilidad de los Estados para combatirlas; y
ALENTANDO a los Estados a que respeten y cumplan eficazmente todas sus obligaciones para con los pueblos indígenas dimanantes de los instrumentos internacionales, en particular las relativas a los derechos humanos, en consulta y cooperación con los pueblos interesados,
DECLARAN:

SECCIÓN PRIMERA: Pueblos indígenas. Ámbito de aplicación y alcances
Artículo I.

1.
La Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas se aplica a los pueblos indígenas de las Américas. 

2.
La autoidentificación como pueblos indígenas será un criterio fundamental para determinar a quienes se aplica la presente Declaración. Los Estados respetarán el derecho a dicha autoidentificación como indígena en forma individual o colectiva, conforme a las prácticas e instituciones propias de cada pueblo indígena. 

Artículo II. 

Los Estados reconocen y respetan el carácter pluricultural y multilingüe de los pueblos indígenas quienes forman parte integral de sus sociedades. 

Artículo III.


Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural. 

Artículo IV. 

Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que confiere a un Estado, pueblo, grupo o persona derecho alguno a participar en una actividad o realizar un acto contrarios a la Carta de la Organización de los Estados Americanos y a la Carta de las Naciones Unidas, ni se entenderá en el sentido de que autoriza o alienta acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial o la unidad política de Estados soberanos e independientes. 
SECCIÓN SEGUNDA: Derechos humanos y derechos colectivos
Artículo V.  Plena vigencia de los derechos humanos
Los pueblos y las personas indígenas tienen derecho al goce pleno de todos los derechos humanos y libertades fundamentales, reconocidos en la Carta de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de los Estados Americanos y en el derecho internacional de los derechos humanos.
Artículo VI.  Derechos colectivos

Los pueblos indígenas tienen derechos colectivos indispensables para su existencia, bienestar y desarrollo integral como pueblos. En este sentido, los Estados reconocen y respetan, el derecho de los pueblos indígenas a su actuar colectivo; a sus sistemas o instituciones jurídicos, sociales, políticos y económicos; a sus propias culturas; a profesar y practicar sus creencias espirituales; a usar sus propias lenguas e idiomas; y a sus tierras, territorios y recursos. Los Estados promoverán con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas la coexistencia armónica de los derechos y sistemas de los grupos poblacionales y culturas.
Artículo VII.  Igualdad de género

1.
Las mujeres indígenas tienen derecho al reconocimiento, protección y goce de todos los derechos humanos y libertades fundamentales contenidos en el derecho internacional, libres de todas las formas de discriminación.
2.
Los Estados reconocen que la violencia contra las personas y los pueblos indígenas, particularmente las mujeres, impide o anula el goce de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.
3.
Los Estados adoptarán las medidas necesarias, en conjunto con los pueblos indígenas, para prevenir y erradicar todas las formas de violencia y discriminación, en particular contra las mujeres, las niñas y los niños indígenas.
Artículo VIII.  Derecho a pertenecer a pueblos indígenas

Las personas y comunidades indígenas tienen derecho de pertenecer a uno o varios pueblos indígenas, de acuerdo con la identidad, tradiciones, costumbres y sistemas de pertenencia de cada pueblo. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación de ningún tipo. 

Artículo IX.  Personalidad jurídica

Los Estados reconocerán plenamente la personalidad jurídica de los pueblos indígenas, respetando las formas de organización indígenas y promoviendo el ejercicio pleno de los derechos reconocidos en esta Declaración. 

Artículo X.  Rechazo a la asimilación

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, expresar y desarrollar libremente su identidad cultural en todos sus aspectos, libre de todo intento externo de asimilación.
2.
Los Estados no deberán desarrollar, adoptar, apoyar o favorecer política alguna de asimilación de los pueblos indígenas ni de destrucción de sus culturas.
Artículo XI.  Protección contra el genocidio

Los pueblos indígenas tienen derecho a no ser objeto de forma alguna de genocidio o intento de exterminio. 

Artículo XII.  Garantías contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y otras formas conexas de intolerancia

Los pueblos indígenas tienen derecho a no ser objeto de racismo, discriminación racial, xenofobia ni otras formas conexas de intolerancia. Los Estados adoptarán las medidas preventivas y correctivas necesarias para la plena y efectiva protección de este derecho.
SECCIÓN TERCERA: Identidad cultural
Artículo XIII.  Derecho a la identidad e integridad cultural

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a su propia identidad e integridad cultural y a su patrimonio cultural, tangible e intangible, incluido el histórico y ancestral, así como a la protección, preservación, mantenimiento y desarrollo de dicho patrimonio cultural para su continuidad colectiva y la de sus miembros, y para transmitirlo a las generaciones futuras. 

2. 
Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido privados sin su consentimiento libre, previo e informado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres. 

3. 
Los pueblos indígenas tienen derecho a que se reconozcan y respeten todas sus formas de vida, cosmovisiones, espiritualidad, usos y costumbres, normas y tradiciones, formas de organización social, económica y política, formas de transmisión del conocimiento, instituciones, prácticas, creencias, valores, indumentaria y lenguas, reconociendo su interrelación, tal como se establece en esta Declaración. 

Artículo XIV.  Sistemas de conocimientos, lenguaje y comunicación

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, usar, desarrollar, revitalizar y transmitir a generaciones futuras sus propias historias, lenguas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de conocimientos, escritura y literatura; y a designar y mantener sus propios nombres para sus comunidades, individuos y lugares. 

2. Los Estados deberán adoptar medidas adecuadas y eficaces para proteger el ejercicio de este derecho con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a promover y desarrollar todos sus sistemas y medios de comunicación, incluidos sus propios programas de radio y televisión, y acceder en pie de igualdad a todos los demás medios de comunicación e información. Los Estados tomarán medidas para promover la transmisión de programas de radio y televisión en lengua indígena, particularmente en regiones de presencia indígena. Los Estados apoyarán y facilitarán la creación de radioemisoras y televisoras indígenas, así como otros medios de información y comunicación.

4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, realizarán esfuerzos para que dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en sus propias lenguas en procesos administrativos, políticos y judiciales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces.

Artículo XV.  Educación
1. Los pueblos y personas indígenas, en particular los niños y niñas indígenas, tienen derecho a todos los niveles y formas de educación, sin discriminación.
2. Los Estados y los pueblos indígenas, en concordancia con el principio de igualdad de oportunidades, promoverán la reducción de las disparidades en la educación entre los pueblos indígenas y los no indígenas.

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus sistemas e instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje.
4. Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, adoptarán medidas eficaces para que las personas indígenas, en particular los niños y niñas, que viven fuera de sus comunidades puedan tener acceso a la educación en sus propias lenguas y culturas.
5.
Los Estados promoverán relaciones interculturales armónicas, asegurando en los sistemas educativos estatales currículos con contenidos que reflejen la naturaleza pluricultural y multilingüe de sus sociedades y que impulsen el respeto y el conocimiento de las diversas culturas indígenas.  Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, impulsarán la educación intercultural que refleje las cosmovisiones, historias, lenguas, conocimientos, valores, culturas, prácticas y formas de vida de dichos pueblos.
6.
Los Estados, conjuntamente con los pueblos indígenas, deberán tomar medidas necesarias y eficaces para el ejercicio y cumplimiento de estos derechos.

Artículo XVI.  Espiritualidad indígena
1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a ejercer libremente su propia espiritualidad y creencias y, en virtud de ello, a practicar, desarrollar, transmitir y enseñar sus tradiciones, costumbres y ceremonias, y a realizarlas tanto en público como en privado, individual y colectivamente.

2.
Ningún pueblo o persona indígena deberá ser sujeto a presiones o imposiciones, o a cualquier otro tipo de medidas coercitivas que afecten o limiten su derecho a ejercer libremente su espiritualidad y creencias indígenas.
3.
Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y acceder a sus sitios sagrados, incluidos sus lugares de sepultura, a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y a recuperar sus restos humanos.
4.
Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, adoptarán medidas eficaces para promover el respeto a la espiritualidad y creencias indígenas y proteger la integridad de los símbolos, prácticas, ceremonias, expresiones y formas espirituales de los pueblos indígenas, de conformidad con el derecho internacional.
Artículo XVII.  Familia indígena 

1.
La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad. Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, mantener y promover sus propios sistemas de familia. Los Estados reconocerán, respetarán y protegerán las distintas formas indígenas de familia, en particular la familia extensa, así como sus formas de unión matrimonial, de filiación, descendencia y de nombre familiar. En todos los casos, se reconocerá y respetará la equidad de género y generacional. 


2.
En asuntos relativos a la custodia, adopción, ruptura del vínculo familiar, y en asuntos similares, el interés superior del niño deberá ser de consideración primaria.  En la determinación del interés superior del niño, las cortes y otras instituciones relevantes deberán tener presente el derecho de todo niño indígena, en común con miembros de su pueblo, a disfrutar de su propia cultura, a profesar y a practicar su propia religión o a hablar su propia lengua, y en ese sentido, deberá considerarse el derecho indígena del pueblo correspondiente, y su punto de vista, derechos e intereses, incluidas las posiciones de los individuos, la familia y la comunidad.

Artículo XVIII.  Salud

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho en forma colectiva e individual al disfrute del más alto nivel posible de salud física, mental y espiritual.
2.
Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propios sistemas y prácticas de salud, así como al uso y la protección de las plantas, animales, minerales de interés vital y otros recursos naturales de uso medicinal en sus tierras y territorios ancestrales.
3.
Los Estados tomarán medidas para prevenir y prohibir que los pueblos y las personas indígenas sean objeto de programas de investigación, experimentación biológica o médica, así como la esterilización sin su consentimiento previo libre e informado. Asimismo, los pueblos y las personas indígenas tienen derecho, según sea el caso, al acceso a sus propios datos, expedientes médicos y documentos de investigación conducidos por personas e instituciones públicas o privadas.
4.
Los pueblos indígenas tienen derecho a utilizar, sin discriminación alguna, todas las instituciones y servicios de salud y atención médica accesibles a la población en general. Los Estados en consulta y coordinación con los pueblos indígenas promoverán sistemas o prácticas interculturales en los servicios médicos y sanitarios que se provean en las comunidades indígenas, incluida la formación de técnicos y profesionales indígenas de salud.
5.
Los Estados garantizarán el ejercicio efectivo de los derechos contenidos en este artículo.
Artículo XIX.  Derecho a la protección del medio ambiente sano

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a vivir en armonía con la naturaleza y a un ambiente sano, seguro y sustentable, condiciones esenciales para el pleno goce del derecho a la vida, a su espiritualidad, cosmovisión y al bienestar colectivo.
2. Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar, restaurar y proteger el medio ambiente y al manejo sustentable de sus tierras, territorios y recursos.
3. Los pueblos indígenas tienen derecho de ser protegidos contra la introducción, abandono, dispersión, tránsito, uso indiscriminado o depósito de cualquier material peligroso que pueda afectar negativamente a las comunidades, tierras, territorios y recursos indígenas.
4. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección del medio ambiente y de la capacidad productiva de sus tierras o territorios y recursos. Los Estados deberán establecer y ejecutar programas de asistencia a los pueblos indígenas para asegurar esa conservación y protección, sin discriminación.
SECCIÓN CUARTA: Derechos organizativos y políticos
Artículo XX.  Derechos de asociación, reunión, libertad de expresión y pensamiento

1.
Los pueblos indígenas tienen los derechos de asociación, reunión, organización y expresión, y a ejercerlos sin interferencias y de acuerdo con, entre otros, a su cosmovisión, sus valores, sus usos, sus costumbres, sus tradiciones ancestrales, sus creencias, su espiritualidad y otras prácticas culturales.
2.
Los pueblos indígenas tienen derecho a reunirse en sus sitios y espacios sagrados y ceremoniales. Para tal fin, tendrán libre acceso y uso de los mismos.
3.
Los pueblos indígenas, en particular aquellos que están divididos por fronteras internacionales, tienen derecho a transitar, mantener, desarrollar contactos, relaciones y cooperación directa, incluidas las actividades de carácter espiritual, cultural, político, económico y social, con sus miembros y con otros pueblos.
4.
Los Estados adoptarán, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, medidas efectivas para facilitar el ejercicio y asegurar la aplicación de estos derechos.
Artículo XXI.  Derecho a la autonomía o al autogobierno
1.
Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a disponer de medios para financiar sus funciones autónomas.
2.
Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus propias instituciones indígenas de decisión. También tienen derecho de participar en la adopción de decisiones en las cuestiones que afecten sus derechos. Pueden hacerlo directamente o a través de sus representantes, de acuerdo con sus propias normas, procedimientos y tradiciones. Asimismo, tienen derecho a la igualdad de oportunidades para acceder y participar plena y efectivamente como pueblos en todas las instituciones y foros nacionales, incluidos los cuerpos deliberantes.
Artículo XXII.  Derecho y jurisdicción indígena

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones, procedimientos, prácticas y, cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos.
2.
El derecho y los sistemas jurídicos indígenas deben ser reconocidos y respetados por el orden jurídico nacional, regional e internacional.
3.
Los asuntos referidos a personas indígenas o a sus derechos o intereses en la jurisdicción de cada Estado serán conducidos de manera tal que se provea el derecho a los indígenas de plena representación con dignidad e igualdad ante la ley. En consecuencia, tienen derecho sin discriminación a igual protección y beneficio de la ley, incluso al uso de intérpretes lingüísticos y culturales.
4.
Los Estados tomarán medidas eficaces, en conjunto con los pueblos indígenas, para asegurar la implementación de este artículo. 

Artículo XXIII.  Participación de los pueblos indígenas y aportes de los sistemas legales y organizativos indígenas

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la participación plena y efectiva, por conducto de representantes elegidos por ellos de conformidad con sus propias instituciones, en la adopción de decisiones en las cuestiones que afecten sus derechos y que tengan relación con la elaboración y ejecución de leyes, políticas públicas, programas, planes y acciones relacionadas con los asuntos indígenas. 

2. 
Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado
/.
Artículo XXIV.
  Tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos

1. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento, observancia y aplicación de los tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos concertados con los Estados, y sus sucesores, de conformidad con su verdadero espíritu e intención, de buena fe y hacer que los mismos sean respetados y acatados por los Estados. Los Estados darán debida consideración al entendimiento que los pueblos indígenas han otorgado a los tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos.
2. Cuando las controversias no puedan ser resueltas entre las partes en relación con dichos tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos, estas serán sometidas a los órganos competentes, incluidos los órganos regionales e internacionales, por los Estados o pueblos indígenas interesados.
3. Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido que menoscaba o suprime los derechos de los pueblos indígenas que figuren en tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos.
SECCIÓN QUINTA: Derechos sociales, económicos y de propiedad
Artículo XXV.  Formas tradicionales de propiedad y supervivencia cultural.  Derecho a tierras, 


territorios y recursos

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación espiritual, cultural y material con sus tierras, territorios y recursos, y a asumir sus responsabilidades para conservarlos para ellos mismos y para las generaciones venideras.
2. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado, utilizado o adquirido.
3. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional u otro tipo tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan adquirido de otra forma.
4. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras, territorios y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate.
5. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento legal de las modalidades y formas diversas y particulares de propiedad, posesión o dominio de sus tierras, territorios y recursos de acuerdo con el ordenamiento jurídico de cada Estado y los instrumentos internacionales pertinentes. Los Estados establecerán los regímenes especiales apropiados para este reconocimiento y su efectiva demarcación o titulación. 

Artículo XXVI.  Pueblos indígenas en aislamiento voluntario o en contacto inicial

1.
Los pueblos indígenas en aislamiento voluntario o en contacto inicial tienen derecho a permanecer en dicha condición y a vivir libremente y de acuerdo con sus culturas.
2.
Los Estados adoptarán políticas y medidas adecuadas, con conocimiento y participación de los pueblos y las organizaciones indígenas, para reconocer, respetar y proteger las tierras, territorios, medio ambiente y culturas de estos pueblos, así como su vida e integridad individual y colectiva.
Artículo XXVII.  Derechos laborales 

1. Los pueblos y las personas indígenas tienen los derechos y las garantías reconocidas por la ley laboral nacional y la ley laboral internacional. Los Estados adoptarán todas las medidas especiales para prevenir, sancionar y reparar la discriminación de que sean objeto los pueblos y las personas indígenas. 

2.
Los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, deberán adoptar medidas inmediatas y eficaces para eliminar prácticas laborales de explotación con respecto a los pueblos indígenas, en particular, las niñas, los niños, las mujeres y los ancianos indígenas. 

3.
En caso de que los pueblos indígenas no estén protegidos eficazmente por las leyes aplicables a los trabajadores en general, los Estados, en conjunto con los pueblos indígenas, tomarán todas las medidas que puedan ser necesarias a fin de:
a) proteger a trabajadores y empleados indígenas en materia de contratación bajo condiciones de empleo justas e igualitarias, tanto en los sistemas de trabajo formales como informales;
b) establecer, aplicar o mejorar la inspección del trabajo y la aplicación de normas con particular atención, entre otros, a regiones, empresas o actividades laborales en las que tomen parte trabajadores o empleados indígenas;

c) establecer, aplicar o hacer cumplir las leyes de manera que tanto trabajadoras como trabajadores indígenas:

i.
gocen de igualdad de oportunidades y de trato en todos los términos, condiciones y beneficios de empleo, incluidas formación y capacitación, bajo la legislación nacional y el derecho internacional; 

ii.
gocen del derecho de asociación, del derecho a establecer organizaciones sindicales y a participar en actividades sindicales y el derecho a negociar en forma colectiva con empleadores a través de representantes de su elección u organizaciones de trabajadores, incluidas sus autoridades tradicionales;

iii.
no estén sujetos a discriminación o acoso por razones de, entre otros, raza, sexo, origen o identidad indígena;

iv.
no estén sujetos a sistemas de contratación coercitivos, incluidas la servidumbre por deudas o toda otra forma de trabajo forzado u obligatorio, así tenga este arreglo laboral su origen en la ley, en la costumbre o en un arreglo individual o colectivo, en cuyo caso el arreglo laboral será absolutamente nulo y sin valor;

v. no estén forzados a condiciones de trabajo peligrosas para su salud y seguridad personal; y que estén protegidos de trabajos que no cumplan con las normas de salud ocupacional y de seguridad; y

vi.
reciban protección legal plena y efectiva, sin discriminación, cuando presten sus servicios como trabajadores estacionales, eventuales o migrantes, así como cuando estén contratados por empleadores de manera que reciban los beneficios de la legislación y la práctica nacionales, los que deben ser acordes con el derecho y las normas internacionales de derechos humanos para esta categoría de trabajadores.
d) asegurar que los trabajadores indígenas y sus empleadores estén informados acerca de los derechos de los trabajadores indígenas según las normas nacionales y el derecho internacional y normas indígenas, y de los recursos y acciones de que dispongan para proteger esos derechos.
4.
Los Estados adoptarán medidas para promover el empleo de las personas indígenas.
Artículo XXVIII.  Protección del patrimonio cultural y de la propiedad intelectual 


1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al pleno reconocimiento y respeto a la propiedad, dominio, posesión, control, desarrollo y protección de su patrimonio cultural material e inmaterial, y propiedad intelectual, incluida la naturaleza colectiva de los mismos, transmitidos a través de los milenios, de generación en generación.
2.
La propiedad intelectual colectiva de los pueblos indígenas comprende, entre otros, los conocimientos y expresiones culturales tradicionales entre los cuales se encuentran los conocimientos tradicionales asociados a los recursos genéticos, los diseños y procedimientos ancestrales, las manifestaciones culturales, artísticas, espirituales, tecnológicas y científicas, el patrimonio cultural material e inmaterial, así como los conocimientos y desarrollos propios relacionados con la biodiversidad y la utilidad y cualidades de semillas, las plantas medicinales, la flora y la fauna.

3.
Los Estados, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, adoptarán las medidas necesarias para que los acuerdos y regímenes nacionales o internacionales provean el reconocimiento y la protección adecuada del patrimonio cultural y la propiedad intelectual asociada a dicho patrimonio de los pueblos indígenas. En la adopción de estas medidas, se realizarán consultas encaminadas a obtener el consentimiento libre, previo e informado de los pueblos indígenas.
Artículo XXIX.  Derecho al desarrollo

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y determinar sus propias prioridades en lo relacionado con su desarrollo político, económico, social y cultural, de conformidad con su propia cosmovisión. Asimismo, tienen derecho a que se les garantice el disfrute de sus propios medios de subsistencia y desarrollo, y a dedicarse libremente a todas sus actividades económicas.
2. Este derecho incluye la elaboración de las políticas, planes, programas y estrategias para el ejercicio de su derecho al desarrollo y su implementación de acuerdo con su organización política y social, normas y procedimientos, y sus propias cosmovisiones e instituciones.
3. Los pueblos indígenas tienen derecho a participar activamente en la elaboración y determinación de los programas de desarrollo que les conciernan y, en lo posible, administrar esos programas mediante sus propias instituciones.
4. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por conducto de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo
/.
5. Los pueblos indígenas tienen derecho a medidas eficaces para mitigar los impactos adversos ecológicos, económicos, sociales, culturales o espirituales por la ejecución de los proyectos de desarrollo que afecten sus derechos. Los pueblos indígenas que han sido desposeídos de sus propios medios de subsistencia y desarrollo tienen derecho a la restitución y, cuando no sea posible, a la indemnización justa y equitativa.  Esto incluye el derecho a la compensación por cualquier perjuicio que se les haya causado por la ejecución de planes, programas o proyectos del Estado, de organismos financieros internacionales o de empresas privadas. 

Artículo XXX.  Derecho a la paz, a la seguridad y a la protección
1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la paz y a la seguridad.
2. Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento y respeto de sus propias instituciones para el mantenimiento de su organización y control de sus comunidades y pueblos. 

3. Los pueblos indígenas tienen derecho a protección y seguridad en situaciones o períodos de conflicto armado interno o internacional conforme al derecho internacional humanitario. 

4. Los Estados, en cumplimiento de los acuerdos internacionales de los cuales son parte, en particular el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, incluido el Cuarto Convenio de Ginebra de 1949 relativo a la Protección debida a las Personas Civiles en Tiempo de Guerra, y el Protocolo II de 1977 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, en caso de conflictos armados tomarán medidas adecuadas para proteger los derechos humanos, instituciones, tierras, territorios y recursos de los pueblos indígenas y sus comunidades. Asimismo, los Estados: 

a) no reclutarán a niños, niñas y adolescentes indígenas en las fuerzas armadas en ninguna circunstancia;
b) tomarán medidas de reparación efectiva y proporcionarán los recursos necesarios para las mismas, conjuntamente con los pueblos indígenas afectados, por los perjuicios o daños ocasionados por un conflicto armado; y
c) tomarán medidas especiales y efectivas en colaboración con los pueblos indígenas para garantizar que las mujeres, niños y niñas indígenas vivan libres de toda forma de violencia, especialmente sexual, y garantizarán el derecho de acceso a la justicia, la protección y reparación efectiva de los daños causados a las víctimas.
5. No se desarrollarán actividades militares en las tierras o territorios de los pueblos indígenas, a menos que lo justifique una razón de interés público pertinente o que se haya acordado libremente con los pueblos indígenas interesados, o que éstos lo hayan solicitado
/.
SECCIÓN SEXTA: Provisiones generales
Artículo XXXI

1.
Los Estados garantizarán el pleno goce de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales de los pueblos indígenas, así como su derecho a mantener su identidad cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a la protección de sus lugares sagrados y de culto y de todos los derechos humanos contenidos en la presente Declaración.

2.
Los Estados promoverán, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, la adopción de las medidas legislativas y de otra índole que fueran necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración.
Artículo XXXII

Todos los derechos y libertades reconocidos en la presente Declaración se garantizarán por igual a las mujeres y los hombres indígenas.
Artículo XXXIII

Los pueblos y personas indígenas tienen derecho a recursos efectivos e idóneos, incluidos los recursos judiciales expeditos, para la reparación de toda violación de sus derechos colectivos e individuales. Los Estados, con la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas, proveerán los mecanismos necesarios para el ejercicio de este derecho.
Artículo XXXIV

En caso de conflictos y controversias con los pueblos indígenas, los Estados proveerán, con la participación plena y efectiva de dichos pueblos, mecanismos y procedimientos justos, equitativos y eficaces para la pronta resolución de los mismos. A estos fines, se dará la debida consideración y el reconocimiento a las costumbres, las tradiciones, las normas o los sistemas jurídicos de los pueblos indígenas interesados.
Artículo XXXV
Nada en esta Declaración puede ser interpretado en el sentido de limitar, restringir o negar en manera alguna los derechos humanos, o en el sentido de autorizar acción alguna que no esté de acuerdo con el derecho internacional de los derechos humanos.
Artículo XXXVI

En el ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración, se respetarán los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos. El ejercicio de los derechos establecidos en la presente Declaración estará sujeto exclusivamente a las limitaciones determinadas por la ley y con arreglo a las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos. Esas limitaciones no serán discriminatorias y serán solo las estrictamente necesarias para garantizar el reconocimiento y respeto debidos a los derechos y las libertades de los demás y para satisfacer las justas y más apremiantes necesidades de una sociedad democrática.

Las disposiciones enunciadas en la presente Declaración se interpretarán con arreglo a los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos humanos, la igualdad, la no discriminación, la buena gobernanza y la buena fe.
Artículo XXXVII


Los pueblos indígenas tienen derecho a recibir asistencia financiera y técnica de los Estados y por conducto de la cooperación internacional para el disfrute de los derechos enunciados en la presente Declaración.
Artículo XXXVIII

La Organización de los Estados Americanos, sus órganos, organismos y entidades tomarán las medidas necesarias para promover el pleno respeto, la protección y la aplicación de las disposiciones contenidas en esta Declaración y velarán por su eficacia.
Artículo XXXIX

La naturaleza y el alcance de las medidas que deberán ser tomadas para dar cumplimiento a la presente Declaración serán determinadas de acuerdo con el espíritu y propósito de la misma.
Artículo XL
Ninguna disposición de la presente Declaración se interpretará en el sentido de que limite o menoscabe los derechos que los pueblos indígenas gozan en la actualidad o que puedan adquirir en el futuro.
Artículo XLI

Los derechos reconocidos en esta Declaración y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas constituyen las normas mínimas para la supervivencia, dignidad y bienestar de los pueblos indígenas de las Américas.
NOTAS DE PIE DE PÁGINA

1. …para obtener el consentimiento previo, libre e informado de las comunidades indígenas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado.
Lo anterior, considerando que el ordenamiento jurídico colombiano, define el derecho de consulta previa de estas comunidades, de acuerdo con el Convenio No. 169 de la OIT. Es así que, la Corte Constitucional Colombiana establece que el proceso de consulta debe llevarse a cabo “con miras a alcanzar un acuerdo o lograr el consentimiento de las comunidades indígenas acerca de las medidas legislativas propuestas”. Es importante aclarar que lo dicho no se traduce en un poder de veto de las comunidades étnicas a las medidas que las afecten directamente según el cual no pueden adoptarse sin su consentimiento, significa que, ante el desacuerdo se deben presentar “fórmulas de concertación o acuerdo con la comunidad”.
Asimismo, el Comité de Expertos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), ha establecido que la consulta previa, no implica un derecho a vetar decisiones estatales, sino que es un mecanismo idóneo para que los pueblos indígenas y tribales tengan el derecho a expresarse y a influenciar en el proceso de toma de decisiones.
Por lo anterior, y entendiendo que el enfoque de esta Declaración frente al consentimiento previo es distinto y podría equivaler a un posible veto, en ausencia de un acuerdo, lo que podría frenar procesos que son de interés general, el contenido d este artículo resulta inaceptable para Colombia.

2. … el consentimiento previo, libre e informado de las comunidades indígenas antes de aprobar proyectos que afecten sus tierras o territorios y otros recursos.
Lo anterior, considerando que a pesar de que el Estado colombiano ha incorporado a su ordenamiento jurídico una amplia gama de derechos dirigidos a reconocer, garantizar y hacer exigibles los derechos y principios constitucionales de pluralismo y diversidad étnica y cultural de la nación, bajo el marco de la Constitución Política, el reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, está regulado por disposiciones legales y administrativas, en armonía con los fines del Estado, y con principios como la función social y ecológica de la propiedad, y la propiedad estatal del subsuelo y los recursos naturales no renovables.

En este entendido, en estos territorios los pueblos indígenas ejercen su propia organización política, social y judicial. Por mandato constitucional, sus autoridades se reconocen como autoridades estatales públicas de carácter especial y, en materia judicial, se reconoce la jurisdicción especial indígena, avance notable en relación con otros países de la región.
En el contexto internacional, Colombia ha sido un país líder en la aplicación de las disposiciones sobre consulta previa del Convenio No. 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), del que es parte nuestro Estado.
Entendiendo que el enfoque de esta Declaración Americana, frente al consentimiento previo es distinto y podría equivaler a un posible veto en la explotación de recursos naturales que se encuentren en territorios indígenas, en ausencia de un acuerdo, lo que podría frenar procesos que son de interés general, el contenido de este articulo resulta inaceptable para Colombia.
Adicionalmente, es importante destacar que muchos Estados, incluido Colombia, consagran constitucionalmente que el subsuelo y los recursos naturales no renovables, son propiedad del Estado para conservar y garantizar su utilidad pública en beneficio de toda la nación. Por esta razón, las disposiciones contenidas en este artículo son contrarias al orden jurídico interno de Colombia, sustentado en el interés nacional.

3.
…en la Constitución Política de Colombia, la Fuerza Pública está en la obligación de hacer presencia en cualquier lugar del territorio nacional para brindar y garantizar a todos los habitantes la protección y respeto de su vida, honra y bienes, tanto individuales como colectivos. La protección de los derechos de las comunidades indígenas y su integridad dependen en gran medida de la seguridad de sus territorios.

Así las cosas, en Colombia se han expedido instrucciones a la Fuerza Pública para dar cumplimiento a la obligación de protección de los pueblos indígenas. En ese sentido, la citada disposición de la Declaración de los Pueblos indígenas de la OEA, contraría el principio de Necesidad y Eficacia de la Fuerza Pública, impidiendo el cumplimiento de su misión institucional, lo que hace que resulte inaceptable para Colombia.

ANEXO I

NOTAS DE INTERPRETACIÓN DE LA DELEGACIÓN DE COLOMBIA

NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 1

DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO VIII DE LA DECLARACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.


En relación con el Artículo VIII, sobre el Derecho a pertenecer a pueblos Indígenas, Colombia declara expresamente que el derecho a pertenecer a uno o varios pueblos indígenas, se regirá por la Autonomía de cada pueblo indígena.


Lo anterior en razón al Artículo 8, numeral 2 del Convenio 169 de la OIT: “Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio”.

Es importante precisar, que en la situación en que una persona comparta distintos orígenes indígenas, es decir, cuando su madre es perteneciente a una etnia y su padre a otra (por dar un ejemplo), solamente podrá definirse la pertenencia a uno u otro de los pueblos indígenas, dependiendo de las tradiciones en contacto. Es decir, para efectos de establecer la pertenencia de un individuo a determinado pueblo indígena, deberá examinarse de manera casuística los patrones culturales que definen las relaciones de parentesco, autoridad y adscripción étnica.


No es lo mismo un caso de contacto entre dos tradiciones matrilineales, que un contacto entre una tradición matrilineal y una patrilineal. De igual manera debería establecerse la jurisdicción dentro de la cual habita el individuo, las obligaciones derivadas del régimen de derechos contenidos dentro del fuero propio, así como el contexto socio geográfico en el que específicamente desarrolla sus actividades cotidianas, culturales y políticas.


A continuación se transcribe el párrafo al que se refiere la anterior nota:

ARTÍCULO VIII

DERECHO A PERTENECER A PUEBLOS INDÍGENAS

Las personas y comunidades indígenas tienen derecho de pertenecer a uno o varios pueblos indígenas, de acuerdo con la identidad, tradiciones, costumbres y sistemas de pertenencia de cada pueblo. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación de ningún tipo.
NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 2

DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACIÓN CON LOS ARTÍCULOS XIII, NUMERAL 2; XVI, NUMERAL 3; XX NUMERAL 2; Y XXXI, NUMERAL 1 DE LA DECLARACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.


En relación con la noción de lugares y objetos sagrados a los que se refieren los artículos XIII, numeral 2; XVI, numeral 3; XX, numeral 2; y, XXXI, numeral 1 de la Declaración de los Pueblos Indígenas de la OEA, el Estado Colombiano declara expresamente que la definición y regulación de los lugares y objetos sagrados de los pueblos indígenas, se regirá por los desarrollos alcanzados en el plano nacional. Dado que no existe una definición internacionalmente aceptada y que ni el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), ni la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, hacen referencia a dichos términos o los definen.


A este respecto, Colombia viene avanzando en una regulación sobre el particular que ha contado y continuará contando con la participación de los pueblos indígenas y avanzará en dicho propósito, de acuerdo con el ordenamiento jurídico colombiano y, cuando corresponda, conforme los instrumentos internacionales aplicables.


A continuación se transcriben los párrafos a los que se refiere la anterior nota:

ARTÍCULO XIII.

DERECHO A LA IDENTIDAD E INTEGRIDAD CULTURAL


2.
“Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido privados sin su consentimiento libre, previo e informado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres.”
ARTÍCULO XVI.

ESPIRITUALIDAD INDÍGENA


3.
“Los pueblos indígenas tienen derecho a preservar, proteger y acceder a sus sitios sagrados, incluidos sus lugares de sepultura, a usar y controlar sus reliquias y objetos sagrados y a recuperar sus restos humanos.”
ARTÍCULO XX.

DERECHOS DE ASOCIACIÓN, REUNIÓN, LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PENSAMIENTO


2.
“Los pueblos indígenas tienen derecho a reunirse en sus sitios y espacios sagrados y ceremoniales. Para tal fin, tendrán libre acceso, y uso de los mismos.”
ARTÍCULO XXXI


1.
“Los Estados garantizarán el pleno goce de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales de los pueblos indígenas, así como su derecho a mantener su identidad cultural, espiritual y tradición religiosa, cosmovisión, valores y a la protección de sus lugares sagrados y de culto y de todos los derechos humanos contenidos en la presente Declaración.” 

NOTA DE INTERPRETACIÓN No. 3

DEL ESTADO DE COLOMBIA EN RELACION CON EL ARTÍCULO XIII, NUMERAL 2 DE LA DECLARACIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE LA OEA.


El Estado de Colombia, declara expresamente que el derecho de los pueblos indígenas, a promover y desarrollar todos sus sistemas y medios de comunicación, está sujeto al cumplimiento de los requisitos y procedimientos establecidos en la normatividad interna vigente.


A continuación se transcriben los párrafos a los que se refiere la anterior nota:

ARTÍCULO XIV.

SISTEMAS DE CONOCIMIENTOS, LENGUAJE Y COMUNICACIÓN


3.
“Los pueblos indígenas, tienen derecho a promover y desarrollar todos sus sistemas y medios de comunicación, incluidos sus propios programas de radio y televisión, y acceder en pie de igualdad a todos los demás medios de comunicación e información. Los Estados tomarán medidas para promover la transmisión de programas de radio y televisión en lengua indígena, particularmente en regiones de presencia indígena. Los Estados apoyarán y facilitarán la creación de radioemisoras y televisoras indígenas, así como otros medios de información y comunicación.”
AG/RES. 2889 (XLVI-O/16)

AVANCE EN LA RENDICIÓN DE CUENTAS, LA EFICIENCIA Y LA EFICACIA
Y LOS RESULTADOS EN LA SECRETARÍA GENERAL DE LA OEA

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO que la Asamblea General, mediante las resoluciones AG/RES. 2353 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2437 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 1 (XXXVI-E/08), AG/RES. 1 (XXXVIII-E/09), AG/RES. 1 (XL-E/10), AG/RES. 1 (XLII-E/11) rev. 1, AG/RES. 1 (XLIII-E/12), AG/RES. 2774 (XLIII-O/13), AG/RES. 1 (XLV-E/13) y AG/RES. 2815 (XLIV-O/14), le solicitó a la Secretaría General que realizara esfuerzos con el fin de mejorar la transparencia y eficiencia de sus operaciones para establecer sistemas adecuados de planificación, control y evaluación que les facilite a los Estados Miembros hacer el seguimiento de la programación y la supervisión fiscal;

TENIENDO PRESENTE que en su cuadragésimo cuarto período ordinario de sesiones, celebrado en Asunción, Paraguay, por medio de la resolución AG/RES. 2814 (XLIV-O/14), aprobó la declaración de Visión Estratégica de la Organización, en los siguientes términos:

“La OEA es el foro hemisférico de carácter político compuesto por todos los países de las Américas que, por igual y de manera interdependiente, fortalece la democracia, promueve y protege los derechos humanos, impulsa el desarrollo integral, y fomenta la seguridad multidimensional, en favor del bienestar con justicia e inclusión social de los pueblos de las Américas”;


TENIENDO EN CUENTA que conforme a la resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14) rev. 1, “Orientaciones y objetivos de la Visión Estratégica de la Organización de los Estados Americanos”, aprobó los objetivos estratégicos para el fortalecimiento institucional, para la gestión administrativa y para cada uno de los pilares definidos en la Visión de la Organización;
CONSIDERANDO que conforme a la resolución CP/RES. 1061 (2063/16), “Conclusión del proceso de priorización de mandatos y elaboración del Plan Estratégico Cuatrienal de la Organización”, el Consejo Permanente dio por concluido el proceso técnico-metodológico del Grupo de Trabajo Ad Hoc sobre la Visión Estratégica de la OEA; alineó dichos mandatos con las Orientaciones y Objetivos Estratégicos establecidos en la resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14) rev. 1, y remitió estos elementos a la Secretaría General a fin de que, en el ámbito de su competencia, los incorpore como insumos a los planes de trabajo cuatrienales para cada uno de los cuatro pilares, así como para la gestión administrativa y el fortalecimiento institucional;


REAFIRMANDO que la Asamblea General, como órgano supremo de la Organización de los Estados Americanos, es responsable de determinar los mandatos de la Organización y de llevar a cabo una revisión regular de los mismos, con el asesoramiento del Consejo Permanente;


RECONOCIENDO los avances alcanzados y los desafíos pendientes en la implementación de un presupuesto por resultados, así como la labor del Grupo de Trabajo Ad Hoc para la Implementación del Plan Estratégico para la Modernización de la Gestión;

DESTACANDO la necesidad de continuar con los esfuerzos dirigidos a adecuar el programa-presupuesto de la OEA a los mandatos encomendados;


CONSIDERANDO que la implementación de un programa-presupuesto bienal permitirá realizar una planificación a largo plazo de los programas de la Organización, a la vez que facilitará la previsión, la fijación de gastos y una orientación basada en resultados;

RESALTANDO la importancia de mantener los más altos niveles de transparencia y calidad de la información suministrada por la Secretaría General;

TENIENDO EN CUENTA:

Que, conforme a la resolución AG/RES. 1 (L-E/15), autorizó al Consejo Permanente para que, después de considerar las recomendaciones de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios, adoptara las modificaciones que fueren necesarias al capítulo IX de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, ad referéndum de la Asamblea General, para que entraran en vigor en forma inmediata; y
Que conforme a anteriores decisiones de la Asamblea General encomendadas, particularmente en la resolución AG/RES. 2815 (XLIV-O/14), los informes sobre gestión de recursos y desempeño de la Secretaría General se han venido presentado trimestralmente;

CONSIDERANDO que la función del Inspector General es verificar el cumplimiento de las normas mediante el examen sistemático y selectivo de transacciones y procedimientos relacionados con los recursos que administra la Secretaría General, y que sus investigaciones y auditorías incluyen las operaciones administrativas y financieras;

TOMANDO NOTA del documento “Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (IPSAS)” (CP/CAAP-3288/14 rev. 1);
CONSIDERANDO que el 30 de septiembre de 2015, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2876 (XLV-O/15), el Consejo Permanente aprobó la resolución CP/RES. 1055 (2036/15), “Estructura de la Secretaría General”, conforme a la cual se creó la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad, la Secretaría de Asuntos Hemisféricos y la Consejería Estratégica para el Desarrollo Organizacional y la Gestión por Resultados; se cambió el nombre de la Secretaría de Asuntos Políticos por el de Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia, y se suprimió la Secretaría de Relaciones Externas;
TENIENDO PRESENTE que ya se han cumplido varios de los mandatos incluidos en la resolución AG/RES. 2815 (XLIV-O/14); y
TENIENDO EN CUENTA la “Propuesta para las resoluciones y mandatos del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General” (CP/doc.5179/16 rev. 2) aprobada por el Consejo Permanente en su sesión ordinaria del 30 de marzo de 2016,
RESUELVE:

1. Biblioteca Colón

Solicitar a la Secretaría General que prepare opciones para un mejor aprovechamiento de los recursos internos y externos existentes a través de alianzas estratégicas con otras bibliotecas e instituciones académicas, y para facilitar y ampliar el acceso a tales recursos aplicando conceptos modernos de gestión de la información, y que presente una propuesta al Consejo Permanente, por conducto de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP), a más tardar el 28 de febrero de 2017.
2. Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público

Instruir al Consejo Permanente que, por conducto de la CAAP, identifique las fuentes de financiamiento necesarias para el proyecto “Implementación de las Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (IPSAS)” en la Secretaría General.
3. Proceso de revisión del presupuesto

a) Encomendar a la Secretaría General que, con la colaboración directa de las diferentes Secretarías de la Organización, adopte un enfoque riguroso para desarrollar, presentar en forma clara, ejecutar y evaluar el programa-presupuesto, de conformidad con los capítulos del IV al VIII de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General (Normas Generales). El proyecto de programa-presupuesto deberá incluir una fundamentación lógica, explicaciones sobre las variaciones con respecto al año anterior y sobre los requisitos de recursos humanos y financieros acordes con los resultados esperados.
b) Solicitar a la Secretaría General que continúe en forma regular realizando reuniones informales de carácter técnico informativo con las delegaciones sobre todo el proceso presupuestario y temas que se encuentren bajo su examen en preparación para las discusiones formales a fin de promover una cultura de confianza y transparencia.

c) Solicitar al Consejo Permanente que, con la asistencia de la CAAP, considere la modificación de las Normas Generales a fin de adecuarlas a los requerimientos de un programa-presupuesto bienal, conforme al Plan Estratégico Cuatrienal de la Organización. Para tal fin:

i.
el nivel global presupuestario para el segundo año será considerado como una cifra indicativa tentativa para propósitos de planificación, y
ii.
se entiende que los compromisos financieros con el Fondo Regular de los Estados Miembros son anuales.

d) Instruir a la Secretaría General que identifique los recursos financieros necesarios para establecer un marco de referencia que sirva de base para llevar a cabo una auditoría, que identifique los niveles óptimos de personal, a fin de determinar con transparencia los resultados de las áreas programadas en base a las actividades, visión, rumbo y resultados alcanzados por la Organización. Paralelamente, lo anterior se debe complementar con una auditoría general de todas las funciones de la Organización incluyendo la conversión de contrato por resultados (CPR) a miembro del personal. Para tales efectos, se deberá contratar auditores independientes, tanto para la auditoría de puestos como un especialista externo que determine los niveles óptimos de personal de la Organización.
4. Sistema de cuotas

Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la CAAP, realice un análisis del sistema de cuotas actual, como se recomienda en el documento GT/IMG-32/16 rev. 1 y presente los resultados en el próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General en 2017 para su aprobación.
5. Eficacia y eficiencia

a) Solicitar a la Secretaría General que informe dentro de los 30 días siguientes a la conclusión de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General, los costos de los mandatos contenidos en las resoluciones aprobadas, así como sus efectos en el programa-presupuesto.
b) Solicitar a la Secretaría General que ajuste los recursos de la Organización y su estructura organizativa a los mandatos. 

6. Rendición de cuentas y transparencia

a) La Secretaría General seguirá publicando la siguiente información actualizada en el sitio web de la Organización, de conformidad con el ordenamiento jurídico de la Organización:
(1) Estructura orgánica de cada unidad organizacional.
(2) Las metas y objetivos de las unidades organizacionales de conformidad con sus planes operativos.
(3) Los resultados de evaluaciones, monitoreo y auditorías a programas y operaciones.
(4) La estructura de personal por unidad organizacional, incluyendo además la escala salarial y otros beneficios, así como los puestos vacantes.
(5) Las contrataciones por resultados celebradas, tanto de consultores como de bienes y servicios, en los términos de la normativa aplicable.
7. Informes semestrales sobre la administración de los recursos y el desempeño
Solicitar a la Secretaría General que continúe presentando cada seis meses (que abarquen los períodos enero-junio y julio-diciembre) sus informes de gestión de recursos y desempeño a la CAAP, incluido un resumen ejecutivo, de conformidad con el anexo I de la resolución AG/RES. 1 (XLVIII-E/14) rev. 1, aprobada en el cuadragésimo octavo período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, llevado a cabo el 29 de octubre de 2014.
8. Movilización de recursos externos
Encomendar al Secretario General que redoble sus esfuerzos para que se movilicen recursos externos en la implementación de los mandatos de la Asamblea General y que se mantenga la transparencia y rendición de cuentas en el uso y elaboración de informes relativos a esos fondos a ser presentados en el marco de los informes semestrales sobre la administración de los recursos y el desempeño.
9. Fundaciones y otras organizaciones creadas por la Secretaría General 
/
Solicitar a aquellas fundaciones y otras organizaciones creadas y subsidiadas por la OEA que mantengan una cultura y práctica de austeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, prudencia y rendición de cuentas en el uso, ejecución y gestión de los recursos asignados por la Organización. 

10. Políticas en materia de equidad e igualdad de género

Instar al Secretario General a que continúe con la labor de ejecutar políticas de equidad e igualdad de género en el lugar de trabajo y asegurar la rendición de cuentas sobre la aplicación de dichas políticas.
11. Viajes

Solicitar al Secretario General y al Secretario General Adjunto que presenten al Consejo Permanente de manera trimestral un informe de sus actividades fuera de la Sede.
12. Ciclo de la Presidencia de la CAAP

Instruir al Consejo Permanente que realice las enmiendas necesarias a su reglamento con el propósito de que se modifique el ciclo de la Presidencia de la CAAP, a fin de hacerla congruente con los ejercicios fiscal y presupuestario de la Organización, que comprenden el período de enero a diciembre, y considerar un período de transición.
13. Modificaciones al capítulo IX de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos
Aprobar las modificaciones al capítulo IX (subcapítulo A: El Inspector General) de las Normas Generales, adoptadas por el Consejo Permanente, ad referéndum de esta Asamblea General mediante la resolución CP/RES. 1062/16 (2069/16), el 20 de abril de 2016.

AG/RES. 2890 (XLVI-O/16)

PLAN ESTRATÉGICO CUATRIENAL DE LA ORGANIZACIÓN

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, 
celebrada el 14 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS:

La resolución AG/RES. 2814 (XLIV-O/14) mediante la cual se aprueba la Declaración de Visión Estratégica de la Organización de los Estados Americanos (OEA); y

La resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14) por medio de la cual se aprueban las orientaciones y objetivos de la Visión Estratégica; y
CONSIDERANDO:
Que en esta última resolución se le encomendó al Consejo Permanente que creara un grupo de trabajo ad hoc encargado de definir, conjuntamente con la Secretaría, los planes a que se refiere la propia resolución, incorporando el proceso de priorización de mandatos;

Que desde el año 2012 la Organización ha venido desarrollado un proceso de depuración, clasificación y priorización de sus mandatos;
Que el Consejo Permanente mediante el documento CP/doc.5108/15 aprobó la metodología para la priorización de los mandatos de la Organización;

Que el Consejo Permanente, mediante la resolución CP/RES. 1061/16 (2063/16) dio por concluido el proceso técnico-metodológico del Grupo de Trabajo Ad Hoc sobre la Visión Estratégica de la OEA, incorporando 80 mandatos resultado de la aplicación del primer criterio de la metodología para la priorización de mandatos; 
Que a fin de dar pleno cumplimiento a la resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14) rev. 1 en cuanto a la elaboración de un plan estratégico integral de la OEA, el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 1061/16 (2063/16) acordó enviar todos los elementos reflejados en el documento GT/VE 22/16, incluida la priorización de mandatos, a la Secretaría General a fin de que, en el ámbito de su competencia, los incorpore como insumos a los planes de trabajo cuatrienales para cada uno de los cuatro pilares, así como para la gestión administrativa y el fortalecimiento institucional que se refieren en el párrafo resolutivo 2 a) de la resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14) rev. 1 y los someta a la consideración de cada una de las comisiones del Consejo Permanente y al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI);

Que la Secretaría General, en cumplimiento de la resolución CP/RES. 1061/16 (2063/16), presentó insumos para la construcción del Plan Cuatrienal de la Organización a cada Comisión del Consejo Permanente y al CIDI; y

Que en virtud de lo anterior, las Comisiones dieron por recibido los insumos técnicos presentados por la Secretaría General y se encuentran en el proceso de evaluación política de los mismos,
RESUELVE:
1. Hacer suya la resolución CP/RES. 1061/16 (2063/16), la cual concluye el proceso técnico-metodológico y refleja los resultados de la etapa de priorización de mandatos realizada por las Comisiones y el Grupo de Trabajo Ad Hoc sobre la Visión Estratégica de la OEA, incorporando 80 mandatos que servirán como uno de los insumos para la elaboración del Plan Estratégico Cuatrienal.
2. Prorrogar la entrega del Plan Estratégico Integral de la Organización de los Estados Americanos (OEA) mandatado al Consejo Permanente mediante resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14) rev. 1 para finalizar dicho proceso antes del 15 de septiembre y para que someta a consideración de esta Asamblea General en su período extraordinario de sesiones que se realizará en el mes de octubre de 2016. El Consejo Permanente deberá cumplir los mandatos de la Asamblea General, que se detallan a continuación:
a) “La elaboración de un plan estratégico integral de la OEA. Desarrollar un Plan Estratégico Integral cuatrienal con planes de trabajo para cada uno de los cuatro pilares, así como para la gestión administrativa y el fortalecimiento institucional, tomando en cuenta, entre otras, las orientaciones señaladas en el anexo II. Estos planes deberán ser elaborados con base en criterios de interdependencia, nivel de impacto, viabilidad, valor agregado, no duplicación y sostenibilidad financiera.

b) El diseño de herramientas y mecanismos para la mejora de la gestión. Dotar a la Organización de instrumentos de gestión adecuados para propiciar la interacción armónica de los pilares, así como el establecimiento de indicadores de desempeño, a fin de que la Organización cuente con información cuantitativa y cualitativa de los resultados e impacto en la implementación del plan estratégico.

c) El establecimiento de mecanismos para la evaluación. Medir el cumplimiento del plan estratégico y valorar los avances y cambios generados desde su puesta en marcha.”
3. Los mandatos aprobados por la Asamblea General en este período serán incorporados al ejercicio de elaboración del Plan Estratégico Integral Cuatrienal de la OEA.
4. A partir de la aprobación por parte del Consejo Permanente del Plan Estratégico Integral Cuatrienal de la OEA, la elaboración del programa-presupuesto 2017 deberá alinearse con dicho Plan Estratégico.
AG/RES. 2891 (XLVI-O/16)

PLAN DE ACCIÓN DEL DECENIO DE LAS Y LOS AFRODESCENDIENTES
EN LAS AMÉRICAS (2016-2025)

(Aprobada en la segunda sesión plenaria,
celebrada el 14 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO la resolución AG/RES. 2824 (XLIV-O/14) en donde se reconoce el Decenio Internacional de los Afrodescendientes;

RECONOCIENDO las valiosas contribuciones que desde todos los niveles los Estados Miembros han presentado con el fin de hacer efectivos los derechos humanos de las personas afrodescendientes;

REAFIRMANDO la importancia de la plena participación libre y en igualdad de condiciones de las y los afrodescendientes en todos los aspectos de la vida política, económica, social y cultural en los países de las Américas; y
REAFIRMANDO TAMBIÉN el firme compromiso de los Estados Miembros para enfrentar el flagelo del racismo, la discriminación y la intolerancia en sus sociedades, como un problema que afecta a la sociedad en general,

RESUELVE:

APROBAR el siguiente Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas (2016-2025):

PLAN DE ACCIÓN DEL DECENIO DE LAS Y LOS AFRODESCENDIENTES

EN LAS AMÉRICAS (2016-2025) 

ANTECEDENTES
Según diversos organismos internacionales y regionales, en las Américas viven alrededor de 200 millones de personas afrodescendientes.
Las y los afrodescendientes se encuentran entre los grupos más vulnerables del Hemisferio como consecuencia de la pobreza, el subdesarrollo, la exclusión social, desigualdades económicas, las cuales están estrechamente vinculadas con el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las prácticas conexas de intolerancia.
Además, las naciones afrodescendientes y otros Estados Miembros de la Comunidad del Caribe atribuyen los obstáculos a su desarrollo al legado del tráfico transatlántico de esclavos, al colonialismo, al racismo, la discriminación racial y la intolerancia.
En ese contexto, diversos organismos internacionales y regionales han expresado su preocupación sobre la situación de vulnerabilidad en que se encuentran las y los afrodescendientes en la región.
La Organización de los Estados Americanos (OEA), a través de su Secretaría General, así como también la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el proceso de Cumbres de las Américas han expresado de manera reiterada su preocupación con relación a la inclusión, el respeto a los derechos humanos y la atención de las necesidades de este grupo.
En seguimiento a dicha preocupación, la Asamblea General de la OEA aprobó las resoluciones AG/RES. 2550 (XL-O/10), “Reconocimiento del Año Internacional de los Afrodescendientes”, AG/RES 2693 (XLI-O/11), AG/RES. 2708 (XLII-O/12), AG/RES. 2784 (XLIII-O/13) y AG/RES. 2847 (XLIV-O/14), “Reconocimiento y promoción de los derechos de los y las afrodescendientes en las Américas”.
A través de la resolución AG/RES. 2824 (XLIV-O/14), “Reconocimiento del Decenio Internacional de los Afrodescendientes”, la Asamblea General de la OEA reconoció el Decenio Internacional de los Afrodescendientes proclamado por las Naciones Unidas y encomendó al Consejo Permanente la realización de una sesión especial para celebrar el inicio del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, con el objetivo de intercambiar ideas para la posible elaboración de un Plan de Acción de la OEA en el marco de dicho Decenio.
En noviembre del 2015, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) del Consejo Permanente de la OEA aprobó la creación del Grupo de Trabajo Encargado de la Elaboración del Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes de las Américas.
Este Plan de Acción proporciona un marco para la implementación de políticas, programas y proyectos dentro de la OEA, así como lineamientos de cooperación con otras organizaciones regionales y nacionales para el reconocimiento y promoción de los derechos de las y los afrodescendientes en las Américas.

PLAN DE ACCIÓN DEL DECENIO DE LAS Y LOS AFRODESCENDIENTES
EN LAS AMÉRICAS (2016-2025)
LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA),
TENIENDO PRESENTE la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, la Carta Democrática Interamericana, la Carta Social de las Américas, la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia;
DESTACANDO que los Estados Miembros de la OEA se han ocupado de las y los afrodescendientes en diversas resoluciones de la Asamblea General, en las declaraciones de las Cumbres de las Américas, así como en la Declaración de la Conferencia Regional de las Américas (Preparatoria de la Tercera Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia), realizada en Santiago de Chile en el año 2000 y la Declaración de la Conferencia de América Latina y el Caribe Preparatoria para la Conferencia de Revisión de Durban realizada en Brasilia en 2008;
RECORDANDO que la vasta mayoría de los pueblos afrodescendientes de las Américas es descendiente de millones de africanos que fueron esclavizados y transportados por la fuerza en el marco de la práctica inhumana de trata transatlántica, entre los siglos XV y XIX, la cual causó una penuria indescriptible a esta población que continúa sufriendo los efectos de la esclavitud;
RECORDANDO TAMBIÉN que en la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia se reconoció que la esclavitud y la trata de esclavos, en particular la trata transatlántica de esclavos, constituyen, y siempre deberían haber constituido, un crimen de lesa humanidad;
SALUDANDO el movimiento de justicia reparadora por la Comisión de Reparaciones de la Comunidad del Caribe para corregir los legados del subdesarrollo ocasionados por la esclavización africana en el Caribe;
REAFIRMANDO el firme compromiso de los Estados Miembros para enfrentar, a través de los distintos mecanismos, el flagelo del racismo, la discriminación y la intolerancia en sus sociedades, como un problema que afecta a la sociedad en general, y que debe ser combatida en todas sus manifestaciones individuales, estructurales e institucionales;

TENIENDO PRESENTE el trabajo realizado por la Relatoría sobre los Derechos de las Personas Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;
TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN la resolución de las Naciones Unidas 68/237, “Proclamación del Decenio Internacional de los Afrodescendientes”, que comenzó el 1 de enero de 2015 y terminará el 31 de diciembre de 2024 con el tema “Afrodescendientes: reconocimiento, justicia y desarrollo”; y
TENIENDO EN CUENTA las consideraciones de la sesión especial del Consejo Permanente para celebrar el inicio del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, y la decisión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de elaborar un Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas,
ADOPTAN el siguiente:
PLAN DE ACCIÓN DEL DECENIO DE LAS Y LOS 

AFRODESCENDIENTES EN LAS AMÉRICAS (2016-2025)
I. VISIÓN
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) tanto a nivel nacional como a nivel de la Organización, fortalecerán las políticas, programas y proyectos para el reconocimiento, promoción, protección y observancia de los derechos de las y los afrodescendientes en las Américas.
II. MISIÓN
Los Estados Miembros de la OEA se comprometen a adoptar gradualmente y fortalecer las políticas públicas, medidas administrativas, legislativas, judiciales y presupuestarias para asegurar a las poblaciones afrodescendientes en las Américas el goce de sus derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos y su participación plena y en igualdad de condiciones en todos los ámbitos de la sociedad con el apoyo de la OEA; así como a tomar las medidas necesarias para incluir la temática afrodescendiente en las políticas, programas y proyectos de la OEA.
Asimismo, los Estados Miembros se comprometen a promover y apoyar programas dirigidos a corregir los legados de injusticias históricas ocasionadas por la esclavización africana en el Caribe.
III. TRANVERSALIZACIÓN
El presente Plan será implementado de manera transversal, con especial atención a: 
Los grupos tradicionalmente en situación de vulnerabilidad y marginados al interior de la población afrodescendiente debido a las formas múltiples, agravadas y concomitantes de discriminación.
Las naciones afrodescendientes y otros Estados Miembros de la Comunidad del Caribe (CARICOM) cuyo legado de subdesarrollo proviene de la esclavización africana en el Caribe. 
En la implementación a nivel de la OEA se deberá:
Incluir los derechos de las personas afrodescendientes en la agenda de las reuniones ministeriales y reuniones de altas autoridades, así como en las políticas, programas y proyectos en los órganos, organismos y entidades de la Secretaría General de la OEA.
IV. 
OBJETIVOS Y ACTIVIDADES
Objetivo 1: A nivel de la Organización de los Estados Americanos
Ampliar y fomentar la cooperación, el intercambio de experiencias y buenas prácticas para el fortalecimiento de las estructuras gubernamentales que, en cada Estado, desarrollan políticas públicas y mecanismos para la promoción de la igualdad racial.
Promover un mayor conocimiento y respeto de la diversidad de la herencia y la cultura de las personas afrodescendientes y de su contribución al desarrollo de las sociedades.
Conmemorar todos los años, el día 25 de marzo, el Día Internacional de Recuerdo de las Víctimas de la Esclavitud y la Trata Transatlántica de Esclavos, centrándose en personas afrodescendientes eminentes que hayan realizado contribuciones importantes a la abolición de la trata de esclavos, la esclavitud y en favor de los derechos civiles en las Américas.
Objetivo 2: A nivel nacional
Adoptar gradualmente las políticas públicas, medidas administrativas, legislativas, judiciales y presupuestarias destinadas al acceso y goce de los derechos de la población afrodescendiente.
Elaborar programas y actividades, especialmente programas educativos en los niveles de enseñanza escolar primaria y secundaria, para promover un mayor entendimiento del significado de la esclavitud y la trata de esclavos y sus consecuencias en la vida de las personas afrodescendientes, así como para reconocer los importantes aportes de las personas afrodescendientes a la vida económica, cultural y social de la región.
Líneas estratégicas de acción:

i. Reconocimiento 

(a) Derecho a la igualdad y la no discriminación 
Objetivo 1:
1. Impulsar, cuando sea pertinente, la incorporación de órganos gubernamentales de promoción de igualdad racial de los países de la región, en los trabajos de las redes interamericanas de la OEA.
2. Crear campañas contra la discriminación múltiple de que son víctimas las personas afrodescendientes con la colaboración de órganos y organismos de la OEA, así como organismos internacionales y regionales.
3. Crear una campaña para la firma, ratificación e implementación de la Convención Interamericana contra el Racismo, Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y de la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia.
4. Promover el respeto y tolerancia de las diversas expresiones culturales y religiones de matriz africana.
5. Promover medidas orientadas a combatir la práctica de perfilamiento racial.

6. Recomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que monitoree y priorice la realización de un estudio sobre las situaciones conexas a la intolerancia religiosa dirigida a los practicantes de religiones africanas y de la diáspora africana en las Américas.
7. Promover el fortalecimiento de recursos financieros y la dotación del personal necesario a la Relatoría de Personas Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial, como parte de un proceso de fortalecimiento financiero equitativo de todas las relatorías de la CIDH.
8. Apoyar a los Estados que lo soliciten en la revisión integral de las legislaciones nacionales con el fin de identificar y abolir las disposiciones que implican discriminación directa o indirecta que pudieran afectar a las y los afrodescendientes en la región.
9. Promover las medidas legislativas adecuadas según el caso, a efecto de consolidar el reconocimiento de las personas afrodescendientes.
10. Impulsar la elaboración de planes de acción nacionales para promover la diversidad, la igualdad, la equidad, la justicia social, la igualdad de oportunidades y la participación de todas las personas afrodescendientes.
Objetivo 2:

1. Promover campañas de sensibilización sobre los derechos de los y las afrodescendientes, incluidas campañas contra la discriminación múltiple de que son víctimas.

2. Promover la inclusión del enfoque de los derechos de las personas afrodescendientes en los programas y proyectos dirigidos a personas en situaciones de vulnerabilidad.
3. Alentar la firma, ratificación y adhesión de la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia.
(b) Educación sobre la igualdad y concienciación
Objetivo 1:

1. Promover el reconocimiento de la historia de las personas afrodescendientes, especialmente respecto de las consecuencias o los legados de las injusticias históricas de la esclavitud africana en las Américas.
2. Organizar en la OEA exposiciones sobre publicaciones afrodescendientes en las Américas, exhibiciones sobre afrodescendientes en las Américas y de artistas afrodescendientes e impulsar, a través del Museo de Arte de las Américas, el establecimiento de relaciones de cooperación con museos sobre afrodescendientes o africanos.
3. Apoyar a los Estados Miembros, con la colaboración de organismos internacionales, regionales y universidades, para que incluyan la historia de África y la población afrodescendiente en las Américas, el combate al racismo, la discriminación racial e intolerancia y el enfoque intercultural en los currículos educativos.
4. Visibilizar los aportes culturales, económicos, políticos y sociales de la población afrodescendiente al progreso de la región.
5. Analizar la creación de un Centro de Memoria Histórica en la región.
Objetivo 2:

1. Impulsar campañas para enaltecer la cultura y los aportes culturales, económicos y sociales de la población afrodescendiente.
2. Promover la inclusión de la historia de África y de la población afrodescendiente, del combate al racismo, la discriminación racial e intolerancia y el enfoque intercultural o étnico educativo en los currículos educativos.
3. Promover el reconocimiento del patrimonio cultural inmaterial afrodescendiente.
4. Incentivar la inversión y formalización de centros de investigación de la cultura afrodescendiente.
5. Procurar la implementación de los programas educativos dirigidos a visibilizar positivamente el aporte de los afrodescendientes como protagonistas en la construcción de las naciones de la región y sus contribuciones económicas, políticas, sociales, culturales e históricas al desarrollo.
6. Promover la recuperación, recolección y divulgación de historias afrodescendientes, en particular de las de mujeres, que visibilicen y den voz a sus aportes en las comunidades, organizaciones y familias.
7. Fomentar la consideración de medidas especiales, incluidas políticas de acción afirmativa para el acceso a la educación de calidad en todos los niveles para la población afrodescendiente.
(c) Reunión de información
Objetivo 1:

1. Apoyar a los Estados, cuando así lo soliciten, para promover la inclusión de la variable afrodescendiente en los sistemas estadísticos nacionales.
Objetivo 2:

1. Recopilar, analizar, difundir y publicar datos estadísticos fidedignos a nivel nacional y local, y tomar todas las demás medidas conexas necesarias para evaluar periódicamente la situación de las personas afrodescendientes en las Américas.
2. Promover la visibilización estadística de la población afrodescendiente para la formulación de políticas públicas y el efectivo cumplimiento de los derechos humanos.
3. Promover la realización de diagnósticos sobre las formas actuales de discriminación hacia la población afrodescendiente.
4. Incorporar la variable afrodescendiente en la recopilación de datos estadísticos sobre poblaciones migrantes, refugiados y solicitantes de la condición de refugiado que sirvan como base para establecer políticas públicas para su inclusión económica y social y el efectivo ejercicio de sus derechos.
(d) Participación e inclusión
Objetivo 1:

1. Apoyar a los Estados Miembros en la promoción de políticas públicas para la participación y plena inclusión de la población afrodescendiente en sus sociedades.
2. Promover a través de los Estados Miembros la inclusión de gobiernos locales, localidades, municipalidades u otras con presencia afrodescendiente en el Programa de Modernización de la Gestión Municipal de la OEA con la colaboración de organismos internacionales y regionales.
3. Promover ante los Estados Miembros, cuando sea pertinente, la observación electoral con enfoque afrodescendiente.
4. Impulsar la participación de los afrodescendientes en el marco de las actividades de la OEA y, entre otras, impulsar la inscripción de sus organizaciones en el Registro de Organizaciones de la Sociedad Civil, facilitar espacios de diálogo con las organizaciones afrodescendientes, crear un foro virtual permanente de afrodescendientes de las Américas y facilitar la participación de los afrodescendientes como actor social en el proceso de Cumbres de las Américas.
5. Promover a través de los Estados Miembros encuentros internacionales de alcaldes y de autoridades afrodescendientes.
6. Desarrollar procesos de sensibilización que permitan comprender el papel de las políticas públicas en la promoción de la plena inclusión social de la población afrodescendiente en la región.
7. Apoyar a los gobiernos de la región en la elaboración, formulación, ejecución y seguimiento de políticas públicas inclusivas y en el establecimiento de mecanismos de gestión eficiente y eficaz, con especial énfasis en la participación de la sociedad civil afrodescendiente y en la rendición de cuentas.
Objetivo 2:

1.
Promover la inclusión de las personas afrodescendientes y sus organizaciones de la sociedad civil en los procesos de elaboración, formulación, ejecución y seguimiento de políticas públicas, en el establecimiento de mecanismos de gestión eficiente y eficaz y en la rendición de cuentas, a través de los mecanismos de consulta que faciliten su participación.
2.
Alentar la formación de liderazgos de la población afrodescendiente y promover su participación política.
ii. Justicia

(a) Acceso a la justicia 

Objetivo 1:

1. Impulsar la implementación de las recomendaciones realizadas por el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) en su informe “Sistema judicial y racismo contra Afrodescendientes” (CP/doc.3845/04 corr.1).
2. Promover el Programa de Facilitadores Judiciales en comunidades con presencia afrodescendiente y aquellas con ascendencia predominantemente africana.
3. Incluir el enfoque afrodescendiente en la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), el Observatorio Interamericano sobre Drogas (OID) y el Observatorio de Seguridad Ciudadana.
4. Incluir el enfoque afrodescendiente en la agenda del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará” (MESECVI).
5. Promover medidas orientadas a combatir la práctica de perfilamiento racial.
Objetivo 2:
1.
Tomar las medidas pertinentes para la implementación de las recomendaciones realizadas por el CEJA en su informe “Sistema judicial y racismo contra afrodescendientes en las Américas” (CP/doc.3845/04 corr.1).
2. Promover instrumentos y canales de cooperación y diálogo entre las fuerzas de seguridad y las comunidades afrodescendientes.
3. Promover la inclusión del enfoque afrodescendiente en los informes al MESECVI.
4. Promover políticas públicas orientadas a brindar un trato equitativo y no discriminatorio que permita la igualdad de acceso al sistema de justicia a las personas afrodescendientes.
5. Fomentar la capacitación de los administradores y operadores de justicia y fuerzas de seguridad, especialmente en normativa nacional e internacional de combate a la discriminación étnica-racial y estándares de protección para la población afrodescendiente, para prevenir y erradicar el perfilamiento racial y uso excesivo de la fuerza, en particular, contra las personas afrodescendientes.
6. Fomentar el establecimiento de protocolos de atención en casos de discriminación étnico-racial.
7. Promover y aplicar las medidas orientadas a combatir y sancionar la práctica de perfilamiento racial.
(b) Medidas especiales
Objetivo 1:
1. Promover una política de acción afirmativa para las poblaciones afrodescendientes en los Programas de Becas Académicas y de Pasantías de la OEA.
2. Crear una política de acción afirmativa para la población afrodescendiente en todas las actividades de capacitación de la OEA, así como en los procesos de contratación y promoción de funcionarios de la Organización.
3. Instar a la creación de políticas de acción afirmativa para la población afrodescendiente en el sistema interamericano de derechos humanos, incluida la institucionalización de becas para jóvenes afrodescendientes en el Programa de Pasantías y para abogados afrodescendientes.
4. Promover la inclusión del enfoque de género en las políticas de acción afirmativa destinada a la población afrodescendiente en el marco de la Secretaría General.
5. Fomentar la creación de un compendio de mejores prácticas de la inclusión de los afrodescendientes en distintas áreas dentro de los sectores público y privado, con especial énfasis en educación y empleo.
Objetivo 2:
1. Promover la adopción de medidas especiales, incluidas las políticas de acción afirmativa para afrodescendientes en la administración pública, y alentar la creación de medidas para la contratación y promoción de afrodescendientes en los sectores público y privado.
2. Impulsar la adopción de medidas que faciliten la participación política y la igualdad de oportunidades para buscar la elección en cargos de elección popular de las y de los afrodescendientes.
iii. Desarrollo
(a) Derecho al desarrollo y medidas de lucha contra la pobreza
Objetivo 1:
1. Incluir el enfoque de los derechos de las personas afrodescendientes en las agendas de las comisiones, redes interamericanas, secretarías, departamentos y programas e iniciativas estratégicas de la OEA y en el desarrollo de los trabajos relacionados con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (Agenda 2030).
2. Solicitar a la Secretaría General, a través de sus distintos organismos, que incorpore en la agenda de la Organización diálogos transversales sobre acciones afirmativas de las personas afrodescendientes en el marco de la Agenda 2030 y el Decenio Internacional de los Afrodescendientes.
3. Saludar la solicitud de reparaciones por algunos Estados Miembros de la Comunidad del Caribe, y promover y facilitar debates sobre el tema entre los Estados Miembros de la OEA.
4. Promover la creación de programas de capacitación de educación financiera con la colaboración de otros organismos internacionales, regionales y el sector privado.
5. Apoyar a los Gobiernos de la región en la formulación, ejecución y seguimiento de políticas públicas incluyentes y eficaces con énfasis en la participación de las y los afrodescendientes.
Objetivo 2:
1. Fomentar la inclusión del enfoque de los derechos de las personas afrodescendientes en la agenda de las políticas y programas de desarrollo social y combate a la pobreza.
2.
Estimular la formulación de políticas públicas para la población afrodescendiente en el marco de la Agenda 2030.
3.
Impulsar a los Estados Miembros a que incluyan el enfoque de derechos de los afrodescendientes en sus indicadores de país y en sus respectivos reportes sobre la implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).
4.
Promover la inclusión de la población afrodescendiente en los programas de ciencia, innovación y tecnología, comercio y empoderamiento económico, cultura y turismo, desarrollo sostenible y medio ambiente, en particular en comunidades con presencia afrodescendiente.
5.
Impulsar la creación de programas de capacitación de educación financiera dirigidos a la población afrodescendiente.
6.
Fomentar la inclusión de industrias culturales y turísticas en comunidades con presencia afrodescendiente.

7.
Fomentar la capacitación sobre el enfoque de los derechos de las personas afrodescendientes para funcionarios públicos que trabajan en programas y políticas de desarrollo, incluido el tema de la discriminación múltiple de que son víctimas las personas afrodescendientes en situación de vulnerabilidad.
(b)
Empleo
Objetivo 1:
1. Fomentar la creación de programas de formación laboral en las comunidades con presencia afrodescendiente.
(c) Salud

Objetivo 1:
1. Promover el enfoque afrodescendiente en las políticas de salud e impulsar campañas de promoción de salud sexual y reproductiva en comunidades con presencia afrodescendiente con la colaboración de la Organización Panamericana de la Salud (OPS).
Objetivo 2:
1. Fomentar la inclusión del enfoque afrodescendiente en los determinantes sociales de la salud a través de políticas intersectoriales y promover la creación de programas de salud dirigidos a población afrodescendiente.
2. Impulsar programas de promoción de salud sexual y reproductiva en comunidades con presencia afrodescendiente.
3. Fomentar la creación de políticas nacionales de salud teniendo en cuenta la necesidad de promover un enfoque de igualdad étnico-racial e intercultural.
4. Promover la elaboración e implementación de protocolos de atención de salud integral en enfermedades recurrentes no transmisibles en la población afrodescendiente.
(d)
Vivienda

Objetivo 1:
1. Facilitar el acceso a vivienda adecuada y digna para la población afrodescendiente, especialmente aquella en situación de vulnerabilidad, que cuente con la provisión de servicios básicos.
V.
IMPLEMENTACIÓN Y SEGUIMIENTO DEL PLAN
La Secretaría General de la OEA a través de su Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad será la responsable de monitorear la implementación de las acciones del presente Plan de Acción, en coordinación con otras instancias del sistema interamericano.
La Secretaría General de la OEA colaborará con otras organizaciones, universidades, los sectores público y privado para crear sinergias para la ejecución del Plan de Acción.
La Secretaría General dará cuenta de los avances de la Organización cada dos años en una sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA.
Al finalizar el período de vigencia del Plan de Acción se llevará a cabo una sesión especial del Consejo Permanente de la OEA para evaluar la implementación del Plan de Acción y estudiar la posibilidad de la extensión de su vigencia.
La ejecución de las actividades previstas en este plan estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y en concordancia con la visión estratégica de la OEA.
AG/RES. 2892 (XLVI-O/16)

MODERNIZACIÓN DE LA GESTIÓN 

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, 

celebrada el 15 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO:

Que la Asamblea General aprobó la Visión Estratégica mediante la resolución AG/RES. 2814 (XLIV-O/14) en septiembre de 2014 y que el Consejo Permanente aprobó la resolución CP/RES. 1061/16 sobre la priorización de mandatos en marzo de 2016;

Que el Plan Estratégico para la Modernización de la Gestión (CP/doc. 5077/14) fue presentado ante el Consejo Permanente en noviembre de 2014; y
Que el Consejo Permanente creo el Grupo de Trabajo Ad Hoc para la Implementación del Plan Estratégico para la Modernización de la Gestión, con los objetivos identificados en el documento CP/CAAP-3368/15 rev. 1; y

RECONOCIENDO que el proceso de la Visión Estratégica de 2014 y el Plan Estratégico para la Modernización de la Gestión se derivaron de los esfuerzos encabezados por los Estados Miembros así como de la Secretaría General para concretar una visión y fortalecer las prácticas de gestión,
RESUELVE:

1. Continuar apoyando la implementación de la Visión Estratégica y la Iniciativa para la Modernización de la Gestión, como un marco integral, implementando los resultados que se enumeran a continuación:

A. Cuotas y liquidez
Facultar al Consejo Permanente para que continúe considerando, tomando en cuenta las recomendaciones de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP), las medidas para fomentar el pago oportuno y aumentar la liquidez, que sean necesarias ad referéndum de la Asamblea General en su sesión extraordinaria del mes de octubre de 2016.

B. Recuperación de costos indirectos

Encomendar a la Secretaría General que lleve a cabo un análisis de lo que constituyen costos directos e indirectos y que presente los resultados de este análisis al Consejo Permanente y al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), a más tardar el 15 de septiembre de 2016.

Encomendar a la Secretaría General que continúe divulgando las asignaciones de recuperación de costos indirectos (RCI) como parte del ejercicio bienal del programa-presupuesto.

Instruir al Secretario General que implemente las medidas para mejorar la RCI, aplicando una tasa del 13 % para todos los proyectos y programas financiados con fondos específicos y eliminar la opción de dispensar o reducir la RCI.
Instruir asimismo al Secretario General que someta, para la consideración del Consejo Permanente, la posibilidad de aumentar la RCI al 20 % para proyectos de menos de US$50,000, así como de excluir los cargos de RCI a las aportaciones al sistema interamericano de derechos humanos.
C. Comisiones de los Consejos

Controlar los costos y mejorar la organización de reuniones del Consejo Permanente y del CIDI, así como de sus comisiones subsidiarias y grupos de trabajo, adoptando medidas sólidas y responsables, conforme a las recomendaciones del Grupo de Trabajo Ad Hoc para la Implementación del Plan Estratégico para la Modernización de la Gestión contenidas en el documento “Opciones para hacer frente a la ineficiencia y los costos de las reuniones” (GT/IMG 8/16 rev. 4 corr. 1); y con base en éste, elaborar, a más tardar el 31 de julio de 2016, un manual de la Presidencia para la gestión de reuniones. 

D. Estrategia de bienes inmuebles 

Encomendar al Secretario General a que como parte de la estrategia de bienes inmuebles presente para la consideración y decisión del Consejo Permanente:

a) Un plan completo para alojar a la Junta Interamericana de Defensa (JID) en las instalaciones del Edificio Administrativo, ubicado 19th Street y Constitution Ave., N.W., Washington, D.C. 20006, el cual deberá garantizar un espacio de trabajo adecuado así como servicios tecnológicos necesarios para su funcionamiento, conforme a las necesidades operativas de la JID. Dicho plan deberá contener:
i. Costo-beneficio de la venta del inmueble y el traslado de la JID a sus nuevas instalaciones.
ii. Calendario de actividades y costos para la remodelación del Edificio Administrativo.
iii. Acciones administrativas para la reubicación directa de la JID, de la Casa del Soldado al Edificio Administrativo, a fin de evitar asignaciones temporales de espacios y la duplicación de costo.
iv. Alternativas financieras para llevar a cabo el plan, incluido un plan para recuperar los costos incurridos en el proceso de planeación y adaptación de las instalaciones para albergar a la JID.

En la consideración del plan de la Secretaría General, el Consejo Permanente tomará en cuenta la opinión de la JID.

E. Oficinas Nacionales

Encomendar a la Secretaría General que, como preparación del programa-presupuesto de 2017, presente una propuesta para reducir el presupuesto del Fondo Regular de las Oficinas Nacionales de la OEA.
F. Junta de Auditores Externos 

Encomendar a la CAAP que, después de examinar el informe de la Junta de Auditores Externos, presente una respuesta consolidada a las recomendaciones de la Junta al Consejo Permanente, a más tardar el 15 de septiembre de cada año. El Consejo Permanente utilizará esta respuesta como base de los comentarios formales de la OEA a la Junta de Auditores Externos.
G. Implementación de la modernización de la gestión

Encomendar a la Secretaría General que informe semestralmente al Consejo Permanente, por conducto de la CAAP, los resultados alcanzados en relación con las recomendaciones del Plan Estratégico para la Modernización de la Gestión que completen a la Secretaría General.
H. Gestión por resultados

Encomendar a la CAAP que continúe trabajando en la conclusión del Plan Estratégico Cuatrienal para la Gestión Administrativa de acuerdo con lo dispuesto en la resolución CP/RES. 1061 (2063/16), “Conclusión del proceso de priorización de mandatos y elaboración del Plan Estratégico Cuatrienal de la Organización”, y elabore un marco para la gestión del desempeño, alineado a los objetivos y directrices de la Visión Estratégica, y que ajuste los programas, proyectos, actividades y recursos a este plan de conformidad con lo establecido en los numerales 2.b) y 2.c) de la resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14), “Orientaciones y objetivos de la Visión Estratégica de la Organización de los Estados Americanos”.
AG/RES. 2893 (XLVI-O/16)

AUMENTO Y FORTALECIMIENTO DE LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y LOS ACTORES SOCIALES EN LAS ACTIVIDADES DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS Y EN EL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,
celebrada el 15 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECONOCIENDO la importancia de la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en la consolidación de la democracia, el desarrollo social, los derechos humanos y la seguridad en todos los Estados Miembros y que su participación en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y en el proceso de Cumbres de las Américas debe llevarse a cabo en un marco de estrecha colaboración entre los órganos políticos e institucionales de la Organización y en cumplimiento con lo establecido en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”;
TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 2773 /XLIII-O/13) y AG/RES. 2861 (XLIV-O/14), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas” y la “Estrategia de fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA)” (CP/CISC-422/09 rev. 3), así como la resolución AG/RES. 2772 (XLIII-O/13), “Apoyo y seguimiento del proceso de Cumbres de las Américas”;
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las “Estrategias para incrementar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, en las que se solicita “a la Comisión de Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) que dé seguimiento a estas estrategias, evalúe su implementación y, eventualmente, proponga modificaciones a las mismas o nuevos mecanismos que permitan aumentar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la Organización”; y
TOMANDO NOTA de la creación del Fondo Específico para Financiar la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, mediante la resolución CP/RES. 864 (1413/04), con el fin de apoyar la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, el Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales, el cual se ha incluido en el proyecto de calendario de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General antes de la sesión inaugural como una actividad regular, según se estipula en la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03),
RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso y la voluntad de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA): a) de continuar fortaleciendo e implementando mecanismos eficaces y acciones concretas para apoyar y promover activamente el registro de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales de conformidad con la resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, así como los esfuerzos, en los ámbitos nacional y multilateral, para que las organizaciones de la sociedad civil y los actores sociales participen en las actividades de la OEA; b) de apoyar al país sede de la VIII Cumbre de las Américas en sus esfuerzos por implicar a la sociedad civil y los actores sociales y otras partes interesadas en el proceso de Cumbres a través de la Secretaría de Cumbres y de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad, y c) de continuar participando en el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de las organizaciones de la sociedad civil en el marco de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General y del proceso de Cumbres de las Américas.

2. Encomendar al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral y a la Secretaría General que, en coordinación con todos los órganos, organismos y entidades de la OEA, continúen facilitando la implementación de las estrategias para aumentar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las Cumbres de las Américas y en las actividades de la OEA, incluidas aquellas estrategias aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, y aquellas incluidas en la “Estrategia de fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA)”, aprobada por la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) y adoptada por la Asamblea General en la resolución AG/RES. 2861 (XLIV-O/14), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas”.

3. Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando a los Estados Miembros en sus esfuerzos por aumentar la capacidad institucional de sus Gobiernos para recibir, integrar e incorporar los aportes y las causas de la sociedad civil y los actores sociales, y que antes del cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General presente un informe sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
4.
Fortalecer la participación de los actores sociales de los Estados Miembros en el proceso de Cumbres de las Américas y en las actividades desarrolladas por la OEA como resultado de dicho proceso, considerando las formas, usos y costumbres que tienen para organizarse. 

5.
Alentar a todos los Estados Miembros, observadores permanentes y otros donantes, según la definición del artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y demás normas y reglamentos de la Organización, a que consideren contribuir al Fondo Específico para Financiar la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, a fin de mantener y promover la participación eficaz de organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la Organización, de conformidad con las metas establecidas por la Asamblea General y por los Jefes de Estado y de Gobierno en el proceso de Cumbres de las Américas, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, el Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil.
AG/RES. 2894 (XLVI-O/16)

FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, 

celebrada el 15 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2015-junio 2016” (AG/doc.5514/16 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP);

CONSIDERANDO que los programas, actividades y tareas establecidas en las resoluciones de competencia de la CAJP coadyuvan al cumplimiento de propósitos esenciales de la Organización, consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos;

REAFIRMANDO las normas y principios del derecho internacional y de la Carta de la Organización de los Estados Americanos;

CONSCIENTE de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su preámbulo “que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y establece que uno de los propósitos esenciales de la Organización es “promover y consolidar la democracia representativa dentro del principio de la no intervención”; y

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2255 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2833 (XLIV-O/14), AG/RES. 2835 (XLIV-O/14), AG/RES. 2838 (XLIV-O/14), AG/RES. 2842 (XLIV-O/14), AG/RES. 2843 (XLIV-O/14), AG/RES. 2844 (XLIV-O/14), AG/RES. 2848 (XLIV-O/14), AG/RES. 2849 (XLIV-O/14), AG/RES. 2853 (XLIV-O/14) y todas las resoluciones anteriores aprobadas sobre este tema,
I.  ACTIVIDADES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS

RESUELVE:

1. Encomendar al Consejo Permanente, a la Secretaría General y a los demás órganos comprendidos en el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, que continúen trabajando en la implementación de los mandatos aplicables y vigentes contenidos en resoluciones anteriores de la Asamblea General asignadas a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), salvo que en determinada resolución se exprese lo contrario.
2. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en dichas resoluciones mediante el desarrollo y la ejecución de actividades, la presentación de informes, el intercambio de información, la adopción de medidas y políticas, así como la cooperación, el apoyo y la asistencia mutua; y encomendar a la Secretaría General que brinde el apoyo necesario a tales efectos.
3. Reconocer el papel de la CAJP en los asuntos jurídicos y políticos en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y encomendar que trabaje en la promoción de los temas de su competencia incluidos en esta resolución e igualmente encargar al Consejo Permanente, por intermedio de la CAJP, que continúe promoviendo y coordinando la cooperación entre los órganos, organismos y entidades de la Organización.
i. Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana


RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla” y que “la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas”;
CONSCIENTE de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que “todo Estado tiene derecho a elegir, sin injerencias externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de otro Estado. Con sujeción a lo arriba dispuesto, los Estados americanos cooperarán ampliamente entre sí y con independencia de la naturaleza de sus sistemas políticos, económicos y sociales”; y
RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “la promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia en los Estados del Hemisferio”,
RESUELVE:

1. Continuar promoviendo la cooperación democrática a fin de respaldar a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por fortalecer las instituciones, valores, prácticas y gobernabilidad democráticos, combatir la corrupción, mejorar el Estado de derecho, lograr el pleno ejercicio de los derechos humanos y reducir la pobreza, la desigualdad y la exclusión social.
2. Reafirmar todos los mandatos contenidos en la resolución AG/RES. 2835 (XLIV-O/14), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”.
3. Encomendar al Consejo Permanente que continúe el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, tomando en cuenta todos los temas abordados y debatidos, contenidos en el informe final sobre este diálogo (CP/doc.4669/11 rev. 3), aprobado el 14 de diciembre de 2011.
4. Solicitar a la Secretaría General que continúe realizando programas de capacitación para la promoción de los principios, valores y prácticas de la cultura democrática de acuerdo con los artículos 26 y 27 de la Carta Democrática Interamericana, así como para mejorar el conocimiento y promover la práctica de este instrumento interamericano en los países del Hemisferio. Asimismo, encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando al Consejo Permanente y a los Estados Miembros, que lo soliciten, en la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas.

ii. Derechos del niño

TOMANDO EN CUENTA las características demográficas de la región en la que el 40% de la población tiene menos de 18 años y en subregiones como Centroamérica supera el 55%;

ATENDIENDO a las priorizaciones expresadas por los representantes de los Estados Miembros en el Consejo Directivo del Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes y recogidos en su Plan de Acción 2015-2019; y

TOMANDO EN CUENTA la coincidencia de estas prioridades con las contenidas en otros documentos internacionales como la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, la cual fue adoptada durante la Cumbre de Desarrollo Sostenible de 2015 en el marco del 70º período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas (resolución 70/1),
RESUELVE:

1. 
Promover la participación de los niños, niñas y adolescentes y el ejercicio de su libertad para buscar, recibir y difundir información e ideas y desarrollar complementariamente con las autoridades, actores políticos y adultos en general, las capacidades y actitudes de escucha y respeto hacia las opiniones y propuestas de niños, niñas y adolescentes.
2. 
Promover el diálogo intergeneracional ejercitando una convivencia basada en valores democráticos respetuosos de la diversidad de opiniones, alentando la igualdad, equidad y no violencia de género, y orientado hacia la solución pacífica de controversias.
iii. Reunión de Ministros de Justicia u otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA)
TENIENDO PRESENTE que la “cooperación entre las autoridades con responsabilidades en materia de justicia” es una de las áreas prioritarias de la OEA y que “la REMJA se ha consolidado como foro político y técnico hemisférico en materia de justicia y cooperación jurídica internacional”, la cual es esencial para el desarrollo de los sistemas de justicia y la consolidación del Estado de derecho en la región; y que en las Cumbres de las Américas los Jefes de Estado y de Gobierno han apoyado el trabajo realizado en el marco de las REMJA y la implementación de sus conclusiones y recomendaciones,
RESUELVE:
1. 
Expresar su satisfacción por los resultados de la Décima Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA-X), realizada en Bogotá, Colombia, los días 15 y 16 de octubre de 2015; agradecer al Gobierno de Colombia por la exitosa organización de tal reunión; hacer suyas las “Conclusiones y Recomendaciones de la REMJA X”, cuyo texto consta en el documento REMJA-X/doc.2/15 rev. 2 y forma parte de esta resolución; y encomendar al Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos (en adelante Secretaría Técnica de las REMJA) que ejecute los mandatos que allí se le encomiendan, de acuerdo con los recursos asignados en el programa- presupuesto de la Organización y otros recursos.

2. 
Encomendar a la Secretaría Técnica de las REMJA que continúe prestando apoyo, asesoría jurídica y asistencia técnica a las REMJA, sus grupos de trabajo y reuniones técnicas; elaborando los documentos y estudios para apoyar el seguimiento e implementación de sus recomendaciones; ejecutando los programas, proyectos y actividades de cooperación técnica en desarrollo de las mismas; administrando y manteniendo las redes a su cargo creadas en el ámbito de las REMJA; realizando las gestiones para obtener recursos para el financiamiento de las actividades de las REMJA; fortaleciendo la coordinación y colaboración con las secretarías de otros organismos, entidades o mecanismos de cooperación internacional en las materias de que se ocupan las REMJA, y considerar el cumplimiento de las demás funciones que le asigna el Documento de Washington.
iv. Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción y del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14), “Orientaciones y objetivos de la visión estratégica de la Organización de los Estados Americanos”, que prevé en la sección III de su anexo II, como una de las áreas prioritarias de la OEA, el “combate a la corrupción”; los mandatos emanados de las Cumbres de las Américas referentes a la lucha contra la corrupción; el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción (MESICIC/CEP-II/doc.5/06 rev. 2); las “Recomendaciones de la Cuarta Reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC” (MESICIC/CEP-IV/doc.2/15 rev. 1),
RESUELVE:

1. Expresar su satisfacción por los resultados de la Cuarta Reunión de la Conferencia de los Estados Partes del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC), realizada en Washington, D. C., Estados Unidos, los días 14 y 15 de diciembre de 2015; agradecer a los Gobiernos de Brasil, Colombia y Estados Unidos como Presidencia, Vicepresidencia y Estado sede, respectivamente, por la exitosa organización de dicha reunión; hacer suyas las “Recomendaciones de la Cuarta Reunión de la Conferencia de los Estados Partes del MESICIC”, cuyo texto consta en el documento MESICIC/CEP-IV/doc.2/15 rev. 1 y forma parte de esta resolución; y encomendar al Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos (en adelante Secretaría Técnica del MESICIC) que ejecute los mandatos que allí se le encomiendan.
2. Refrendar el compromiso de los Estados Miembros para prevenir y enfrentar la corrupción de manera decidida, al tiempo de conjuntar esfuerzos para llevar a cabo la Quinta Ronda de Evaluación del MESICIC.

3. Encomendar a la Secretaría Técnica del MESICIC que continúe prestando asesoría jurídica e identificando oportunidades para la asistencia técnica para la Conferencia de los Estados Parte y su Comité de Expertos; apoyando la realización de las visitas in situ y la elaboración de los proyectos de informes con recomendaciones para cada país; desarrollando los programas y actividades para facilitar la implementación de tales recomendaciones; poniendo a disposición de los Estados programas, proyectos, estudios, mecanismos de intercambio de buenas prácticas y herramientas de cooperación jurídica y técnica para ayudarlos a prevenir, detectar y sancionar los actos de corrupción en el marco de la Convención, y proveer apoyo técnico según sea necesario al Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción; manteniendo el Portal Anticorrupción de las Américas; realizando las gestiones para obtener recursos para el financiamiento de las actividades de cooperación jurídica contra la corrupción; fortaleciendo la coordinación y colaboración con las secretarías de otros organismos, entidades o mecanismos de cooperación internacional en dicha materia, y cumpliendo las demás funciones que se le asignan en el Documento de Buenos Aires y los reglamentos de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC y de su Comité de Expertos.
v. Cooperación técnica y misiones de observación electoral
RESUELVE:

1. Destacar la contribución fundamental de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en el fortalecimiento y desarrollo de los procesos y sistemas electorales en los Estados Miembros, a través de las misiones de observación electoral de la OEA y la asesoría en materia electoral y la cooperación técnica, a solicitud de un Estado Miembro y de conformidad con la Declaración de Principios para la Observación Internacional de Elecciones.

2. Solicitar a la Secretaría General que brinde asistencia a los Estados Miembros que así lo soliciten para la implementación de las recomendaciones contenidas en los informes de las misiones de observación electoral de la OEA e invitar a los donantes, a través de la Secretaría General, a que coordinen su apoyo a las misiones de observación electoral de la OEA a fin de facilitar la planificación de dichas misiones.
3. Analizar, en el marco de la reforma administrativa de la OEA, que los Estados Miembros y la Secretaría General consideren la posibilidad de otorgar a las misiones de observación electoral recursos provenientes del fondo regular de manera que puedan asegurarles una mayor estabilidad y certidumbre en su planificación.
4. Solicitar a la Secretaría General que presente anualmente un informe al Consejo Permanente sobre las fuentes de financiamiento de las misiones de observación electoral.
vi. Acceso a la información pública y protección de datos personales 

RECORDANDO que tanto el acceso a la información pública como la protección de datos personales son valores fundamentales que deben trabajar siempre en concordancia,

RESUELVE:

1. Reafirmar la importancia del acceso a la información pública como requisito indispensable para la democracia y el compromiso de los Estados Miembros de respetar y hacer respetar el principio de brindar acceso a la información pública.
2. Encomendar a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos que, con la colaboración de la sociedad civil y otros actores sociales, continúe apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros que así lo soliciten, para tomar medidas legislativas y otros medios apropiados para garantizar el acceso a la información pública de acuerdo con sus legislaciones internas y de manera consistente con sus obligaciones y compromisos internacionales, en particular para la implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública o para continuar su adecuación a la misma; y que continúe promoviendo los contactos y el intercambio de mejores prácticas entre las autoridades nacionales (comisionados, ombudsman, etc.) encargadas de la implementación del acceso a la información pública.
3. Encomendar a la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que desarrolle y difunda el contenido del marco legal interamericano sobre acceso a la información pública, incluida la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública, mediante la continuación de la elaboración de informes sobre el alcance de la Ley Modelo y la aplicación de sus principios, apoyando a los Estados Miembros a que garanticen estos derechos, y organizando y participando en programas de capacitación sobre acceso a la información para autoridades nacionales y operadores judiciales
/.
4. Invitar a los Estados Miembros, cuando corresponda, y a la Secretaría General, en su calidad de Observador Permanente, a que sigan apoyando y participando activamente en las actividades que realizan la Red de Transparencia y Acceso a la Información y la Red Iberoamericana de Protección de Datos.
vii. Fortalecimiento de las actividades del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales

CONSIDERANDO que las actividades del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales son prioritarias para los objetivos estratégicos de la visión de la Organización de los Estados Americanos en esta nueva etapa, y tienen impactos positivos en sus cuatro pilares democracia, derechos humanos, seguridad y desarrollo,
RESUELVE:

Respaldar el trabajo del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales para, a solicitud de los Estados Miembros, establecer Servicios Nacionales de Facilitadores Judiciales, formar operadores de justicia y apoyar a otras iniciativas de acceso a justicia, teniendo como meta atender a la mayoría de los Estados Miembros en 2020. 
viii. Fortalecimiento e innovación de la gestión pública efectiva en las Américas

CONSIDERANDO que mediante el artículo 4 de la Carta Democrática Interamericana se establece que “son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa”,
RESUELVE:

1. 
Encomendar a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, que continúe apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros, que así lo soliciten, para el fortalecimiento institucional de la administración pública por medio de actividades de capacitación y formación, gestión del conocimiento, cooperación técnica, facilitación del diálogo, aprendizaje mutuo e intercambio de experiencias, principalmente a través del Mecanismo de Cooperación Interamericana para la Gestión Pública Efectiva (MECIGEP).
2. 
Solicitar a la Secretaría General que continúe realizando programas de capacitación y formación para la promoción de la innovación en la gestión pública y de los principios de gobierno abierto, tales como la transparencia, colaboración con los distintos actores sociales y la participación ciudadana.
3. 
Invitar a los Estados Miembros, cuando corresponda, y a la Secretaría General, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, a que sigan apoyando la labor que realiza la Red de Gobierno Electrónico de América Latina y el Caribe y que participen activamente en sus actividades.

4. 
Alentar los esfuerzos del Departamento para la Gestión Pública Efectiva para que continúe brindando cooperación, a solicitud de los Estados Miembros, para el fortalecimiento institucional de los Gobiernos, incluidos los Gobiernos locales, comprendiendo su importancia estratégica para el desarrollo y su cercanía con los problemas y necesidades de sus ciudadanos.
ix. Red Interamericana de Compras Gubernamentales (RICG)
CONSIDERANDO que la Red Interamericana de Compras Gubernamentales (RICG) es una iniciativa hemisférica conformada por un Comité Ejecutivo con representación de cinco países por subregión (Norteamérica, Caribe, Centroamérica, Región Andina y Cono sur), una Presidencia y una Secretaría Técnica, de conformidad con sus Estatutos aprobados en 2008 por 32 países miembros, y modificados en la XI Conferencia Internacional de 2015, en República Dominicana;
TENIENDO EN CUENTA la importancia del uso de las tecnologías de la información en las compras gubernamentales para promover la transparencia y la participación de la micro, pequeña y mediana empresa y otras organizaciones productivas;
RECONOCIENDO la labor que la Organización de los Estados Americanos ha realizado, a través de la Secretaría Técnica de la Red, en los 11 años de funcionamiento, en cuanto a facilitar espacios de diálogo político y técnico, promover el fortalecimiento de capacidades de los funcionarios públicos de las instituciones nacionales de compras públicas, promover la generación de conocimiento en compras públicas y proveer asistencia técnica teniendo en cuenta necesidades y desafíos comunes a fin de generar estrategias de solución regional; y
CONSIDERANDO que la RICG se constituye como el foro de cooperación regional más importante en materia de compras gubernamentales y única red en su tipo con alcance hemisférico, que la posiciona como referencia regional,
RESUELVE:

1. 
Reiterar el reconocimiento de la Red Interamericana de Compras Gubernamentales como un mecanismo de cooperación técnica horizontal de alto nivel para la movilización y el intercambio de recursos humanos, técnicos, financieros y materiales para la generación de conocimientos, experiencias y buenas prácticas en las compras públicas entre Estados Miembros de la Organización.
2. Solicitar a la Secretaría General que continúe apoyando la modernización de las compras gubernamentales como eje fundamental para mejorar la transparencia y eficiencia en la gestión pública y transmitir a los ciudadanos mayor credibilidad y rendición de cuentas.
x. Observaciones y recomendaciones al Informe anual del Centro de Estudios de Justicia de las Américas

TOMANDO EN CUENTA el “Informe anual del Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) al cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General” (CP/doc.5161/16), así como su Plan de Acción 2016, los cuales fueron presentados a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el 21 de abril de 2016 y que reflejan las iniciativas concretas en investigación, capacitación y difusión que el CEJA ha impulsado en el último año para fortalecer los sistemas de justicia en los Estados Miembros y proporcionan información sobre la sostenibilidad institucional del CEJA y sobre los resultados de sus esfuerzos de recaudación de fondos,
RESUELVE:
1. Tomar nota del “Informe de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe anual del Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) correspondiente al año 2015 CP/doc5161/16” (CP/CAJP-3351/16) y transmitirlas a dicha entidad.
2. Felicitar al CEJA por su trabajo con los Estados Miembros en el estudio, diseño, capacitación, instalación, seguimiento y evaluación de los sistemas de justicia penal oral y acusatorio, que contribuyen al Estado de derecho y a la modernización de los servicios de justicia.
3. Apoyar especialmente la estrategia de la Dirección Ejecutiva del CEJA consistente en impulsar nuevos modelos de gestión para los ministerios públicos que hagan más efectiva la persecución penal, al habilitarlos para el análisis criminal, la persecución penal estratégica y la adaptación de buenas prácticas en la investigación de delitos complejos; impulsar el mejoramiento de estándares para la defensa penal; promover servicios de antelación al juicio; y capacitar en destrezas de litigación para fiscales y defensores y de conducción de audiencias para jueces.
4. Reconocer y agradecer a los Gobiernos de Chile y México por el financiamiento bilateral durante 2015 del Programa de Apoyo a la Reforma del Sistema de Justicia Penal Mexicano (3. ª etapa) y del Proyecto de Cooperación Triangular Chile-México-Centroamérica, “Seminario Internacional de Gestión Judicial: experiencias chilenas, mexicanas y latinoamericanas de innovación”; y destacar el importante apoyo financiero de Canadá al Programa Mejoramiento del Acceso a la Justicia Civil en América Latina.

xi. 
Diálogo inclusivo para el abordaje eficaz de la conflictividad social en la inversión para el desarrollo integral 

REAFIRMANDO como lo reconoce la Carta Democrática Interamericana en su artículo 11 que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente; y
AFIRMANDO su convicción de que el abordaje pacífico y constructivo de la conflictividad social asociada a proyectos de inversión, dentro de un enfoque de derechos, y a través del diálogo y otros medios pacíficos de prevención y resolución alterna de conflictos contribuye a la gobernabilidad democrática y al desarrollo integral, 

RESUELVE:
1. Encargar a la Secretaría General que continúe respaldando a los Estados Miembros que así lo soliciten en el desarrollo de capacidades institucionales para el abordaje de la conflictividad social asociada a proyectos de inversión, en favor del desarrollo integral, la erradicación de la pobreza, en particular la pobreza extrema, la igualdad, la equidad y la inclusión social.
2. Solicitar a la Secretaría General que:

a) fomente espacios para el intercambio de información, experiencias y lecciones aprendidas en la materia entre los Estados Miembros;
b) promueva y facilite el funcionamiento de redes de autoridades públicas, expertos y académicos sobre la prevención y manejo de conflictos asociados a proyectos de inversión; y
c) propicie encuentros de reflexión y análisis a través de foros regionales, subregionales y nacionales para compartir información e intercambiar experiencias sobre la materia.
II.  SEGUIMIENTO DE INFORMES
RESUELVE:

1.
Encargar al Consejo Permanente que, a través de la inclusión en la agenda de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, dé seguimiento a los temas objeto de la presente resolución, y a la Secretaría General que informe a la Asamblea General en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones.
2. 
Instruir a la Secretaría General, a través de las áreas responsables del seguimiento y ejecución de actividades en relación con el objeto de la presente resolución, que presente oportunamente el plan de actividades que serán realizadas en el período 2016-2017 para consultas o la adecuada supervisión de los Estados Miembros.
3. 
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
4.
Hacer un llamamiento especial a los Estados Miembros y a los observadores permanentes para que realicen contribuciones voluntarias e instar a la Secretaría General a que apoye de manera prioritaria las gestiones de fondos específicos que permitan financiar el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales, el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC), el Mecanismo de Cooperación Interamericana para la Gestión Pública Efectiva (MECIGEP), el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), así como la implementación de las recomendaciones de las Reuniones de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA), sus grupos de trabajo y reuniones técnicas, y continuar y profundizar su labor. Se les exhorta a poner en ejecución mecanismos bilaterales o multilaterales para el financiamiento compartido de actividades de cooperación en la región a través de estos programas. 

NOTA DE PIE DE PÁGINA
1. …en un instrumento de promoción y apoyo que se adecua o se incorpora a las partes pertinentes de las legislaciones nacionales solo bajo la voluntad y decisión soberana de cada Estado; por tanto, no corresponde la elaboración de informes por parte de la CIDH, órgano no facultado por la Convención Americana sobre Derechos Humanos para hacer seguimiento a esta Ley Modelo.
AG/RES. 2895 (XLVI-O/16)

FINANCIAMIENTO DEL PROGRAMA-PRESUPUESTO DE LA ORGANIZACIÓN 2017

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, 

celebrada el 15 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:


El “Informe de la Comisión Preparatoria a la Asamblea General en su cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones” (AG/doc.5515/16); y

El “Informe del Presidente de la Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios para el cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General” (AG/CP/Sub.AAP-393/16); y

CONSIDERANDO:


Que, de conformidad con los artículos 54 (e) y 55 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Asamblea General aprueba el programa-presupuesto de la Organización y establece las bases para fijar la cuota con que debe contribuir cada uno de los Gobiernos al sostenimiento de la Organización, tomando en cuenta la capacidad de pago de los respectivos países y la determinación de éstos de contribuir en forma equitativa;


Que la Asamblea General, en su trigésimo período ordinario de sesiones, mediante la resolución AG/RES. 1757 (XXX-O/00), aprobó las medidas destinadas a alentar el pago oportuno de las cuotas, y que desde entonces ha modificado estas medidas de conformidad con las resoluciones AG/RES. 2157 (XXXV-O/05) y AG/RES. 1 (XLII-E/11) rev. 1;


Que la Asamblea General, en su trigésimo cuarto período extraordinario de sesiones, mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) rev.1, aprobó la metodología para el cálculo de la escala de cuotas para el financiamiento del Fondo Regular de la Organización;


Que conforme a la metodología establecida por la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) rev.1 se han asignado las cuotas porcentuales de los Estados Miembros correspondientes a los años 2015-2017;

Que conforme a la resolución AG/RES. 1 (L-E/15) rev.1, la Asamblea General encomendó a la Secretaría General que presente a la Comisión Preparatoria un proyecto de nivel global presupuestario para el año 2017, así como el nivel global presupuestario tentativo para 2018, incluido el ajuste por costo de vida e inflación, cuando proceda, de conformidad con las normas vigentes;

Que es necesario establecer el nivel global presupuestario y las fuentes de financiamiento para el programa-presupuesto de 2017, que será aprobado por la Asamblea General en un período extraordinario de sesiones a celebrarse a más tardar el 30 de octubre de 2016;

Que de conformidad con el artículo 80 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (Normas Generales), la Secretaría General deberá presentar al Consejo Permanente una propuesta de presupuesto para la utilización de la recuperación de costos indirectos (RCI), la cual se basará en el ingreso proyectado equivalente al 90% del promedio de la RCI obtenido en los tres años anteriores al año en que se apruebe el programa-presupuesto, y que dicho presupuesto de RCI será aprobado por la Asamblea General;


Que el Fondo Regular no cuenta actualmente con el efectivo suficiente para cumplir sus compromisos de pago de los gastos corrientes ya presupuestados para el 2016 conforme a las normas y contratos aplicables, es necesario recibir en su totalidad las cuotas de los Estados Miembros; 

Que el Consejo Permanente, mediante la resolución CP/RES. 1059 (2060/16) corr. 1, “Extensión de la autorización a la Secretaría General para utilizar temporalmente recursos del Fondo de Tesorería de la OEA para el Fondo Regular de la Organización hasta el 31 de enero de 2017”, solicitó al Secretario General que presente a la consideración de los Estados Miembros el proyecto de programa-presupuesto para 2017 con un tope presupuestal de US$84.3 millones y con un nivel máximo de gastos autorizados de US$72.5 millones; y


Que en 2017 no se espera recibir aportes al Fondo Regular provenientes tanto del Fondo de Cooperación para el Desarrollo de la OEA como de los fondos específicos por concepto de dirección técnica y apoyo administrativo, en virtud del artículo 80 de las Normas Generales, 

RESUELVE:

1. Fijar las cuotas con las que los Estados Miembros financiarán el Fondo Regular de la Organización para 2017 y la contribución para el reembolso de impuestos sobre la renta, de conformidad con la metodología adoptada mediante las resoluciones AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) rev.1 y AG/RES. 41 (I-O/71), respectivamente, utilizando la escala y las cantidades que figuran en el anexo A, Cuotas para el Fondo Regular 2017.

2. Establecer el nivel global presupuestario del programa-presupuesto del Fondo Regular para 2017 en US$ 82.445.942 y financiarlo de la siguiente manera:

a) Contribuciones netas de los Estados Miembros por US$81.995.942, por concepto de pagos de cuotas al Fondo Regular, asignadas como sigue:

i. Un total bruto de cuotas de US$82.440.400 asignadas de conformidad con la metodología para el cálculo de la escala de cuotas adoptada mediante la resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) rev.1.

ii. Una reducción de US$444,458 proveniente de los descuentos por pago oportuno conforme a las medidas destinadas a estimular el pago oportuno de las cuotas, previstas en la resolución AG/RES. 1757 (XXX-O/00) y modificadas en las resoluciones AG/RES. 2157 (XXXV-O/05) y AG/RES. 1 (XLII-E/11) rev. 1.
b) Ingresos de US$450,000 por concepto de intereses y reembolsos, y otros ingresos, de conformidad con el artículo 72 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General.

3. Autorizar un nivel de gastos para 2017 no mayor a US$70.341.742; base sobre la cual la Secretaría General presentará el proyecto de programa-presupuesto 2017 para la consideración de los Estados Miembros por lo menos 90 días antes de la fecha de celebración del período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de octubre de 2016, de conformidad con el artículo 90 de las Normas Generales.

4. Encomendar al Secretario General que haga los ajustes y reducciones que sean necesarios para dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo precedente.

5. Fijar el límite general de gastos de la cuenta del Fondo de Recuperación de Costos Indirectos en US$4.500.000, de conformidad con las Normas Generales.

6. Dado el compromiso de los Estados Miembros de lograr el pleno financiamiento de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos a través del Fondo Regular expresado en la resolución AG/RES. 2887 (XLVI-O/16), “Promoción y protección de los derechos humanos”, se instruye a la Secretaría General a que, en consulta con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su propuesta de programa-presupuesto contemple acciones para atender la crítica situación de dichos órganos, así como para presentar propuestas para fortalecer la sustentabilidad financiera de estos órganos a mediano y largo plazo. 
7. Encomendar al Consejo Permanente que, a la brevedad posible y ad referéndum del período extraordinario de sesiones de la Asamblea General que se realizará en octubre de 2016, considere la posibilidad de un aumento al techo presupuestario acordado en la presente resolución para el ejercicio presupuestario de 2017.

ANEXO A
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Estados Miembros Porcentaje Cuota impuestos Pagos Total

Antigua y Barbuda 0.022% 18,200 18,200

Argentina 2.400% 1,987,200 1,987,200

Bahamas 0.049% 40,600 812 39,788

Barbados 0.034% 28,200 12,000 40,200

Belize 0.022% 18,200 18,200

Bolivia 0.056% 46,400 928 45,472

Brasil 12.427% 10,289,300 10,289,300

Canadá 10.583% 8,762,500 262,875 8,499,625

Chile 1.347% 1,115,300 1,115,300

Colombia 1.311% 1,085,500 1,085,500

Costa Rica 0.230% 190,400 3,808 186,592

Dominica 0.022% 18,200 546 17,654

República Dominicana 0.317% 262,500 5,250 257,250

Ecuador 0.322% 266,600 266,600

El Salvador 0.086% 71,200 71,200

Grenada 0.022% 18,200 18,200

Guatemala 0.145% 120,100 120,100

Guyana 0.022% 18,200 364 17,836

Haití 0.026% 21,500 21,500

Honduras 0.042% 34,800 34,800

Jamaica 0.070% 58,000 58,000

México 6.788% 5,620,300 168,609 5,451,691

Nicaragua 0.026% 21,500 645 20,855

Panamá 0.176% 145,700 145,700

Paraguay 0.075% 62,100 621 61,479

Perú 0.860% 712,100 712,100

Saint Kitts y Nevis 0.022% 18,200 18,200

Santa Lucía 0.022% 18,200 18,200

San Vicente y las Granadinas 0.022% 18,200 18,200

Suriname 0.026% 21,500 21,500

Trinidad y Tobago 0.135% 111,800 111,800

Estados Unidos 59.470% 49,240,000 4,500,000 b 53,740,000

Uruguay 0.247% 204,500 204,500

Venezuela 2.144% 1,775,200 1,775,200

Subtotal 99.568% 82,440,400 4,512,000 444,458 86,507,942

Cuba         c 0.431% 356,900 356,900

TOTAL 99.999% 82,797,300 4,512,000 444,458 86,864,842

a. Representa el 1% de las cuotas de 2016 si se recibió la totalidad del pago correspondiente a 2016 al 31 de marzo de ese mismo año, más el 2% de 

     cualquier pago recibido antes del 29 de febrero de 2016, y el 3% si se recibió al 31 de enero de 2016.

b. La cantidad mostrada es una estimación y puede diferir del cantidad cobrada en realidad.

c. Se muestra solamente para establecer el porcentaje correspondiente a cada Estado Miembro.

Aumento de cuotas: 0% 
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AG/RES. 2896 (XLVI-O/16)

VOTO DE AGRADECIMIENTO AL PUEBLO Y GOBIERNO DE LA
REPúBLICA DOMINICANA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,

celebrada el 15 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:


Que el cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) tuvo lugar en Santo Domingo, República Dominicana, del 13 al 15 de junio de 2016; y
Que durante el transcurso de la Asamblea General las delegaciones destacaron su profundo reconocimiento al Excelentísimo señor Andrés Navarro García, Ministro de Relaciones Exteriores de la República Dominicana, por la acertada conducción de los debates que llevaron a la adopción de importantes declaraciones y resoluciones sobre temas de alta prioridad para la agenda hemisférica; y

RESALTANDO la cálida acogida ofrecida por el pueblo y Gobierno dominicano, 

RESUELVE:

1. Expresar su agradecimiento al Excelentísimo señor Danilo Medina Sánchez, Presidente de la República Dominicana y muy especialmente a los ciudadanos de la ciudad de Santo Domingo, República Dominicana, por la cálida y generosa hospitalidad demostrada a los participantes en la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

2. Declarar su reconocimiento y felicitar al Excelentísimo señor Andrés Navarro García, Ministro de Relaciones Exteriores de la República Dominicana, por la destacada labor que cumplió como Presidente del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

3. Expresar su reconocimiento y gratitud al Embajador Pedro Vergés Cimán, Representante Permanente de la República Dominicana ante la OEA, a los miembros de esa Misión Permanente y a los funcionarios de la cancillería dominicana quienes, con gran eficiencia, dedicación y profesionalismo, contribuyeron al exitoso desarrollo del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

AG/RES. 2897 (XLVI-O/16)

SEDE Y FECHA DEL CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO PERÍODO ORDINARIO
DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,

celebrada el 15 de junio de 2016)

LA ASAMBLEA GENERAL, 


TENIENDO EN CUENTA los artículos 43 y 44 del Reglamento de la Asamblea General relativos a la celebración de períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General y la fijación de la fecha y sede de los mismos; y

CONSIDERANDO:


Que la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) debe reunirse en un período ordinario de sesiones cada año, preferentemente durante el segundo trimestre del año; y 


Que el Gobierno de México, por intermedio de su Ministro de Relaciones Exteriores, el día 15 de junio de 2016, en el marco del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General, celebrado en el ciudad de Santo Domingo, República Dominicana, ha ofrecido ser sede del cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización, que ha de celebrarse en junio de 2017, como una reafirmación de su compromiso con los propósitos y principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y como demostración de su firme decisión de continuar participando activamente en el fortalecimiento de la Organización,

RESUELVE:

1. Determinar que el cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General se celebre en México en el mes de junio de 2017.

2. Agradecer el generoso ofrecimiento de sede del Gobierno de México para el cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
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�. 	El Gobierno de la República de Nicaragua no puede acompañar la mención al llamado “Acuerdo de París” debido a que se utilizaron procedimientos irregulares en su adopción, no se consideró la posición…


�. 	Los compromisos internacionales referidos en este preambular son los siguientes: Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo,…


�.	Costa Rica, Chile y Colombia, en este texto y de acuerdo con el lenguaje previamente acordado en otros instrumentos internacionales de Naciones Unidas y de la…


�.	San Vicente y las Granadinas apoya el título original de esta declaración “Reparaciones por la esclavitud de africanos y sus descendientes y el genocidio de las poblaciones nativas” y manifiesta su objeción... 


�.	El Paraguay apoya todas las acciones emprendidas en la lucha contra el virus del Zika, de conformidad con su legislación nacional. Ningún nuevo enfoque conceptual se interpretará en contra de lo establecido en la normativa vigente.


�.	El Estado de Guatemala está comprometido con la salud de todos sus habitantes y con la salud de las mujeres, de forma especial las mujeres embarazadas y de los niños por nacer; por tanto, Guatemala se reserva…


�.	La República Bolivariana de Venezuela y la República de Nicaragua: “No existe un modelo único de democracia. El compromiso de la OEA y otros foros regionales y mundiales es el fortalecimiento...


� 	El Gobierno de la República de Nicaragua no está de acuerdo con las referencias a los mandatos, decisiones e iniciativas emanadas de la Quinta, Sexta y Séptima Cumbres de las Américas debido a que…


�. 	El Gobierno de la República de Nicaragua no puede acompañar la mención al llamado “Acuerdo de París” debido a que se utilizaron procedimientos irregulares en su adopción; no se consideró la…


�.	La República Bolivariana de Venezuela y la República de Nicaragua: Las nuevas modalidades de golpe de Estado, distintos tipos de acciones desestabilizadoras de la institucionalidad democrática, nuevos poderes fácticos, entre otros, deben estar en todo debate sobre los desafíos a la democracia en el Hemisferio.


�.	La República Bolivariana de Venezuela cuestiona la existencia y aplicabilidad del Acuerdo Marco de Cooperación suscrito entre la Secretaría General de la OEA y la…


�.	Nota de pie de página de Bolivia: Los acuerdos y/o convenios suscritos por la Secretaría General no pueden ni deben constituirse en mandatos de la Organización ya que los Estados Miembros reunidos en los…


�.	El Gobierno de México considera que el uso de la palabra “reserva” en el texto del párrafo es incorrecto en virtud de que el artículo 28 del Tratado para la Proscripción de las…


�.	Estados Unidos no apoya este párrafo. Estados Unidos sigue estando comprometido en la búsqueda de la paz y la seguridad en un mundo sin armas nucleares…


�.	Estados Unidos es el principal contribuyente de ayuda humanitaria para el desminado en el mundo y en el continente americano. Ha contribuido con más de…


�.	En seguimiento a la posición de Nicaragua en relación con la adopción de la Medida de Fomento de la Confianza y de la Seguridad expresada en la sesión de la…


�.	El Gobierno del Ecuador, en aplicación del artículo 4, numeral 4.4 del Estatuto de la Junta Interamericana de Defensa (JID), notificó su retiro definitivo de la…


�.	El Gobierno de Nicaragua considera que el contexto histórico que posibilitó el surgimiento de la Junta Interamericana de Defensa difiere de las realidades actuales…


�.	La República Bolivariana de Venezuela cuestiona la vigencia de la Junta Interamericana de Defensa (JID) en razón de sus orígenes, naturaleza, alcance, objetivos y desempeño…


�.	En el nuevo contexto de relacionamiento de los Estados del Hemisferio y en coherencia con las decisiones de los Estados Miembros de la OEA de hacer de América una Zona de Paz,…


�.	El Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela reitera el contenido de sus reservas al ALCA formuladas en las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres de las Américas…


�. 	El Gobierno de la República de Nicaragua no está de acuerdo con las referencias a los mandatos, decisiones e iniciativas emanadas de la Quinta, Sexta y Séptima Cumbres de las Américas,…


�. 	El “plan estratégico integral cuatrienal” a que se refiere la resolución AG/RES. 1 (XLVII-E/14) es el mismo “Plan Estratégico Cuatrienal” de la resolución CP/RES. 1061 (2063/16).


� 	Estados Unidos tuvo el agrado de participar en la Tercera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Reducción del Riesgo de Desastres en Sendai, Japón en 2015…


� 	El Gobierno de la República de Nicaragua no puede acompañar la mención al llamado "Acuerdo de París" debido a que se utilizaron procedimientos irregulares en su adopción, no se consideró…


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua no está de acuerdo con las referencias a los mandatos, decisiones e iniciativas emanadas de la Quinta, Sexta y Séptima Cumbres de las Américas, debido…


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua no está de acuerdo con las referencias a los mandatos, decisiones e iniciativas emanadas de la Quinta, Sexta y Séptima Cumbres de las Américas, debido…


�. 	El término responsable se refiere a la rendición de cuentas a nivel interno, de acuerdo con la legislación de cada país.


�.	El Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela reitera el contenido de sus reservas al ALCA formuladas en las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres de las Américas…


�.	Residentes "temporales" incluye, entre otros, a los estudiantes y jubilados.


�.	La República del Ecuador formula expresa reserva de las referencias a la VI Cumbre de las Américas, realizada el 14 y 15 de abril en Cartagena de Indias, Colombia,...


� 	El Gobierno de la República de Nicaragua no está de acuerdo con el primer párrafo preambular de la resolución Apoyo y Seguimiento del Proceso de Cumbres de las Américas que hace referencia…


�.	El Gobierno de Jamaica está plenamente comprometido con la protección de los derechos humanos de todos sus ciudadanos, incluso de cualquier forma de violencia conforme al Estado de derecho y la Constitución del país…


�.	La República de Honduras declara su compromiso con los derechos humanos y con las convenciones internacionales y respecto de las disposiciones contenidas en la presente resolución expresa su reserva…


�.	El Estado de Guatemala declara que promueve y defiende todos los derechos humanos y respecto de las disposiciones de la presente resolución, reafirma la igualdad de todos los seres humanos al amparo…


�.	El Gobierno de Nicaragua considera inadmisible la práctica de un doble rasero que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se empeñe en mantener en el capítulo IV inciso B de su…


�.	La República de Paraguay reitera su compromiso con los principios de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y convenciones internacionales suscritos sobre la materia, reafirmando lo preceptuado…


�.	Trinidad y Tobago no está en capacidad de unirse al consenso sobre este documento dado que algunos fragmentos son contrarios a la legislación nacional. Trinidad y Tobago no deja de estar…


� 	La República Bolivariana de Venezuela promueve, respeta y garantiza los derechos humanos consagrados en el derecho interamericano e internacional, sin embargo, considera que los órganos…


� 	Ídem.


�.	El Gobierno de Barbados no está en capacidad de unirse al consenso para aprobar esta sección en virtud de que varios de los temas y términos contenidos en ella no están contemplados en sus leyes nacionales...


�.	Ídem.


�.	El Paraguay se reserva la aceptación de las disposiciones internas emanadas de la Secretaría General en el ejercicio de sus funciones que contravengan lo establecido en la normativa nacional vigente.


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua no está de acuerdo con las referencias a los mandatos, decisiones e iniciativas emanadas de la Quinta, Sexta y Séptima Cumbres de las Américas, debido...


� 	El Estado de Guatemala se reserva la aceptación de las disposiciones de índole interna emanadas de la Secretaría General en el ejercicio de sus funciones.


�.	Estados Unidos desea reiterar su compromiso para atender los apremiantes problemas que atañen a los pueblos indígenas en las Américas, incluido el combate a la discriminación social de que son objeto,…


�. 	Canadá reitera su compromiso con una renovada relación con sus pueblos indígenas fundamentada en el reconocimiento de derechos, el respeto, la cooperación y la colaboración. Canadá está ahora…


�.	El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXIII, numeral 2, de la Declaración de los Pueblos Indígenas de la OEA, que se refiere a las consultas…


�. 	El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXIX, numeral 4 de la Declaración de los Pueblos Indígenas de la OEA que se refiere a las consultas para obtener…


�.	El Estado de Colombia se aparta del consenso respecto del artículo XXX, numeral 5 de la Declaración de los Pueblos Indígenas de la OEA, considerando que conforme al mandato contenido…


�.	La República del Ecuador deja sentada su oposición al financiamiento de fundaciones que mantienen claros vínculos con compañías que han sido sentenciadas por la justicia de Estados Miembros de la OEA, por sus claras afectaciones a los derechos humanos de sus ciudadanos y pueblos.


� 	Nota del Estado Plurinacional de Bolivia, de la República Bolivariana de Venezuela y de la República de Nicaragua: La Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública se constituye…
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